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Hace 25 años cuando se creó el MERCOSUR 
no existía WhatsApp, ni Facebook, ni ninguna 
otra forma de comunicación que hoy usan mi-
llones de latinoamericanos a diario. Una com-
putadora ocupaba mucho espacio y hasta el 
e-mail era desconocido para las grandes mayo-
rías. Desde entonces, los flujos de datos entre 
países crecieron un promedio anual de 50%.1

El impacto de la tecnología en la vida coti-
diana tiene lugar cada vez a un ritmo más ace-
lerado. Lejos quedó la etapa de la revolución 
industrial que estuvo acompañada por enor-
mes fábricas y chimeneas, un espejo más del 
pasado que del porvenir. 

La economía digital de este siglo engendró 
nuevos modelos productivos y de integración, 
la llamada industria 4.0. Se trata de un proce-
so, el soporte físico de los bienes cambió, como 
ocurre con los libros electrónicos o los diseños 
en impresión 3D. Y donde las plataformas digi-
tales permiten a millones de trabajadores desa-
rrollar tareas desde cualquier lugar del planeta, 
alterando las nociones clásicas de estándares 
laborales, derechos migratorios y relación de 
dependencia (ICTSD, 2016). 

A nivel global, más de doscientos nuevos 
acuerdos comerciales y de integración (el fa-
moso (spaghetti bowl) alteraron las reglas del 
intercambio de bienes y servicios, capitales e 
información, dando lugar a una integración hí-
brida donde la cuestión arancelaria es solo una 
parte de la negociación. 

La dinámica de bloques comerciales, como 
la Alianza del Pacífico, y nuevas estructuras, 
como el Acuerdo Transpacífico (TPP), obligan 
a renovar la agenda de integración consideran-
do potenciales desvíos de comercio, erosión 
de preferencias y, seguramente, la formación 
de reglas en las que no participamos, incluso 
para bienes abundantes en nuestras canastas 
exportadoras.

Las principales economías desarrolladas 

han lanzado ambiciosos programas públi-
co-privados para promover la digitalización de 
la industria y la transferencia de tecnología en-
tre sectores. Con este objetivo, Alemania creó 
la Iniciativa Industrie 4.0, Francia lanzó Allian-
ce Industrie du Futur, Reino Unido el Progra-
ma Catapult, Holanda Smart Industry y España 
Industria Conectada 4.0, solo para mencionar 
algunos ejemplos.

En esta fase de la globalización la competen-
cia se ha vuelto más dura y como nunca antes 
surge la necesidad de avanzar en profundidad 
con una agenda de facilitación del comercio: 
una tecnología de carácter modular que pueda 
aplicarse a nivel multilateral, regional, nacional 
e incluso local. Y donde las prioridades sean 
fomentar inversiones en infraestructura comer-
cial, el hardware de la integración, y apuntalar 
la dinámica de nuestro comercio con institucio-
nes y mordernos marcos regulatorios, el software 
de la integración. 

En este camino, los cambios tecnológicos en 
marcha, las técnicas productivas de vanguardia 
y la expansión de la economía digital ofrecen 
valiosas oportunidades y abren la puerta a nue-
vas modalidades para el intercambio. Los paí-
ses en desarrollo tienen la posibilidad de dar 
un salto desde la era de industrias inconclusas 
a la era de una industria 4.0, planteándose al 
mismo tiempo enormes desafíos de transición 
en el marco de economías poco diversificadas 
en bienes y destinos, y con una fuerza laboral 
y educativa difícil de adaptar al cambio (MGI, 
2016). 

Por ejemplo, el comercio electrónico y los 
pagos a través de la telefonía celular permiten 
ahorros significativos en infraestructura banca-
ria (ITC, 2016).2 O las tecnologías de la infor-
mación, que posibilitan democratizar el cono-
cimiento y ampliar el alcance de la educación 
a zonas rurales. O el Big data, que se usa en 
la eficiencia de la logística y el mantenimiento 

REGIONALISMO
INTELIGENTE 4.0

GUSTAVO BELIZ
Director del Instituto para la Integración de América Latina y el Caribe (INTAL)
Banco Interamericano de Desarrollo 

PRÓLOGO
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de redes complejas con técnicas de análisis de 
datos en tiempo real.

El transporte, las comunicaciones y el mun-
do de la energía, pilares de la conectividad físi-
ca moderna, atravesarán cambios sustanciales 
como consecuencia de la innovación. Autos sin 
conductor y eléctricos ponen a prueba los sis-
temas tradicionales de transporte público; in-
ternet de las cosas posibilita el diálogo entre 
objetos y modos de producción; y las energías 
renovables prometen terminar con la antigua 
dependencia del petróleo.

La inteligencia artificial, la robótica, la nano-
tecnología, los nuevos materiales, la fabricación 
aditiva y la biotecnología, entre otras tecnolo-
gías exponenciales, plantean desafíos a la inser-
ción internacional en cadenas globales de valor 
que se encuentran en constante movimiento.3  

Nuestras naciones no estuvieron ajenas a 
estas transformaciones. En las últimas déca-
das, las economías de los países miembros del 
MERCOSUR evidenciaron cambios estructu-
rales que incluyen la consolidación de nuevos 
socios comerciales, modificación de patrones 
productivos y una arquitectura regulatoria más 
sofisticada. El comercio sur-sur fue ganando 
terreno y Asia se convirtió en destino de 31% 
de las ventas externas. 

Este informe se pregunta cuál es el futuro 
del MERCOSUR tras cumplir sus primeros 25 
años y qué debemos hacer para adaptarnos a 
la nueva era. Los futuros del MERCOSUR rea-
liza un diagnóstico preciso de la situación del 
bloque regional y presenta ideas creativas para 
avanzar en un sendero de desarrollo sustenta-
ble que brinde opciones para fortalecer la inte-
gración en el presente escenario. 

Se trata de dejar atrás la vieja antinomia 
entre liberalismo excluyente y proteccionismo 
exacerbado, para avanzar en un regionalismo 
inteligente, que puede repensarse sobre la 
base de cuatro nodos estratégicos: políticas de 
estado, tecno-integración, brechas de equidad 
y convergencia tridimensional.

POLÍTICAS DE ESTADO DE ACCIÓN 
GRANULAR

Los procesos de negociación con la Alian-
za del Pacífico y la Unión Europea comenzaron 
hace más de un lustro entre gobiernos de sig-
nos políticos diversos. Los intereses en juego 
trascienden las banderas partidarias y llaman 
a cumplir una agenda pendiente que reclama 
acción granular.

Es evidente que la matriz productiva y de 
inserción internacional de la Alianza del Pací-
fico y del MERCOSUR difieren por cuanto hay 
una mayor especialización en energía y mine-
ría (sin barreras proteccionistas de los países 
desarrollados) en el caso de Chile, Colombia y 
Perú, y mayor especialización en productos.

Pero no se trata de un escollo insalvable, ni 
mucho menos, en la búsqueda de convergencia 
en la diversidad. Existe una agenda en común 
de trabajo con puntos específicos y muy foca-
lizados en materia de facilitación de comercio, 
participación empresarial, reglas de acumu-
lación de origen, cooperación aduanera, cer-
tificación de origen digital, profundización de 
acuerdos de cooperación económica (ACEs) 
vigentes, promoción comercial, desarrollo de 
PyMES, movimiento de personas y declaracio-
nes presidenciales conjuntas.

Todos los miembros del MERCOSUR y de la 
Alianza del Pacífico suscribieron acuerdos en el 
marco de la ALADI con el objetivo de estrechar 
los lazos comerciales. Una parte importante del 
intercambio efectivamente realizado entre los 
países de ambos bloques (entre 60% y 70%) ya 
goza de importantes preferencias comerciales. 
Mientras que otra buena parte restante (entre 
17% y 27%) completaría su proceso de des-
gravación en los próximos tres años, o bien se 
beneficiaría de preferencias fijas o cuotas aran-
celarias. No se trata entonces de comenzar de 
cero sino de reencauzar el sendero transitado. 
Pero hay, en efecto, que ponerse a recorrer el 
camino que falta.
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La continuidad en las políticas de Esta-
do también es una asignatura pendiente con 
respecto a China. El gigante asiático hizo una 
propuesta de acercamiento al MERCOSUR en 
2012 que necesita de la elaboración de una res-
puesta conjunta, a tono incluso con el nuevo 
documento presentado por China en 2016, que 
pone énfasis en temas de industrialización e 
innovación.4

TECNO-INTEGRACIÓN
DISRUPTIVA

Rodrik (2015) sugiere pasar del Estado be-
nefactor al Estado innovador mediante meca-
nismos que aseguren la participación de todos 
los ciudadanos, de un modo equitativo, en los 
beneficios del proceso social de innovación. 
Para ello necesitamos apoyar a empresas que 
se encuentren en la frontera tecnológica de 
sectores estratégicos, fomentar la transferen-
cia de tecnología y la difusión de conocimiento 
como catalizador de la competitividad sistémi-
ca regional. 

Por ejemplo, para la industria automotriz, el 
desafío de modernización se acrecienta a partir 
del fenómeno de deslocalización de la produc-
ción y el surgimiento de grandes proveedores 
globales de autopartes. En la actualidad, Ar-
gentina y Brasil producen casi 5% de la pro-
ducción mundial de autos y han duplicado su 
participación en las últimas dos décadas.5 Pero 
los autos sin conductor, la automatización del 
empleo y las nuevas energías plantean retos 
mayúsculos para una de las principales indus-
trias del bloque regional que emplea a más de 
dos millones de personas.6 

¿Es posible fabricar autopartes de última 
generación con contenido regional y destina-
das al mercado global? Esto implica fomentar 
la complementación de la cadena productiva 
donde las empresas ancla sean las terminales 
automotrices, al tiempo que se busca apuntalar 
la competitividad de las PyMES proveedoras.7

En términos más generales, las Ventanillas 
Únicas de Comercio Exterior (VUCEs), donde el 

BID apoya las iniciativas de varios países de la 
región (ej. Argentina), han permitido destrabar 
opacidades burocráticas y dinamizar la inser-
ción internacional de las empresas. En países 
como Chile y Costa Rica, la VUCE logró reducir 
hasta 50% el tiempo necesario para importar o 
exportar y los costos asociados. En el mismo 
sentido actuó el proyecto piloto de certificado 
de origen digital entre Brasil y Uruguay.

La tecnología, la economía digital y el co-
mercio electrónico multiplican las posibilidades 
de supervivencia de pequeños productores a 
partir de la expansión del mercado y permiten 
elevar su productividad. ConnectAmericas, la 
iniciativa del BID para PyMES de la región, es 
otro buen ejemplo de cómo las nuevas tecno-
logías pueden contribuir a acercar necesidades 
de oferta y demanda, de financiamiento e in-
versión, y donde las fronteras geográficas se 
desvanecen a partir de una plataforma digital.8 

En el agro, este fenómeno tiene lugar con téc-
nicas de trazabilidad de ganado y alimentos. 
Nuestro sector agropecuario debe ser capaz 
de elevar su eficiencia considerando que hacia 
2050 la demanda mundial de alimentos debe-
ría duplicarse para satisfacer las necesidades 
de la población proyectada. Pero deberíamos 
hacerlo sin aumentar la presión sobre los recur-
sos, sin desestabilizar nuestro ecosistema com-
partido globalmente.

El sector primario tiene la necesidad de in-
novar de forma permanente para no perder el 
tren de mercados a la vez globales y diversifica-
dos, que cuentan con centros de irradiación de 
tecnología en Estados Unidos, Europa y ahora 
también en China, donde los indicadores de efi-
ciencia (y por tanto de incorporación de tecno-
logía) aumentan a paso acelerado. Si los países 
del MERCOSUR no se acoplan a esta tendencia 
de cambio tecnológico corren el riesgo de per-
der participación de mercado, o simplemente, 
no poder capturar los beneficios de acceder a 
mercados más amplios, porque nuestra oferta 
no responde a la innovación de productos.9  

Argentina y Brasil concentran 7% de los bie-
nes agropecuarios que consume el mundo y, 
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sin embargo, tienen poca coordinación técnica 
con visión regional en materia comercial y pro-
ductiva para hacer valer ese poder de mercado, 
y tecnológica para generar sinergias entre sí.

PUENTES PARA LA
BRECHA DE EQUIDAD

Parafraseando a Ortega y Gasset podría-
mos decir “MERCOSUR, a las cosas”. Y también 
“MERCOSUR, a las personas”. Las desigualda-
des sociales que caracterizan a la región obli-
gan a diseñar una estrategia de desarrollo pro-
ductivo que permita crear empleos de calidad. 

Sabemos que los procesos de inclusión 
social son más difíciles en economías poco 
diversificadas y que los servicios basados en 
conocimiento son una valiosa fuente de diver-
sificación exportadora.10 Productores regiona-
les de servicios empresariales, audiovisuales, 
industrias creativas, informática y software, en-
tre otros rubros, lograron posicionarse en ca-
denas globales de valor en un segmento que ya 
supera el 20% del PIB global. Solo en el sector 
automotriz los servicios representan 40% del 
valor agregado de las exportaciones de vehí-
culos de transporte (OMC y OCDE, 2015). Y el 
aporte será mayor cuanto más alta sea la inver-
sión en educación y capital humano.11

El desarrollo demanda una mirada socio-am-
biental que preste especial atención al cambio 
climático. La agricultura, pilar esencial de las 
exportaciones de muchos de nuestros países, 
podría ser uno de los sectores más afectados 
por el calentamiento global. Una disminución 
de la productividad agrícola como consecuen-
cia de mayores inundaciones o sequías afecta-
ría no solo el comercio exterior sino también a 
millones de personas que trabajan en peque-
ños emprendimientos de agricultura familiar.12

La biodiversidad y la riqueza natural de la re-
gión multiplican el potencial de generar nuevas 
energías limpias, eólica, hidráulica y biocom-
bustibles, pero debemos proteger esa natura-
leza pensando en las próximas generaciones. 
¿Por qué no diseñar una política energética 

regional que premie el desarrollo de energías 
renovables, métodos comunes de control de 
contaminación y hasta coordinar medidas fis-
cales con sentido ecológico? ¿Por qué no tener 
un programa de exportaciones verdes origi-
nadas en el MERCOSUR? Los aportes de este 
informe complementan la edición especial de 
la Revista Integración & Comercio dedicada a 
medioambiente. 

Tampoco en estas cuestiones la hoja de ruta 
se encuentra en blanco. El MERCOSUR realizó 
avances relativos en la armonización de polí-
ticas sociales, aunque diversos protocolos no 
han entrado en vigor.13 Un paso adelante sería 
revisar, difundir y activar los mecanismos ya 
existentes en materia de migración irregular y 
mejorar las bases estadísticas sobre recursos 
naturales, huella hídrica y de carbono, resolvien-
do problemas de inconsistencia en los datos.

CONVERGENCIA
TRIDIMENSIONAL

Una integración sólida precisa de la conver-
gencia en la diversidad de los gobiernos, la so-
ciedad civil y el sector privado. Es precisamen-
te cuando los intereses confluyen en propósitos 
concretos que se han obtenido mayores logros. 
Los procesos de integración regional no pue-
den resultar ajenos a la democracia ni a la deli-
beración pública. Debiendo ser aprobados por 
los parlamentos y afectando profundos intere-
ses sociales, requieren de una economía polí-
tica sofisticada, por cuanto disparan impactos 
inter-generacionales.

Ejemplos de cooperación exitosos se apre-
cian en la cartera de proyectos de infraestruc-
tura regional a través del COSIPLAN, que tie-
ne al INTAL como Secretaría Técnica, tanto en 
áreas de integración energética, transporte y 
telecomunicaciones.14 Pero la brecha de infraes-
tructura física en la región será difícil de cerrar 
si no existen acuerdos mínimos para transpa-
rentar el financiamiento de campañas políticas 
y con ello la obra pública. 

De modo íntimamente relacionado con lo 
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anterior, resulta preciso contar con institucio-
nes y reglas compartidas para el capital priva-
do en el conjunto de países del bloque, lo que 
resulta de suma importancia para atraer inver-
siones, en especial en proyectos de infraes-
tructura regional. No existe en el MERCOSUR 
un régimen común de inversiones: los acuerdos 
sobre inversiones no entraron en vigor por la 
falta de ratificación de los países miembros. La 
disparidad en el tema provocó que no haya una 
oferta común a la Unión Europea. Una posibili-
dad sería regionalizar el Acuerdo de Coopera-
ción y Facilitación de Inversiones de Brasil, que 
cuenta con disposiciones sobre controversias, 
prevención de disputas, responsabilidad social 
empresaria y restricciones no discriminatorias.  

En el marco del sector privado, también re-
sulta interesante analizar el caso del Mercado 
Integrado Latinoamericano (MILA) que agrupa 
los cuatro mercados bursátiles de los países de 
la Alianza del Pacífico y que ha permitido ganar 
volumen y liquidez a las operaciones, además 
de elevar la confianza para la llegada de inver-
siones externas. 

Un MERCOSUR 4.0 inteligente en su mirada 
hacia el mundo, con claras prioridades estra-
tégicas, no puede soslayar la expectativa en el 
mediano plazo de la negociación con la Unión 
Europea, tras el intercambio de ofertas que 
incluyó comercio de bienes y servicios, inver-
siones y compras públicas, con una cobertura 
de 87% en el caso de la oferta del MERCOSUR. 
Pero es notable que el bloque tampoco cuente 
con un régimen común en materia de compras 
públicas: Argentina y Brasil se diferencian de 
Paraguay y Uruguay con relación a la inclusión 
de empresas del Estado, dificultando así accio-
nes conjuntas. 

Se trata de un instrumento de promoción 
clave que utilizan diversos países desarrolla-
dos cada vez con mayor intensidad (UNCTAD, 
2016, y OCDE, 2016). Las compras públicas se 
afianzaron como herramienta de política con-
tra-cíclica al fijar un porcentaje del total del 
gasto a los sectores promovidos, como las 
pequeñas y medianas empresas, donde la alí-
cuota llega a 50% en Corea del Sur y a 25% en 

Estados Unidos.15

¿Por qué no utilizar el enorme poder de 
compras públicas regionales, que en países 
como Brasil y Argentina alcanza 15% del PIB, 
para incentivar la innovación tecnológica y 
de frontera? Y más aún, utilizarlas para gene-
rar complementariedades en sectores estra-
tégicos como el aeroespacial, aprovechando 
los desarrollos que cada país realiza en forma 
independiente. 

En todo este proceso, la participación y el 
voto de confianza ciudadana son fundamen-
tales. Según la última encuesta exclusiva de 
INTAL-Latinobarómetro, el 81% de los ciuda-
danos del MERCOSUR está de acuerdo con 
la integración económica en la región, incluso 
por encima del 74% de los habitantes de países 
miembros de la Alianza del Pacífico, un porcen-
taje también muy elevado.16  

Tenemos una historia y un mañana en co-
mún, y nuestra vocación de integrarnos se 
mantiene firme. No son activos desdeñables en 
un mundo convulsionado.

UNA CAUSA EN COMÚN

La metamorfosis de la integración no se de-
tiene. Entre octubre de 2015 y mayo de 2016 
las economías del G-20 adoptaron 145 nuevas 
medidas restrictivas al comercio, un prome-
dio mensual de 21 medidas (el más alto desde 
2009), lo que ya en ese entonces era conside-
rado un indicio de mayor proteccionismo.17 La 
Cumbre Ministerial de la Organización Mundial 
de Comercio (OMC) y la Cumbre del G-20, am-
bas con sede en Argentina (2017 y 2018), pue-
den servir como oportunidad para aunar voces 
y consensuar posturas regionales en el actual 
contexto. 

De un regionalismo abierto a un regiona-
lismo post-liberal, el desafío consiste en esta-
blecer las bases de un regionalismo inteligente, 
que conjugue las nuevas dinámicas de la eco-
nomía glocal (global + local) y dé cuenta de 
las profundas transformaciones productivas, 
donde la distinción básica entre comercio de 
bienes y servicios aparece diluida en una nueva 



12

NOTAS
1INTAL (2015a y 2017), y Manyika et al (2014) analizan 
la evolución del intercambio de información digital y 
la penetración del comercio electrónico en la región.
2El artículo de Arce y Rojas en esta edición analiza las 
ventajas de desarrollar políticas de comercio electró-
nico a nivel regional. 
3Sobran casos en América Latina donde las nuevas 
tecnologías comenzaron a generar disrupciones en 
mercados tradicionales. Por ejemplo, la empresa 
Baumax en Chile promociona la construcción de ca-
sas elaboradas en apenas un día a partir de impre-
soras 3D gigantes; en Soriano, Uruguay, funcionan 
tambos por completo robotizados; en Argentina se 
expande el uso de drones en agricultura de precisión. 
Sobre el tema véase INTAL (2015b).
4El 24 de noviembre de 2016 el gobierno chino dio 
a conocer el “Documento sobre la Política de China 
hacia América Latina y el Caribe”, que actualiza la 
estrategia del gigante asiático en la región.
5El trabajo de Fernando Porta, Martín Obaya y Gus-
tavo Baruj en esta edición aborda los desafíos de la 
industria automotriz. Una propuesta para no quedar-
se atrás en la frontera tecnológica es regionalizar la 
iniciativa de INOVA-Auto de Brasil.
6La creciente automatización del empleo dio lugar a 
una polémica sobre la posibilidad de cobrar impues-
tos al uso de robots industriales de la que partici-
paron Lawrence Summers y Bill Gates, entre otros. 
Sobre el tema véase Summers (2017).
7Sobre el tema véase el artículo de Pablo Trucco en 
esta edición. 
8El fenómeno es estudiado en detalle en el artículo de 
Lucas Arce y Gustavo Rojas en esta edición. Los auto-
res también se detienen en la problemática de finan-
ciamiento en I+D para el sector agrícola, donde apenas 
15% de los pequeños productores acceden al crédito.
9El artículo de Alejandro Ramos y Fernando Vilella 
en esta edición realiza un pormenorizado análisis de 
la evolución de la Productividad Total de Factores 
(PTF) del sector agropecuario en las economías del 

MERCOSUR en relación al resto del mundo y muestra 
que, mientras la tendencia de la PTF de China es de 
3,3% y en alza, la tendencia de la PTF del MERCOSUR 
es de 2,6% y en baja. Esto es a su vez consecuencia 
de un uso más eficiente de los insumos agropecua-
rios en China respecto al MERCOSUR.   
10Sobre el tema véase Hartmann (2016). 
11Véase el artículo de Andrés López y Daniela Ramos 
en esta edición. En particular, resulta clave generali-
zar el uso de plataformas de formación de recursos 
humanos en nuevas tecnologías y en herramientas 
que permiten elevar la productividad como las téc-
nicas de Big data.
12Kolstad (2017) calcula que las pérdidas de la agri-
cultura latinoamericana como consecuencia del ca-
lentamiento global podrían llegar hasta US$ 59.000 
millones.
13Sobre el tema véase Rozemberg y Pena (2015). Los 
autores señalan el camino que falta recorrer en ma-
teria de movilidad del factor trabajo. Por ejemplo, 
mencionan que, si bien el Plan para la circulación de 
trabajadores en el MERCOSUR es abarcativo, todavía 
no se ha conformado la Comisión de Seguimiento. 
Tampoco se ha instrumentado la visa de trabajo. Sin 
embargo, hubo adelantos como la firma del Acuer-
do sobre Residencia para nacionales del MERCOSUR 
(2002), el reconocimiento de títulos para fines aca-
démicos y actividades de docencia e investigación, el 
mecanismo para el Ejercicio Profesional Temporario, 
el Acuerdo de Facilitación de Actividades Empresa-
riales y el Plan para facilitar la circulación de trabaja-
dores en el MERCOSUR, entre otras normativas. 
14Véase en esta edición el artículo de integración físi-
ca de Edison da Silva Filho, Ivan Machado Oliveira y 
Carlos Lampert Costa.
15Esta cuestión se desarrolla en el artículo de Beatriz 
Nofal de la presente edición. 
16Los principales resultados de la encuesta pueden 
verse en Beliz (2016).
17Véase el artículo de Pedro da Motta Veiga y Sandra 
Polónia Rios en esta edición.

configuración territorial.
La ilusión de nuestros padres fundadores 

que soñaron con una América Latina unida 
sigue tan intacta hoy como hace doscientos 
años. Pero el futuro exige imaginación para 
que la integración regional se traduzca en una 

mejora en la calidad de vida de todos los ciu-
dadanos y creatividad para orientar el cambio 
tecnológico hacia más y mejores empleos. Este 
volumen, que cuenta con el aporte de destaca-
dos especialistas en la materia, constituye un 
avance en esa dirección.
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COSECHA
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DEL EMPLEO EN LA REGIÓN 
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DE SER AUTOMATIZADO
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IMPACTO DEL CAMBIO 
TECNOLÓGICO EN 
EL EMPLEO

GOBERNANZA 
GRANULAR

+

EQUIDAD 
SUSTENTABLE
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EL PRESENTE DEL

MERCOSUR
En los últimos años, los países del MERCOSUR vienen enfrentando un deterioro significativo 
del escenario internacional, ya sea en su vertiente económica, como en el plano del espacio 
negociador, en el que han emergido tensiones más recientes en torno al derrotero de la globa-
lización. Este clima de incertidumbre externa enmarca coyunturas macroeconómicas y comer-
ciales frágiles en los países. Aunque naturalmente estas circunstancias no vienen favoreciendo 
la profundización de la agenda de integración en los últimos años, un creciente activismo bila-
teral, y la reactivación de negociaciones con socios externos estratégicos, crean un espacio de 
oportunidad para proseguir la construcción del proyecto de integración en una amplia gama de 
dimensiones.

LA ECONOMÍA 
MUNDIAL Y EL 
MERCOSUR

LA ATONÍA DE 
LA AGENDA 
INTERNA

COMERCIO E 
INVERSIÓN 
EXTRANJERA

EL MERCOSUR
Y EL MUNDO
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LA 
ECONOMÍA 
MUNDIAL
Y EL
MERCOSUR

El contexto internacional –caracterizado por el bajo crecimiento de las principales econo-
mías, la contracción del comercio mundial e incertidumbres respecto al derrotero de la glo-
balización– ha tenido impactos negativos sobre los países del MERCOSUR.

COYUNTURA



18

ESCENARIO INTERNACIONAL 

La debilidad de la demanda global siguió 
afectando los flujos del comercio de bienes y 
servicios. Los precios de los productos básicos 
sufrieron una grave contracción en 2015 que se 
moderó en cierto grado en 2016 e inicios de 
2017. Los países del MERCOSUR vienen enfren-
tando un difícil escenario externo que ha com-
plicado la actividad y el comercio.18

Tal como ocurre desde 2011, la economía 
mundial se expande por debajo del promedio 
registrado en el período 2003-2008, cuando 
creció 4,5%. En el bienio 2015-2016, los niveles 
de crecimiento fueron moderados, fundamen-
talmente en los países en desarrollo; en efecto, 
el PIB mundial creció 3,2% y 3,1% en 2015 y 2016 
respectivamente (Gráfico 1).

Aunque los países desarrollados habían 
acelerado levemente su actividad en 2015 
(2,1%), su crecimiento continuó siendo bajo 
e irregular enfriándose en 2016. Por su parte, 
los países en desarrollo continuaron siendo los 
más dinámicos, aunque crecieron a un menor 
ritmo, en torno de 4,0% en 2016.19 En el primer 
caso, la fragilidad macroeconómica fue acom-
pañada por factores de incertidumbre deriva-
dos del proceso electoral en Estados Unidos y 
la salida del Reino Unido de la Unión Europea 
(UE), bloque que conforma una de las principa-
les fuentes de la demanda mundial.

Por su parte, en los países en desarrollo se 
observó una tendencia a la desaceleración que 

afecta a China –embarcada en un difícil proce-
so de transición hacia una economía más sos-
tenible, basada en el consumo y los servicios, 
y menos en la inversión– y también a la propia 
América Latina y el Caribe (ALC).

Una consecuencia de la debilidad de la acti-
vidad mundial es el deterioro del comercio glo-
bal de bienes, que se encuentra en una fase de 
contracción desde mediados de 2014 (Gráfico 
2). Aunque esta no ha sido tan aguda como la 
ocurrida durante el colapso comercial provo-
cado por la crisis financiera de 2008-2009, ha 
sido más prolongada y caracterizada por una 
fuerte baja de los precios y un débil crecimien-
to de los volúmenes.20 Según las estimaciones 
de la Organización Mundial del Comercio los 
volúmenes del intercambio global finalizaron 
2016 con un crecimiento de 1,7%.21

La fase expansiva del ciclo de los produc-
tos básicos que tuvo su auge entre 2003 y 
2008, y se recuperó de los efectos de la crisis 
internacional en el bienio 2010-2011, concluyó a 
mediados de 2014. Considerando una canasta 
con alta representatividad de la oferta expor-
table de ALC, el nivel promedio de los precios 
se ubicó en enero de 2016 en un mínimo relati-
vo, 41,0% inferior al máximo de febrero de 2011. 

3,1% fue el crecimiento
del PIB mundial

en 2016

GRÁFICO 1
VARIACIÓN DEL PIB EN ECONOMÍAS SELECCIONADAS, 2011-2016
TASAS DE VARIACIÓN REAL INTERANUAL, EN PORCENTAJE
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Nota: AL-6 corresponde al promedio ponderado de las tasas de variación interanual del PIB de Argentina, Brasil, Chile,
Colombia, México y Perú. La ponderación se realizó en base a PIB valorados en términos de paridad del poder adquisitivo.
Fuentes: BID-INTAL con datos de la Oficina de Análisis Económico de Estados Unidos (BEA), la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el Instituto de Investigación Social y Económica de Japón y otras fuentes.
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Sin embargo, la depreciación que tuvo el dólar 
entre febrero y abril de 2016, junto con otros 
factores que estabilizaron el precio de produc-
tos básicos clave como el petróleo, se reflejó 
en un repunte de los precios que se prolongó 
hasta junio, cuando acumularon un incremen-
to de 10,6% respecto a enero de 2016 (Gráfi-
co 3). Esta tendencia se ha mantenido con 
posterioridad.

En un marco de caída interanual de las ex-
portaciones totales de ALC en 2015 (-15,0%) y 
el primer semestre de 2016, los países sudame-
ricanos y los del Caribe fueron los más afecta-
dos (-22,8%) ya que sus ventas externas están 
relativamente más concentradas en productos 
básicos.22 Asimismo, las mayores contraccio-
nes se observaron en los países con alta par-
ticipación de combustibles en sus canastas 
exportadoras.

Por su parte, el comercio mundial de ser-
vicios acompañó la tendencia decreciente del 
comercio de bienes; de hecho, la caída en las 
exportaciones de servicios ha estado fuerte-
mente impulsada por reducciones en las expor-
taciones de aquellos relacionados con los flujos 
de bienes, como por ejemplo el transporte.23

En cuanto a los flujos de Inversión Extran-
jera Directa (IED), exhibieron una sustancial re-
cuperación en 2015 (aunque con bajo impacto 

en la productividad), al registrar un crecimien-
to de 38%; no obstante, en 2016 presentaron 
una disminución de 13% (UNCTAD, 2017), lo 
que refleja la fragilidad de la economía mun-
dial y la persistente debilidad de la demanda 
agregada.24 

EVOLUCIÓN MACROECONÓMICA
En este difícil marco, los países del MERCOSUR 

vienen atravesando un período de fragilidad 
y turbulencia macroeconómica, cruzado ade-
más por dificultades políticas. Desde 2015 la 
actividad económica viene sufriendo reduccio-
nes –en algunos casos muy marcadas– o bien 
desaceleraciones, conformando una coyuntura 
con elementos de inestabilidad en variables 
económicas clave.

Si se observa el período 2015-2016, el pa-
norama económico mostró tendencias al dete-
rioro en la mayoría de los países del bloque, a 
excepción de Paraguay que mantuvo una tasa 
positiva y relativamente estable de crecimien-
to. En 2015 el ritmo de actividad económica 
de los países del MERCOSUR registró una me-
nor intensidad, tendencia que se profundizó 
en 2016. Mientras Brasil y Venezuela registra-
ron una caída del PIB durante 2015, Paraguay, 
Uruguay y Bolivia presentaron un menor ritmo 
de crecimiento, al tiempo que Argentina fue 
la excepción ese año, logrando un incremento 
del producto, motorizado por el consumo y, en 
menor medida, por la inversión. 

Algunos de los desafíos que enfrentan los 
países del MERCOSUR son comunes entre los 
miembros del bloque. A la ya mencionada de-
saceleración o reducción del producto interno 

El comercio mundial
mostró señales de

estabilización en 2016

GRÁFICO 2
COMERCIO MUNDIAL, 2011-2016

A. VALOR, VOLUMEN Y PRECIO
Tasas de variación anual a/, en porcentaje
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bruto (PIB) se agregan los mencionados me-
nores precios internacionales de los principales 
productos de exportación y el empeoramiento 
de los resultados de la cuenta corriente y de las 
cuentas fiscales.

Otro problema común a cuatro de los cinco 
países del MERCOSUR ha sido la permanencia 
de tensiones inflacionarias, con mayor intensi-
dad en el caso de Venezuela y, en menor medi-
da, en el de Argentina. Esta tendencia también 
afecta, con menos intensidad, a Paraguay y a 
Bolivia.

En el plano interno, todos los países de la 
región registraron un deterioro en sus cuentas 
fiscales –muy profundo en el caso de Brasil–, 
mientras la débil actividad económica redujo el 
empleo en Brasil y Uruguay. En el plano exter-
no, se mantienen los riesgos asociados al de-
bilitamiento de la demanda internacional y sus 
consecuencias sobre precios y las cantidades 
de exportación; la irregular evolución de las 
compras de China, uno de los principales so-
cios del bloque regional, y la menor demanda 
intra-MERCOSUR, debido a la recesión brasile-
ña, son componentes de este escenario.

Las proyecciones para 2017 de sus respec-
tivos Bancos Centrales, dan cuenta de una leve 
recuperación en el nivel de actividad de la eco-
nomía brasileña (0,5%) y de un incremento ma-
yor del PIB en el caso de Argentina (3%).

En 2016 se atenuó la
aguda caída de los precios de 

los productos básicos

Notas: a/ Tipo de cambio nominal efectivo del dólar respecto a una canasta amplia de monedas; una pendiente negativa/
positiva indica una depreciación/apreciación.
Fuente: BID-INTAL con datos de CEPAL y la Reserva Federal de Estados Unidos.
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GRÁFICO 3
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NOTAS 
18Este informe es resultado de la colaboración entre INTAL 
y la Red Sudamericana de Economía Aplicada, quienes con-
vocaron a especialistas para desarrollar ideas renovadas 
que impulsen la agenda del MERCOSUR. La primera sec-
ción está basada en el Informe MERCOSUR N° 21, publicado 
en diciembre de 2016, y que cubre los principales aconteci-
mientos del acuerdo en el período julio 2015-julio 2016. La 
principal información cuantitativa fue actualizada con los 
datos disponibles a finales de febrero de 2017, incluyéndo-
se también un registro de hechos significativos ocurridos 
hasta esa fecha. La dirección general del Informe estuvo a 
cargo de Gustavo Beliz, Director del INTAL, mientras que

Alejandro Ramos, Especialista Senior de Integración, ejer-
ció la coordinación editorial con la colaboración de Carlos 
D’Elía. La producción de una versión preliminar de los ca-
pítulos 3 a 5 del Informe MERCOSUR N°21 estuvo a cargo 
de un equipo de consultores, liderado por Ricardo Rozem-
berg y formado por Romina Gayá, Adrián Makuc y Gustavo 
Svarzman.
19FMI (2016).
20Giordano (2016a).
21OMC (2016a, 2016b)
22Giordano (2016a).
23Giordano (2016a).
24UNCTAD (2016, 2017).
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Hasta 2015, el progresivo deterioro de las exportaciones del bloque no se había visto acom-

COMERCIO
E INVERSIÓN 
EXTRANJERA

Hasta 2015, el progresivo deterioro de las exportaciones del bloque no se había visto acom-
pañado por ajustes de igual intensidad en las compras externas. Un rasgo distintivo de la 
evolución ulterior ha sido la profundidad de la contracción de las importaciones que, si bien 
permitió mejorar el saldo comercial de los países, hizo parte de un cuadro recesivo que im-
pactó particularmente al comercio intrarregional.

COYUNTURA
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EL COMERCIO DEL MERCOSUR

Con distintos patrones e intensidades, el 
examen del comercio de cada una de las eco-
nomías que integran el MERCOSUR (incluyen-
do a Bolivia) muestra el efecto de las fuertes 
presiones recesivas provenientes, tanto de la 
demanda externa al bloque como del propio 
mercado regional.

En un contexto de fragilidad económica ex-
terna e interna, el comercio del MERCOSUR25  

se contrajo durante 2015-2016, siendo este de-
sempeño negativo generalizado en todos los 
países del bloque. Mientras que en 2015 las ex-
portaciones (-22,4% interanual) profundizaron 
la tendencia a la baja que registran desde 2012, 
las importaciones (-20,4%) acentuaron la caí-
da que, tras la crisis, presentaron por primera 
vez en 2014. En el primer semestre de 2016, se 
atenuó la caída interanual de las exportaciones 
(-10,3%), mientras se acentuó, aún más, la de 
las importaciones (-22,0%). Los datos de 2016 
para el agregado de los cuatro miembros fun-
dadores del bloque muestran una caída mayor 
de las importaciones (-16%) que de las expor-
taciones (-2%) (Gráfico 4).

La desaceleración del crecimiento econó-
mico de China a niveles por debajo del 7% y la 
recesión que atraviesa la economía brasileña ex-
plican el deslucido desempeño de las exporta-
ciones del MERCOSUR. Entre 2015 e inicios de 
2016 se verificó una fuerte contracción de los 
precios de productos clave en la canasta expor-
tadora de la región, como el mineral de hierro 
y el petróleo. Este fenómeno también afecto, 

aunque en menor grado a la soja y sus deriva-
dos. En el curso de 2016 e inicios de 2017, esas 
presiones bajistas se fueron atenuando, mejo-
rando las comparaciones interanuales, pero sin 
recuperar aún los niveles de 2014, previos al 
derrumbe.26   Estas tendencias han tenido una 
incidencia muy fuerte en el componente de los 
precios de las exportaciones de todos los países 
del MERCOSUR (Gráfico 5).

El intercambio con mercados extra-regiona-
les, que representa más del 86,0% de los flujos 
totales del MERCOSUR, se redujo de manera 
generalizada, tanto en 2015 como en 2016. La 
única excepción fue el leve incremento de las 
exportaciones del bloque a Asia, excluido Medio 
Oriente, entre enero y junio de 2016. En 2015, 
las exportaciones disminuyeron 22,6%, en tér-
minos absolutos, la mayor parte de la reducción 
correspondió a los menores envíos a los países 
asiáticos (excluyendo Medio Oriente) –destino 
de más del 30,0% de las exportaciones del blo-
que–, destacándose, especialmente, el impacto 
de la desaceleración de China. En 2016, las ven-
tas extra-regionales atenuaron su caída (14,8%). 
A nivel de productos, los recursos naturales, 
tanto primarios como procesados, explicaron la 
mayor parte de la caída de las ventas extrazona 
en 2015, en el marco de un derrumbe de los pre-
cios de los productos básicos, esencialmente, 

9% fue la reducción
del comercio total del

bloque en 2016
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GRÁFICO 4
EVOLUCIÓN DEL COMERCIO TOTAL DEL MERCOSUR a/EN MILES DE MILLONES DE US$
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soja, petróleo y mineral de hierro. Por su parte, 
la reducción interanual más leve que se observó 
en la primera parte de 2016 tuvo un comporta-
miento más dispar, a partir de la disminución en 
las exportaciones extra-regionales de mineral 
de hierro y petróleo –cayeron los precios–mien-
tras crecieron las de soja –aumentó su precio–.

Las importaciones extrazona registraron una 
pronunciada reducción en 2015 (-20,1%), funda-
mentalmente, por las menores compras a Asia, 
América del Norte y la UE. En 2016 la disminu-
ción se acentuó (-29,6%). En ambos períodos la 
contracción se explica tanto por la disminución 
de los precios como por la menor demanda in-
terna. En contraste con las exportaciones, don-
de predominan los productos básicos, las com-
pras a extrazona comprenden, principalmente, 
manufacturas con cotizaciones menos volátiles.

En 2015, las exportaciones intra-MERCOSUR 
disminuyeron 21,2%, desempeño apenas supe-
rior al de las ventas externas totales; en conse-
cuencia, la participación del mercado regional 
en sus envíos fue de 13,6% (Gráfico 6). Al igual 
que ocurrió con el comercio extra-regional, la 
tendencia a la baja se atenuó en 2016, cuando 
los flujos intrazona cayeron 7,0% interanual.

Como ha sucedido desde 2004, Brasil man-
tiene un resultado superavitario con todos sus 
socios del MERCOSUR, del mismo modo que 
Argentina con los otros integrantes del blo-
que –a excepción del bienio 2007-2008 con 
Paraguay.

Como es conocido, la importancia relativa 
del mercado regional difiere considerablemen-

te entre los miembros, con una mayor participa-
ción en los países de menor tamaño. Los datos 
de 2016 reflejan que el MERCOSUR concentra 
más de 40% del comercio de Paraguay, cerca 
de 30% del de Uruguay y casi un cuarto del de 
Argentina, al tiempo que no alcanza 10% del 
de Brasil. Estas cifras son similares tanto para 
las exportaciones como para las importaciones 
de los miembros fundadores del MERCOSUR, 
mientras en el caso de Venezuela existe una 
brecha significativa entre una y otra: 11,5% de 
sus compras externas provienen del bloque y 
solo destina 2,2% de sus ventas27 (Gráfico 7).

La mayor parte de la contracción del comer-
cio intra-MERCOSUR se explica por el menor in-
tercambio –exportaciones más importaciones– 
entre Argentina y Brasil ( 17,6% interanual en 
2015, sin embargo, todos los países del bloque 
redujeron sus exportaciones al mercado regio-
nal: Paraguay 10,7%, Uruguay 28,7% y Venezuela 
50,2%. En 2016, se atenuó la caída del comercio 
intrazona a partir de una menor reducción del 
intercambio Argentina-Brasil (-2,1% interanual) 
y al crecimiento (+22,5%) de las exportaciones 
de Paraguay a sus socios.

El intercambio entre las dos economías 
mayores se distingue de los flujos con el res-

Se atenuó la caída
de las exportaciones 

extra-regionales

Fuente: Elaboración propia con datos del INDEC, FUNCEX, BCU y CEPAL.

GRÁFICO 5
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to del mundo: mientras el comercio extrazona 
es principalmente inter-industrial (se exportan 
principalmente productos basados en recursos 
naturales y se importan manufacturas), en el 
comercio entre Argentina y Brasil los produc-
tos industriales representan aproximadamente 
80% del total y existen flujos intra-industriales 
–se intercambian variedades de productos si-
milares– en la industria química y la automotriz, 
entre otras.28

El sector automotor, que se encuentra re-
gulado por un acuerdo bilateral que administra 
los flujos comerciales, representa casi 42% del 
intercambio entre Argentina y Brasil. En 2015, 
las ventas de automóviles se desplomaron en 
ambos países, lo cual se tradujo en una reduc-
ción interanual de la producción (-14% y -23% 
en Argentina29y Brasil,30  respectivamente) y del 
comercio del sector (-35,7%). Durante el primer 
semestre de 2016 la caída del intercambio fue 
aún más generalizada, haciéndose extensiva a 
otros rubros, no obstante, cabe destacar el in-
cremento de las exportaciones de automóviles 
por parte de Brasil al mercado argentino. Hacia 
fines de 2016 comenzó a observarse una rever-
sión de esta tendencia: las exportaciones de 
Brasil a Argentina crecieron 39% en diciembre 
de 2016 y 25% en enero de 2017 -fundamental-

mente por las mayores ventas vinculadas al sec-
tor automotor-, mientras las importaciones au-
mentaron 48% y 40%, respectivamente; en este 
caso, se destacan las compras de cereales, tales 
como maíz, trigo, malta y cebada, automóviles 
y sus partes, y petróleo.

Las exportaciones de Paraguay al MERCOSUR 
presentan un alto grado de concentración, con-
siderando que más de 60% de las ventas de 
2015 correspondieron a energía eléctrica, un flu-
jo que disminuyó 3,7% respecto de 2014. La caí-
da registrada por las exportaciones paraguayas 
a sus socios regionales se debió a los menores 
envíos de poroto de soja a Brasil y, en menor 
medida, maíz y arroz, también al mercado bra-
sileño. Durante el primer semestre de 2016, el 
complejo sojero (poroto y harina) fue el prin-
cipal responsable del fuerte incremento de las 
ventas paraguayas al MERCOSUR.

La contracción de las exportaciones de Uru-
guay al MERCOSUR se explica por las menores 
ventas registradas de automóviles, trigo, enva-
ses de plástico y malta a Brasil, y de queso y 
carne bovina congelada a Venezuela. Al mismo 
tiempo, crecieron las ventas de leche –principal 
producto que exporta Uruguay a sus socios del 
bloque– a Brasil y de margarina a Argentina y 
Brasil. 

Venezuela, por su parte, redujo sus exporta-
ciones al MERCOSUR por las menores ventas 
de aceites de petróleo que, no obstante, con-
centraron más de dos terceras partes de sus en-
víos totales al bloque regional.

En 2015, el MERCOSUR perdió importancia 
como destino de las exportaciones argentinas 

7% fue la caída
de los flujos intra-bloque

en 2016

Fuente: Elaboración propia con datos del INDEC, DATAINTAL, MDIC, BCP, BCU, BCV y DOTS. 

GRÁFICO 6
EVOLUCIÓN DE LAS EXPORTACIONES INTRA-MERCOSUR
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de automóviles y sus partes (-5,0 puntos por-
centuales respecto de 2014), combustibles (-1,4 
p.p.) y carnes (-1,2 p.p), mientras incrementó su 
participación como destino de las ventas de 
cereales (+3,2 p.p.) y productos farmacéuticos 
(+2,0 p.p). Por el lado de las importaciones, re-
dujo su incidencia como origen de las compras 
de productos minerales (-2,1 p.p.), combustibles 
(-1,2 p.p.) y productos químicos inorgánicos (-0,5 
p.p.), al tiempo que creció la de automóviles y 
sus partes (+1,3 p.p.), y hierro y acero (+0,7 p.p.).

El comportamiento del comercio automotor 
de Brasil con sus socios del MERCOSUR es la 
contracara del descripto en el caso de Argen-
tina. En 2015 creció la importancia de automó-
viles y sus partes en las exportaciones brasile-
ñas (+3,9 p.p.) y disminuyó en las importaciones 

(-3,6 p.p.). Sobresalen también la menor inci-
dencia de productos minerales en las ventas ex-
ternas (-2,2 p.p.) y el aumento de participación 
de cereales en las compras.

   En sintonía con el menor dinamismo de 
toda la región, el comercio del MERCOSUR con 
Bolivia se redujo 28,6% en 2015. Las exportacio-
nes cayeron 3,8% respecto de 2014, como resul-
tado de los menores envíos de barras de hierro 
y acero, insecticidas, malta y tractores, entre 
otros. Todos los países del bloque disminuyeron 
sus ventas al mercado boliviano, aunque las caí-
das más pronunciadas se observaron en las ex-
portaciones de Venezuela, Uruguay y Paraguay. 
Por su parte, las importaciones tuvieron una caí-
da interanual más profunda (-39,1%), mantenién-
dose un saldo comercial favorable al país andino 

ARGENTINA BRASIL

EXPORTACIONES IMPORTACIONES

PARAGUAY URUGUAY VENEZUELA (*)

(*) El dato de Venezuela corresponde a 2015. 
Fuente: Elaboración propia con datos del INDEC, DATAINTAL, MDIC, BCP, BCU, BCV y DOTS. 

GRÁFICO 7
PARTICIPACIÓN DEL COMERCIO INTRA-MERCOSUR EN EL TOTAL, 
POR PAÍSES. AÑO 2016
EN PORCENTAJE
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tal como ha sucedido desde 2003. Si bien Bo-
livia es origen de apenas 1,4% de las compras 
externas del MERCOSUR, es un proveedor clave 
de gas natural, que en 2015 representó 93% de 
las importaciones del bloque regional desde el 
país andino.31

Con relación al comercio de servicios, los 
flujos de entrada y salida marcaron registros 
negativos, tanto en 2015 como en los primeros 
seis meses de 2016. En el caso de las importa-
ciones, esto deriva de la atonía de la actividad 
económica, mientras que cabe resaltar que las 
exportaciones, estancadas desde 2011, vieron un 
deterioro adicional de demanda ese año.

LA INVERSIÓN EXTRANJERA DIRECTA
Las tensiones recesivas han impactado en 

los ingresos de inversión extranjera directa que 
sufrieron una contracción en 2015. El contexto 
de ajuste que predomina en el bloque, en par-
ticular en Brasil, influyó en el escaso dinamismo 
de la inversión.

Durante 2015 la IED en el MERCOSUR –in-
cluyendo inversiones intrazona– se redujo 14,9% 
(Gráfico 8), como consecuencia, fundamental-
mente, de los menores ingresos registrados por 
Brasil, donde se contrajeron 23,1%. Cabe notar 
que esta caída explica, en gran medida, la mer-
ma de inversiones recibidas por América Latina 
y el Caribe (-9,1%) en un contexto en el que los 
flujos de IED mundiales aumentaron significati-
vamente (+38%).32 Esta situación es sintomática 
de los efectos que ha tenido el prolongado pe-
ríodo recesivo por el que ha atravesado Brasil. 
En 2016, los flujos hacia Brasil mostraron una re-
cuperación al registrar un crecimiento interanual 
de 6%, insuficiente para compensar la baja acu-
mulada el año previo.33 34

En 2016
hay indicios de recuperación

de la IED

NOTAS 
25Incluye Venezuela, para el que se estimaron los datos de 
2015 y 2016.
26Giordano (2016b).
27Calculado en base a estadísticas espejo de sus socios del 
MERCOSUR.
28Gayá y Michalczewsky (2014).
29ADEFA (2016).
30ANFAVEA (2016).
31Para más información sobre el comercio de gas natural, 
véase BID-INTAL (2013).
32CEPAL (2016c).
33Los datos de IED de Brasil corresponden a la metodolo-
gía (MBP6) publicada por el BCB, coincidentes con la serie 
publicada por CEPAL.
34A partir de 2014, el BCB difunde las estadísticas de balan-
za de pagos según la metodología MBP6, discontinuándo-

se las series estimadas según el MBP5 a partir de febrero de 
2015. El paso de un manual a otro implica algunos cambios 
relevantes en la contabilización de los flujos de inversión 
directa, particularmente en lo relativo a los préstamos in-
tra-firma y a las utilidades reinvertidas. En el MBP5 la IED se 
registraba según el principio direccional que, en el caso de 
préstamos intra-firma, identificaba a la casa matriz como 
inversora. Por ejemplo, un crédito de la filial en el exterior 
de una empresa a su casa matriz en Brasil era contabili-
zado como una caída de la inversión brasileña directa en 
el exterior. En cambio, con el MBP6, el mismo caso de un 
préstamo de la filial en el exterior a la matriz en Brasil se 
registra como IED en Brasil. Análogamente, un préstamo de 
la filial en Brasil de una empresa extranjera a su casa matriz 
en el exterior se contabilizaba como IED en Brasil según 
la metodología MBP5, en tanto que según la MBP6 pasa a 
considerarse como una inversión brasileña en el exterior.
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LA ATONÍA
DE LA 
AGENDA
INTERNA

Las dificultades de orden macroeconómico y sus repercusiones sobre el comercio y la inver-
sión de los integrantes del bloque no brindaron un terreno fértil para la profundización de la 
agenda institucional de integración. Los cambios en el balance político interno en Argentina 
permitieron limar una porción significativa de las asperezas más salientes en materia co-
mercial de los últimos años. Aunque hay un recambio político en los países más grandes del 
bloque, los nuevos encuadres no produjeron aún una renovación de las bases estratégicas 
del acuerdo. A los escasos avances en las tradicionales cuestiones normativas y comerciales 
debe sumarse un importante foco de desencuentro, centrado en la situación de Venezuela y 
su relación con el bloque.

COYUNTURA
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CUESTIONES INSTITUCIONALES
Y NORMATIVAS

Esta sección resume las principales accio-
nes registradas durante las Presidencias de Pa-
raguay y Uruguay, entre el segundo semestre 
de 2015 y el primero de 2016. Las cuestiones 
tratadas en ese período pueden agrupase en 
ocho temas, más allá de la mencionada situa-
ción del vínculo con Venezuela, que se trata 
separadamente.

Primero, en el marco del Plan de Acción 
para el Fortalecimiento del MERCOSUR co-
mercial y económico se identificaron 80 me-
didas comerciales restrictivas del comercio del 
bloque, un ejercicio efectuado para abordar 
progresivamente esos obstáculos. Sin embar-
go, el interés que habían puesto los socios en 
esta identificación perdió entidad una vez que 
Argentina puso fin al régimen de Declaración 
Jurada Anticipada de Importación (DJAI) y al 
restrictivo sistema de control de cambio que 
había regido varios años.

Segundo, los miembros decidieron iniciar el 
proceso de incorporación de los resultados de 
la séptima ronda de negociaciones (Dec. CMC 
N° 21/09) en materia de comercio de servicios. 
En el momento en que esta decisión entre en 
vigor se habrá logrado regularizar el proceso 
de liberalización del comercio de servicios en 
el ámbito del MERCOSUR, actualizar las listas 
de compromisos de los Estados Parte (EP) y 
derogar los compromisos derivados de todas 
las rondas anteriores.

Tercero, la normativa aprobada en julio de 
2015 sobre zonas francas (ZF), permite que las 
mercancías originarias de un EP o de un tercer 
país (con las mismas reglas de origen en todos 
los socios del bloque, por acuerdos comerciales 
del MERCOSUR) ingresen a las ZF y no pierdan 
la condición de originarias; esto es, que pue-
dan ingresar posteriormente al territorio adua-
nero general de los países del MERCOSUR sin 
el pago del Arancel Externo Común (AEC). Sin 
embargo, para que esta norma tenga vigencia, 
la misma debe ser internalizada por los países 
socios, al tiempo que debe hacerse una lista de 
aquellos bienes de terceros países con las mis-
mas reglas de origen que podrían beneficiarse 
de este tratamiento. Si bien hubo avances en 
ambos frentes, aún queda por ser internalizada 
la norma en Brasil y Paraguay, y por consen-
suar la lista de productos entre los EP.

Cuarto, se avanzó en el ordenamiento y sis-
tematización de la información sobre incorpo-

ración de normativa en los EP, requisito esen-
cial para la transparencia y conocimiento sobre 
el efectivo cumplimiento de las regulaciones 
MERCOSUR. 

Quinto, se retomaron las tareas de revisión 
del Protocolo del MERCOSUR de Contratacio-
nes Públicas (PMCP) con el objetivo de acor-
dar un texto a la brevedad, teniendo en cuen-
ta los avances obtenidos hasta el momento y 
la necesidad de contar con criterios comunes 
para enfrentar las negociaciones externas, en 
particular la relacionada con la UE. 

Sexto, se continuó negociando en el último 
año un Acuerdo de Inversiones MERCOSUR, 
sobre la base de una propuesta brasileña en 
línea con los Acuerdos para la Cooperación y 
Facilitación de Inversiones (ACFI) que ese país 
firmó en el último bienio con Angola, Colom-
bia, Chile, Malawi, México y Mozambique. Este 
Acuerdo, aún en negociación, contribuiría a fa-
cilitar la inversión directa en el marco del desa-
rrollo sustentable de los miembros. 

Séptimo, Uruguay y Paraguay suscribieron 
un convenio que instaura un sistema bilateral 
de pagos utilizando monedas locales. Este 
convenio se suma al que ya tienen en opera-
ción Argentina y Brasil, así como Uruguay con 
cada uno de estos dos EP. Más allá de su vi-
gencia e interés (en especial para el comercio 
de pequeñas y medianas empresas), cabe se-
ñalar que los sistemas existentes han sido has-
ta ahora poco utilizados. 

Octavo, aunque fue prorrogado por diez 
años, el Fondo de Convergencia Estructural del 
MERCOSUR (FOCEM) atraviesa una etapa de 
transición ya que aún no ha sido aprobado por 
los Parlamentos de los países socios. Por tanto, 
mientras que se están ejecutando los proyec-
tos ya aprobados, y los nuevos que cuentan 
con recursos disponibles, con posterioridad a 
la prórroga del Fondo, los países no han reali-
zado aportes.

LA SITUACIÓN DE VENEZUELA
Una controversia respecto al grado de cum-

plimiento del Protocolo de Adhesión de Vene-
zuela culminó con su suspensión.

Aunque Venezuela debía ejercer la Pre-
sidencia Pro Tempore del MERCOSUR en la 
segunda mitad de 2016, la convocatoria de la 
tradicional reunión de mitad de año se demo-
ró. Al dar Uruguay por concluida la suya, Vene-
zuela informó que había asumido esa función, 
decisión rechazada por Argentina, Brasil y Pa-
raguay. El 13 de septiembre de 2016, los socios 
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fundadores asumieron en forma conjunta las 
negociaciones internas y externas, del bloque 
e instaron a Venezuela a acelerar la ratificación 
de los Acuerdos MERCOSUR, cuyo plazo ha-
bía vencido el 12 de agosto. El 1 de diciembre, 
la membresía de Venezuela fue suspendida al 
considerarse que había incumplido compromi-
sos asumidos. El respectivo Protocolo de Ad-
hesión (PAV) fue suscripto en 2006, entrando 
en vigor recién en julio 2012 (Dec. CMC 26/12). 
Venezuela tendría el status de miembro ple-
no del MERCOSUR, con todos los derechos y 
obligaciones, treinta días después de deposi-
tado el instrumento de ratificación del PAV y, 
en efecto, se convirtió en EP a partir del 12 de 
agosto de 2012. El PAV estableció una serie 
de compromisos que Venezuela se obligaba 
a cumplimentar en un plazo máximo de cua-
tro años contados a partir de la entrada en vi-
gencia del Protocolo, es decir antes del 12 de 
agosto de 2016. Esos compromisos se refieren 
a la liberalización del comercio de bienes con 
los demás EP del MERCOSUR; a la adopción y 
puesta en vigor del AEC en el país; a la incor-
poración del acervo normativo del bloque a la 
legislación nacional; y a definir la situación 
de Venezuela respecto de los acuerdos del 
MERCOSUR con terceros países.

Con respecto a la liberalización del comer-
cio de bienes, Venezuela firmó una serie de 
Acuerdos de Alcance Parcial en el marco de la 
ALADI con cada uno de los socios. En lo que 
concierne a la incorporación del AEC, Vene-
zuela se comprometió a una entrada en vigen-
cia progresiva del mismo en el plazo de cuatro 
años. En cuanto al acervo normativo vigente 
del MERCOSUR, se dispuso a adoptarlo en for-
ma gradual y progresiva, también en un plazo 
máximo de cuatro años. En 2016 el grado de 
incorporación era el siguiente:

1. Normativa de organismos de decisión 
(Decisiones del CMC, Resoluciones del GMC 
y Directivas de la CCM): Venezuela comunicó 
que incorporó 939 de las 1.600 normas que de-
bía haber internalizado, generando un nivel de 
incumplimiento de 41%.

2. Acuerdos firmados en el marco del Tra-
tado de Asunción y acuerdos internacionales: 
existe un total de 133 acuerdos de este tipo, de 
los cuales Venezuela ratificó apenas 15; es decir 
que el nivel de incumplimiento asciende a 88%. 

Vencido el plazo de adecuación, el 12 agos-
to de 2016, el país se encontraba en una situa-
ción de incumplimiento de las obligaciones 
asumidas para adherirse al MERCOSUR. A este 

respecto, un Comunicado de los Cancilleres de 
los firmantes del Tratado de Asunción (13 de 
setiembre de 2016) da cuenta de este atraso y 
estipula una nueva fecha para evaluar la situa-
ción, el 1 de diciembre de 2016. Cumplido ese 
plazo, se decidió suspender a Venezuela de sus 
derechos en el bloque.

NEGOCIACIONES BILATERALES 
ARGENTINA-BRASIL

La parquedad en el desarrollo de la agenda 
institucional de integración en el MERCOSUR 
tuvo cierto contrapeso gracias a la actividad 
negociadora bilateral.

El nuevo marco político vigente en Argenti-
na y Brasil derivó en una incipiente agenda de 
negociación bilateral con temas no abordados 
en años previos, que van desde un mecanismo 
de coordinación política hasta la implementa-
ción de medidas de facilitación del comercio, 
entre otros. A este respecto, a principios de 
agosto de 2016, se acordaron directrices para 
que ambos países implementen un Proyecto 
Piloto de Certificado de Origen Digital desti-
nado a facilitar el comercio bilateral. Asimismo, 
se firmó un Acuerdo de Cooperación para la 
Facilitación del Comercio entre Brasil, Argen-
tina y el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), que implica la simplificación de trámites, 
la implementación de una Ventanilla Única de 
Comercio Exterior, entre otros aspectos de re-
ducción de costos y mejoramiento del acceso 
de las PyMES al intercambio regional y global.

En ocasión de la visita del Presidente de Ar-
gentina a Brasil, en febrero de 2017, se firmó 
un Convenio de Cooperación y un Plan de Ac-
ción35 “para impulsar la agenda de desarrollo 
en ambos países, dinamizando la integración, 
el comercio y las oportunidades que brindan la 
relación bilateral y el MERCOSUR, como plata-
forma de proyección al mundo y de inserción 
internacional.”

A este respecto, se acordó avanzar en me-
didas concretas de facilitación del comercio 
(por ejemplo, actualizar el convenio de doble 
imposición con el fin de reducir la carga im-
positiva en el comercio bilateral), en la con-
vergencia de reglamentos técnicos, sanitarios 

2020 hasta ese año rige
el acuerdo automotor entre

Argentina y Brasil
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y fitosanitarios, en la conclusión del Protocolo 
de Facilitación y Promoción de Inversiones, así 
como del Protocolo MERCOSUR de Contrata-
ciones Públicas, en las negociaciones con la UE 
y la Alianza del Pacífico. Otros aspectos pre-
vistos incluyen la promoción comercial con-
junta y la defensa contra prácticas desleales, 
la infraestructura física, la cooperación nuclear, 
la lucha contra el narcotráfico y la seguridad 
en fronteras, entre otros. También se firmó un 
Convenio de Cooperación entre la Agencia 
Argentina de Inversiones y Comercio Interna-
cional y la Agencia Brasilera de Promoción de 
Exportaciones e Inversiones.

En 2016, Argentina y Brasil culminaron con 
éxito un acuerdo que cubre el relevante flujo 
de comercio en el sector automotor con un 
horizonte de cuatro años, luego de varios pe-
ríodos de renovación anual del régimen. Esto 
ha dado una mayor certidumbre al proceso in-
tegrador. El Protocolo N° 42 –que rige desde 
el 1 de julio de 2016 hasta el 30 de junio de 
2020– establece que la relación entre el valor 
de las importaciones y exportaciones manten-
drá el coeficiente de desvío de 1,5 durante su 

vigencia. Asimismo, prevé que, de cumplirse 
las condiciones para profundizar la integra-
ción productiva y el desarrollo equilibrado de 
las estructuras productivas y el comercio de 
ambos países, el flex podría aumentar (de co-
mún acuerdo entre las partes) a 1,7 entre el 
1 de julio de 2019 y el 30 de junio de 2020. 
Por otra parte, el Protocolo establece que las 
partes deben concluir, antes del 30 de marzo 
de 2020, las negociaciones con vistas a la ela-
boración de un nuevo Acuerdo, a ser aplicado 
al intercambio comercial de Productos Auto-
motores a partir del 1 de julio de 2020, el cual 
tendrá como marco la integración productiva 
y comercial regional y el libre comercio bilate-
ral de productos de este sector.

En definitiva, con la firma del Protocolo N° 
42 por un plazo de 4 años se genera un marco 
de mayor previsibilidad para el desarrollo de 
los negocios y las inversiones en el complejo 
automotor de Argentina y Brasil. Esto es muy 
relevante en un contexto de fuerte contracción 
de la producción y de las exportaciones regio-
nales y extrarregionales del sector a lo largo 
del último bienio.36

NOTAS
35Véase: Convenio de Cooperación y Plan de Acción 
Argentina–Brasil.
36Cabe notar que Argentina está impulsando un “acuerdo 

automotor” entre terminales, autopartistas y gremios con 
un horizonte en 2020, inversiones por US$ 5.000 millones 
y 1 millón de unidades de producción. Véase Barca (2017).
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EL MERCOSUR
Y EL
MUNDO

A partir del cambio en la visión política de las dos economías de mayor dimensión, la agenda 
externa del MERCOSUR volvió a ocupar un lugar relevante en la vida institucional del bloque. 
Estos cambios se producen casi en simultáneo con un salto en el grado de incertidumbre que 
pesa sobre los procesos globales de integración, a partir de la salida del Reino Unido de la 
Unión Europea y posibles modificaciones en la estrategia de inserción de Estados Unidos. 
Estos factores abren un abanico de posibilidades respecto a futuros equilibrios en materia de 
relacionamiento externo del bloque.

COYUNTURA
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RELACIONES CON LA ALIANZA DEL 
PACÍFICO

Dentro del marco de convivencia entre mo-
dalidades de integración divergentes y conver-
gentes, en 2016 se intensificó la aproximación 
entre ambos bloques. Se produjo la incorpo-
ración de Argentina como observador de la 
Alianza, status que ya poseían Paraguay y Uru-
guay, a la vez que se observó un progreso gra-
nular en las agendas técnicas y un importante 
activismo negociador en el plano bilateral.

En mayo de 2016 ambos bloques alcanza-
ron algunos acuerdos en términos de trazar 
una agenda concreta de trabajo que aborde las 
siguientes temáticas: i) acumulación de origen, 
a fin de poder evaluar posibilidades de encade-
namientos productivos birregionales; ii) venta-
nillas únicas de comercio exterior (VUCEs); iii) 
cooperación aduanera; iv) promoción comer-
cial; v) PYMES: intercambio de información y 
buenas prácticas sobre iniciativas de apoyo y 
fomento a estas empresas; vi) movimiento de 
personas: identificación por el MERCOSUR de 
áreas de trabajo conjunto; vii) declaraciones 
presidenciales: propuestas de declaraciones 
presidenciales conjuntas en temas de trabajo 
común.

Más allá del nuevo posicionamiento de Ar-
gentina y del interés de Paraguay y Uruguay 
por renovar la agenda de relacionamiento ex-
terno del MERCOSUR, la confluencia completa 
entre ambos proyectos no parece ser un obje-
tivo sencillo ni pasible de ser alcanzado en un 
plazo breve. Con independencia de factores re-
lativos a la coyuntura política y macroeconómi-
ca, existen diferencias sustantivas en términos 
de la estructura económica de los países –y sus 
respectivos equilibrios políticos internos– a las 
que se suman importantes restricciones insti-
tucionales de ambos lados.

Si, por un lado, como se señaló antes, la Dec. 
32/00 del MERCOSUR estableció la imposibili-
dad para que los EP encaren la negociación de 
acuerdos comerciales de manera unilateral con 
terceros países o bloques regionales, el Acuer-
do Marco de la AP prevé que eventuales nue-
vos miembros deben tener vigente un acuer-
do de libre comercio amplio con cada uno de 
los miembros de la AP. En cualquier caso, es 
importante señalar que los intercambios entre 
los países del MERCOSUR y la AP tienen aún 
mucho espacio por recorrer en el marco del 
aprovechamiento de las preferencias actual-

mente vigentes, una tarea que tiene como pro-
tagonista principal al sector privado pero que 
también involucra un complejo trabajo técnico 
entre las partes en aras de proponer esque-
mas que optimicen el esquema regulatorio del 
intercambio.

En forma paralela a las relaciones formales 
entre ambos bloques, y a las negociaciones 
mantenidas durante el período bajo análisis en 
el marco de la ALADI, la mayor parte de los 
países del MERCOSUR ha venido desarrollan-
do activas agendas comerciales y económicas 
bilaterales. Así, Brasil acordó profundizar y am-
pliar el ACE N° 53 que rige sus relaciones con 
México, acordó incrementar los intercambios 
bilaterales de la industria automotriz con Co-
lombia, suscribió un tratado de protección y 
promoción de las inversiones mutuas con Chi-
le y acordó eliminar los aranceles al comercio 
automotor con Perú.

Por su parte, Uruguay firmó un innovador 
Tratado de Libre Comercio (TLC) con Chile 
que, aparte de temas tradicionales incorpo-
ra aspectos de cooperación, medio ambiente, 
propiedad intelectual, facilitación de comercio, 
derechos laborales y de género que lo sitúan 
a la vanguardia de este tipo de instrumentos.

Paraguay y Chile, llevaron a cabo la I Reu-
nión con de la Comisión de Alto Nivel para el 
establecimiento en Antofagasta de un Depósi-
to Franco y Zona Franca.

En lo que hace a la agenda bilateral entre 
Argentina y México, estos países acordaron 
profundizar el ACE N° 6 y firmaron diecisiete 
acuerdos en temáticas diversas, con los que 
apuntan a avanzar hacia un libre comercio bi-
lateral en 2017.

NEGOCIACIONES CON LA UNIÓN EUROPEA
La demorada negociación birregional, cuyo 

primer intercambio de ofertas se remonta 
a 2004, se reactivó en 2016. Mientras que el 
MERCOSUR simplificó la estructura de su ofer-
ta; la UE aumentó su complejidad y la cantidad 
de exclusiones.

En mayo de 2016, el MERCOSUR y la UE in-
tercambiaron nuevas ofertas de comercio de 
bienes, servicios/inversiones y compras guber-

Brasil y México acordaron
ampliar el ACE que rige

sus relaciones
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namentales, así como de un documento que se 
conoce como “Condicionalidades” que refleja 
las posiciones de ambas partes respecto de 
ciertas condiciones que deben reunirse a fin de 
que el contenido de las ofertas que se presen-
tan tenga efectiva validez.

Para el MERCOSUR, una de las condiciones 
es que el derecho de importación del cual par-
tan los cronogramas de desgravación del co-
mercio de bienes presentados por la UE debe 
incluir tanto los derechos ad-valorem como los 
específicos, sus combinaciones, incluyendo va-
riantes por normas técnicas y la aplicación de 
precios de entrada a ciertos bienes. En el caso 
de la UE, una de las condiciones solicitadas fue 
que se eliminen los derechos de exportación 
(retenciones) que aplican algunos de los EP del 
MERCOSUR, Argentina en particular.

En base a ello, los países de MERCOSUR ini-
ciaron un proceso de consultas internas con los 
sectores privados de los EP con la finalidad de 
relevar su opinión acerca de las ofertas recibi-
das de la UE. La intención de los EP es, luego 
de las consultas internas, realizar una evalua-
ción conjunta de la oferta recibida de parte de 
la UE con vistas a la continuidad del proceso 
negociador.

La estructura general de las ofertas pre-
sentadas por el MERCOSUR y la UE en mayo 

2016 es similar; sin embargo, la composición 
específica de cada una de estas ofertas difie-
re (Cuadro 1). En lo que respecta al comercio 
de bienes, los plazos de desgravación son 
diferentes para cada parte. La propuesta del 
MERCOSUR consta de siete diferentes pla-
zos de desgravación para la eliminación de 
los derechos de importación y un conjunto 
de posiciones arancelarias que se encuentran 
excluidas de la oferta. En relación a la oferta 
de 2004, el MERCOSUR simplificó la estruc-
tura y las características de los plazos que se 
planteaban en aquel momento. Uno de los 
cambios fundamentales ha sido la eliminación 
de las posiciones arancelarias que se ofrecían 
únicamente con una preferencia fija y sin des-
gravación arancelaria completa (Cuadro 2). La 
segunda modificación sustancial respecto del 
año 2004 corresponde a la “cobertura” de la 
oferta de desgravación arancelaria.

Mientras que en 2004 la desgravación aran-
celaria total de derechos de importación alcan-
zaba a cubrir poco más del 71,0% del comercio, 
en la nueva oferta se llega al 87,0% de cober-
tura. En tercer lugar, el MERCOSUR ha reduci-
do el plazo máximo de desgravación –que en 
2004 llegaba hasta los 17 años– a 15 años. En 
cuarto lugar, mientras que en la oferta de 2004 
el ritmo de la desgravación arancelaria no era 
lineal, y la mayor parte de la desgravación ocu-
rría en los años finales de los plazos estable-
cidos, en la nueva oferta la desgravación es 
lineal. Finalmente, el porcentaje de comercio 
que representan las posiciones arancelarias ex-
cluidas de la negociación es muy similar en las 
ofertas de 2004 y 2016.

El MERCOSUR
y la UE intercambiaron

nuevas ofertas

Fuente: Elaboración propia en base a Secretaría de Comercio de Argentina.

CUADRO 1
ESTRUCTURA DE LAS OFERTAS DEL MERCOSUR Y LA UNIÓN EUROPEA, 2016

MERCOSUR UNIÓN EUROPEA
DESGRAVACIÓN INMEDIATA DESGRAVACIÓN INMEDIATA

EXCLUSIONES EXCLUSIONES

3 AÑOS
8 AÑOS

10 AÑOS
12 AÑOS

15 AÑOS LINEAL
15 AÑOS CON GRACIA

El MERCOSUR eliminó las preferencias fijas que se incluían en la oferta de 2004.
En el caso de la UE mantuvo productos con “preferencia fija” y “cuotas arancelarias”

4 AÑOS
7 AÑOS
10 AÑOS

PREFERENCIAS FIJAS 50%
CUOTAS
PRECIOS DE ENTRADA
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La mayor cobertura está explicada, en bue-
na medida, por la inclusión de aquellas posi-
ciones que en la oferta de 2004 contaban con 
una preferencia fija, sin desgravación posterior. 
La contraparte del mejoramiento en el acuerdo 
está en la reducción de la importancia de los 
bienes ofrecidos con desgravación inmediata y 
el aumento del valor del comercio de produc-
tos incluidos en la desgravación a 10 y 15 años.

En contraste, la oferta de la UE en 2016 man-
tuvo una estructura compleja (Cuadro 3). Por 
una parte, un grupo de bienes tendría una des-
gravación arancelaria, mientras que otro sería 

objeto de mecanismos tales como preferencias 
fijas, cuotas y precios de entrada.37 La oferta re-
sulta más generosa en materia de bienes con 
desgravación inmediata respecto de lo ofrecido 
en 2004, llegando a una cobertura del 74%, es 
decir, 5,6 puntos porcentuales más que la pre-
cedente. Sin embargo, la mayoría de los bienes 
incluidos en esta categoría son productos que 
ya cuentan con derechos de importación nulos. 
Por el contrario, la nueva oferta excluye de la 
negociación una cantidad más importante de 
bienes con relación a lo que ocurría en 2004. 
Esto afecta, particularmente, a ciertos produc-
tos de la oferta exportable del MERCOSUR, 
como carne vacuna y etanol, además de aceite 
de girasol, tabaco y ciertos vinos. En el caso de 
los dos primeros productos, la oferta 2004 los 
incluía como parte de los bienes a los cuales se 
les asignaba una “cuota arancelaria”. Por lo tan-

Las ofertas contemplan el 
comercio de bienes y servicios, 
inversiones y compras públicas

Nota: En la oferta de 2004, está incluido el grueso de los bienes vinculados al sector automotor en la última categoría de 
desgravación.

Fuente: Elaboración propia en base a Secretaria de Comercio de Argentina.

CUADRO 2
COMPARACIÓN DE LAS OFERTAS DEL MERCOSUR DE 2004 Y 2016 (BIENES)

OFERTA DE MERCOSUR 
2004

OFERTA DE MERCOSUR 
2016

PROM. COMERCIO 1998-2000 PROM. COMERCIO 2010-2012

N. POSICIONES N. POSICIONES
IMPORTACIONES DE 

ARG.-BRASIL DESDE UE 25 
(2000/5)

IMPORTACIONES DE 
MERCOSUR DESDE UE 

(2010-2012)

NCM NCMMILL. US$ MILL. US$ % %

CATEGORÍA CATEGORÍA

COBERTURA COBERTURA

DESGRAVACIÓN 
INMEDIATA

3 AÑOS

8 AÑOS

10 AÑOS, CON 
ACELERACIÓN 
DESDE 5to

10 AÑOS, CON 
ACELERACIÓN 
DESDE 6to

17 AÑOS, CON 
ACELERACIÓN 
DESDE 8vo + 
CUOTAS

DESGRAVACIÓN 
INMEDIATA

4 AÑOS

8 AÑOS

10 AÑOS

12 AÑOS

15 AÑOS LINEAL

15 AÑOS CON 
GRACIA

PREFERENCIAS
FIJAS 20%

PREFERENCIAS
FIJAS 50%

TOTAL OFERTA

EXCLUSIONES

TOTAL

TOTAL OFERTA

EXCLUSIONES

TOTAL

1.168

1.760

1.077

1.889

2.784

46

8.724

427

1.353

640

439

1.652

2.723

342

7.576

64

121

8.909

821

9.730

7.576

2.453

10.029

2.402

2.333

870

3.362

4.998

410

14.375

3.386

3.963

1.322

752

11.476

27.299

1.728

49.926

729

2.672

17.776

2.440

20.216

49.926

7.457

57.383

11,9%

11,5%

4,3%

16,6%

24,7%

2,0%

71,1%

5,9%

6,9%

2,3%

1,3%

20,0%

47,6%

3,0%

87,0%

3,6%

13,2%

87,9%

12,1%

100,0%

87,0%

13,0%

100,0%
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to, el grado de cobertura de la nueva oferta de 
la UE es inferior en más de 4 puntos porcentua-
les respecto a la de 2004.

En servicios/inversiones, la oferta de la UE 
separa la presentación de los modos de presta-
ción entre transfronterizos, presencia comercial 
y movimiento de personas/técnicos (prestado-
res de servicios, contratistas independientes y 
personal clave o de dirección de empresas) y, si 
bien no incluye servicios audiovisuales, propone 
avanzar en otros sectores. La del MERCOSUR, 
por su parte, presenta algunos compromisos 
horizontales comunes a los cuatro EP, como los 
relativos al tratamiento de personal de empre-
sas o la compra de tierras en zonas de frontera; 
en tanto que el resto de los compromisos es de 

carácter individual de cada EP.
En cuanto a compras públicas, la oferta de 

ambas partes tiene una estructura similar, ya 
que se refiere a organismos, bienes, servicios 
y obras públicas cubiertos por las obligaciones 
establecidas en los procedimientos de compra. 
Debido a la inexistencia de un régimen común 
MERCOSUR en compras públicas, los EP di-
fieren en cuanto a lo ofrecido a la UE en esta 
materia. En el caso de las entidades abarcadas, 
se registra una coincidencia en que solo sea el 
nivel federal. Sin embargo, Argentina y Brasil se 
diferencian de Paraguay y Uruguay con relación 
a la inclusión de empresas del Estado. En lo que 
concierne a la cobertura de bienes, servicios y 
obras públicas, existe cierta coincidencia en que 
se incluyan tanto bienes como servicios; y se ex-
cluyan, en principio, obras públicas. En el área 
donde aparecen las mayores diferencias es en 
el trato nacional a los proveedores de la UE. En 
este tema, los EP no han logrado una posición 
común; mientras Brasil y Uruguay aceptan otor-
gar trato nacional, Argentina solo admite brin-
dar una “preferencia” a los oferentes de la UE 

Fuente: Elaboración propia en base a Secretaria de Comercio de Argentina.

CUADRO 3
COMPARACIÓN DE LAS OFERTAS DE LA UNIÓN EUROPEA DE 2004 Y 2016 (BIENES)

OFERTA DE LA UE
2004

OFERTA DE LA EU
2016

PROM. COMERCIO 1999-2001 PROM. COMERCIO 2010-2012

N. POSICIONES N. POSICIONES
IMPORTACIONES DE LA UE

DESDE MERCOSUR
(98-00)

IMPORTACIONES DE LA 
UE DESDE MERCOSUR 

(2010-2012)

NCM NCM 2012MILES 
EUROS

MILES 
EUROS% %

CATEGORÍA CATEGORÍA

DESGRAVACIÓN 
INMEDIATA

4 AÑOS

7 AÑOS

10 AÑOS

COBERTURA

DESGRAVACIÓN 
INMEDIATA

4 AÑOS

7 AÑOS

10 AÑOS

COBERTURA

PREFERENCIAS
FIJAS 50%

CUOTAS

PRECIOS DE 
ENTRADA

TOTAL OFERTA

EXCLUSIONES

TOTAL

PREFERENCIAS
FIJAS 50%

CUOTAS

PRECIOS DE 
ENTRADA

TOTAL OFERTA

EXCLUSIONES

TOTAL

4.323

2.181

2.664

432

9.600

5.112

2.480

537

440

8.569

99

275

22

9.996

431

10.427

38

251

70

8.928

448

9.376

13.862

1.891

1.679

1.524

18.958

34.326

3.338

1.895

1.792

41.352

217

1.033

1

20.209

53

20.262

13

1.237

636

43.239

3.120

46.359

68,4%

9,3%

8,3%

7,5%

93,6%

74,0%

7,2%

4,1%

3,9%

89,2%

1,1%

5,1%

0,0%

99,7%

0,3%

100,0%

0,0%

2,7%

1,4%

93,3%

6,7%

100,0%

87% es la cobertura
de la nueva oferta del 

MERCOSUR
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cuando participen en las licitaciones de com-
pras públicas.

La posición de la UE en esta materia es re-
lativamente conservadora en cuanto a la cober-
tura de bienes, servicios y obras públicas y los 
niveles de gobierno alcanzados. Si bien acep-
ta otorgar trato nacional a los proveedores del 
MERCOSUR en licitaciones de compras de los 
países de la UE, impone limitaciones a nivel de 
los países miembros, y a nivel de las compras 
de ciertos bienes, servicios y obras públicas. 
Estas limitaciones están directamente relacio-
nadas con el hecho de que la UE se encuentra 
en pleno proceso negociador con EE.UU. en el 
marco del Acuerdo Transatlántico de Comercio 
e Inversiones (TTIP).

OTROS ÁMBITOS DE NEGOCIACIÓN
La incipiente conformación de los temas de 

la agenda externa del MERCOSUR como una 
prioridad del bloque se expresa en el segui-
miento de varias iniciativas precedentes de pro-
fundización, ampliación o concreción de acuer-
dos con distintas economías.

En mayo y junio de 2016 se produjeron con-
tactos entre representantes del MERCOSUR y la 
India para considerar el estado de situación de 
su Acuerdo de Preferencias Fijas. Ambas par-
tes coincidieron en buscar una ampliación de la 
cobertura de productos con preferencias y en 
profundizar algunas ya existentes, concretando 
un intercambio de listas de pedidos. La lista de 
la India abarca un conjunto de bienes de cerca 
de 4.800 posiciones arancelarias y comprende 
productos de la mayor parte de los capítulos de 
la nomenclatura arancelaria, incluyendo bienes 
de gran sensibilidad para el MERCOSUR, como 
medicamentos, textiles, indumentaria y calzado. 
Por su parte, la lista de pedidos del MERCOSUR 
a la India comprende cerca de 3.500 posiciones 
que incluyen gran parte de la oferta exporta-
ble en materia agropecuaria. De momento, no 
se han logrado avances respecto a los niveles 
de preferencia, tanto a efectos de profundizar 
los existentes en el acuerdo vigente, como en 
relación a los productos que eventualmente se 
agreguen. 

Los contactos entre MERCOSUR y los miem-
bros de la Asociación Europea de Libre Co-
mercio, impulsados principalmente por Brasil, 
buscan posiblemente crear un contrapeso a las 
negociaciones que se mantienen con la UE y se 
enmarcan en un Diálogo Exploratorio. En enero 
de 2017, ambos bloques informaron sobre la cul-
minación exitosa de ese Diálogo y su intención 
de alcanzar un acuerdo de libre comercio.

En lo que hace a la relación con Canadá, se 
mantienen diferencias respecto del alcance de 
la liberalización del comercio de bienes, espe-
cialmente para ciertos productos agrícolas; el 
nivel de los compromisos a lograr en servicios/
inversiones; la protección de los derechos de 
propiedad intelectual más allá del ADPIC (As-
pectos de los Derechos de Propiedad Intelec-
tual relacionados con el Comercio; TRIPS, según 
su sigla en inglés); la cobertura de las compras 
públicas y el acceso preferencial; y ciertas cues-
tiones adicionales de interés de Canadá como 
los derechos laborales y medioambientales.

En junio de 2016 Corea puso de manifiesto 
su interés por avanzar rápidamente y trabajar 
en procura de llegar a tener un acuerdo de libre 
comercio. Por su parte, el MERCOSUR compar-
tió el interés de Corea por la posibilidad de lle-
gar a concretar un entendimiento, aunque plan-
teó que era necesario cumplir con un proceso 
previo de carácter exploratorio con el fin de me-
jorar el conocimiento de la situación de acceso 
a los mercados de ambas partes y, sobre todo, 
definir áreas y sectores de interés mutuo. Asi-
mismo, el MERCOSUR y Japón a través de di-
versos canales de diálogo, coincidieron en la im-
portancia de fortalecer las relaciones bilaterales.

DESARROLLOS RECIENTES
Un aumento de la dosis de incertidumbre 

respecto a las perspectivas de los procesos 
de integración global podría llevar a profundi-
zar los esfuerzos de vinculación en el propio 
MERCOSUR con en el espacio latinoamericano 
y caribeño y a plantear agendas conjuntas de 
negociación con socios clave.

Al terminar 2016 e iniciarse 2017, se elevó 
el nivel de incertidumbre que viene afectando 
el desempeño económico y las estrategias de 
inserción de los miembros del MERCOSUR. A 
condicionantes tales como el debilitamiento de 
las negociaciones multilaterales, las tensiones 
generadas en la Unión Europea por el voto con-
ducente a la salida eventual del Reino Unido y, 
en el propio ámbito regional, las naturales adap-
taciones a los recambios políticos en marcha, se 

La mayoría de los bienes
incluidos por la UE con
desgravación inmediata

ya tiene arancel cero
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sumó la perspectiva de que la nueva administra-
ción estadounidense pueda impulsar modifica-
ciones sustantivas en los vínculos comerciales y 
de inversión de ese país con el resto del mundo.

Más allá de las posibles secuencias y combi-
naciones de rearticulación de los nexos globales 
que podrían desencadenarse,  y de los largos 
tiempos y complicaciones que cualquiera de 
las variantes pueda implicar, el contexto exter-
no que enfrenta el MERCOSUR en el presente 
cercano genera incentivos para poner en mar-
cha un proceso de coordinación de posiciones 
comunes. 

En primera instancia, y sobre la base de los 
intereses económicos nacionales, los miembros 
pueden avanzar en la resolución de los temas 

pendientes de la agenda interna del MERCOSUR 
en materia de la recuperación de la credibilidad 
como iniciativa orientada a construir un espa-
cio de libre comercio. En segundo lugar, parece 
conveniente un nuevo y elaborado pensamiento 
en torno a la importancia y las oportunidades 
de los vínculos con el resto de América Latina y 
el Caribe, así como la conveniencia de fortalecer 
posiciones como bloque en negociaciones con 
socios clave. El actual impulso de las negocia-
ciones con la Unión Europea podría acompa-
ñarse con una diversidad de iniciativas orienta-
das a otros mercados con los que se trate una 
moderna y compleja agenda de integración que 
haga posible obtener equilibrios de largo plazo, 
mutuamente beneficiosos. 
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SENDEROS DE
NEGOCIACIÓN
El MERCOSUR puede abrir vías de negociación tanto en el complejo escenario externo, como 
evaluando la validez y pertinencia de los instrumentos de integración que se propuso hace un 
cuarto de siglo. Un nuevo pensamiento en torno a estas cuestiones podría generar una forma 
más productiva de articulación del bloque tanto hacia adentro como hacia afuera. Esa agenda no 
debería detenerse en los aspectos más nucleares del comercio, sino también alcanzar acuerdos 
en capítulos que pueden dar un ímpetu adicional a los vínculos, entre otros, las compras públicas.
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ANÁLISIS

El MERCOSUR acumula un acervo de acuerdos externos que no cumplen con el modelo de 
regionalismo abierto que inspiró su creación, manteniendo una estructura de protección 
prácticamente inalterada. Es posible que se esté ingresando en una etapa en la que debería 
adquirir prioridad una agenda externa más proactiva. Sin embargo, esta nueva orientación 
encuentra un escenario internacional menos amigable para las negociaciones de liberaliza-
ción comercial en los países desarrollados y un debilitamiento tangible del multilateralismo. 
Independientemente de este escenario, una agenda de negociaciones que conduzca a una 
mayor inserción de los países del bloque en el comercio internacional requiere movimientos 
de liberalización comercial y, posiblemente, de una reducción del espacio para las políticas 
industriales autónomas.



ANTECEDENTES NEGOCIADORES

El MERCOSUR cumplió 25 años habiendo 
acumulado un pequeño acervo de acuerdos 
comerciales negociados con socios extra-blo-
que. Tal acervo tiene un alcance limitado tanto 
en el número de acuerdos firmados como en 
el grado de profundidad de los compromisos 
asumidos. Muchos factores contribuyen a ex-
plicar el bajo grado de integración del bloque 
a la red de acuerdos comerciales preferenciales 
que se desarrollaron en el mundo durante ese 
período.

Hay dos fases evidentes en la orientación 
política que definen las prioridades para la 
agenda externa del MERCOSUR: (i) la fase de 
“regionalismo abierto”, que se extiende hasta la 
década de 2000, en la que el bloque participó 
de negociaciones ambiciosas como el ALCA 
y el acuerdo entre el MERCOSUR y la Unión 
Europea y renegociando sus acuerdos con los 
países latinoamericanos en la ALADI; y (ii) la 
fase de “regionalismo post-liberal”, que da prio-
ridad a las conversaciones Sur-Sur y evita las 
negociaciones con los países desarrollados que 
puedan poner en peligro la preservación del es-
pacio regulatorio de las políticas de desarrollo.

Con el final del ciclo de la política que llevó 
a los gobiernos de Argentina y Brasil a imple-
mentar el regionalismo post-liberal, es posi-
ble que esté por comenzar una nueva fase del 
MERCOSUR. Esta nueva fase debe incluir una 
agenda externa guiada por objetivos de mayor 
inserción en el comercio internacional a partir 
de la negociación de acuerdos de liberalización 
comercial con países con mercados relevantes. 
Este nuevo ciclo encontrará un entorno externo 
más complejo y difícil para las negociaciones 
comerciales preferenciales.

Este artículo presenta un balance de la 
agenda externa del MERCOSUR a lo largo de 
sus 25 años de existencia y analiza los dilemas 
y opciones del bloque para los próximos años. 
La segunda sección describe la evolución de 
la agenda externa destacando los cambios de 
prioridades en función de las diferentes fases 
experimentadas por el bloque. La tercera sec-
ción presenta las principales tendencias domi-
nantes en el actual contexto internacional, 
lo que puede condicionar las opciones de 
negociación de acuerdos comerciales en los 
próximos años. La cuarta sección busca ana-
lizar las opciones de la agenda externa del 
MERCOSUR a la luz del contexto interno del 
bloque y las limitaciones impuestas por el esce-

nario internacional. La quinta sección presenta 
las conclusiones.

BALANCE DE LA AGENDA EXTERNA
En una serie de iniciativas económicas y 

políticas de acercamiento entre Brasil y Ar-
gentina, a fines de los años ochenta, estuvo el 
origen de la creación, a principios de la década 
siguiente, de un proyecto subregional de inte-
gración comercial –el MERCOSUR– que incluía 
además a Paraguay y Uruguay.

La democratización política en ambos paí-
ses, creó las condiciones para la revisión estra-
tégica de las relaciones bilaterales y para la de-
finición de una amplia agenda de cooperación 
en diversas áreas: comercial, industria nuclear, 
militar, etc.

Al acercamiento político, se sumó una clara 
convergencia acerca de la revisión, en ambos 
países, de los modelos de desarrollo dominan-
tes en décadas anteriores, basados, entre otras 
características, en una fuerte presencia del Es-
tado en la economía y en el proteccionismo co-
mercial. Esta revisión tuvo lugar en torno a un 
vector de liberalización, aplicado con distinta 
intensidad en cada uno de los países, pero que 
ha dado lugar a una mayor exposición de la 
economía a la competencia importada, la pri-
vatización de empresas públicas y la liberaliza-
ción de los regímenes nacionales aplicados al 
comercio de servicios y la inversión extranjera.

En el mundo, se asistía a la difusión del “re-
gionalismo” como modelo de gobernanza de 
la interdependencia económica y como vector 
de liberalización de los flujos comerciales y de 
inversión. El lanzamiento, en 1985, del proyecto 
Europa 92 y la firma del CUSFTA son los ejem-
plos más destacados del vigor del regionalis-
mo en la segunda mitad de los años ochenta. 
La conformación y consolidación de espacios 
regionales en el mundo constituyó, para los 
países del Cono Sur, un incentivo adicional para 
el establecimiento de acuerdos de integración 
entre ellos.

LA ETAPA DEL “REGIONALISMO ABIERTO”
En la confluencia de estos acontecimientos, 

El MERCOSUR
se inspiró en un modelo
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el MERCOSUR surge como un proceso de in-
tegración representativo de un fenómeno más 
amplio que más tarde sería denominado “re-
gionalismo abierto”. En este modelo, la libera-
lización del comercio y las inversiones entre los 
Estados parte de un proceso de integración se 
lleva a cabo en simultáneo a la apertura de la 
economía de esos países con relación al resto 
del mundo. Además, la agenda de integración 
incluye cuestiones no estrictamente arancela-
rias o comerciales, como inversiones, compras 
públicas, políticas de competencia, etc.

Bajo una fuerte influencia de los intereses 
económicos y políticos brasileños, el MERCOSUR 
en 1994 optó por el modelo de la unión adua-
nera, lo que supone la existencia de una polí-
tica comercial externa común, teniendo en el 
arancel externo común (AEC) su instrumento 
principal.

Sin embargo, una de las características más 
destacadas de la unión aduanera del MERCOSUR 
fue su “imperfección”, expresada principalmen-
te por la “ineficacia del MERCOSUR en el pro-
ceso de aplicación del arancel externo común” 
Esto generó una situación en la que solo el 35% 
de los flujos de importación del MERCOSUR 
tienen lugar en el marco del AEC negociado y 
vigente, incluidas las importaciones de bienes 
grabados con arancel cero38, de acuerdo con 
las excepciones nacionales y sectoriales (para 
bienes de capital, informática y telecomunica-
ciones) y la heterogeneidad de los regímenes 
especiales de importación vigentes en los dife-
rentes países del bloque.

Además, se ha avanzado poco en la imple-
mentación de otros componentes relevantes 
de una política comercial común, como el es-
tablecimiento de un código aduanero común y 
de procedimientos de distribución de la renta 
aduanera entre los Estados miembros.

En el contexto de la primera década de 
existencia del MERCOSUR, el formato de unión 
aduanera, además de alinear el AEC a los pa-
trones y criterios de protección arancelaria 
acordes con los intereses de la industria bra-
sileña, cumplía dos funciones estrechamente 
inter-relacionadas y asociadas a la estrategia 
externa del bloque, en lo que respecta a las ne-
gociaciones comerciales.

Por un lado, limitaba, aunque no eliminaba, 
la discrecionalidad de los miembros para par-
ticipar en negociaciones bilaterales con países 
extra-bloque. Por otro, permitía, al menos teó-
ricamente, mejorar las condiciones de negocia-
ción con países desarrollados, en un contexto 

en el que las perspectivas de las negociacio-
nes con EE.UU. y la Unión Europea se tornaban 
cada vez más plausibles.

En este sentido, el formato de unión adua-
nera se adecuada a los objetivos de la políti-
ca exterior brasileña, tal como se define en el 
período de industrialización por sustitución de 
importaciones –la preservación de la autono-
mía nacional para llevar adelante el proyecto de 
industrialización39. Al mismo tiempo, aumenta-
ba el capital político de Brasil para hacer frente 
a los desafíos que emergieron en la post-Gue-
rra Fría inmediata y en el nuevo mundo de las 
negociaciones comerciales multi-temáticas, en 
la búsqueda de una “integración profunda”.

Si los límites del paradigma de la política 
exterior históricamente dominante en Brasil se-
rían probados por las negociaciones del ALCA 
y con la Unión Europea, mejor hacerlo en vista 
de la diplomacia brasileña, bajo el “manto” del 
MERCOSUR y con el capital político potencia-
do por el bloque sub-regional y, en especial, 
por la alianza con Argentina.

De hecho, la agenda externa del MERCOSUR 
en la etapa del “regionalismo abierto” tiene dos 
líneas de desarrollo:

• las negociaciones con países desarrolla-
dos, concretadas a través del ALCA –que in-
cluía también un gran número de países en de-
sarrollo, muchos de ellos con las preferencias 
políticas próximas a las de EE.UU. y Canadá– y 
las negociaciones con la Unión Europea (inicia-
das en 1999); y

• las negociaciones con otros países de 
América Latina (México y los países de Amé-
rica del Sur).

Mientras en las negociaciones del ALCA y 
Unión Europea-MERCOSUR se presentaban 
como un bloque, formulando propuestas y ma-
nifestando posiciones comunes, en aquellas 
entre países latinoamericanos, el eje bilateral 
ganó relevancia, aunque no en forma exclusiva.

Las posiciones del MERCOSUR en el ALCA 
y en las negociaciones con la Unión Europea 
fueron claramente influenciadas por los intere-
ses y visiones de los representantes brasileños. 
En general, estas posiciones eran claramente 
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defensivas, tanto en las cuestiones relaciona-
das con la reducción y eliminación de los aran-
celes industriales, como en los temas que for-
maron parte del “modelo” del NAFTA (cuyas 
negociaciones concluyeron en 1994): comercio 
de servicios, inversiones, propiedad intelectual, 
compras gubernamentales, etc.

Este posicionamiento defensivo se expresó 
tanto en las negociaciones relativas al acceso 
a mercados, como en aquellas atinentes a las 
reglas y disciplinas. La excepción a este posi-
cionamiento defensivo se manifestaba en las 
negociaciones agrícolas –acceso a mercados y 
reglas– en las que los países del MERCOSUR 
habían adoptado posturas ofensivas. La fuerte 
influencia de Brasil en la definición de las posi-
ciones del MERCOSUR en estas negociaciones 
es innegable, aunque el posicionamiento del 
bloque fuese objeto de discusiones y negocia-
ciones permanentes entre los representantes 
de los Estados miembros en las negociaciones.

En el caso de las negociaciones con otros 
miembros de la ALADI, la entrada en vigor del 
AEC en enero de 1995, implicó para los países 
del MERCOSUR, la necesidad de renegociar en 
bloque los acuerdos bilaterales existentes. Nue-
vos acuerdos de complementación económica 
con el objetivo de alcanzar el libre comercio 
fueron firmados por el MERCOSUR con Chi-
le (1996) y Bolivia (1997). Chile y Bolivia se 
incorporaron como miembros asociados del 
MERCOSUR, no habiendo adoptado aún el 
arancel externo común del bloque.

En cuanto a las negociaciones con los paí-
ses andinos –Colombia, Ecuador, Perú y Vene-
zuela– comenzaron en 1996, bajo el formato 
4 + 4, pero se enfrentaron a una serie de di-
ficultades para evolucionar, especialmente del 
lado de los países del MERCOSUR, que opta-
ron por negociar individualmente con el blo-
que andino. Las negociaciones se reanudaron 
bajo el formato 4 + 4 en la década de 2000 
dando lugar a la firma de dos acuerdos, uno 
en octubre de 2004, entre el MERCOSUR, por 
un lado, y tres miembros de la CAN (Colombia, 
Venezuela y Ecuador), por el otro, y otro, entre 
los cuatro países del MERCOSUR y Perú, en no-

viembre de 2005. En ambos casos, el objetivo 
central de los acuerdos era el establecimiento 
de una zona de libre comercio entre los países 
firmantes.

Las negociaciones del MERCOSUR con 
México también tuvieron una larga y turbulen-
ta trayectoria en la segunda mitad de los años 
noventa y la primera década del siglo XXI, ilus-
trando, como en el caso de las negociaciones 
con los países andinos, las dificultades de los 
Estados miembros del MERCOSUR para nego-
ciar en bloque.

En este caso, la lógica bilateral y el gradua-
lismo de objetivos prevalecieron sin ningún 
lugar a dudas: Argentina y Uruguay lograron 
avanzar en una mayor profundización de las 
preferencias bilaterales con México, adicionan-
do compromisos de desgravación, negociación 
de reglas y disciplinas aplicables al comercio 
de bienes. Las negociaciones entre Brasil y 
México tuvieron una historia de idas y vueltas, 
que llevaron a un acuerdo de preferencias fijas 
para un número limitado de productos y acuer-
do sectorial parcial de liberalización del comer-
cio automotriz.

Una implicación importante de reafirma-
ción, a través de estos acuerdos, del eje bila-
teral como el vector principal de negociación 
externa de los países del MERCOSUR fue la 
erosión creciente del arancel externo común 
del bloque –perforado cada vez más por la 
concesión diferenciada de preferencias a ter-
ceros países– y por la extensión de la política 
comercial común del bloque sub-regional.

Es interesante observar que todos los 
acuerdos firmados en el ámbito latinoamerica-
no, hasta la revisión y profundización reciente 
de algunos de ellos –en el ámbito bilateral– te-
nían su alcance limitado al comercio de bienes, 
agregando en general reglas y disciplinas di-
rectamente relacionadas con ese comercio.

Solo en el ALCA y en las negociaciones con 
la Unión Europea, los países del MERCOSUR 
enfrentaban el desafío de negociar agendas 
multi-temáticas que iban más allá de las cues-
tiones relacionadas con el comercio de bienes. 
Sin embargo, estas negociaciones no llegaron 
a término. Por otra parte, como las negociacio-
nes celebradas por el MERCOSUR en la prime-
ra década del siglo –esta vez con socios que 
no eran latinoamericanos–tuvieron un alcance 
limitado al comercio de bienes, el bloque no 
tiene en vigor ningún acuerdo preferencial que 
contemple una agenda multi-temática como la 
que caracteriza, con sus especificidades, tanto 
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los acuerdos típicos de los años noventa (NAFTA, 
acuerdos firmados por la Unión Europea) como 
los llamados acuerdos mega-regionales en la 
actualidad.

Por lo tanto, adaptado a las circunstancias 
del MERCOSUR y de sus países miembros, el 
“regionalismo abierto” produjo iniciativas que 
profundizaron esquemas de liberalización ne-
gociados previamente en el ámbito de la ALADI, 
concretándolas, de forma heterogénea según 
los países, y con períodos de transición relati-
vamente largos.

Adicionalmente, este contexto condujo al 
MERCOSUR a participar –por primera vez para 
todos sus Estados miembros– en negociacio-
nes, al mismo tiempo, multi-temáticas y con la 
participación de países desarrollados. Esta dis-
posición para negociar activamente una am-
plia gama de temas con países desarrollados, 
aunque con posiciones claramente defensivas, 
tal vez sea lo que distingue al MERCOSUR del 
“regionalismo abierto” de aquel denominado 
MERCOSUR del “regionalismo post-liberal”40.

DEL “REGIONALISMO ABIERTO” AL
“REGIONALISMO POST-LIBERAL”

El cambio en la orientación política de tres 
países del MERCOSUR, en los primeros años del 
nuevo siglo, marca el comienzo de una nueva 
etapa en la trayectoria de la agenda interna y 
externa del bloque. En estos países, las críticas 
sobre la agenda de liberalización de la década 
de 1990 llevada adelante por los gobiernos de 
aquel entonces, señala un cambio que tendría 
impactos significativos sobre las políticas exte-
riores de los Estados miembros –especialmente 
Brasil y Argentina– y, de esta manera, también 
sobre la agenda externa del bloque.

El “regionalismo abierto” da paso al “regio-
nalismo post-liberal”, que se caracteriza por 
una agenda que combina, en el plano externo, 
la prioridad de las negociaciones –pero sobre 
todo las alianzas políticas– Sur-Sur, el rechazo 
a los acuerdos con países desarrollados y la 
preocupación prioritaria, en las negociaciones 
comerciales en general (inclusive las multilate-
rales), por la preservación del espacio regulato-

rio para políticas de desarrollo.
No se puede decir que el MERCOSUR haya 

sido responsable del fin de las negociaciones 
del ALCA en 2005 y de la paralización de las 
negociaciones con la Unión Europea en 2004, 
pero es innegable que la posición de los nue-
vos gobiernos de Brasil y Argentina estaba 
lejos de ser favorable para el avance de esas 
negociaciones. En este sentido, hicieron una 
contribución importante para que estas y otras 
negociaciones con países desarrollados salgan 
del radar del MERCOSUR y, en especial, de los 
gobiernos del bloque menos cómodos con este 
tipo de negociaciones.

Como reflejo de las nuevas preferencias po-
líticas dominantes, principalmente en los dos 
países más grandes del bloque, el MERCOSUR 
intensifica sus esfuerzos para concluir las nego-
ciaciones iniciadas a mediados de la última dé-
cada con los países de la CAN y busca estable-
cer acuerdos comerciales Sur-Sur con países 
y bloques no latinoamericanos. El MERCOSUR 
concluyó, en 2004, dos acuerdos de preferen-
cias fijas y limitados a un número de produc-
tos poco significativo, uno con la SACU –Unión 
Aduanera de África del Sur– y otro con la India.

Estos acuerdos, firmados con objetivos, 
principalmente políticos, de consolidación de 
alianzas Sur-Sur, son muy poco ambiciosos en 
términos estrictamente comerciales. Además 
de la cobertura limitada, en términos de pro-
ductos (902, la suma de las preferencias otor-
gadas entre el MERCOSUR y la India y 1.909, 
entre el MERCOSUR y la SACU), los mayores 
márgenes de preferencia beneficiaban a pro-
ductos a los que se aplican niveles arancelarios 
extremadamente bajos. Una vez más, los acuer-
dos suscritos por el MERCOSUR se limitaban al 
comercio de bienes y algunas disciplinas refe-
ridas a él41

En el ámbito regional, el avance más impor-
tante de la época “post-liberal” del MERCOSUR 
ha sido la incorporación de Venezuela en 2005, 
un tema que generó controversias y tensiones 
entre los países del bloque y dentro de algunos 
de ellos. Estas controversias explican el largo 
período transcurrido entre la firma del Protoco-
lo de adhesión de Venezuela al bloque y su en-
trada en vigor –y la consiguiente condición de 
Estado parte a Venezuela– lo cual requiere la 
aprobación de los Poderes Legislativos de los 
cuatro países miembros “originales” del bloque.

En realidad, los movimientos que carac-
terizaban la agenda económica externa del 
MERCOSUR en la etapa del “regionalismo 

El regionalismo
post liberal priorizó
las negociaciones

Sur-Sur
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post-liberal” tenían objetivos principalmente 
políticos, de modo que, a la luz de esa medida, 
la falta de comercio y la ambición económica 
de estos acuerdos pierde relevancia.

Pero no solo este factor contribuyó a la 
retracción de la agenda económica externa 
del MERCOSUR en esta etapa. Sobre todo, a 
partir de mediados de la primera década del 
siglo, las asimetrías de intereses económicos 
entre los países del bloque –especialmente 
entre las dos economías grandes y las dos 
pequeñas– ya se percibían claramente en las 
negociaciones externas de la etapa de “regio-
nalismo abierto”, sumándose la clara asimetría 
de desempeño y perspectivas entre Brasil y 
Argentina.

Mientras Argentina se encontraba aislada 
del contexto económico internacional, Brasil 
aparecía como una potencia emergente y se 
posicionaba en el escenario global –más que 
en el regional– como tal. A la retracción inter-
nacional de Argentina, correspondía una po-
lítica exterior hiperactiva de Brasil que, en su 
dimensión económica, combinaba:

• la prioridad, casi exclusiva, concedida al 
multilateralismo y la OMC, en lo que se refiere a 
las negociaciones comerciales, especialmente 
las relacionadas con los países desarrollados; y

• la articulación de coaliciones político-eco-
nómicas con otros países emergentes, mate-
rializadas en las iniciativas de constitución de 
IBSA y, especialmente, los BRICS, con miras a 
una acción plurilateral, y también en foros mul-
tilaterales de comercio, finanzas, medio am-
biente, etc.

Aislada externamente, Argentina “invirtió” 
en alianzas con contenido contra-hegemónico, 
intensificando relaciones con Venezuela, Rusia 
y China, en busca de nuevas fuentes de finan-
ciamiento e inversiones.

En este escenario, la agenda externa del 
MERCOSUR prácticamente dejó de existir –ex-
cepto por la negociación de acuerdos de libre 
comercio con economías poco relevantes para 
sus miembros, como Egipto e Israel.

EVOLUCIÓN DE LA DINÁMICA 
NEGOCIADORA

La incierta reanudación de las negociacio-
nes con la Unión Europea en 2016, y la posible 
apertura de negociaciones con Canadá y otros 
países –en caso que se concreten– pueden re-
vitalizar la dinámica negociadora del bloque. 
Sin embargo, la evolución de la situación po-
lítica y económica internacional (véase más 

adelante) no deja lugar para el optimismo en 
este sentido –independientemente del interés 
que el MERCOSUR tiene hoy en día en estas 
negociaciones–42.

A 25 años, el balance de la agenda externa 
del MERCOSUR difícilmente podría considerar-
se positivo. Fuertemente condicionado, tanto 
en la fase de “regionalismo abierto” como en 
la de “regionalismo post-liberal”, por los inte-
reses y preferencias de política de Brasil –cuya 
política exterior se fue autonomizando cada 
vez más, a lo largo de este cuarto de siglo, con 
respecto al bloque sub-regional– la agenda ex-
terna del MERCOSUR produjo pocos resulta-
dos, tanto en el ámbito económico y comercial 
como en el político.

Limitándonos aquí al ámbito comercial, el 
MERCOSUR nunca actuó como un bloque en 
la esfera multilateral –la priorizada por Brasil– 
y logró resultados muy limitados en la esfera 
de los acuerdos preferenciales. Sus esfuerzos 
de expansión en América del Sur –con la incor-
poración de Venezuela, Bolivia y Ecuador– se 
dieron a partir de una evaluación esencialmen-
te política y en detrimento de la coherencia y 
la consistencia del bloque comercial, que antes 
de que estos episodios ya estaban lejos de ser 
ejemplares.

Los acuerdos comerciales suscritos por el 
MERCOSUR con socios comerciales potencial-
mente relevantes fueron de alcance más que 
limitado, en términos de acceso a mercados y 
de agenda temática. Fuera de la región, se fir-
maron acuerdos más ambiciosos, aunque con 
socios comerciales irrelevantes.

Tal vez el movimiento de bloque más impor-
tante haya sido la renegociación de los acuer-
dos de la ALADI con los países andinos. A pe-
sar de que negoció bilateralmente, el final del 
período de transición ha llevado a América del 
Sur a una situación de libre comercio casi total, 
al menos en términos de aranceles. Sin embar-
go, estos acuerdos también mantuvieron, has-
ta hace poco, un alcance limitado al comercio 
de bienes, solo recientemente comenzaron a 
incluir, incluso en el ámbito bilateral, nuevos as-
pectos como los servicios, la contratación pú-
blica y la inversión.

En resumen, como es ampliamente conoci-
do, el principal resultado de la agenda externa 
del MERCOSUR, en estos, sus primeros 25 años 
de existencia, fue mantener el bloque y sus Es-
tados miembros al margen de la dinámica de 
negociación de acuerdos comerciales ambicio-
sos y temáticamente abarcativos.
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El agotamiento del ciclo político que llevó al 
poder, en Argentina y Brasil, a gobiernos parti-
darios del “regionalismo post-liberal” abre aho-
ra la posibilidad de que comience una tercera 
fase del MERCOSUR, pero este cambio ocurre 
en un entorno internacional restrictivo, en tér-
minos económicos y comerciales, generando 
desafíos de difícil encaminamiento para el blo-
que y sus Estados miembros.

¿HACIA DÓNDE VA
LA GOBERNANZA DEL COMERCIO?

Es posible vislumbrar un escenario en el que 
un nuevo ciclo político en Argentina y Brasil se 
combine con la demanda reprimida de Uruguay 
y Paraguay por una mayor apertura comercial 
para promover una tercera fase del MERCOSUR, 
en la cual los países busquen recuperar parte 
del espacio perdido en el período del “regio-
nalismo post-liberal”. Aunque este escenario 
se consolide, el bloque encontrará un entorno 
internacional menos propicio para las negocia-
ciones destinadas a la liberalización comercial 
que la que estuvo en vigor hasta el final de la 
primera década de este siglo, cuando el spa-
ghetti bowl de acuerdos comerciales se expan-
dió en forma acelerada.

Aunque hay muchas tendencias de la eco-
nomía mundial que pueden actuar para restrin-
gir el apetito de los principales players interna-
cionales por negociaciones comerciales con los 
países del MERCOSUR, tres de ellos merecen 
especial atención: (i) la persistente desacele-
ración en el crecimiento del comercio interna-
cional; (ii) el posible sesgo proteccionista de la 
nueva administración estadounidense y la de-
cisión del Reino Unido de salir de la Unión Eu-
ropea; y (iii) la negociación de mega-acuerdos 
regionales, que tienden a aumentar las exigen-
cias, en términos de agenda temática, para que 
el MERCOSUR negocie su asociación a estos 
acuerdos.

La construcción de la agenda externa del 
MERCOSUR para los próximos años, compa-
tible con un nuevo ciclo político en los países 
más grandes del bloque, enfrentará un contex-
to en el que la dinámica y la gobernanza del 
comercio internacional cambiaran mucho con 
relación al escenario que dio forma al proyec-
to original. El entorno externo se ha vuelto más 
complejo y hostil.

LA DESACELERACIÓN DEL COMERCIO 
MUNDIAL

Después de dos décadas de fuerte creci-

miento, impulsado por la liberalización comer-
cial de la década de 1990, la emergencia de los 
países asiáticos y la aceleración de la globali-
zación con la fragmentación de la producción 
y el desarrollo de cadenas globales de valor, el 
comercio internacional sufrió el impacto de la 
crisis de 2008-2009 y ha estado creciendo len-
tamente en los últimos años.

Esta evolución ha estimulado el debate 
sobre la naturaleza de la disminución del cre-
cimiento del comercio internacional. Las insti-
tuciones multilaterales, como la OMC y el FMI, 
sostienen la posición de que la ralentización 
del comercio es un fenómeno coyuntural. Sin 
embargo, un número creciente de analistas de-
fiende la idea de que se produjo un punto de in-
flexión en la tendencia de crecimiento acelera-
do del comercio y de que hay un componente 
estructural en este proceso, lo cual determinará 
una expansión más lenta del comercio interna-
cional en los próximos años.

En un artículo publicado por el FMI, Cons-
tantinescu et al. (2014) sugieren que hay un 
componente de largo plazo en el reciente en-
friamiento del comercio internacional. Según 
los autores, el proceso de fragmentación de la 
producción en cadenas globales de valor, que 
impulsó el fuerte crecimiento del comercio en 
la década de 1990, habría madurado al inicio de 
los años 2000 en los dos motores principales 
de este proceso: China y Estados Unidos. Los 
dos países mostraron una fuerte disminución 
en la sensibilidad del comercio a los ingresos 
en la última década. Esto no quiere decir que 
haya habido una reversión en el proceso de 
offshoring, pero sí que el ritmo crecimiento de 
la fragmentación de producción se redujo en 
ambos países.

Ferrantino y Taglioni (2014) llamaron la 
atención sobre el hecho de que el comercio 
de productos más complejos, cuya producción 
está organizada en cadenas globales de valor, 
fue más afectado por la recesión económica de 
los últimos años que el de los productos más 
simples. Aunque las evidencias todavía sean 
insuficientes para proporcionar recomendacio-
nes de estrategias de inserción internacional, 
los autores sugieren que la especialización en 
productos más complejos, típicos del proceso 
formación de largas cadenas de valor, implica 
mayores riesgos.

Gros (2016) llama la atención sobre el papel 
de la caída de los precios internacionales de las 
commodities sobre los flujos de comercio inter-
nacional. Si bien es evidente que la caída de los 
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precios de las commodities tiene relación di-
recta con la reducción en el valor del comercio 
mundial, ésta también afecta fuertemente los 
volúmenes de comercio. Por un lado, los países 
productores de petróleo sufren con la pérdida 
de ingreso disponible y reducen su capacidad 
de importar productos manufacturados, por 
otro lado, los países importadores de commo-
dities, principalmente los desarrollados, necesi-
tan un menor volumen de exportaciones para 
pagar las importaciones de commodities para 
consumo interno con los precios más bajos. El 
resultado es el menor crecimiento del comer-
cio mundial.

RECRUDECIMIENTO DEL PROTECCIONISMO
La mayor parte de las economías están 

más abiertas hoy que en la década de 1990. 
El esfuerzo de liberalización de muchos de los 
gobiernos y de las grandes empresas en los 
últimos veinte años se corresponde, en gran 
medida, con el período de boom de las com-
modities y con la diseminación del proceso de 
fragmentación de la producción. En el período 
reciente, el mundo asiste a un resurgimiento de 
la retórica proteccionista y nacionalista.

Discursos con sesgo proteccionista se pue-
den ver en los países y regiones relevantes 
para el comercio mundial. Estuvieron presen-
tes en las campañas electorales de los princi-
pales candidatos presidenciales en los Estados 
Unidos, en manifestaciones de los líderes de la 
zona del euro y en las dificultades para nuevos 
avances en las negociaciones de la OMC des-
pués de la ardua aprobación del Acuerdo de 
Facilitación del Comercio.

El recrudecimiento del proteccionismo no 
se da solo en el comercio de mercancías. Otra 
vertiente es el nacionalismo y el sentimiento 
anti-inmigración, que tiene impacto en el mo-
vimiento de personas y en los compromisos de 
liberalización en los servicios y en los flujos de 
capital. El voto por la salida del Reino Unido de 
la Unión Europea es un ejemplo más que elo-
cuente de esta tendencia. Los dos eventos no 
van necesariamente juntos –en el caso del Rei-
no Unido, la preferencia por el Brexit tiene sus 
raíces en el sentimiento anti-inmigración y en 
la autodeterminación, pero no en preocupacio-
nes como las barreras al comercio de bienes–.

A pesar del contexto internacional desfa-
vorable y de la retórica proteccionista en mu-
chos países que son actores importantes de la 
gobernanza del comercio internacional, hasta 
recientemente no se observaba un crecimiento 

significativo de medidas proteccionistas en el 
mundo. Sin embargo, de acuerdo con el infor-
me de la OMC elaborado para el G-20 (Report 
on G-20 Trade Measures), publicado en junio 
de 2016, desde los últimos meses de 2015 hubo 
un aumento significativo en la adopción de 
nuevas medidas de restricción del comercio en 
los países del grupo.

En el período que se extiende de octubre 
2015 a mayo de 2016, las economías del G-20 
adoptaron 145 nuevas medidas restrictivas 
al comercio, lo que representa un promedio 
mensual de 21 medidas –el promedio mensual 
más alto desde que la OMC comenzó a hacer 
un seguimiento en 2009–. Como resultado, el 
stock de medidas introducidas por los países 
del G-20 creció 10% en comparación con el ob-
servado en octubre de 2015.

El recrudecimiento reciente del proteccio-
nismo reportado por la OMC adopta varias 
formas: 61% de las medidas adoptadas en el 
período estaban relacionados con la defensa 
comercial; 26% tomó la forma de un aumento 
de los aranceles de importación, 6% afectó a 
las exportaciones y 7% estaban relacionadas 
con requisitos de contenido local.

El sector más afectado por el crecimiento 
del proteccionismo es el siderúrgico, que viene 
enfrentando una crisis de exceso de capacidad 
con una sobreinversión de China en los últimos 
años y la retracción de las inversiones en capi-
tal fijo en el mundo. El proteccionismo alcan-
za también a otros sectores como máquinas y 
equipos, productos químicos, material eléctri-
co, muebles y productos de madera, vehícu-
los, juguetes, productos de caucho y plástico y 
productos agrícolas.

El informe de la OMC afirma además que las 
medidas generales de apoyo –subsidios, prefe-
rencias para empresas nacionales en compras 
públicas, estímulos dirigidos a la exportación– 
volverán a tener una tendencia al alza. Las ci-
fras reportadas por la OMC son similares a las 
observadas en el período posterior a la crisis 
de 2008, cuando se utilizaron intensamente 
programas de rescate, particularmente en los 
países desarrollados.

América del Sur alcanzó
una situación de

liberalización arancelaria
casi total
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La situación descripta por la OMC sugiere 
que no es solo una narración que el proteccio-
nismo está de vuelta. Si bien, aún no se puede 
decir que el aumento en la adopción de me-
didas restrictivas al comercio observada en la 
primera mitad de 2016 representa una tenden-
cia duradera, parece indicar que hay una mayor 
predisposición de los gobiernos para usar ba-
rreras no arancelarias y otros mecanismos de 
política comercial e industrial para promover la 
producción nacional.

ACUERDOS MEGA-REGIONALES: ¿CONSOLI-
DACIÓN DE UN NUEVO MODELO?

Aunque en la OMC persisten los impasses 
que socaban la credibilidad del multilateralismo 
comercial, la conclusión del acuerdo Transpací-
fico de Asociación (TPP, por su sigla en inglés), 
en octubre de 2015, sugiere que el movimiento 
de integración comercial a través de negocia-
ciones preferenciales sigue vigente y dando 
forma a las relaciones económicas entre los 
principales mercados mundiales.

Además, Estados Unidos y la Unión Europea 
siguen negociando una Asociación Transatlán-
tica de Comercio e Inversiones (TTIP, por su si-
gla en inglés), que en caso de que se alcance 
un acuerdo, éste sería innovador considerando 
que pone mayor énfasis en temas regulatorios 
que afectan al comercio y la inversión.

En el ámbito latinoamericano, la maraña de 
acuerdos bilaterales y subregionales obtuvo su 
propio “mini-mega” acuerdo regional –la Alian-
za del Pacífico (AP) –, bloque constituido por 
Chile, Colombia, México y Perú, que entró en vi-

gor en julio de 2015. Sobre la base de la conver-
gencia de los acuerdos bilaterales ya existentes 
entre sus miembros, la AP se presenta como 
una plataforma de coordinación política, inte-
gración económica y comercial, y se proyecta 
al mundo, con énfasis en la región de Asia-Pa-
cífico. Aunque el acuerdo aún está limitado a 
cuatro países y no representa un esfuerzo sig-
nificativo de liberalización comercial por parte 
de sus países miembros, indica que hay una 
preocupación de esos países por los cambios 
en la gobernanza del comercio mundial.

La firma del TPP por parte de los represen-
tantes de los doce países signatarios se llevó a 
cabo en febrero de 2016 y, a partir de esa fecha, 
los países tendrán dos años para ratificar el 
acuerdo, que entraría en vigor 60 días después 
de la expiración de este período –dependiendo 
de los procesos de ratificación.

Las negociaciones se extendieron por cinco 
años y medio, y fueron marcadas por contro-
versias acerca de las posibles implicaciones del 
acuerdo para los miembros y los no miembros. 
Finalmente, se trata de un acuerdo negociado 
por países que representan casi el 40% del PIB 
mundial y cerca de un cuarto de las exporta-
ciones e importaciones mundiales de bienes 
y servicios, además de ser responsables de la 
emisión del 43% de los flujos internacionales de 
inversión directa y receptores del 28%.

Analizar el contenido del TPP y evaluar sus 
implicaciones son tareas que se resisten a sim-
plificaciones. El acuerdo consta de 30 capítu-
los, diversos cronogramas y anexos, además de 
más de 50 side letters bilaterales, relativas a en-

Nota: Las cifras están redondeadas.

Fuente: Secretaría de la OMC
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tendimientos acerca de disposiciones y capítu-
los específicos del acuerdo43 . Descifrar e inter-
pretar estos instrumentos tomará tiempo. Se 
deben evitar conclusiones precipitadas sobre 
las implicancias del acuerdo, entre otras cosas 
porque su entrada en vigor dependerá de su 
ratificación en un proceso de negociación que 
se anuncia al menos complejo en algunos paí-
ses (EE.UU., Canadá y Japón, principalmente). 
De hecho, con la firma del acuerdo, se inaugura 
un período de intenso debate político en los 
países signatarios sobre los costos y beneficios 
del TPP.

Suponiendo que el TPP entre en vigor, en 
un plazo de poco más de dos años, algunos 
impactos –asociados con ganancias de previsi-
bilidad y reducción de costos comerciales– se 
podrán percibir en el corto plazo, pero otros 
tardarán en concretarse. Cabe recordar que 
varios países signatarios del acuerdo ya apli-
can aranceles industriales muy bajos y que la 
red de acuerdos preferenciales vigentes entre 
ellos es particularmente densa. Los efectos de 
las preferencias del TPP en este sentido po-
drán ser atenuados por esos factores.

Por otro lado, los sectores más protegidos 
–como el agropecuario, automotor y textil y 
confección–mantienen ese estatus en el TPP. 
En términos más generales, no faltan, en dife-
rentes capítulos, las reservas nacionales a los 
compromisos de acceso a mercado y de ad-
hesión a las normas y disciplinas del Acuerdo. 
Estas reservas pueden relativizar la hipótesis 
de que el TPP tiene un impacto equivalente a 
una gran explosión comercial y económica en 
los países miembros.

En cualquier caso, se trata de un acuerdo 
con potencial para generar impactos consi-
derables en la gobernanza del comercio y las 
inversiones internacionales. Aunque no forman 
parte del acuerdo, los países del MERCOSUR 
se verán afectados de alguna manera. Por eso 
es fundamental que realicen un esfuerzo conti-
nuo y sistemático para tratar de comprender y 
anticipar esos impactos.

PERSPECTIVAS DE LA GOBERNANZA DEL 
COMERCIO MUNDIAL

Aunque todavía es pronto para afirmar 
que la gobernanza del comercio internacional 
será rediseñada por los acuerdos mega-regio-
nales, estos sin duda constituyen un desafío 
para el mantenimiento y el fortalecimiento del 
multilateralismo comercial. La continuidad de 
la Ronda Doha de la OMC –en su 15º año– se 

cuestiona cada vez más y algunos importan-
tes actores del comercio mundial defienden el 
cierre y abandono de la “estructura de nego-
ciación” que, entre otras cosas, prevé el single 
undertaking.

En este contexto, en 2015 el game changer 
que emergió fue, la reaparición exitosa de la 
vía plurilateral tanto al interior de la OMC (ITA 
2) 44  como por fuera de este organismo (TPP). 
Para los países del MERCOSUR, que se mantu-
vieron prácticamente ausentes del mundo de 
los acuerdos preferenciales, al menos de los 
relevantes, y concentraron su atención en el 
ámbito multilateral o en acuerdos de reducida 
envergadura, el contexto internacional actual 
representa un enorme desafío. La intención de 
cambiar la dirección estratégica y buscar una 
mayor integración económica internacional se 
lleva a cabo en un período poco favorable para 
iniciativas de gran alcance.

Si el contexto de la gobernanza del comer-
cio mundial venía atravesando un proceso de 
cambios, cuyo resultado final era bastante in-
cierto, pero cuya dirección ciertamente no fa-
vorecía al comercio y las negociaciones, la op-
ción por el Brexit, resultante del referendo en 
el Reino Unido, incrementó esa incertidumbre. 
A corto plazo, la decisión tiene un impacto sis-
témico en la economía global, aumentando las 
dudas sobre la capacidad de recuperación de 
la actividad económica en Europa y sobre el 
futuro del ya sacudido sistema bancario euro-
peo. En cuanto al comercio, el Brexit genera un 
amplio conjunto de interrogantes que, si bien 
no tienen efecto práctico inmediato, no solo 
afectan las relaciones comerciales bilaterales 
de todos los países con el Reino Unido, sino 
también las perspectivas de la política comer-
cial de la Unión Europea.

Con relación a las negociaciones en curso, 
la salida del Reino Unido del bloque europeo 
tiene dos impactos importantes y negativos. 
En primer lugar, la decisión trae consigo una 
pesada agenda negociadora para la Unión Eu-
ropea, desviando recursos y atención de otros 
frentes de negociación del bloque comunitario. 
El MERCOSUR, que no estaba entre las priori-
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dades europeas, pierde con ello atractivo.
En segundo lugar, el Reino Unido es uno de 

los principales promotores del acuerdo prefe-
rencial entre los dos bloques. Tiene importan-
tes intereses económicos en el MERCOSUR y 
es crítico de la política agrícola y el proteccio-
nismo europeo. Con el Brexit, las negociaciones 
agrícolas pueden llegar a ser aún más difíciles 
en el acuerdo MERCOSUR-UE y la coalición de 
países que se oponen a las negociaciones ten-
drían mayor peso.

Más allá de las negociaciones con el MERCOSUR, 
la salida del Reino Unido puede tener un efec-
to paralizante en la agenda negociadora euro-
pea, afectando incluso a las ya difíciles nego-
ciaciones para la conformación del TTIP45. El 
Reino Unido es uno de los principales impul-
sores de la Asociación Transatlántica del lado 
europeo. La iniciativa tiende a perder ímpetu 
en los próximos dos años, amenazando, por lo 
tanto, la idea misma de la reorganización de la 
gobernanza del comercio mundial en torno de 
mega-acuerdos regionales de comercio.

DILEMAS DE POLÍTICA Y OPCIONES
ANTE EL NUEVO ESCENARIO

Después de permanecer al margen de la 
tendencia mundial de proliferación de acuerdos 
preferenciales de comercio, la aparición de un 
nuevo consenso en los países del MERCOSUR 
a favor de una mayor inserción en la economía 
mundial, aún enfrenta desafíos de orden inter-
no y externo.

DESAFÍOS EN EL ÁMBITO INTERNO
Internamente, la percepción de los costos 

del aislacionismo parece ganar terreno entre 
los formadores de opinión en los dos mayo-
res miembros del bloque. En Argentina y Bra-
sil, crece el número de adeptos de una mayor 
participación en las negociaciones comercia-
les preferenciales con socios relevantes. Este 
cambio de orientación se puede sumar a las 
preocupaciones de Paraguay y Uruguay, que 
han defendido durante mucho tiempo una 
mayor proactividad en la agenda externa del 
bloque y una mayor autonomía para negociar 

individualmente acuerdos comerciales (con la 
revocación o waiver de la Decisión 32/00 del 
Consejo del Mercado Común).

A pesar de la creciente convergencia de 
visiones hacia la conveniencia de definir una 
nueva orientación para la agenda externa 
del MERCOSUR, dos características estruc-
turales del bloque dificultan el éxito de esta 
reorientación:

1. La estructura productiva y de ventajas 
comparativas de los países del MERCOSUR: la 
especialización productiva en productos agro-
industriales hace que los intereses ofensivos 
del bloque en las negociaciones comerciales 
casi siempre se concentren en la apertura de 
los mercados para sus exportaciones de estos 
productos. Invariablemente, estos intereses ex-
portadores chocan con el núcleo duro de pro-
teccionismo de los socios comerciales. Esto 
es cierto, no solo en las negociaciones con los 
países desarrollados (Estados Unidos, la Unión 
Europea, Japón, por ejemplo), sino también 
con los países en desarrollo (India, México, en-
tre otros).

Se establece, en general, en estas negocia-
ciones un trade-off negociador que incluye el 
acceso a un mercado grande y protegido para 
los productos industriales y servicios del lado 
del MERCOSUR y, por otro, un conjunto limita-
do de productos agrícolas con elevada protec-
ción. La experiencia del bloque en negociacio-
nes más ambiciosas indica que ese trade-off 
tiene efecto paralizante, dificultando la concre-
ción de acuerdos de alcance relevante. Este es 
un factor que debe ser considerado en la revi-
sión de las estrategias para la agenda externa 
del bloque.

2. Los países del MERCOSUR tienen uno de 
los más altos niveles de protección para pro-
ductos industriales entre los países de ingresos 
medios: las demás economías relevantes ya 
eran relativamente abiertas o realizaron movi-
mientos de apertura comercial unilateral y en 
la actualidad tienen barreras al comercio, en 
promedio, mucho más bajas que las aplicadas 
por el bloque. Esto significa que los acuerdos 
de libre comercio requieren, en casi todos los 
casos, movimientos de apertura comercial más 
significativos por parte del MERCOSUR que de 
sus socios comerciales.

Una nueva orientación para la agenda ex-
terna del MERCOSUR, que busque la inserción 
del bloque en la red de acuerdos preferencia-
les de comercio más modernos, exigirá de sus 
miembros una disposición para emprender 
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movimientos significativos de apertura comer-
cial. Esos movimientos, inevitablemente, serán 
mayores que lo que deberían ser realizados 
por sus eventuales socios de negociación. Por 
lo tanto, es preciso que los socios locales re-
conozcan los beneficios intrínsecos resultantes 
de la apertura comercial, que se sumarán a las 
mejoras de acceso a mercados externos pro-
movidos por acuerdos de libre comercio.

La combinación de una especialización pro-
ductiva concentrada en productos en los que 
se encuentra el núcleo duro del proteccionis-
mo en la mayoría de las economías de tamaño 
relevante con alta protección para productos 
industriales y una preferencia revelada por 
mantener espacios para la adopción de polí-
ticas industriales autónomas por parte de 
los dos socios más grandes, torna comple-
ja la agenda de negociaciones externas del 
MERCOSUR. La modesta participación del 
bloque en los acuerdos preferenciales de co-
mercio, no es solo resultado de la orientación 
política de los países miembros, sino que refle-
ja características estructurales que no facilitan 
su agenda negociadora.

LOS DESAFÍOS EN EL ÁMBITO EXTERNO
La mayor desaceleración del comercio in-

ternacional, el retorno de la narrativa protec-
cionista y nacionalista, y la reorganización del 
régimen de comercio internacional en mode-
los más fragmentados –combinando acuerdos 
preferenciales (mega-regionales, regionales o 
bilaterales) con acuerdos plurilaterales– dan 
forma al contexto externo en que los países del 
MERCOSUR deben navegar, si deciden dar un 
carácter más proactivo a su agenda externa.

Este contexto no representa, necesariamen-
te, una barrera infranqueable para los objetivos 
de participación más activa en acuerdos prefe-
renciales de comercio. Si los países del bloque 
coinciden en actualizar sus políticas comercial 
e industrial, y se integran a los modelos más 
modernos de acuerdos comerciales, hay varias 
posibilidades para ser exploradas.

Dentro de la OMC, existen acuerdos plurila-
terales ya negociados –Compras Públicas y el 
Acuerdo sobre Tecnología de la Información, 
por ejemplo– o en negociación –Comercio de 
Servicios– a los cuales los países del bloque 
podrían adherirse.

En el contexto de los acuerdos preferencia-
les de comercio, el bloque está comprometido 
en una negociación ambiciosa, pero compleja, 
con la Unión Europea. Con el Brexit, la conclu-

sión de esas negociaciones se torna aún más 
difícil, pero no imposible. Por otra parte, en la 
actual agenda externa del MERCOSUR hay una 
amplia gama de iniciativas que pueden condu-
cir a acuerdos con potencial de generación de 
comercio, como la revisión de los acuerdos con 
India y Sudáfrica, o la negociación de un acuer-
do de libre comercio con Canadá.

Por último, está el desafío de buscar una 
mayor y más profunda integración en el es-
pacio regional. Los países del MERCOSUR ya 
cuentan con una red de acuerdos preferencia-
les vigentes en el marco de la ALADI, que inclu-
yen acuerdos de libre comercio con los países 
de América del Sur y acuerdos de preferencias 
parciales con México, Cuba y Panamá. Estos úl-
timos, acuerdos de alcance parcial.

El establecimiento de una gran área de libre 
comercio en América Latina con la convergen-
cia de las preferencias existentes, la cobertu-
ra de espacios pendientes, la creación de un 
régimen de origen único y la negociación de 
reglas convergentes de comercio, serían pasos 
importantes para los países del MERCOSUR en 
dirección de los acuerdos mega-regionales.

A pesar de que el contexto internacional se 
ha vuelto más complejo para la negociación de 
acuerdos de liberalización comercial, los movi-
mientos de integración sub-regional en Amé-
rica Latina, incluyendo la Alianza del Pacífico, 
están preparando el camino para una iniciativa 
de integración más amplia en la región.

HACIA UNA AGENDA MÁS PROACTIVA
MERCOSUR llega a los 25 años con un acer-

vo de acuerdos externos que no cumplen con 
el modelo de “regionalismo abierto” que ins-
piró su creación. Muchos son los factores que 
contribuyeron a este resultado: (i) una fuerte 
preferencia por la preservación de espacios 
de política capaces de promover la industria-
lización en los dos socios más grandes; (ii) la 
concentración de las ventajas comparativas del 
bloque en productos agroindustriales donde 
se encuentra el núcleo duro del proteccionis-
mo en la mayoría de los países con mercados 
relevantes; (iii) el predominio del modelo de 
“regionalismo post-liberal” durante la mitad de 
sus 25 años de existencia, entre otros.

En ese período en que el MERCOSUR ha 
mantenido su estructura de protección contra 
importaciones prácticamente inalterada –inclu-
so consolidada en Brasil y Argentina, a través 
de instrumentos de política industrial con fuer-
te sesgo proteccionista– el mundo se ha movi-
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do hacia la construcción de una vasta red de 
acuerdos preferenciales de comercio con una 
amplia agenda temática. Además, muchos paí-
ses en desarrollo implementaron programas 
de apertura unilateral, aumentando su integra-
ción en el comercio internacional y buscando 
insertarse en las cadenas globales de valor.

Es posible que el bloque esté al inicio de una 
nueva etapa con el ciclo político que parece 
instalarse en Argentina y Brasil. Hay indicios de 
que, en este nuevo ciclo, debería ganar prioridad 
una agenda externa más proactiva. Sin embar-
go, esta nueva orientación se encuentra con un 
escenario internacional menos amigable para 
las negociaciones de liberalización comercial. 
La desaceleración en el crecimiento de los flujos 
de comercio, el recrudecimiento de la retórica 
proteccionista y nacionalista en los países de-
sarrollados, la reorganización de la gobernanza 

del comercio en la dirección de mega-acuerdos 
regionales y el debilitamiento del multilateralis-
mo son elementos de este escenario.

El ambiente externo ciertamente impone 
grandes desafíos para el desarrollo de estra-
tegias exitosas para la agenda externa del 
MERCOSUR en los próximos años. Sin embar-
go, el más importante parece ser el de superar 
los dilemas de política industrial y comercial 
que caracterizan el debate interno en las dos 
mayores economías del bloque. Independien-
temente del escenario externo, una agenda 
de negociaciones que conduzca a una mayor 
inserción de los países del bloque en el comer-
cio internacional requiere movimientos de li-
beralización comercial y reducción del espacio 
para las políticas industriales autónomas. Este 
es un debate que no parece superado en el 
MERCOSUR.
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¿CÓMO 
FORTALECER 
EL COMERCIO 
INTRARREGIONAL? 

ÁLVARO ONS

ANÁLISIS

El comercio exterior de bienes ha sido el ámbito principal del proceso de integración del 
MERCOSUR tanto por su relevancia en las estrategias de desarrollo económico de los países 
miembros como por su incidencia en la evolución de los ámbitos no comerciales de la inte-
gración. Esta relevancia particular, y la realidad del acuerdo comercial, caracterizada por el 
estancamiento, el descreimiento y la ausencia de un plan realista para revertir este estado 
de situación, hacen necesaria y urgente una reformulación integral. Sin embargo, es posible 
imaginar una agenda mínima de acciones de corto plazo, que se entienden factibles y con 
el potencial para proporcionar credibilidad y certidumbre al funcionamiento del comercio 
intrarregional.
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EVOLUCIÓN DE LA AGENDA INTERNA

Los antecedentes directos del MERCOSUR 
se encuentran en el proceso bilateral iniciado 
por Argentina y Brasil a mediados de la década 
del ochenta del siglo pasado, cuyos conteni-
dos efectivos abordaron, fundamentalmente, 
el comercio de bienes. El Programa de Integra-
ción y Cooperación Económica (PICE) acorda-
do en 1986 se propuso la expansión equilibra-
da del comercio y las inversiones recíprocos, 
a través de acuerdos sectoriales que incluían 
preferencias arancelarias, en un contexto de 
complementariedad, gradualidad, flexibilidad y 
selectividad. Hacia mediados de 1990, el Acta 
de Buenos Aires sustituyó este enfoque por 
una metodología de reducciones arancelarias 
generales, lineales y automáticas, en el marco 
del objetivo de constituir un mercado común 
en un plazo de 5 años46. En marzo de 1991, 
con la incorporación de Paraguay y Uruguay, 
el Tratado de Asunción creó el MERCOSUR 
bajo principios y mecanismos análogos a los 
del Acta de Buenos Aires. De todos los com-
ponentes necesarios para la conformación de 
un mercado común al 1° de enero de 1995, se 
comprometieron únicamente las acciones para 
la eliminación de los aranceles en el comercio 
intra-bloque: el Programa de Liberalización 
Comercial (PLC) y el Régimen General de Ori-
gen. A partir de entonces, la agenda principal 
fue la de la construcción de la unión aduanera 
y no se estableció ningún cronograma para la 
implementación de un mercado común47.

La notable expansión del comercio intra-
rregional hasta 1998 encubrió el hecho de que 
no se estaba avanzando en el denominado 
“perfeccionamiento de la unión aduanera”, que 
involucra cuestiones esenciales a la construc-
ción de un mercado ampliado, tales como, la 
eliminación de las restricciones no arancela-
rias (RNA), la eliminación del doble cobro del 
Arancel Externo Común (AEC), la coordina-
ción macroeconómica o el establecimiento de 
disciplinas comunes en materia de incentivos 
que distorsionan la asignación de recursos. La 
aprobación de varias normas clave, que en el 
transcurso de los años no entraron en vigen-
cia, contribuyó también a la impresión de que 
el acuerdo de integración progresaba según 
lo previsto48. Las dificultades latentes se hicie-
ron evidentes y se agravaron a partir de la de-
valuación del Real en enero de 1999 y por la 
inestabilidad macroeconómica posterior. Los 
Estados Parte han recurrido con frecuencia 

creciente a acciones unilaterales contrarias al 
funcionamiento de la zona de libre comercio 
en un contexto de total inefectividad de los 
mecanismos de solución de controversias. El 
deterioro del acuerdo comercial no se ha podi-
do revertir y, por el contrario, se ha consolida-
do una situación caracterizada por el descrei-
miento, la debilidad institucional y la ausencia 
de una agenda de negociación realista con el 
potencial de superar el estancamiento y la re-
versión. Precisamente, resulta pertinente eva-
luar y proponer posibles contenidos para una 
agenda de corto plazo con el objetivo de dina-
mizar el acuerdo comercial subregional, en un 
marco de realismo y sostenibilidad.

El trabajo se organiza en esta introducción 
y tres secciones más. La segunda sección pre-
senta las motivaciones y expectativas de los 
Estados Parte fundadores y describe la evolu-
ción del comercio intrarregional de bienes en 
los últimos 25 años, así como la situación ac-
tual del proceso de integración en este ámbi-
to. La tercera sección propone una agenda de 
acciones de corto plazo para el fortalecimiento 
del comercio intrarregional. Por último, la cuar-
ta sección contiene las conclusiones.

MOTIVACIONES, EXPECTATIVAS Y 
REALIDADES

LAS MOTIVACIONES DE LOS ESTADOS 
PARTE

¿Por qué la integración de la región? ¿Por 
qué la integración bajo un enfoque de regiona-
lismo abierto? ¿Por qué el regionalismo abierto 
a través de una unión aduanera?

Existe cierto consenso en cuanto a las prin-
cipales motivaciones que llevaron a los Estados 
Parte fundadores a integrar el MERCOSUR, tan-
to razones políticas como económico-comer-
ciales, con un predominio inicial de las primeras.

Durante la década de 1980, la integración 
regional fue reconocida como un instrumen-
to potencialmente efectivo para consolidar 
las democracias recientemente restablecidas. 
Este es un factor común a los cuatro países 
y fue determinante en el caso del Paraguay, 
que estaba recién iniciando su transición de-
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mocrática y se encontraba internacionalmente 
aislado. Los nuevos gobiernos democráticos 
dejaron de lado la confrontación tradicional, 
especialmente, entre los de Argentina y Brasil, 
y se abocaron a cooperar e integrarse en pro-
cura de un espacio de paz y democracia en la 
región.

En el plano económico los países también 
compartían el estancamiento, la inestabilidad 
y la aceleración inflacionaria resultantes de la 
crisis de la deuda, y percibían el papel dina-
mizador de la expansión del comercio intrarre-
gional y las inversiones orientadas a abastecer 
un mercado de mayores dimensiones, como un 
medio que permitiría el pleno aprovechamiento 
de las economías de escala. Si bien no se perci-
bía aún una tendencia global inexorable hacia 
el regionalismo, la posibilidad de su avance y 
la incertidumbre en relación con la Ronda Uru-
guay también contribuyeron a la promoción 
de la integración en la región. En este marco 
general de coincidencias, los futuros Estados 
Parte perseguían énfasis y objetivos propios. 
Brasil priorizaba establecer un liderazgo regio-
nal que potenciara su papel en foros y negocia-
ciones internacionales, mientras que Argentina 
procuraba mejorar la posición para contrape-
sar el poder de Brasil en la región. La situación 

de partida de Paraguay y Uruguay mostraba la 
dependencia comercial de ambos respecto de 
Argentina y Brasil, lo que los incentivó a incor-
porarse al proceso de integración argentino-
brasileño, que tenía el potencial de impactar 
en la inserción internacional de estas pequeñas 
economías y les hacía prever que los costos de 
quedar fuera podían ser elevados49.

El Tratado de Asunción consagra una inte-
gración comercial dentro del concepto del re-
gionalismo abierto promovido por la CEPAL y 
otros organismos internacionales, que difiere 
del enfoque más “desarrollista” adoptado ini-
cialmente por Argentina y Brasil para sus acuer-
dos sectoriales. Este cambio de metodología 
ha sido atribuido a los cambios de gobierno en 
estos países50 y a la necesidad de dar respues-
ta a desarrollos internacionales, tales como, la 
Iniciativa para las Américas, las negociaciones 
del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte y eventuales acuerdos de libre comercio 
de EE.UU. con países de la región. 

El instrumento específico elegido para lle-
var adelante la integración comercial fue el de 
la unión aduanera, un formato muy poco uti-
llizado en la comparación internacional, que 
requiere la implementación de políticas e ins-
trumentos comunes, e implica la pérdida de 
la autonomía en política comercial. Por otro 
lado, este formato profundiza la libre circula-
ción de bienes en el comercio intrarregional, 
en tanto no requiere de un régimen de origen 
interno y reduce los costos de transacción. 
Asimismo, la unión aduanera debería ampliar 
el poder de negociación de la región con ter-
ceros mercados, en particular, para un grupo 

Fuente: COMTRADE

GRÁFICO 1 
PARTICIPACIÓN DEL MERCOSUR EN EL COMERCIO EXTERIOR DEL CONJUNTO 
DE SUS MIEMBROS
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de países cuya oferta de exportaciones glo-
balmente competitiva tiene una elevada co-
rrespondencia con el corazón proteccionista 
de sus principales mercados de destino, ac-
tuales y potenciales. Estos dos beneficios de 
una unión aduanera –la mayor integración del 
mercado regional y el poder de negociación 
con terceros– pueden ser de mayor intensidad 
para los países miembros de pequeño tamaño 
económico. En el marco de un mercado am-
pliado, los países con menor integración ver-
tical relativa y mayor potencial de economías 
de escala sin explotar, son los que tienen más 
posibilidades de desarrollar exportaciones 
industriales, en particular, a partir de la espe-
cialización en cadenas más cortas de produc-
ción51. Pero al mismo tiempo, la libre circula-
ción de bienes en presencia de economías de 
escala puede favorecer la localización de la 
producción en los países más grandes, a partir 
de la interacción con los costos de transporte 
y las asimetrías estructurales y de política, tí-
picamente, en materia de infraestructuras o de 
capacidades para otorgar incentivos a las in-
versiones. En los hechos, el principal promotor 
de la adopción de la unión aduanera fue Brasil, 
siendo este el formato que mejor se adapta-
ba a sus objetivos estratégicos en las nego-
ciaciones internacionales. Adicionalmente, le 
permitía comprometer internacionalmente su 
política arancelaria, y así consolidar su recien-
te liberalización comercial unilateral, y prote-
ger el margen de preferencia regional para sus 
exportaciones52.

Esta configuración inicial de motivaciones 
de los Estados Parte mostraba una comunidad 

de intereses en relación con sus situaciones 
políticas internas y los lineamientos generales 
de la inserción comercial internacional, orien-
tados hacia una mayor apertura, mejora de la 
competitividad y ampliación de los mercados. 
En el ámbito comercial, a un nivel más espe-
cífico y como resultado de las diferencias de 
tamaño y estructura productiva, se observaban 
prioridades e intereses diferentes, aunque no 
necesariamente contradictorios. La coherencia 
era factible en una transacción en la que Brasil 
proporcionaría acceso a su mercado, acepta-
ría menores asimetrías en las políticas públicas 
que distorsionan el comercio y la localización 
de inversiones, y brindaría mayor poder de ne-
gociación con terceros. Por su parte, los demás 
Estados Parte aceptarían los costos de una es-
tructura de protección similar a la de Brasil y la 
limitación de la autonomía en las negociacio-
nes comerciales con terceros. Así, en el punto 
de partida, todos los países podían percibir un 
equilibrio mutuamente beneficioso.

LA REGIONALIZACIÓN DEL COMERCIO
Desde fines de la década de 1980 y durante 

la de 1990, el comercio exterior de los países 
del MERCOSUR registró un fuerte incremento, 
con mayor intensidad en las importaciones que 

Fuente: COMTRADE

GRÁFICO 2 
PARTICIPACIÓN DEL MERCOSUR EN LAS EXPORTACIONES DE CADA UNO 
DE SUS MIEMBROS
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en las exportaciones53. Este aumento del co-
mercio estuvo acompañado de un cambio en 
su patrón geográfico, con un gran incremen-
to en la participación del MERCOSUR, mucho 
más intenso del lado de las exportaciones. El 
peso del MERCOSUR en las exportaciones del 
conjunto de sus miembros pasó de 9% en 1990 
a 25% en 1998, mientras que en las importacio-
nes pasó de 14% a 21%. Luego de estos picos, 
los dos niveles registraron una fuerte caída y 
en el último trienio se ubicaron ambos en el en-
torno del 14% (Gráfico 1).

A fines de los ochenta, la intensidad de la 
relación comercial con los futuros miembros 
del MERCOSUR difería según el país. Paraguay 
y Uruguay ya destinaban a los mercados de 
Argentina y Brasil entre 35% y 40% de sus ex-
portaciones, mientras que, para Argentina, la 
región (Brasil) era un socio comercial relevan-
te con una participación de aproximadamente 
el 15%. En el caso de Brasil, previo a la crea-
ción del MERCOSUR, el porcentaje respectivo 
era marginal (menor al 5%). Los cuatro países 
registraron una fuerte regionalización en sus 
exportaciones en la década de 1990, con máxi-
mos del 36% para Argentina, 17% para Brasil y 
55% para Uruguay, todos ellos en 1998. En años 

recientes, luego de un proceso de reducción 
con algunas oscilaciones, la proporción de las 
exportaciones destinada a los miembros fun-
dadores del MERCOSUR se ubicó entre 20% y 
25% para Argentina y Uruguay, y fue cercana 
al 10% para Brasil (Gráfico 2). En cuanto a Pa-
raguay, las estadísticas oficiales de exportacio-
nes sobrestiman en varios años la participación 
de los mercados del MERCOSUR54. A partir de 
los datos de importaciones desde Paraguay 
reportados por sus socios comerciales, se ob-
serva que la proporción de las exportaciones 
destinada al MERCOSUR en 1998 fue del 55%, 
mientras que en el último trienio fue similar a 
las de Argentina y Uruguay.

El comienzo de la regionalización coincidió 
aproximadamente con el del PLC. Sin embar-
go, se ha argumentado que el incremento de 
la participación del comercio intrarregional en 
esos años ha sido principalmente el resultado 
de factores distintos a la desgravación del co-
mercio intra-bloque, en particular: i) la liberali-
zación comercial no discriminatoria de los paí-
ses miembros; ii) la aplicación de programas 
de estabilización con ancla cambiaria; y iii) la 
propia dinámica del comercio internacional de 
bienes primarios.

Hacia fines de la década de 1980, la mayo-
ría de los países latinoamericanos comenzó o 
profundizó un proceso de apertura comercial 
no discriminatoria. Típicamente, estas reformas 
buscaban reducir el sesgo anti-exportador de 
los regímenes comerciales a través de cuatro 
elementos: i) la reducción de la cobertura de 
RNA; ii) la reducción del arancel promedio a las 
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GRÁFICO 3
EXPORTACIONES DE ARGENTINA A BRASIL
COMPETITIVIDAD RELATIVA (IZQ.) Y PARTICIPACIÓN DE BRASIL EN EXPORTACIONES 
TOTALES (DER.)
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importaciones; iii) la reducción de la dispersión 
de la estructura arancelaria; y iv) la reducción 
de los impuestos a las exportaciones. Los paí-
ses del MERCOSUR no fueron la excepción y 
la integración regional fue parte de un proceso 
más amplio de liberalización comercial, en el 
que lo unilateral y lo preferencial se reforzaron 
mutuamente. Las preferencias comerciales en-
tre miembros del MERCOSUR se incrementa-
ron y generalizaron en la década de 1990, pero 
se aplicaron a aranceles Nación Más Favorecida 
(NMF) que en promedio eran muy inferiores a 
los de la década anterior. En consecuencia, los 
desarrollos en materia de política comercial, 
discriminatoria y no discriminatoria, determina-
ron una drástica reducción del nivel de protec-
ción arancelaria respecto del resto del mundo 
y un relativamente modesto incremento en los 
márgenes de preferencia intra-bloque55. Esto 
reafirma que factores distintos a la eliminación 
de las barreras en el comercio intra-MERCOSUR 
debieron realizar una contribución decisiva a 
la regionalización inicial del comercio, que fue 
muy superior a la observada en cualquier otro 
acuerdo regional.

Uno de estos factores es la propia liberali-
zación comercial generalizada. Las reducciones 
no discriminatorias de las barreras al comercio 
potencian los efectos de los factores geográfi-
cos e idiosincráticos sobre los flujos comercia-
les y contribuyen por esta vía a su regionaliza-
ción. Existen condiciones estructurales en los 
países del MERCOSUR que favorecen la rele-
vancia de este efecto: i) países cercanos entre 
sí y remotos respecto de los principales centros 

de producción y consumo del mundo; ii) vecin-
dad; iii) similitudes históricas y culturales; y iv) 
niveles de desarrollo similares.

A su vez, las políticas cambiarias pueden 
conducir a que en el corto plazo las competi-
tividades de un grupo de países, entre sí y con 
el resto del mundo, evolucionen de manera tal 
de favorecer el comercio intrarregional respec-
to del extrarregional, o a la inversa. En efecto, 
Argentina y Uruguay desde principios de la 
década de 1990, y Brasil desde mediados, im-
plementaron planes de estabilización basados 
en ancla cambiaria, que generaron una aprecia-
ción real de sus monedas y la consiguiente caí-
da en la competitividad de sus exportaciones. 
Esta simultaneidad resultó en una mejora en la 
relación entre la competitividad con la región y 
con el resto del mundo, lo que estimuló la reo-
rientación de las exportaciones de estos países 
hacia los mercados del MERCOSUR durante la 
mayor parte de la década56. 

En el Gráfico 3 se presenta la evolución de 
la participación de Brasil en las exportaciones 
de Argentina junto con la relación entre el Tipo 
de Cambio Real (TCR) bilateral de Argentina 
en sus exportaciones a Brasil y el TCR global 
de Argentina (“competitividad relativa”)57. El 

Fuente: COMTRADE (comercio) y IPEA (tipo de cambio real)

GRÁFICO 4
EXPORTACIONES DE BRASIL A ARGENTINA
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Gráfico 4 hace lo propio desde la perspectiva 
de las exportaciones de Brasil hacia Argenti-
na. En ambos casos se observan trayectorias 
muy similares de las dos variables represen-
tadas, lo que, si bien no permite concluir en 
cuanto a la causalidad, sugiere que las varia-
ciones en los TCR han incidido en la evolución 
de la participación de la región en el comercio 
exterior de los países miembros en los últimos 
25 años58.

Otro factor que contribuyó al proceso ini-
cial de regionalización del comercio fue el es-
caso dinamismo del comercio extrarregional 
durante los primeros años del MERCOSUR, 
como consecuencia de la crisis asiática y rusa, 
y la debilidad de los mercados de bienes pri-
marios, tanto en términos de precios como de 
volúmenes. El muy diferente dinamismo de los 
flujos comerciales intra y extrarregionales de-
terminó que hacia 1998 se alcanzara un nivel 
excepcional de la proporción de comercio in-
trarregional. A pesar de que en años posterio-
res a la crisis de 2002 las exportaciones intra-
zona registraron un crecimiento acumulado 
superior al de la fase inicial del MERCOSUR, el 
nivel de regionalización se ha mantenido muy 
por debajo de su registro de 1998, dado el de-
sempeño dinámico y con menores oscilacio-
nes de las exportaciones extrarregionales59.

COMPOSICIÓN DEL COMERCIO INTRARRE-
GIONAL Y GLOBAL

Los Cuadros 1 a 4 informan la composi-
ción por principales sectores/productos de 
las exportaciones de cada uno de los países 
del MERCOSUR al mundo y al resto del blo-
que, en los trienios 1995-1997 y 2013-2015. Para 
este último se incluye también la participación 
del MERCOSUR en las exportaciones de cada 
sector/producto identificado. Se observan tres 
características comunes y bien conocidas: i) el 
incremento en la participación de los bienes 
agrícolas y agroindustriales en el valor total 
exportado; ii) la orientación muy mayoritaria 
de los bienes de origen primario a los merca-
dos fuera de la región; y iii) la participación del 
MERCOSUR muy por encima del promedio en 
algunos sectores manufactureros, en particu-
lar, automóviles y autopartes, y en menor me-
dida, productos químicos, plásticos y caucho.

Las diferencias en el dinamismo y en el per-
fil sectorial entre el comercio intrarregional y 
el extrarregional denotan la naturaleza com-
plementaria de la integración con la región, y 
a través de ésta, con el resto del mundo. Los 
dos ámbitos tienen un papel específico e in-
sustituible en el desarrollo exportador de cada 
uno de los países miembros. En particular, un 
mercado regional integrado tiene el potencial 

Fuente: COMTRADE
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de consolidar cadenas de valor regionales y la 
diversificación de las exportaciones industria-
les a partir de la realización de economías de 
escala y procesos de aprendizaje. La intensidad 
de estos beneficios es decreciente con el ta-
maño de la economía nacional, por lo que son 
los socios de pequeño tamaño económico los 
que deben afrontar los mayores costos deriva-
dos del estancamiento en la construcción de un 
mercado regional, en términos de oportunida-
des de desarrollo perdidas.

LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA INTEGRACIÓN 
COMERCIAL

El desempeño del MERCOSUR ha estado 
muy por debajo de las expectativas origina-
les en el ámbito del comercio de bienes, con 
frustraciones sistemáticas tanto en lo relativo a 
la construcción interna como en las relaciones 
comerciales con terceros. A más de dos déca-
das de instalada la unión aduanera, no se han 
concretado avances sustantivos más allá de la 
desgravación arancelaria del comercio intra-
bloque comprometida en el PLC. El denomi-
nado perfeccionamiento de la unión aduanera 
exigía avanzar también en otras materias: eli-
minación de las RNA; plena vigencia del AEC; 
armonización de regímenes especiales de im-
portación; defensa comercial común; entre 
otras. Asimismo, los programas para dicho 

perfeccionamiento incluyeron los objetivos de 
incrementar la coordinación macroeconómica 
y establecer disciplinas comunes sobre “polí-
ticas públicas que distorsionan la asignación 
de recursos, las condiciones de competencia y 
el funcionamiento del mercado ampliado”, así 
como de instrumentar acciones orientadas a “la 
superación de las asimetrías del bloque y a la 
inserción competitiva de las economías meno-
res en la unión aduanera”. 

Los sucesivos intentos de eliminar las RNA 
no dieron resultados, y además, no se cumplió 
con el compromiso, ratificado en más de una 
ocasión, de no aplicar nuevas RNA. Los go-
biernos han sido receptivos a las demandas de 
mayor protección de sus sectores productivos 
y han recurrido, con frecuencia creciente, a la 
utilización de RNA, consolidando una reversión 
duradera en la apertura comercial intrarregio-
nal. No es racional eliminar aranceles y susti-
tuirlos luego por RNA, que suelen ser más res-
trictivas y menos transparentes, y aumentan la 

Fuente: COMTRADE
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incertidumbre respecto de las condiciones de 
acceso al mercado regional. Las RNA expresan 
las asimetrías de tamaño económico tanto en 
sus efectos como en las posibilidades de repre-
salia, y acentúan el sesgo natural de los flujos 
de inversión hacia los países de mayor tamaño.

El estancamiento y los retrocesos en mate-
ria comercial tienen su correlato en la debilidad 
institucional del bloque. En un contexto de múl-
tiples violaciones a la normativa sobre acceso 
a mercados, prácticamente no se ha recurrido 
a los mecanismos de solución de controversias 
y, cuando se lo hizo, los laudos arbitrales no 
siempre fueron plenamente implementados60. 
Dichos mecanismos no se perciben eficaces, 
no hay incentivos para recurrir a los mismos y 
se ha explicitado la falta de seguridad jurídica, 
en definitiva, se ha facilitado la violación de los 
compromisos. Al mismo tiempo, el MERCOSUR 
ha dejado de ser el ámbito relevante para el tra-
tamiento de los problemas comerciales resul-
tantes de las violaciones de su propia normati-
va, ya que estos se han administrado de forma 

bilateral, vaciando así a las instancias regionales 
de contenidos que deberían haber sido parte de 
su esencia. Esto debilita la posición de los miem-
bros de menor tamaño, que deben encarar indi-
vidualmente negociaciones con los demás.

De acuerdo con el diseño original, una vez 
cumplido el período de transición se debió 
haber ingresado en una fase de integración, 
principalmente positiva, que implicaba asumir 
limitaciones mucho más profundas a la auto-
nomía de política en cada uno de los Estados 
Parte. Sin embargo, no es claro que alguna 
vez hayan existido condiciones efectivas para 
constituir una unión aduanera, dada la magni-
tud de las asimetrías estructurales y de políti-
ca. En particular, para Brasil, mantener como 
objetivo la unión aduanera puede ser o haber 
sido funcional a sus intereses, pero su grado de 
interdependencia económico-comercial con la 
región no parece justificar los ajustes internos 
de política requeridos en una verdadera unión 
aduanera. De hecho, hay objetivos y compro-
misos previstos en el MERCOSUR que suponen 
niveles de integración –armonización y coordi-
nación de políticas– más profundos que los al-
canzados internamente en Brasil61. El equilibrio 
mutuamente beneficioso percibido al inicio, 
aplicado específicamente a la conformación de 
una unión aduanera, parece no haber tenido en 
cuenta la verdadera dimensión de la asimetría 

No se aprovecharon
las economías
de escala ni la
especialización

SECTOR/PRODUCTO

CUADRO 3
PARAGUAY: COMPOSICIÓN DE LAS EXPORTACIONES TOTALES Y AL MERCOSUR
PROMEDIO TRIENIOS 1995-1997 Y 2013-2015 (EN PORCENTAJES)

Fuente: COMTRADE
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9,4

24,0
7,9
15,9
98,9
56,5
9,7

24,3
90,7
90,5
41,5
40,4

3,9
10,2
5,7
3,3
2,2
0,5
58,6
3,3
0,5
0,5
4,2
2,4
4,7

100,0

13,1
7,7

24,6
5,6
11,1
1,2

24,0
2,4
2,0
0,8
1,9
1,1

4,5
100,0

3,2
5,0
22,8
10,5
7,5
1,7
0,5
2,7
2,0
8,3

28,0
0,2
7,7

100,0

4,7
3,2

32,3
6,5
7,8
1,8
0,3
2,9
4,6
9,1

21,0
0,2
5,7

100,0

1995-1997
MUNDO  MERCOSUR

2013 - 2015
MUNDO  MERCOSUR  %MERCOSUR
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en la negociación y las capacidades de cumpli-
miento de los Estados Parte de los compromi-
sos asumidos, especialmente, cuando se las re-
laciona con la magnitud de los incentivos para 
dicho cumplimiento.

Desde 1995, la eliminación y armonización 
de las RNA y demás aspectos pendientes del 
perfeccionamiento de la unión aduanera en 
sentido amplio han sido objeto de diversos 
programas que fueron sistemáticamente in-
cumplidos62. Al menos en los últimos intentos, 
desde el momento de la negociación y aproba-
ción de estos programas, era evidente que no 
cabía tener expectativas positivas en cuanto a 
sus resultados. Los programas se construyeron 
simplemente a partir del listado de temas pen-
dientes, definidos muchos años antes, sin eva-
luar la evolución del contexto internacional y 
de los intereses nacionales, ni la real factibilidad 
de avanzar en su concreción. Con el correr de 
los años, las motivaciones e intereses iniciales 
se fueron modificando o explicitando con ma-
yor claridad y, en algunos casos, con oscilacio-

nes drásticas y relativamente frecuentes, que 
dieron lugar a estrategias nacionales diferentes 
y contradictorias en aspectos clave de la inte-
gración comercial. Desde hace muchos años, el 
MERCOSUR carece de un plan de acción para 
la consolidación de su acuerdo comercial, que 
sea consistente con la realidad de los intereses 
y las capacidades de compromiso y cumpli-
miento de todos los Estados Parte. La distribu-
ción de los costos de este estado de situación 
no es uniforme. En particular, para los países 
miembros de pequeño tamaño económico se 
está explicitando una incoherencia crítica entre 
los requerimientos de sus estrategias de creci-
miento y desarrollo, y las realidades del funcio-
namiento del MERCOSUR. No se han generado 
las condiciones para una inserción exportadora 
competitiva a partir de explotar las economías 
de escala y especialización, y tampoco se ha 
ejercido un mayor poder de negociación en 
acuerdos con terceros de significación comer-
cial. En algunos períodos, en función de la es-
trategia nacional prevaleciente, la situación de 
Argentina muestra mayores coincidencias con 
las de Paraguay y Uruguay.

PROPUESTAS PARA UNA
AGENDA REALISTA

MARCO GENERAL
La reformulación del MERCOSUR en su ám-

El bloque debe contribuir
a implementar las

estrategias de desarrollo
de sus miembros

CUADRO 4
URUGUAY: COMPOSICIÓN DE LAS EXPORTACIONES TOTALES Y AL MERCOSUR
PROMEDIO TRIENIOS 1995-1997 Y 2013-2015 (EN PORCENTAJES)

Fuente: COMTRADE

CARNE

LÁCTEOS

CEREALES

OLEAGINOSAS

OTROS PRODUCTOS ANIMALES Y VEGETALES

PRODUCTOS QUÍMICOS, PLÁSTICOS Y CAUCHO

PIELES Y CUEROS

MADERA Y PAPEL

TEXTILES, CONFECCIONES Y CALZADO

AUTOMÓVILES Y PARTES

OTROS 

TOTALES

8,0
20,7
22,1
0,8
37,7
73,7
5,6
11,7
15,2
97,7
54,4
24,9

5,6
7,9
8,5
0,6
15,0
29,1
0,8
3,5
2,1
11,9
14,9

100,0

17,4
9,5
9,7
19,2
9,9
9,8
3,6
7,5
3,4
3,0
6,8

100,0

8,7
8,9
14,9
0,2
16,1
13,2
1,8
3,7
12,9
6,6
13,0

100,0

13,9
5,7
10,5
0,7
15,9
7,5
11,1
3,4
19,7
3,3
8,2

100,0

1995-1997
MUNDO  MERCOSUR

2013 - 2015
MUNDO  MERCOSUR  %MERCOSURSECTOR/PRODUCTO
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bito económico-comercial, más que una po-
sibilidad, es objetivamente una imperiosa ne-
cesidad. Se trata de entender a la integración 
regional, al MERCOSUR, como un instrumento 
que debe ser consistente con, y contribuir a, la 
implementación de las estrategias de desarro-
llo de los países participantes. Plantear la dis-
cusión relevante en términos estrictos de zonas 
de libre comercio, uniones aduaneras o merca-
dos comunes, supone confundir fines con me-
dios y desconocer la esencia de la integración. 
La existencia de grandes asimetrías estructu-
rales y de política, junto con fuertes sensibili-
dades domésticas y divergencias relevantes en 
la política de inserción externa, exigen acordar 
instrumentos más flexibles, capaces de conci-
liar las estrategias nacionales que hacen invia-
ble el avance en la configuración vigente. La 
comprensión de los problemas de todos los 
países miembros y su consideración en el mar-
co de la integración son condiciones necesarias 
para la sustentabilidad del acuerdo regional.

El peor escenario es el que se ha materia-
lizado, donde las flexibilidades se dan de he-
cho por medio de incumplimientos de la nor-
mativa en un marco institucional muy poco 
eficaz. Este es también el peor escenario para 
los países de pequeño tamaño económico que 
son los menos dotados para un proceso de ac-
ciones y reacciones a través de desvíos de las 
reglas acordadas.

El conjunto de propuestas debe contribuir 
a restituir la credibilidad y dar certidumbre al 
MERCOSUR económico-comercial, por la vía 
de redefinir un conjunto de reglas que los paí-
ses miembros estén en mejores condiciones de 
cumplir, en tanto permitan una mejor adapta-
ción de las estrategias y sensibilidades nacio-
nales. Una vez introducidas ciertas flexibilida-
des a formatos muy rígidos, lo acordado debe 
cumplirse y se debe contar con mecanismos de 
solución de controversias que promuevan más 
efectivamente dicho cumplimiento. En este 
sentido, las propuestas no deben ser conside-
radas individualmente sino como un conjunto 
integral que busca atender distintos problemas 
que están en la base de las dificultades que ha-

cen inviable el formato de integración econó-
mico-comercial vigente.

Nada de lo expuesto anteriormente supo-
ne debilitar el proceso de integración regional, 
por el contrario, se lo fortalece al proveer de 
consistencia a uno de sus ámbitos principales. 
El punto de partida del cambio metodológico 
debe ser un debate sobre el sentido estratégi-
co del MERCOSUR y su contribución potencial 
al desarrollo de los Estados Parte, que resulte 
en la expresión de la voluntad y el compromiso 
político de los gobiernos con la reformulación 
para la consolidación de la integración. El lide-
razgo de los gobiernos, en función de lo que 
corresponda a cada uno de los países, y las 
condiciones para que este se materialice, son 
aspectos que deben formar parte del debate 
estratégico.

En el actual contexto de descreimiento es 
conveniente la focalización en una lista corta 
de acciones a ser promovidas en el corto plazo, 
que sea claramente priorizada a nivel de Pre-
sidentes y Ministros de los Estados Parte del 
MERCOSUR. Se trata de avanzar en una prime-
ra etapa que, al tiempo de restituir un funcio-
namiento razonable al plano comercial, pueda 
sentar las bases para profundizar la integración 
en el futuro.

POSIBLES CONTENIDOS PARA LA
AGENDA INTERNA
Mecanismo de solución de controversias

La utilización de los mecanismos de solu-
ción de controversias debe ser percibida como 
un indicador de normalidad del funcionamien-
to del bloque. Es un contrasentido que, como 
ha ocurrido en los últimos años, el recurso a 
estos mecanismos se entienda como una agre-
sión por parte del país demandante, cuando en 
realidad es el agraviado por una eventual vio-
lación de la normativa. Los ajustes que se pro-
ponen al sistema de solución de controversias 
persiguen dos objetivos: i) mejorar su eficacia 
ante el incumplimiento de compromisos de ac-
ceso a mercados en el comercio intrarregional 
de bienes; y ii) permitir que los países perjudi-
cados por incumplimientos de laudos arbitra-
les estén en mejores condiciones de compen-
sar tales perjuicios, y por esta vía, contribuir al 
cumplimiento de la normativa.

El Protocolo de Olivos para la Solución de 
Controversias en el MERCOSUR (PO) prevé la 
posibilidad de establecer procedimientos es-
peciales para atender casos excepcionales de 
urgencia, que pudieran ocasionar daños irrepa-

Se deben acordar
mecanismos

para la solución
de controversias
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rables a las Partes63. La reglamentación vigente 
prevé un subconjunto muy limitado de situacio-
nes que pueden ocasionar daños irreparables 
ya que alcanza únicamente a casos de barreras 
al comercio aplicadas injustificadamente a bie-
nes perecederos o similares64. En línea con el 
PO, se sugiere ampliar el ámbito de aplicación 
de la reglamentación de modo de contemplar 
situaciones con potencial de provocar daños 
graves e irreparables con independencia del 
tipo de bien involucrado. Por ejemplo, se pue-
den configurar estos extremos cuando se inte-
rrumpe una corriente comercial con un peso 
significativo en las exportaciones y las ventas 
de la o las empresas afectadas.

En cuanto a las alternativas disponibles 
ante incumplimientos de laudos arbitrales, el 
PO establece que si un Estado no cumple el 
laudo del Tribunal Arbitral, el Estado benefi-
ciado por el mismo puede aplicar medidas 
compensatorias temporarias, tendientes a ob-
tener el cumplimiento del laudo. Tales medidas 
consisten en la suspensión de concesiones u 
obligaciones equivalentes en el mismo sector 
o sectores afectados, o en otro sector cuando 
lo anterior resulte inaplicable o ineficaz65. Es 
poco probable que una suspensión de conce-
siones u obligaciones permita a un socio de 
pequeño tamaño del MERCOSUR generar in-
centivos al cumplimiento o compensar efecti-
vamente el daño generado por una restricción 
de acceso al mercado de alguno de los socios 
de mayor tamaño. Adicionalmente, la aplica-
ción de la medida compensatoria genera cos-
tos también para el país que la implementa. 
Entonces, se propone establecer la obligación 
del Estado que incumple un laudo arbitral de 
indemnizar por los perjuicios resultantes del 
incumplimiento, en aquellos casos en que las 
medidas compensatorias no son adecuadas a 
los objetivos perseguidos. Si bien la implemen-
tación de una obligación de indemnización es 
compleja, su papel consiste fundamentalmen-
te en disuadir el incumplimiento de laudos 
arbitrales, y excepcionalmente, obligar a una 
compensación justa y oportuna. Esta alterna-
tiva puede no ser de aplicación general y es-

tar limitada a controversias con determinadas 
características. Asimismo, ambas propuestas 
pueden incluirse en el marco del tratamiento 
de las asimetrías de tamaño económico y ser 
diseñadas para atender situaciones en que los 
perjudicados son exportadores de los países 
de menor tamaño.

Eliminación de las RNA
Los intentos de avanzar en la eliminación de 

las RNA han sido varios, con enfoques diferen-
tes, y en todos los casos, carentes de resulta-
dos. En las actuales circunstancias, no parece 
conveniente involucrarse en un nuevo proceso 
que pretenda abordar largas listas de medidas 
no arancelarias, al menos, en una primera eta-
pa. Por el contrario, se entiende más adecuado 
retomar el objetivo de eliminación de las RNA 
a partir de la identificación que realice cada 
Estado Parte de las RNA más relevantes que 
restringen sus exportaciones hacia los demás 
mercados del MERCOSUR66. Pero a diferencia 
de lo ocurrido en el pasado, esto no debería 
dar lugar a negociaciones bilaterales sino ser 
objeto de análisis conjunto y jerarquizado en el 
ámbito del MERCOSUR, a efectos de definir el 
tratamiento que corresponda en cada caso.

En paralelo, deben concretarse acciones 
pendientes en cuanto al establecimiento de un 
mecanismo de notificación previa de la intro-
ducción o modificación de requisitos o proce-
dimientos aplicados, por todos los niveles de 
gobierno, en la importación de mercaderías.

Salvaguardias en el comercio intrarregional
Las múltiples medidas aplicadas por los paí-

ses del MERCOSUR con el objeto de limitar las 
importaciones desde los propios socios hacen 
parecer prematura la eliminación de los meca-
nismos de salvaguardia en el comercio intra-
rregional dispuesta en el Tratado de Asunción. 
En particular, no cabe esperar que, al menos en 
el corto y mediano plazo, se pueda avanzar en 
cuestiones tales como la coordinación macroe-
conómica o disciplinas comunes sobre políticas 
públicas que distorsionan las condiciones de 
competencia. Por tanto, reglamentar un régi-
men de salvaguardias o un mecanismo de si-
milares características para atender situaciones 
excepcionales puede contribuir a avanzar hacia 
el libre comercio intra-MERCOSUR. Si bien pue-
de parecer contradictorio, bajo determinados 
parámetros, no lo es. 

En primer lugar, no se trata de agregar una 
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fuente adicional de restricciones al comercio 
recíproco, sino de facilitar el levantamiento de 
las RNA existentes a partir de que se dispo-
ne de un mecanismo que se puede accionar 
bajo estrictas condiciones en caso de que in-
crementos excepcionales en las importacio-
nes causen daño o amenacen causar daño a 
un sector productivo doméstico. En segun-
do lugar, se gana en transparencia, al tener 
procedimientos previstos para limitar el tipo 
y la intensidad de la medida que puede ser 
adoptada. En tercer lugar, el mecanismo debe 
diseñarse con un enfoque pro comercio, que 
preserve las corrientes comerciales intrarre-
gionales y su crecimiento razonable. Nueva-
mente, el diseño debe contemplar las asime-
trías de tamaño económico y asegurar que, en 
caso de aplicarse entre los países miembros 
de mayor tamaño, no se perjudiquen también 
las exportaciones de los de menor tamaño.

A efectos de la evaluación de lo que se 
propone, el escenario relevante para la com-
paración no es uno de libre comercio gene-
ral e irrestricto, que no está disponible, sino 
uno como el consolidado en los últimos años, 
caracterizado por frecuentes restricciones al 
acceso e incertidumbre respecto del verda-
dero tamaño del mercado regional.

Facilitación del comercio intrarregional
En el plano de los procedimientos aduane-

ros y otros aplicados al intercambio de mer-
cancías existen márgenes sustantivos para 
avanzar en la reducción de tiempos y costos 
del comercio exterior, sin por esto sacrificar 
la calidad de su control. El camino recorrido 
en la materia, las fronteras terrestres y las in-
fraestructuras y las tecnologías disponibles, 
permiten identificar diversas oportunidades 
que deben ser aprovechadas. En este senti-
do, se recomienda jerarquizar en la agenda 
la facilitación del comercio intra-zona, iden-
tificando algunos proyectos clave, en curso o 
no, y consolidándolos en un programa ambi-
cioso con seguimiento prioritario a nivel del 
Consejo del Mercado Común. Los proyec-
tos referidos pueden incluir cuestiones tales 
como: i) documentos aduaneros armoniza-

dos electrónicos; ii) certificado de origen di-
gital; iii) operadores económicos autorizados 
o calificados; iv) reconocimiento mutuo de 
las actuaciones de las administraciones adua-
neras; v) despachos simplificados con inter-
venciones conjuntas de las aduanas en áreas 
de frontera; vi) precintos electrónicos; vii) 
interoperabilidad de las ventanillas únicas de 
comercio exterior de cada uno de los países.

Órgano con autonomía técnica y visión 
regional

Una característica de las negociaciones 
en los distintos ámbitos del MERCOSUR es 
que no se ha logrado en todos estos años con-
solidar una visión regional distinta a la suma o 
alguna intersección de los intereses nacionales. 
Desde hace más de una década, el MERCOSUR 
cuenta en el ámbito de la Secretaría con un 
Sector de Asesoría Técnica que tiene entre sus 
cometidos el de prestar asesoramiento y apoyo 
técnico a los demás órganos del MERCOSUR, 
y realizar el seguimiento y evaluación del 
proceso de integración, incluyendo la posibi-
lidad de realizar propuestas a los órganos de-
cisorios desde una perspectiva común67. En 
la práctica, los Estados Parte, en particular, 
los de mayor tamaño, han sido reticentes a 
contar con una visión técnica crítica desde 
la propia institucionalidad del MERCOSUR. 
No obstante, se entiende que el  hecho de 
estar inserto en la estructura institucional y 
poder acceder a la información respecto del 
estado de situación de las discusiones, y no 
simplemente a la disponible públicamente, 
es determinante de la pertinencia y calidad 
de los insumos que un órgano técnico pue-
de proporcionar. Una revisión del órgano en 
términos de sus cometidos y ubicación en la 
estructura puede hacerlo más efectivo y rele-
vante. La recomendación consiste en contar 
con un órgano que reporte directamente al 
Consejo del Mercado Común, con alta jerar-
quía técnica e independencia para el desarro-
llo de sus trabajos, liderado por profesionales 
de reconocida trayectoria y con un mandato 
claro en cuanto a abordar los aspectos cla-
ve del proceso de integración, evaluando los 
costos y beneficios de los distintos escena-
rios desde una perspectiva regional.

Proyectos emblemáticos
El MERCOSUR tiene el potencial de generar 

beneficios sustantivos a sus países miembros 
en las más diversas áreas de un proceso de in-
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tegración profunda. Hay acciones de potencial 
valor estratégico que no han sido abordadas o 
lo han sido muy preliminarmente y al solo efec-
to de cumplir con un objetivo de hacer algún 
anuncio público. El desarrollo de infraestruc-
turas o la cooperación en ciencia, tecnología 
e innovación, entre otras, son áreas en las que 
se pueden identificar proyectos conjuntos para 
llevar adelante una agenda positiva de me-
diano y largo plazo. Si bien está más allá del 
plano estrictamente económico-comercial, se 
recomienda definir una agenda, inicialmente 
muy corta, de acciones regionales estratégi-
cas, seleccionadas en función de su relevancia, 
visibilidad y probabilidad de éxito, de modo de 
complementar y reforzar la reformulación pro-
puesta en el ámbito comercial.

Vinculación con las negociaciones comerciales 
con terceros: la agenda externa

La agenda de relacionamiento externo del 
MERCOSUR está fuera del alcance de este 
capítulo. No obstante, existe una estrecha in-
terrelación entre la construcción del mercado 
regional y las negociaciones comerciales con 
terceros. En materia de agenda interna se está 
proponiendo poner el énfasis en aspectos vin-
culados a consolidar el libre comercio intra-
rregional, postergando, al menos en el corto 
y mediano plazo, la consideración de diversos 
temas que han estado en las agendas tradicio-
nales de perfeccionamiento de la unión adua-
nera. Esto no tiene necesariamente un correla-
to de eliminación o erosión del compromiso de 
negociación conjunta o de pasaje a una plena 
flexibilidad en las negociaciones comerciales 
con otros bloques o países. Por el contrario, el 
análisis precedente sugiere que existe un vín-
culo entre la posibilidad de obtener acceso a 
mercados estable y predecible en la región, y 
la existencia de mecanismos de coordinación 
en las negociaciones externas que impidan la 
dilución de las preferencias regionales. Esto 
fue parte de la transacción básica inicial entre 
los Estados Parte, en particular, desde la pers-

pectiva de Brasil, y puede estar presente en la 
actualidad. No obstante, las modalidades de 
la coordinación en las negociaciones con ter-
ceros podrían ser distintas a las actuales y en-
contrarse una solución a los límites a la erosión 
unilateral de las preferencias regionales.

Otra instancia de interrelación entre las 
agendas interna y externa radica en que la con-
creción de negociaciones con bloques o países 
institucionalmente desarrollados y comercial-
mente relevantes puede tener un impacto posi-
tivo en términos del cumplimiento de las reglas 
también en el comercio intrarregional. En gene-
ral, en el MERCOSUR se ha observado, aun en 
situaciones de apartamiento de la normativa, la 
voluntad de establecer algún tipo de discrimi-
nación en favor del socio regional respecto de 
terceros países. En este sentido, los acuerdos 
comerciales con terceros con mejores condicio-
nes relativas de observancia de los compromi-
sos asumidos, redundarían en una mayor esta-
bilidad en el acceso a los mercados regionales.

EN FIN:
UNA AGENDA CORTA Y FACTIBLE

El comercio exterior de bienes ha sido el 
ámbito principal del proceso de integración 
del MERCOSUR tanto por su relevancia en las 
estrategias de desarrollo económico de los 
países miembros como por su incidencia en la 
evolución de los ámbitos no comerciales de la 
integración. Las frustraciones y conflictos en el 
plano comercial pueden erosionar las volunta-
des de integrarse y cooperar efectivamente en 
cualquier área de la integración. Esta relevan-
cia particular y la actualidad del acuerdo co-
mercial, caracterizada por el estancamiento, el 
descreimiento y la ausencia de un plan realista 
para revertir este estado de situación, hacen 
necesaria y urgente una reformulación de di-
cho acuerdo. En este sentido, se ha propuesto 
una agenda corta de acciones de corto plazo, 
que se entienden factibles y con el potencial 
de proporcionar credibilidad y certidumbre al 
funcionamiento del comercio intrarregional. La 
agenda procura ajustar las reglas a las capaci-
dades de cumplimiento de los Estados Parte y, 
al mismo tiempo, hacer más efectivos los me-
canismos de observancia de las mismas. Estas 
acciones deberían resultar de un debate estra-
tégico en el MERCOSUR que genere las volun-
tades y compromisos políticos imprescindibles 
para que cualquier alternativa de reformula-
ción pueda prosperar.

Ciencia, tecnología
e innovación:
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NOTAS
46En 1988, Argentina y Brasil habían firmado el Tra-
tado de Integración, Cooperación y Desarrollo cuyo 
objetivo era crear un mercado común en un plazo 
de 10 años, como forma de impulsar un proceso que 
empezaba a mostrar un relativo estancamiento. El 
Tratado preveía eliminar las barreras al comercio y 
armonizar políticas a través de acuerdos sectoriales 
específicos.
47La Decisión 02/92, aprobada en la Cumbre de las 
Leñas en 1992, encomendó al Grupo Mercado Co-
mún “la elaboración y presentación al Consejo, du-
rante el primer semestre de 1994, de un cronograma 
de medidas adicionales que sean necesarias para el 
pleno funcionamiento del Mercado Común del Sur, 
a partir del 1° de enero de 1995”. Este cronograma 
nunca fue presentado. 
48Estos casos incluyen el Código Aduanero del MERCOSUR 
(Decisión 25/94), los Protocolos para la promoción 
y protección de inversiones intrazona y de terceros 
países (Decisiones 11/93 y 11/94), y el Protocolo de 
Defensa de la Competencia (Decisión 18/96).
49También se percibía que la integración entre Argen-
tina y Brasil estaba siendo exitosa, en tanto se le ad-
judicaba haber promovido una expansión significa-
tiva en los flujos bilaterales de comercio e inversión.
50Los gobiernos de Carlos Menem en Argenti-
na (1989) y de Fernando Collor de Mello en Brasil 
(1990), adoptaron políticas económicas más orto-
doxas que sus antecesores, con mayor énfasis en la 
liberalización comercial.
51Para este tipo de especialización es relevante que 
los insumos importados de terceros países reciban el 
tratamiento de bienes originarios del bloque una vez 
que cumplen con la política comercial común.
52El Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR 
aprobado en 1994 era prácticamente igual al aran-
cel nacional de Brasil. Este país había procesado una 
parte sustantiva de su apertura unilateral durante 
el período de transición del MERCOSUR. La unión 
aduanera y su correspondiente AEC podían contri-
buir a la credibilidad de esta reforma, que pasaría a 
quedar consolidada en un acuerdo internacional, re-
quiriendo del consenso de otros países para su modi-
ficación y reduciendo la posibilidad de reversión ante 
presiones internas en favor de mayor protección. A 
su vez, bajo un formato de zona de libre comercio, el 
margen de preferencia de las exportaciones a la re-
gión podría quedar diluido en función de decisiones 
unilaterales de los demás países miembros en cuanto 
a sus negociaciones con terceros.
53El mayor dinamismo relativo de las importaciones 
ha sido atribuido al incremento en la capacidad de 
importación, a partir de la mejora en las condiciones 

de acceso a financiamiento y a la apreciación real de 
las monedas.
54Esto obedece a que se suelen registrar como des-
tinadas a países del MERCOSUR, exportaciones des-
tinadas al resto del mundo que utilizan puertos de 
la región.
55Entre 1985 y 1997, el arancel NMF promedio de los 
países del MERCOSUR se redujo de 37,2% a 12,3%, 
mientras que el gravamen promedio en el comercio 
intra-zona se redujo de 35,2% a 4,2% (Estevadeordal, 
Goto y Saez, 2001).

56En cada uno de los países, los planes de estabili-
zación resultaron en una caída en el TCR global, 
mientras que los TCR bilaterales con los socios del 
MERCOSUR aumentaban o disminuían, pero en este 
último caso, la caída era menor que la del TCR global 
ya que el socio experimentaba también una aprecia-
ción real de su moneda. En consecuencia, se verifi-
caba una mejora de la competitividad de las expor-
taciones en los mercados regionales respecto de los 
extrarregionales, medida como la relación entre el 
TCR bilateral correspondiente y el TCR global.
57La competitividad relativa en las exportaciones del 
país i hacia el país j es igual al cociente entre el TCR 
bilateral en las exportaciones de i hacia j y el TCR 
global de i 
En el Gráfico 3, una pendiente positiva de la curva 
de competitividad relativa refleja una evolución más 
favorable del TCR bilateral con Brasil que del TCR 
global. Ceteris paribus, esta evolución relativa debe-
ría favorecer un incremento de la participación de 
Brasil en las exportaciones de Argentina.
58Kamil y Ons (2003) estudian los determinantes 
del comercio bilateral de bienes de los países del 
MERCOSUR en el período 1985-1999 a través de la 
estimación de una versión extendida de la ecuación 
gravitacional para datos de panel con 36 países. Los 
resultados empíricos indican que las preferencias 
comerciales regionales no contribuyeron significati-
vamente al proceso de regionalización del comercio, 
una vez que se controla por los demás determinan-
tes, que incluyen los TCR bilaterales y con terceros 
países, que sí son significativos en la explicación de 
la intensificación relativa del comercio intrarregional.
59En BID (2011) se consideran las exportaciones intra 
y extrarregionales a precios constantes de Argentina 
y Brasil en el período 1993-2009, y se computan sus 
tasas de variación para diferentes subperíodos. En-
tre 1993 y 1998, los flujos intrarregionales se expan-
dieron 78%, mientras que los extrarregionales cre-
cieron tan solo 21%. En el quinquenio 1998-2002, la 
contracción acumulada de los primeros fue del 42%, 
mientras que los segundos se expandieron 58%. En 
el período de recuperación posterior, entre 2003 y 
2008, las exportaciones intrarregionales registraron 
un crecimiento acumulado del 143% y las extrarre-
gionales mantuvieron su ritmo de crecimiento con 
una expansión del 44%.
60Hasta 1999 habían sido 10 las controversias sobre 
temas económico-comerciales procesadas según el 
Protocolo de Brasilia. Posteriormente, en el marco 
del Protocolo de Olivos, se ha procesado solo una 
controversia específicamente comercial.
61Un claro ejemplo son los objetivos para establecer 
disciplinas comunes en materia de incentivos a la 
producción, la inversión y las exportaciones en to-
dos los niveles de gobierno.
62Programa de Acción del MERCOSUR hasta el 
año 2000 (Decisión 9/95); Relanzamiento del 
MERCOSUR (Decisiones 22/00 a 32/00); Programa 
de Trabajo 2004-2006 (Decisión 26/03); Programa 
de Consolidación de la Unión Aduanera (Decisión 
56/10). 
63Artículo 24. Medidas Excepcionales y de Urgen-
cia: El Consejo del Mercado Común podrá estable-
cer procedimientos especiales para atender casos 
excepcionales de urgencia, que pudieran ocasionar 
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BEATRIZ NOFAL

ANÁLISIS

Aunque los intentos del MERCOSUR por alcanzar un acuerdo respecto a las compras públicas 
no han fructificado, existe la oportunidad de conducir un debate y diseñar un instrumento 
regional que esté a tono con las tendencias actuales. Un conjunto relevante de países dispone 
de herramientas de esta índole que son, a la vez, compatibles con sus compromisos comer-
ciales y potentes movilizadores de un segmento estratégico de la demanda. Otorgarle una di-
mensión regional a este mecanismo permite potenciarlo y darle un uso que se aproxime a sus 
objetivos primarios de eficiencia y transparencia en el gasto público, y a metas estratégicas, 
entre otras, lograr un desarrollo sustentable y contar con un tejido de pequeñas y medianas 
empresas que catalice la innovación.
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El MERCOSUR Y EL DESARROLLO 
PRODUCTIVO

Una oportuna discusión sobre el rumbo es-
tratégico del MERCOSUR requiere reflexionar 
sobre los orígenes y evolución del acuerdo, a la 
vez que se mira el presente y se trata de imagi-
nar el futuro. 

El MERCOSUR nace apoyado en los pilares 
y los éxitos del PICE, el Programa de Integra-
ción entre Argentina y Brasil, acordado bajo las 
Presidencias de Raúl Alfonsín en Argentina y 
João Sarney en Brasil. El PICE, lanzado el 29 
de julio de 1986,68 culminó el 29 de noviembre 
de 1988 con la firma del Tratado de Integración, 
Cooperación y Desarrollo entre ambos países 
(Recuadro 1). Esta etapa fundacional de la in-
tegración entre Argentina y Brasil estaba estra-
tégicamente orientada en un marco de “regio-
nalismo desarrollista democrático”. El objetivo 
de la integración tuvo, pues, en primer lugar, un 
fundamento político que contribuyó a estabili-
zar las nacientes democracias y a superar viejas 
hipótesis de conflicto en la región. En segundo 
lugar, su fundamento económico visualizaba 
la captura de los beneficios dinámicos y mejo-
ras de productividad e ingreso real asociados 
con la ampliación del mercado, el incremento 
de la competitividad industrial por la vía de las 
economías de especialización y escala en el 
comercio intra-sectorial, el fortalecimiento del 
poder de negociación internacional y la regio-
nalización como plataforma para transformar 
empresas locales en multinacionales. El espíritu 
y el foco de esta etapa estaban centrados en 
la consolidación de la democracia y la promo-
ción del desarrollo productivo. Y esto último 
implicaba que el acuerdo era concebido como 
un instrumento para mejorar la inserción en el 
comercio internacional, mediante el incremento 
de la inversión y los incentivos generados para 
la incorporación de conocimiento e innovación 
en la estructura productiva, de manera que las 
exportaciones se potenciarían y diversificarían.

Esta primera etapa fue seguida por una se-
gunda fase de “regionalismo abierto” (desde 
1990 hasta la década de 2000), y por una ter-
cera de “regionalismo aislacionista” (principios 
de 2000 hasta 2015). En el “regionalismo abier-
to” el énfasis se puso en la implementación de 
reformas estructurales orientadas al mercado, 
la apertura, la privatización y la desregulación. 
El hito de este período es la firma del Tratado 
de Asunción en 1991 que propone la creación 
de una unión aduanera con un arancel externo 

común que, sustancialmente, reflejaba la es-
tructura de protección de Brasil (luego de su 
reforma). Adicionalmente, se emprenden nego-
ciaciones con EE.UU., la Unión Europea y, en el 
marco de ALADI, con países latinoamericanos. 
El final de esta etapa se ve marcado por severas 
crisis macroeconómicas, acentuadas por po-
tentes shocks externos, un contexto en el cual 
el proceso de integración se estancó. La unión 
aduanera no alcanzó a perfeccionarse y apare-
cieron fuertes tensiones comerciales internas 
resultantes de una macroeconomía deteriorada.

Este adverso escenario da lugar a la men-
cionada tercera fase de “regionalismo aislacio-
nista” en la cual sobreviene una parálisis, e in-
cluso un retroceso, de algunas de las reformas 
orientadas al mercado. A partir de 2002-2003 
un “boom” o auge sostenido de precios de las 
materias primas (paralelo a la creciente presen-
cia de China en el mercado mundial) impulsó 
una mejoría del sector externo. Sin embargo, 
como el énfasis en esta etapa se puso en la pre-
servación de grados de libertad en las políticas 
domésticas, surgieron inconsistencias entre las 
políticas productivas formuladas y el proceso 
de integración regional. Se negoció el ingreso 
pleno de Venezuela (sin compromisos precisos 
de liberalización) y de Bolivia al acuerdo, mien-
tras que se priorizaron negociaciones parciales 
poco ambiciosas con países en desarrollo y se 
frenaron aquellas con países desarrollados. En 
balance, esta etapa dejó un escenario de estan-
camiento o retroceso en la construcción de las 
agendas externa e interna del bloque.

A partir de 2016 los cambios políticos ope-
rados en los países de mayor dimensión pare-
cen dar lugar a una nueva etapa, abriéndose la 
posibilidad de abordar tanto una agenda inter-
na, superadora de los principales problemas de 
funcionamiento y renovada de cara al futuro, 
como una agenda externa, orientada a una me-
jor y mayor integración al mundo. Sin embar-
go, las condiciones iniciales no parecen facilitar 
ese desarrollo. Tensiones recesivas e inflaciona-
rias y reducidos espacios fiscales y monetarios 

El MERCOSUR
puede contribuir

al desarrollo
productivo de
sus miembros
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El Tratado de Integración suscripto en 1988 tenía como objetivo principal la creación de 
un espacio económico común a 10 años de plazo, mediante la remoción de las barreras 
tarifarias y no tarifarias al comercio de bienes y servicios (Artículo 3), a realizarse bajo 
los principios de gradualidad, flexibilidad, equilibrio y simetría para la adaptación pro-
gresiva de los habitantes y de las empresas (Artículo 2). Dicho Tratado no se pronun-
ciaba por la voluntad de construir una Unión Aduanera (por decisión de Argentina), 
ni tampoco una zona de libre comercio (por oposición de Brasil) y mencionaba que el 
mercado común era un objetivo para una segunda etapa, de largo plazo, previa armo-
nización y coordinación de las políticas necesarias (Artículos 4 y 5). Cabe notar que en 
la concepción de este Tratado influyó la experiencia de la negociación de Canadá para 
el Acuerdo de Libre Comercio con EE.UU.. En particular, el plazo de 10 años que fija el 
Tratado para la liberalización comercial sigue ese ejemplo. El Tratado de Asunción, en 
cambio, fijó -utópicamente- un plazo menor de 5 años para un objetivo mucho más 
ambicioso: conformar un mercado común. Brasil quiso, desde el comienzo, perseguir 
el objetivo del mercado común. Sin embargo, el equipo negociador de Argentina ya 
preveía, en 1988, la dificultad para armonizar y coordinar políticas con Brasil, aparte de 
los desafíos que supondría la libre movilidad del trabajo. Por ello, el Tratado se propuso 
el mercado común solamente como un objetivo de largo plazo.

han sido los rasgos dominantes del escenario 
macroeconómico, esperándose una mejora en 
2017. Adicionalmente, el entorno externo para 
las negociaciones comerciales preferenciales 
se ha endurecido, en el cuadro de un comer-
cio internacional carente de ímpetu, del de-
bilitamiento del multilateralismo y un mayor 
riesgo de despliegue de políticas proteccionis-
tas. Cabe sumar a ello el enorme desafío que 
presenta China para una reindustrialización 
sustentable en el MERCOSUR, liderada por la 
productividad y la innovación, y más orienta-
da a la exportación. Por último, tensiones ins-
titucionales en el propio bloque han sido una 
fuente de distracción de los limitados recursos 
negociadores de los países.

De cualquier manera, la ocasión de un re-
planteamiento estratégico del acuerdo está a 
la orden del día. Y es precisamente en esa re-
formulación que se presenta la oportunidad para 
retomar el enfoque fundacional del MERCOSUR, 
donde el acuerdo es un instrumento potente 
para profundizar el desarrollo productivo de 
sus integrantes. Se trata, por supuesto, de una 
reformulación que actualiza esas raíces en fun-
ción del nuevo contexto internacional y de los 
activos (y pasivos) acumulados hasta ahora en 
el proceso de integración regional.

Cabe notar, en primer lugar, que las razo-

nes fundacionales, políticas y económicas, que 
dieron sustento al programa de integración en-
tre Argentina y Brasil, siguen teniendo validez 
y vigencia, aunque, claramente, se percibe una 
brecha sustancial entre los beneficios dinámi-
cos esperados y su concreción práctica como 
resultado del estancamiento (o retroceso) del 
proceso integrador. En segundo lugar, como 
un nuevo impulso del MERCOSUR requiere in-
defectible e ineludiblemente del compromiso y 
la voluntad política de los líderes de los países 
miembros, es preciso reencontrar un proyecto 
que nuevamente entusiasme, e incluya a todos, 
políticos, empresarios y ciudadanos, tal como 
entusiasmó en sus orígenes. En su estado pre-
sente, el MERCOSUR está lejos de ello. Y el 
riesgo es que, en ese estado, puede parecer 
a algunos como un proyecto obsoleto para 
ayudar eficazmente a sus miembros a supe-
rar los desafíos del desarrollo sustentable 
y del bienestar, y a mejorar su integración al 
mundo en la era actual.

AGENDA MERCOSUR 2030
Si bien la prioridad está en la superación de 

las dificultades presentes, el MERCOSUR de-
bería mirar más allá a fin de contribuir a enca-
minarse en un sendero de desarrollo. Se trata 
de impulsar el desarrollo productivo susten-

RECUADRO 1. EL TRATADO DE INTEGRACIÓN, COOPERACIÓN
Y DESARROLLO ENTRE ARGENTINA Y BRASIL
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table, mediante la inversión y la innovación, a 
fin de aumentar la productividad y mejorar el 
perfil exportador, crear más empleo, proteger 
el medio ambiente, y lograr mayor inclusión y 
una vida mejor para todos. Este es el propósito 
central de lo que debería ser una propuesta de 
Agenda MERCOSUR 2030 para un Desarrollo 
Sustentable, Innovador, Creativo e Inclusivo. Es 
decir, un MERCOSUR reformulado, renovado, 
repensado y re-significado en el contexto inter-
nacional actual, y a partir del capital acumula-
do en la integración regional, con sus activos y 
pasivos.

Dos importantes ejemplos que pueden ser-
vir de inspiración y orientación en la dirección 
de fijar una agenda para un futuro mejor: la 
Agenda de las Naciones Unidas 2030 para el 
Desarrollo Sostenible y la Estrategia 2020 de 
la Unión Europea. Esta última, lanzada en 2010 
como respuesta a la crisis de 2008-2009, pro-
pone “alcanzar un crecimiento inclusivo, sos-
tenible e inteligente”. Para ello aplica nuevas 
directivas y programas que tienen, como uno 
de sus pilares centrales, la utilización de la con-
tratación pública a fin de promover la innova-
ción y la sustentabilidad. El MERCOSUR debe 
aprender de estos ejemplos, y emular o adap-
tar, según sea el caso, algunos de sus objetivos, 
metas y programas e incorporarlos creativa-
mente en su hoja de ruta futura. Es el momen-
to de ser creativos, ambiciosos, y de desplegar 
voluntad política y liderazgos cooperativos por 
parte de los países de la región. Hay que enfo-
carse en los desafíos del desarrollo productivo 
y con la mirada puesta en una nueva agenda 
que renueve el sentido estratégico del acuerdo.

LA DIVINA COINCIDENCIA
Una pregunta clave es qué tan posible es 

hoy en día encontrar espacios de política pú-
blica en la agenda interna del MERCOSUR que 
permitan abordar proyectos estratégicos a la 
vez que se abordan los necesarios espacios de 
negociación externa del bloque. Es decir, qué 
tan posible es superar el viejo dilema que se 
abre entre las políticas industriales autónomas 
y una integración regional y global.

Aunque parezca sorprendente, esta pregun-
ta tiene una respuesta afirmativa: es posible en-
contrar algunos espacios de “divina coinciden-
cia” en el campo de las políticas de desarrollo 
productivo (o políticas industriales, entendidas 
en sentido amplio) y la política de liberalización 
comercial en el MERCOSUR. El concepto “di-
vina coincidencia” fue introducido en la teoría 
macroeconómica por Blanchard y Galli69 cuan-
do señalan que, bajo ciertas condiciones, en 
la política económica y monetaria interna, los 
bancos centrales pueden estabilizar la infla-
ción y el crecimiento, sin conflicto entre ambos 
objetivos. Análogamente, en la agenda futura 
del MERCOSUR (interna y externa), bajo cier-
tas condiciones y con ciertos instrumentos, es 
posible plantear un programa de negociación 
que conduzca a una mayor integración inter-
nacional comercial de los países y del bloque 
sin la desaparición del espacio para políticas in-
dustriales autónomas. Esta “divina coincidencia 
internacional” contribuiría a superar dilemas de 
política industrial y comercial que han frenado 
el avance del MERCOSUR.

Ahora bien, la “divina coincidencia interna-
cional” no surge de manera espontánea, sino 
que es el resultado del propio activismo de los 
países desarrollados, en particular, luego de la 
severa crisis de 2008-2009. Como respuesta 
a esa perturbación, se afianzó el empleo del 
potente instrumento dado por la contratación 
pública, no solo con fines contra-cíclicos (“key-
nesianos”), sino, además, y principalmente, con 
propósitos estratégicos o estructurales. Esta 
realidad abre un nuevo espacio de oportunidad 
para la formulación de políticas y programas si-
milares en los países en vías de desarrollo y, ob-
viamente, para los miembros del MERCOSUR. 
Es evidente que el uso de estos instrumentos 
requeriría una coordinación fina con el curso 
que tomen eventuales negociaciones de co-
mercio preferencial, ya sea porque previamen-
te se implementen este tipo de disposiciones 
regionales, o porque se hagan las reservas per-
tinentes para poder aplicarlas luego.

En rigor, pueden sugerirse cuatro grandes 
ámbitos en los cuales el MERCOSUR puede co-
menzar a superar dilemas aparentes relativos 
a la negociación comercial y el desarrollo pro-
ductivo. Este sería el caso de:

1 -Explorar la posibilidad de trabajo conjun-
to y cooperación en áreas que la política públi-
ca de desarrollo no ha abordado hasta ahora, 
como la mencionada utilización de la contra-
tación pública para apuntalar objetivos estra-

Inversión e innovación
son pilares para

alcanzar un desarrollo 
sustentable
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tégicos en materia de innovación, promoción 
del desarrollo de PyMES y desarrollo socio-am-
biental, entre otros.

2- Encontrar espacios de políticas de de-
sarrollo productivo que generen nuevos mer-
cados y hasta nuevas empresas o asociacio-
nes de empresas innovadoras con potencial 
para escalar internacionalmente. Por ejemplo, 
puntualmente, hay significativas capacidades 
acumuladas en el campo-científico tecnoló-
gico y oportunidades atractivas para avanzar 
en el MERCOSUR en biotecnología y ciencias 
de la vida (genética y salud humana, animal y 
vegetal), energías renovables y uso de energía 
nuclear con fines pacíficos. También hay signi-
ficativas capacidades acumuladas en el campo 
del software y los servicios conocimiento inten-
sivos, y en todo el enorme campo de las indus-
trias culturales y los contenidos, en las que la 
creatividad existente en los países miembros 
es una ventaja competitiva con reconocimien-
to internacional. Para impulsar la innovación e 
iniciativas conjuntas en estos campos sería cla-
ve que el MERCOSUR pudiera acordar y lanzar 
un Fondo Regional de Capital Emprendedor y 
desarrollara una estrategia conjunta focalizada 
para captar inversiones de empresas multina-
cionales en investigación y desarrollo en algu-
nas de estas áreas.

3- Sincerar la unión aduanera en el MERCOSUR; 
principalmente, es necesario esclarecer por 
parte de Brasil a qué tipo de integración pue-
de comprometerse: si se tratase de perfeccio-
nar la unión aduanera (la opción deseable), el 
MERCOSUR debe darse un programa coheren-
te e implementarlo; alternativamente, la opción 
de segundo mejor quizás fuese su reformula-
ción como una zona de libre comercio.

4- Desarrollar una agenda externa de nego-
ciaciones orientada al desarrollo sustentable, y 
no solo al acceso a mercados, es decir, orienta-
da al crecimiento sostenible con reducción de 
pobreza y cambio estructural: desarrollo pro-
ductivo, industrial y tecnológico, y desarrollo 
científico y socio-ambiental.

Las secciones siguientes profundizan exclu-
sivamente en la primera opción, documentan-

do alguna experiencia internacional reciente al 
respecto que puede ser un factor inspirador 
para el propio MERCOSUR.

UN CAMINO SIN TERMINAR
En la medida en que el empleo, la innova-

ción, la sustentabilidad ambiental y la coope-
ración industrial sean componentes de una 
agenda futura del desarrollo productivo de 
los miembros del MERCOSUR, la contratación 
pública pasa a ser un instrumento importante 
para la consecución de estos objetivos estraté-
gicos. Como se verá más adelante, desde una 
perspectiva internacional, esa herramienta ha 
sido subutilizada por estos países, o mal utili-
zada. Y en este último aspecto, es claro que la 
dominancia de los conocidos problemas de co-
rrupción que con frecuencia cruzan la inversión 
pública, puede frenar o nublar su aprovecha-
miento, una situación que la voluntad política 
debe revertir en aras de lograr transparencia y 
eficiencia en la aplicación de esas inversiones.

Este espacio de cooperación tiene antece-
dentes en el bloque que, a la luz de la experien-
cia internacional reciente, podría expandirse. 
En efecto, el MERCOSUR acordó un Protocolo 
de Contrataciones Públicas en dos oportuni-
dades, lo cual es una buena señal. En su ver-
sión original, fue aprobado por la Decisión del 
Consejo Mercado Común (CMC) No. 27/04 y 
en su versión revisada, por la Decisión CMC No. 
23/06 (en la reunión del 20 de julio de 2006 en 
Córdoba, Argentina). Para que dicho Protocolo 
entre en vigencia se requiere que sea ratifica-
do por los Congresos de al menos dos de los 
países miembros. El Protocolo no ha entrado 
en vigencia hasta ahora porque el único país 
que lo incorporó en su ordenamiento jurídico 
fue Argentina en 2009. Asimismo, Brasil otor-
ga en su Ley12349/10 la extensión del margen 
de preferencia de precios a los bienes y servi-
cios originarios de los países del MERCOSUR, 
algo que se efectivizaría una vez que el Proto-
colo fuese ratificado. Es decir, esto indica que 
hay una buena oportunidad para modernizar la 
normativa MERCOSUR en esta materia a fin de 
incorporar estos objetivos y programas estra-
tégicos, como lo ha hecho, por ejemplo, la UE 
en la Directiva 2014/24/UE. Es muy probable 
que tal modernización, de cara al futuro, logre 
consenso en los países miembros, sobre todo 
en los de menor tamaño, lo cual facilitaría su 
posterior ratificación y entrada en vigencia.

La contratación pública aparece como una 
oportunidad de movilización de recursos en un 

Las compras públicas
se afianzaron

como herramienta
estratégica
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contexto de demanda internacional deprimida 
y, como se argumentó, como palanca para el 
desarrollo productivo del bloque. En el caso del 
MERCOSUR, esto requerirá introducir cambios 
en la legislación vigente en los miembros y en 
el mencionado Protocolo respectivo. Como se 
verá, la revisión de la experiencia internacional 
es, sin duda, aleccionadora.

FOCOS ESTRATÉGICOS Y ESPACIOS 
EXISTENTES

Las contrataciones públicas representan, 
de acuerdo a una estimación de la OCDE para 
2008,70 en promedio, 13% del PIB de los países 
miembros (Gráfico 1); este porcentaje se incre-
menta si se agregan las compras de empresas 
estatales de servicios. Los recursos presupues-
tarios, financiados en gran parte con los im-
puestos que pagan los contribuyentes, son los 
que hacen del Estado nacional el más impor-
tante comprador individual en la economía de 
un país. A su vez, los estados sub-nacionales 
o locales, en los países miembros de la OCDE, 
son responsables de más del 50% del total de 
ese gasto. Por ello, buenas políticas públicas en 
materia de compras del Estado, en todos los 
niveles de gobierno, son una herramienta clave 

al servicio del desarrollo económico, científico, 
tecnológico, social y ambiental, así como un pi-
lar central de la gobernanza pública.

Más allá de la búsqueda de eficiencia, efec-
tividad de costos, calidad, estímulo a la compe-
tencia, integridad y transparencia, como ya se 
dijo, crecientemente la política de compras pú-
blicas se utiliza internacionalmente para objeti-
vos adicionales de política, llamados “secunda-
rios”, pero que resultan de carácter estratégico 
en términos del modelo o patrón de desarro-
llo de un país o de una región. Estos objetivos 
pueden incluir: el desarrollo de las pequeñas 
y medianas empresas (PyMES), la coopera-
ción industrial, la promoción de la innovación 
y del desarrollo ambientalmente sustentable 
(sustainable green growth), la promoción de es-
tándares para la conducta responsable corpo-
rativa y objetivos de políticas industrial y social 
más amplios, entre otros.

13% del PIB representan
las compras públicas

para los países de la OCDE

GRÁFICO 1
COMPRAS PÚBLICAS DEL GOBIERNO GENERAL. 2013
PORCENTAJE DEL PIB

Fuente: OCDE (2015).
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Merece destacarse, en primer lugar, que 
la gran mayoría de los países desarrollados y 
países de desarrollo intermedio, como Brasil y 
México, utilizan la política de compras públicas 
de modo estratégico para perseguir estos ob-
jetivos adicionales de política y favorecer así 
el crecimiento de sus economías. En segundo 
lugar, la mayoría de los países desarrollados, y 
también México (aunque no Brasil) son signa-
tarios del Acuerdo sobre Contratación Pública 
(ACP) de la Organización Mundial de Comer-
cio (OMC), originalmente suscripto en 1994 
(ACP de 1994) y luego, en una parte, revisado 
en 2012 (ACP revisado), así como de una di-
versidad de acuerdos bilaterales o regionales 
de libre comercio, que incluyen capítulos sobre 
contratación pública. El ACP y los acuerdos de 
libre comercio se basan en los mismos princi-
pios: garantías de no discriminación y de trato 
nacional para los proveedores de las Partes, 
transparencia y equidad procesal.

Cabe, entonces, preguntarse cómo estos 
países han podido compatibilizar, y no sacrifi-
car, o al menos no enteramente, sus objetivos 
estratégicos referentes a la contratación públi-
ca con los compromisos de apertura al comer-
cio internacional, entre ellos el de trato nacional 
y no discriminatorio para las partes, que ema-
nan de dichos acuerdos. Y aquí encontramos 
que un grupo relevante de países signatarios 
del ACP, como Corea, EE.UU., Israel y la Unión 
Europea, han logrado equilibrar y preservar 
esos objetivos estratégicos presentes en sus 
normas nacionales con las obligaciones plu-
rilaterales o bilaterales que surgen de dichos 
Acuerdos. Precisamente, es en los Anexos del 
ACP, correspondientes a cada país suscriptor 
del Acuerdo, al especificarse el alcance efecti-
vo de cobertura del mismo, así como las insti-
tuciones y normas exceptuadas, o parcialmen-
te cubiertas y obligadas por el Acuerdo, donde 
sus suscriptores transparentan los objetivos y 
áreas de desarrollo estratégico o los objetivos 
de política industrial en su política de contrata-
ción pública.

Es decir, un dato a tener en cuenta para el 
MERCOSUR es que, no obstante los Acuerdos 

suscriptos y reglas acordadas en la OMC limi-
tan significativamente el margen de maniobra 
para la formulación de la política industrial 
tradicional,71 achicando el espacio para las po-
líticas de desarrollo productivo de los países 
en vías de desarrollo, hay ciertas áreas en las 
que existe un consenso internacional implícito 
respecto de la legitimidad de la acción del Es-
tado en una economía de libre mercado para 
apoyar su desarrollo. Este es el caso, por ejem-
plo, del fomento de PyMES (emprendedores y 
empresas con objetivos sociales, de igualdad 
de género o inclusivos); la promoción de la in-
novación; el apoyo a las regiones menos desa-
rrolladas, en declinación, o con problemas de 
empleo; la promoción de la economía verde, 
incluyendo productos y soluciones que contri-
buyan a mitigar el riesgo climático.

LECCIONES INTERNACIONALES
En esta línea, la siguiente sección docu-

menta algunos de los instrumentos de esta 
naturaleza presentes en los marcos regula-
torios de varios países. Estas medidas se han 
agrupado en tres grandes áreas: las referidas 
a PyMES, normas de cooperación industrial, fi-
nanciamiento y programación de la demanda, 
y el fomento a la innovación. No se trata, por 
supuesto, de un inventario exhaustivo, sino de 
un primer ejercicio que tiene como propósito 
aportar a una discusión en el MERCOSUR al 
respecto.

PARTICIPACIÓN DE LAS PyMES
La utilización de la contratación pública pro-

cura, crecientemente, asegurar que una parte 
significativa del gran volumen de compras del 
Estado, financiado con los impuestos que pa-
gan los contribuyentes (o con endeudamien-
to), vaya obligatoriamente a PyMES, o a otras 
empresas con objetivos sociales. En varios de 
estos casos, los instrumentos que establecen 
una preferencia de la contratación pública a 
empresas PyMES o empresas con objetivos 
sociales no van necesariamente acompañados 
de una discriminación explícita respecto del 
proveedor extranjero. Es interesante mencio-
nar que la densa gama de instrumentos de este 
tipo, implementados por varios países (Re-
cuadro 2), no tiene correlato en las iniciativas 
regionales del MERCOSUR. En contraste con 
esa experiencia internacional, la promoción 
de la participación de las PyMES es uno de los 
grandes objetivos estratégicos ausentes en la 
legislación de Contratación Pública en Brasil y 

A nivel
internacional

se usan para promover
las PyMES
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En las leyes de contratación pública de diversos países pueden identificarse fácilmente nueve 
instrumentos principales cuyo propósito es promover la participación y el fortalecimiento de 
PyMES y otras empresas similares:
1. Cumplimiento de cuotas: se fija que cierto porcentaje del total del gasto en compras públi-
cas debe adjudicarse al sector o grupo que se desea promover, por ejemplo, PyMES. En 
Corea alcanza 50%, en EE.UU., el Programa Federal de Subcontratación Obligatoria a PyMES 
fija esa cuota en 25%,72 al igual que la política específica del estado de California.
2. Reservas de contratación o licitaciones exclusivas debajo de ciertos montos: se restringe 
la participación al grupo de empresas (o sector) que se quiere apoyar. Ejemplos: Corea73 
para PyMES, empresas locales y empresas que satisfacen objetivos sociales y criterios de 
igualdad de género, y México, para MiPyMEs.
3. Margen de preferencia de precios: en los casos que la oferta económica de un sector o 
grupo promovido sea más elevada que la del resto de los oferentes, se aplica un margen que 
equipara esas ofertas. Esto es aplicado a las PyMES en Corea, EE.UU. (federal y de Califor-
nia) y México. Este instrumento se utiliza también para otorgar una preferencia a la industria 
doméstica por sobre el proveedor del exterior, por ejemplo, en Corea, EE.UU., Israel, Brasil y 
Argentina, siendo que los márgenes de preferencia de precios varían entre un nivel relativa-
mente bajo de 7% para PyMES y 5% para empresas grandes en Argentina (Ley 2.551/2001), 
pasando por niveles intermedios de 12% y 6%, respectivamente, en EE.UU. y hasta niveles 
más altos de 15% en Israel (20% cerca de Gaza) y de 25% en Brasil, estableciéndose además, 
en ciertos sectores estratégicos, un margen más alto: 50% en compras públicas para la de-
fensa en EE.UU. y un margen de preferencia adicional al 25% en sectores estratégicos en 
Brasil.
4. Criterio de evaluación: se otorgan puntos adicionales a los oferentes que cuenten con las 
características que se quieren promover: ser micro, pequeña o mediana empresa, ofrecer 
bienes favorables al medio ambiente, ser un proveedor local, ser una empresa o PyME in-
novadora. Ejemplos: Corea y estado de California.
5. Criterio de desempate: se define que, en caso de que dos participantes empaten, se debe 
otorgar el contrato al participante que forme parte del grupo que se desea apoyar, PyMEs 
y MiPyMEs, proveedores locales, grupos vulnerables, u oferentes que ofrezcan una mayor 
subcontratación a PyMES o a proveedores locales.
6. Pago anticipado por adelantado y financiamiento: en Corea, las PyMES tienen derecho a 
un pago anticipado de 70% del contrato y, en contratos inferiores a US$ 423.800, la PyME 
tiene derecho al pago total e instantáneo del contrato; y hay créditos de hasta 80% del valor 
del contrato a través de un programa crediticio en red de unos 15 bancos comerciales.
7. Reserva de determinados productos para ser provistos por este tipo de empresas: por 
ejemplo, en Corea en productos de construcción (unos 207 productos), higiene y limpieza.
8. Metas porcentuales obligatorias o cuotas para compras verdes (productos, servicios, solu-
ciones) en las áreas energética, transporte, infraestructura y mantenimiento.
9. Fondeo concesional de todo el ciclo de innovación para la contratación pública de PyMES 
y ulterior apoyo en la comercialización. Ejemplos; EE.UU., Gran Bretaña, Holanda, Japón, 
Unión Europea y España.74

Argentina y, por lo tanto, también ausente en 
los dos Protocolos sobre Contratación Pública 
del MERCOSUR, el original, y su versión revi-
sada. Las legislaciones en el MERCOSUR otor-
gan principalmente una preferencia de precio 
para el proveedor nacional (como asimismo lo 

incluyen las legislaciones analizadas de otros 
países)

Debe señalarse que también existen casos 
importantes en los que subsisten sistemas de 
compras públicas para bienes y servicios (in-
cluyendo la construcción) que establecen pre-

RECUADRO 2. NUEVE INSTRUMENTOS
PARA IMPULSAR A LAS PYMES
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ferencias explícitas a favor de la provisión do-
méstica o nacional por sobre abastecedores 
externos. Por ejemplo, en EE.UU. la legislación 
de compre americano se remonta a 1933 (Buy 
American Act), una disposición que fue sus-
tantivamente modificada en 1979 por la ley de 
Acuerdos Comerciales. En 2009, se promulgó 
la American Recovery and Reinvestment Act 
(ARRA) que dispuso un margen de preferencia 
nacional de 25%. Hay normas similares en la le-
gislación de Israel vigente desde 1992. En am-
bos casos, las preferencias para la compra de 
bienes y servicios nacionales se ven limitadas 
respecto de los países signatarios del ACP en 
la OMC, o respecto de aquellos países con los 
que se hubieren suscripto Acuerdos de Libre 
Comercio, recibiendo en estos casos el oferen-
te extranjero trato nacional, no discriminatorio.

Puede mencionarse también el caso pione-
ro de EE.UU. que combina el foco en las PyMES 
con el estímulo a su capacidad de innovación 
mediante un programa federal que se remonta 
a la década de los ochenta: el Small Business 
Innovation Research Program. A esto se agrega 
el amplio grado de discreción y campo de ac-
tuación que gozan las Agencias del Gobierno 
Federal para impulsar ambos objetivos a través 
de sus políticas y programas en el marco de la 
Ley Federal de Adquisición/FAR de 1984.

También legislación reciente de Brasil (Ley 
12349/10) establece un margen de preferencia 
de precios de hasta 25% para productos: pro-
ducidos en el país; producidos o provistos por 
compañías brasileñas, y producidos o provis-
tos por compañías que han invertido en inves-
tigación y desarrollo tecnológico en Brasil. Esa 
legislación faculta la aplicación de un margen 
de preferencia adicional, en casos específicos, 
de productos manufacturados y servicios pro-
ducidos en el país, que son el resultado de de-
sarrollos e innovación tecnológica realizados 
en Brasil. Dicha ley otorga la extensión de la 
preferencia de precios a los bienes y servicios 
originarios de los países del MERCOSUR, la que 
también podrá eventualmente extenderse a 
aquellos países con los cuales Brasil celebre un 
acuerdo sobre compras gubernamentales. Sin 
embargo, como se mencionó, esta preferencia 
para el MERCOSUR está sujeta a la vigencia del 
Protocolo de Contrataciones Públicas.

Por otra parte, en sectores definidos por 
Brasil como “estratégicos” (por ejemplo, el sec-
tor de Tecnologías de la Información y Comuni-
cación), puede restringirse la oferta a bienes y 
servicios desarrollados y producidos en el país. 

Es decir, en la práctica, la ley permite ejercer 
una reserva del mercado en caso de contrata-
ción pública en sectores estratégicos para la 
producción nacional. A su vez, la ley ordena el 
requisito de establecimiento en Brasil para que 
las compañías extranjeras puedan participar en 
las licitaciones de contratación pública.

COOPERACIÓN INDUSTRIAL, FINANCIACIÓN 
Y DEFINICIÓN ANTICIPADA DE DEMANDA

La ausencia de foco de la normativa regio-
nal en compras públicas en materia de PyMES 
(en particular, en objetivos estratégicos que 
aparecen más recientemente, como la innova-
ción o el medio ambiente) es en cierta medida 
entendible. Lo que no resulta tan entendible 
en el marco de una declamada estrategia de 
sustitución de importaciones como política de 
desarrollo industrial en nuestros países, es la 
práctica ausencia en la normativa de contra-
tación pública de mecanismos de cooperación 
para el desarrollo industrial a través de requisi-
tos de contrapartida, compensación, u offset, 
como los vigentes en Israel desde 1995. A este 
respecto, el compromiso adoptado por Israel 
es eliminar su aplicación a los países signata-
rios del ACP en la OMC recién en 2029.

El objetivo de las políticas de compensación 
o contrapartida en Israel es promover la coo-
peración de largo plazo entre su industria y las 
grandes empresas internacionales que pueden 
recibir contratos de alto valor del gobierno, de 
forma de estimular la creación de empleo, la 
transferencia de tecnología y conocimiento y 
el desarrollo de nuevos mercados. La compen-
sación para la cooperación industrial puede 
instrumentarse de diferentes formas: subcon-
tratación local, inversión extranjera directa, 
investigación y desarrollo, transferencia de 
know-how o adquisición de bienes o servicios 
domésticos, hechos en Israel. Estas políticas de 
offset requieren que las entidades y corpora-
ciones del gobierno, las corporaciones muni-
cipales y los proveedores de salud, que lleven 
adelante contrataciones públicas superiores a 
US$ 5 millones con proveedores extranjeros, 
suscriban obligatoriamente un acuerdo de 
compensación mediante cooperación indus-
trial por un valor equivalente al 35%, de 50% en 
el caso de compras relacionadas con Defensa, 
o del 20% del valor total de contratación para 
países firmantes del ACP en la OMC.75 

En el MERCOSUR, solo Brasil incorporó re-
cientemente a su legislación una normativa de 
este tipo (Ley 12349/10).
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Otras direcciones para el uso inteligente de 
las compras públicas, poco exploradas en la re-
gión, están ilustradas por los programas de fon-
deo de todas las fases del ciclo de la innovación 
y la definición anticipada de las necesidades en 
la compra pública de soluciones innovadoras 
por parte de los organismos contratantes (en 
sus respectivas áreas de responsabilidad), o su 
poder regulatorio y de policía (por ejemplo, en 
los casos de salud y medio ambiente), así como 
el diálogo con las empresas, grandes y PyMES. 
Estos son factores clave en la implementación 
de la compra pública como herramienta para 
generar innovación en la economía. En esta 
materia, brindan lecciones los casos de Corea, 
EE.UU. (California) y la Unión Europea, con 
normativas que tienen la mirada puesta en la 
innovación en las PyMES, en las PyMES inno-
vadoras, el fomento a las compras verdes y a la 
contratación de bienes, servicios y soluciones 
innovadoras para la protección del medio am-
biente y la mitigación del riesgo climático.

COMPRAS PÚBLICAS E INNOVACIÓN 
EUROPEAS

Dada la inspiración “europeísta” del Tratado 
de Asunción, es muy pertinente reseñar algu-
nas instancias de la normativa de ese bloque 
respecto a las compras públicas y su papel 
como palanca para la innovación.

En primer lugar, la nueva Directiva Europea 
de Contratación Pública, (2014/24/UE) aproba-
da por el Parlamento y el Consejo Europeo, el 
26 de febrero de 2014,76 incorpora la promo-
ción de la innovación a través de los instrumen-
tos de la contratación pública, como una nueva 
política pública al mismo nivel que la política 
social o medioambiental. Precisamente, en el 
Considerando 47 se establece que los poderes 
públicos deben hacer la mejor utilización estra-
tégica de la compra pública para fomentar la 
innovación, por considerarla uno de los princi-
pales motores del crecimiento futuro.

El Considerando 2 de la Directiva establece 
que la contratación pública desempeña un pa-
pel clave en la Estrategia Europa 2020,77 orien-
tada al crecimiento inteligente, sostenible e in-

tegrador, garantizando al mismo tiempo un uso 
más eficiente de los fondos públicos. La Direc-
tiva, se aplica a las contrataciones cuyo valor 
estimado (excluido el IVA) sea igual o superior 
a los siguientes umbrales: i) EUR 5.186.000 en 
obras; ii) EUR 134.000 en bienes y servicios; iii) 
EUR 207.000 en bienes y servicios de poderes 
adjudicadores subcentrales; iv) EUR 750.000 
en servicios sociales y otros especificados en 
el anexo XIV. La promoción de la innovación a 
través de la contratación pública es el corazón 
conceptual de esta directiva (Recuadro 3).

En segundo lugar, cabe destacar el Progra-
ma Horizonte 2020,78 el programa marco más 
grande de la UE para investigación y desarro-
llo (I&D) e Innovación, que cuenta con cerca 
de EUR 100 billones de fondeo para el período 
2014-2020; se trata del instrumento financiero 
para implementar la iniciativa de Unión para la 
Innovación, que es parte central del Plan Eu-
ropa 2020. El objetivo es asegurar que Europa 
produzca ciencia de clase mundial, elimine las 
barreras a la innovación y facilite una colabora-
ción entre el sector público y privado para ge-
nerar innovaciones y colocarlas en el mercado. 
Este Programa será complementado con otras 
iniciativas a fin de desarrollar un Área de Inves-
tigación Europea (European Research Area). El 
Programa Horizonte 2020 tiene un instrumento 
particular dedicado a las PyMES (Recuadro 4).

En tercer lugar, debe mencionarse que la 
Comisión Europea apoya tanto la creación de 
redes intra-regionales para la compra pública 
de innovación e intercambio de buenas prác-
ticas, como la realización de compras públi-
cas conjuntas transfronterizas a ser realizadas 
al menos por 3 países miembros o asociados. 
A través de convocatorias sobre diversas te-
máticas del Plan Horizonte 2020, la Comisión 
subvenciona hasta 100% de los costos directos, 
más 25% de los indirectos asociados a las men-
cionadas redes. En el marco de ese mismo Pro-
grama, la Comisión subvenciona en 70% o 20%, 
respectivamente, el importe de las licitaciones 
y costos de gestión asociados a las compras 
públicas pre-comerciales (CPP) y a la compra 
pública de tecnología innovadora (CPTI), que 
se realicen de forma conjunta.80 La CPTI con-
siste en la modalidad de compra de un bien o 
servicio que no existe y que requiere el desa-
rrollo de tecnología nueva o mejorada. La CPP 
es una contratación de servicios de I&D, en la 
que el comprador público no se reserva el uso 
exclusivo de sus resultados, sino que los com-
parte con las empresas (riesgos y beneficios) 

Apuntalar
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para desarrollar soluciones innovadoras que 
superen aquellas disponibles en el mercado. 
Las áreas promovidas no están acotadas, pero 
las más habituales han sido: salud, tecnologías 
de la información y comunicaciones, transpor-
te y eficiencia energética.

Por último, es interesante resumir aspectos 
de la incorporación por parte de España de la 
mencionada Directiva 2014/24/UE a través de 
la Guía 2.0 para la Compra Pública de Innova-
ción. De forma coherente con la Directiva, la 
Guía define a la compra pública de innovación 
(CPI) como “una actuación administrativa de 
fomento de la innovación, orientada a poten-
ciar el desarrollo de soluciones innovadoras por 
el lado de la demanda, a través del instrumento 
de la contratación pública.”Sus objetivos son: 
“la mejora de los servicios públicos a través de 
bienes, servicios o soluciones innovadoras; el 
fomento de la innovación empresarial; y el im-
pulso a la internacionalización de la innovación, 
utilizando el mercado público local como clien-
te de lanzamiento o referencia”.

Para la Guía 2.0, la CPI es una estrategia 
cuyo fin es posibilitar un cambio en el modelo 
productivo, poniendo en valor el conocimien-
to y su transferencia. Para ejercer esta opción 
estratégica se requiere un alto nivel de profe-
sionalización en el Estado, la constitución de 
equipos interdisciplinarios e incluso el fomento 
a la constitución de centros de conocimiento 
específicos. A su vez, la CPI, así concebida e 
implementada (incluyendo la herramienta de 
reserva de compras), es una herramienta clave 
para la consolidación de una red de PyMES de-
dicada a la innovación y para apoyar la difusión 
internacional de la tecnología española.

La CPI se efectiviza, principalmente, en dos 
modalidades de actuación: la compra pública 
de tecnología innovadora (CPTI) y las compras 
pre-comerciales (CPP). Para promover la par-
ticipación de las PyMEs en los procedimien-
tos de compra pública para la innovación, se 
aconseja desagregar los grandes contratos en 
lotes (Artículo 46 de la Directiva 2014/24/UE); 
incentivar la subcontratación; y reservas de 

El objetivo estratégico de promover la innovación está referenciado en más de setenta 
instancias en esta Directiva, siendo tres las más relevantes:
Artículo 2.22- Define legalmente la innovación: introducción de un producto, servicio 
o proceso nuevos o significativamente mejorados, que incluye, aunque no se limita a 
ellos, los procesos de producción, edificación o construcción, un nuevo método de 
comercialización o un nuevo método de organización de prácticas empresariales, la 
organización del lugar de trabajo o las relaciones exteriores, entre otros, con el objeti-
vo de ayudar a resolver desafíos de la sociedad o a apoyar la Estrategia Europa 2020 
para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador.
Artículo 31: habilita a los poderes adjudicadores para establecer “asociaciones para la 
innovación” (AI) en el largo plazo, incorporando uno o varios socios con vistas al desa-
rrollo y ulterior adquisición de nuevos productos, servicios u obras innovadores. La AI 
tendrá como fin el desarrollo de productos, servicios u obras innovadores y la compra 
ulterior de los suministros, servicios u obras resultantes, y se estructurará en fases si-
guiendo la secuencia las etapas del proceso de investigación e innovación, que podrán 
incluir la fabricación de los productos, la prestación de los servicios o la realización de 
las obras. El poder adjudicador podrá decidir, al final de cada fase rescindir la AI o, re-
ducir el número de socios. La selección de candidatos aplicará criterios de capacidad 
en investigación y desarrollo y de generación de soluciones innovadoras.
Artículos 67.2, 70, y 76.2:  facultan a los poderes adjudicadores para que, en la deter-
minación de la oferta más ventajosa, en las condiciones de ejecución del contrato y en 
contrato de servicios sociales, puedan tomar en cuenta las características innovadoras, 
entre otros factores.
Cabe subrayar la visión comprensiva (“schumpeteriana”) de la innovación contenida 
en el Artículo 22, la cual incluye cinco ámbitos: nuevos productos (o servicios), nuevos 
procesos o métodos de producción, nuevas fuentes de aprovisionamiento, el aprove-
chamiento de nuevos mercados, y nuevas formas de organización de los negocios.

RECUADRO 3. LA INNOVACIÓN EN LA DIRECTIVA
EUROPEA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 2014/24/UE
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contratos a PyMES innovadoras.
La implementación financiera de las reco-

mendaciones referidas a la CPI se hace a nivel 
nacional y comunitario. En España, los Progra-
mas INNODEMANDA e INNOCOMPRA, y a ni-
vel europeo, las subvenciones a las iniciativas 
conjuntas del Programa Horizonte 2020. El 
Programa INNODEMANDA financia las activi-
dades de I&D asociadas a una licitación públi-
ca,81 mientras que el Programa INNOCOMPRA 
apoya a los órganos públicos de las Comunida-
des Autónomas en el desarrollo de proyectos 
innovadores vinculados a compras públicas. 
En este último caso, hay cofinanciación del 
Programa operativo de I&D+i (innovación), del 
Fondo Tecnológico 2014-2020 de la UE y Fon-
dos FEDER de distribución regional.82

Herramientas similares a estas, implemen-
tadas adecuadamente, permitirían a los países 
del MERCOSUR construir bases productivas 
más complejas, competitivas y diversifica-
das, dotándolos de mejores capacidades para 
enfrentar los desafíos de la globalización y 
encaminarse en un sendero de desarrollo 
sustentable.

HACIA UNA MODERNIZACIÓN DEL MARCO 
REGULATORIO

Aunque el balance del MERCOSUR es po-
sitivo, sus resultados están por debajo del 
potencial que se previó originalmente para 
el proyecto integrador en términos del desa-
rrollo productivo y sustentable de todos los 

países miembros y, consecuentemente, de 
un mejor perfil de integración al mundo. Una 
combinación de factores explica ese desem-
peño por debajo del potencial. Una cancha 
de juego desnivelada y fuertes fluctuaciones 
macroeconómicas afectaron el libre comer-
cio intrazona. La incertidumbre de acceso al 
mercado ampliado reforzó la concentración 
de los beneficios en la economía de mayor 
dimensión. En el frente externo, las dificulta-
des para alcanzar acuerdos equilibrados en 
las negociaciones de comercio preferencial 
con los mercados desarrollados (en un con-
texto de debilitamiento del multilateralismo y 
de persistencia del proteccionismo agrícola) 
bloqueó la transición hacia un esquema más 
integrado y competitivo en el plano global. A 
esto debe sumarse, el peso de visiones aisla-
cionistas en las economías principales del blo-
que. En su conjunto, estos factores negativos 
de la trayectoria del acuerdo llevaron a una 
pérdida de visión compartida sobre el sentido 
y rumbo estratégico del MERCOSUR, deterio-
rando la percepción de ganancias mutuas y 
debilitando la cohesión interna.

Si bien la prioridad actual es superar con 
éxito las tensiones institucionales en el bloque 
y recuperar un crecimiento sostenible en los 
países miembros, el MERCOSUR debe mirar 
más allá, a fin de contribuir a un sendero de 
desarrollo sustentable y hacer posible un fu-
turo mejor para todos. Se trata de una recupe-
ración de las raíces desarrollistas del proyecto 

Este programa cuenta con un instrumento particular dedicado a todo tipo de PyMES 
innovadoras que aspiren a desarrollarse, crecer e internacionalizarse. La financiación 
de esta herramienta alcanza EUR 3,5 billones para 2004-2020 y busca asistir a las 
PyMES de alto potencial para desarrollar productos, servicios y procesos innovadores. 
El apoyo financiero y de negocios cubre todo el ciclo de la innovación y se materializa 
de la siguiente forma:
Fase I: Concepto y evaluación de la viabilidad: fondos concesionales o grants por hasta 
EUR 50 mil por proyecto (70% del costo), 6 meses de duración.
Fase II: I&D, Demostración, Replicación Comercial y Plan de Negocios: fondos conce-
sionales o grants en un rango de EUR 500 mil a EUR 2,5 millones por proyecto (70% 
del costo), entre 1 y 2 años de duración; consultoría y coaching de negocios sin cargo.
Fase III: Comercialización, Facilitación de Acceso a Financiamiento de riesgo para la 
explotación comercial de la innovación y otros servicios de consultoría de negocios: 
Brindados por la Red Europea de Empresas (Enterprise Europe Network).79

RECUADRO 4. LAS PYMES
Y EL PROGRAMA  HORIZONTE 2020
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integrador, en el cual se impulse la inversión y la 
innovación, a fin de aumentar la productividad 
y mejorar el perfil exportador. En esa extensa 
agenda, esta nota se ha limitado a enfocar un 
tema clave y de renovado interés internacional: 
la utilización de la contratación pública con fi-
nes estratégicos, situada en un nuevo marco de 
políticas y procedimientos que deben asegurar 
la eficiencia, transparencia e integridad, para no 
repetir los errores del pasado. Para apuntalar 
tanto la agenda interna como la agenda exter-

na, el MERCOSUR puede y debe modernizar la 
herramienta de la contratación pública, a nivel 
nacional y regional, con el fin alcanzar tanto los 
objetivos primarios de eficiencia y transparen-
cia, como los objetivos estratégicos vinculados 
a la innovación, al desarrollo de las PyMES y la 
formación de una red de PyMES innovadoras, 
y la protección del medio ambiente. Esto, ac-
tualmente, lo practican gran parte de los países 
desarrollados, y lo puede hacer el MERCOSUR 
como parte de su necesaria renovación.

NOTAS
68Entre enero de 1986 y diciembre de 1988, siendo 
Subsecretaria de Desarrollo Industrial, de Argentina, 
participé activamente en la negociación del Progra-
ma de integración ente Argentina y Brasil, y tuve un 
rol principal en el diseño, negociación y redacción de 
los Protocolos Sectoriales de Libre Comercio en Bie-
nes de Capital (1986), Industria de Alimentos e Indus-
tria Automotriz (1987) y luego en la negociación del 
Tratado de Integración (1988). El PICE se lanzó en ju-
lio de 1986 con el título de “Asociación para Crecer”.
69Blanchard y Galli (2005).
70OCDE (2011).
71Históricamente, los países desarrollados utilizaron 
herramientas de política industrial tradicional (pro-
tección y subsidios fiscales y financieros) para ascen-
der y luego, según Chang (2002; 2003), “patearon la 
escalera”.
72Este Programa es obligatorio en EE.UU. desde 1984 
y exige, en todos los contratos de provisión de bie-
nes y servicios que excedan los US$ 600 mil, y los 
US$ 1,5 millones en obras de construcción, la subcon-
tratación a pequeñas empresas, pequeñas empresas 
de veteranos, pequeñas empresas en zonas desven-
tajosas o sub-ocupadas y a pequeñas empresas pro-
piedad de mujeres.
73En Corea hay restricciones para la participación de 
empresas grandes en los contratos cuyos montos es-
tán por debajo de los umbrales que impone el Acuer-
do de Contratación Publica en la OMC (permitién-
dose la contratación directa en contratos pequeños 
menores a US$ 42.400); y en obras de construcción 
a partir de la segunda clase, obras menores a US$ 
127 millones en ingeniería civil y a US$93,2 millones 

en obras de arquitectura, solo pueden participar em-
presas PyMES.
74Véase OECD (2010) para el instrumento 9.
75La normativa en Israel sobre offset permite incen-
tivar la generación de empleo en zonas prioritarias 
o la inversión en tecnología avanzada e I+D, con un 
porcentaje de contabilización de hasta 150% para la 
compensación. Asimismo, en el caso de elección en-
tre dos proveedores extranjeros, se puede optar por 
el que mayor subcontratación local ofrezca realizar.
76Comisión Europea (2014ª). Esta disposición reem-
plazó la Directiva 2004/18/CE y debe ser incorpo-
rada en la normativa de cada país miembro en un 
plazo de dos años.
77Comunicación de la Comisión del 3 de marzo de 
2010.
78Comisión Europea (2014b).
79Más información en http://ec.europa.eu/programmes/
horizon2020/en/h2020-section/sme-instrument.
80MINECO, 2015.
81La página del Ministerio de Economía y Competiti-
vidad de España describe este Programa en el rubro 
de “Fondos de Fomento de la Innovación desde la 
Demanda” (Fondos FID). Se trata de un instrumen-
to financiero de apoyo a la oferta tecnológica que 
concurra a procesos de CPI, pudiendo financiar a 
empresas el coste de la innovación tecnológica re-
querida en la CPI. La entidad gestora de este Pro-
grama es el Centro para el Desarrollo Tecnológico 
Industrial (CDTI), del MINECO, www.cdti.es/index.
asp?MP=7&MS=581&MN=3.
82El Programa es gestionado por la Sub Dirección de 
Fomento a la Innovación Empresarial del MINECO.
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Es notorio que el MERCOSUR ha atravesa-
do sus peores momentos en los últimos años. 
Los desentendimientos entre los gobiernos han 
sido constantes y quizás el más emblemático 
–por lo absurdo– sea el que mantuvo enfren-
tados a Argentina y Uruguay por la instalación 
de una planta de celulosa en el río Uruguay. La 
suspensión de Paraguay en junio de 2012 y la 
consiguiente incorporación de Venezuela, fue 
otro momento crucial de esos enfrentamientos 
que aún proyecta sus malignas consecuencias 
sobre la actualidad.

Estos hechos nos hablan de una voluntad 
política de muy débil espíritu integracionista. 
Algunos practicaron un proteccionismo con-
tradictorio con la esencia del libre mercado que 
fue –y sigue siendo– el corazón del proyecto. 
Otros fueron indiferentes a esta violación de la 
letra y el espíritu del Tratado de Asunción. El 
hecho es que, desde la devaluación brasileña 
de enero de 1999, el MERCOSUR se estancó. Se 
habían vivido ocho años de real construcción, 
pero esa circunstancia reveló la notable asime-
tría de las cuatro economías asociadas. A partir 
de allí se fueron generando debates comercia-
les, a los que se les agregaron consideraciones 
políticas profundamente divisorias.

Han emergido en los últimos tiempos voces 
reivindicativas de un proceso más laxo, que 
habilitara a los Estados miembros a suscribir 
acuerdos comerciales fuera del Tratado. Es 
una demanda, aún no respondida, al problema 
real de que el mundo globalizado muestra una 
dinámica de mega-acuerdos comerciales. El 
Atlántico Sur aparece alejado, como aislado, en 
un momento en que el Pacífico marca el ritmo 
de la dinámica económica, en dialéctico juego 
con los EE.UU..

	 Esta situación pone en cuestión nues-
tro proceso de integración, que nació con un 

fuerte espíritu asociativo y la real esperanza de 
configurar un espacio económico de mayor es-
cala, que pudiera insertarse exitosamente en la 
economía global.

A nuestro juicio, la idea estratégica sigue 
siendo valiosa. Los cuatro países fundadores, 
por su vecindad geográfica, el flujo demográ-
fico y la cercanía cultural, podrían encontrar 
nuevamente en la asociación comercial un 
instrumento efectivo de desarrollo. El desafío 
es que abordaran la coyuntura histórica con 
mayor sentido práctico, menos retórica po-
lítica y una auténtica voluntad de recíprocas 
concesiones. Mi país, el Uruguay, sacrificó mil 
empresas en el altar de la apertura regional; 
no encontró, sin embargo, la respuesta con-
siguiente de ganar espacios en la frontera 
ampliada. La visión particularista, asociada a 
reclamos internos, fue llevando al desánimo. 
No se superará si no es con hechos. Hechos, 
repito. Y esto refiere, naturalmente, a las dos 
economías mayores.

Me aterroriza la repetida convocatoria a la 
“refundación”. Hoy se requieren avances prác-
ticos, pragmáticos, que vayan regenerando una 
confianza hoy desvanecida. Bien está el intento 
de continuar las negociaciones de acuerdo con 
Europa, pero no esperemos demasiado, por-
que allí se viven problemas demasiado graves 
para que se esté dispuesto a algún sacrificio de 
competencia. Nuestra mirada debe estar pri-
mero hacia lo nuestro, con realismo, para que 
se defina con claridad una estrategia. No pasa 
hoy por un MERCOSUR cerrado sino, por el 
contrario, por una estructura más flexible, que 
asegure de verdad la libre circulación interna y 
habilite algunos acuerdos parciales con otros 
espacios mayores. No luce muy heroico, pero 
es lo que se divisa en el horizonte. Más allá, ha-
blará el tiempo.

¿HAY FUTUROS
POSIBLES?

JULIO MARÍA SANGUINETTI 
ex Presidente de la República Oriental del Uruguay

VISIÓN ESTRATÉGICA
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MIRADAS
SECTORIALES
Además de analizar el andamiaje general de un proceso de integración, visiones particulares y 
focalizadas permiten comprender mejor el cuadro de dificultades y oportunidades que genera 
un proceso de esta índole. El abordaje estratégico del MERCOSUR en materia sectorial ha sido 
parcial e insuficiente, llegando incluso a la casi omisión de actividades que hacen parte sustan-
tiva de su inserción en el mercado global. Una excepción han sido las iniciativas de integración 
productiva, cuyo replanteamiento podría contribuir a aprovechar las ventajas de la integración 
en el nuevo escenario global.

EL FOCEM Y 
LA INTEGRACIÓN 
PRODUCTIVA

ADRYELLE PEDROSA FONTES
LEONARDO REISMAN 

INTEGRACIÓN
AGROPECUARIA

ALEJANDRO RAMOS
FERNANDO VILELLA

POLÍTICAS 
DE ARTICULACIÓN 
PRODUCTIVA

PABLO TRUCCO

INTEGRACIÓN 
FÍSICA 
SUDAMERICANA
 
EDISON BENEDITO 
DA SILVA FILHO
IVAN TIAGO MACHADO 
OLIVEIRA 
CARLOS LAMPERT COSTA
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INTEGRACIÓN 
AGROPECUARIA

ALEJANDRO RAMOS M.

FERNANDO VILELLA

ANÁLISIS

La creación del MERCOSUR incentivó el crecimiento de los flujos de comercio de productos 
agropecuarios aprovechando complementariedades entre sus socios; se trata, además, de 
países con notorias ventajas comparativas globales en este sector. Sin embargo, la arquitec-
tura institucional del bloque no ha contemplado suficientemente esta actividad. Alcanzar las 
condiciones para la libre circulación de productos agropecuarios facilitaría la constitución de 
cadenas de valor regionales con proyección global. Adicionalmente, una agenda densa de 
cooperación que ensanche la capacidad de innovación permitiría que los países se acoplen al 
ritmo de cambio técnico impuesto por los líderes mundiales. El principio constructivo de la 
integración debería combinar productivamente esfuerzos públicos y privados.
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MERCADO REGIONAL Y
COMPETITIVIDAD GLOBAL

Los cuatro socios fundadores del MERCOSUR 
son países con relevantes ventajas comparati-
vas en un amplio espectro de actividades agro-
pecuarias y agroindustriales. Sus exportacio-
nes extra-regionales muestran un componente 
destacado de productos obtenidos gracias a 
esa específica dotación de recursos naturales. 
Aunque entre 2003-2008 el auge de precios 
de los productos básicos (en particular, de los 
alimentos) favoreció notoriamente al sector ex-
terno de estas economías, el posterior enfria-
miento relativo de estos mercados ha puesto 
en evidencia la necesidad de aprovechar esos 
recursos con un rango más diversificado de 
bienes.

Este artículo se enfoca en la función que 
podría cumplir la integración agropecuaria en 
el MERCOSUR para apalancar una inserción 
competitiva y de mayor amplitud de este sec-
tor en los mercados mundiales. En la primera 
parte se resumen algunas de las tendencias 
mundiales en la producción y la productividad 
agropecuaria, así como en el consumo de es-
tos bienes, las cuales ofrecen oportunidades y 
fuertes desafíos al bloque regional. En espe-
cial se presentan indicadores que caracterizan 
las modalidades que ha asumido el cambio 
tecnológico en este sector en los últimos de-
cenios. En el plano de la producción, después 
de la “Revolución Verde” de los 70s y 80s   que 
elevó la producción agropecuaria mediante 
tecnologías que intensificaban el uso de insu-
mos (fertilizantes, agua, etc.)   desde los 90s 
el eje de la innovación se desplazó hacia la 
búsqueda de ganancias masivas de eficiencia: 
producir más con menos insumos. Con ello se 
busca garantizar el abastecimiento de la cre-
ciente demanda mundial, a la vez que se im-
pulsa la sustentabilidad ambiental del sector 
en el largo plazo. No obstante que los países 
del MERCOSUR son actores protagónicos en 
la producción agropecuaria mundial, un indi-
cador de eficiencia (y por tanto de incorpo-
ración de tecnología) basado en estimaciones 
a precios constantes provistas por el Depar-
tamento de Agricultura de EE.UU. muestra un 
cierto rezago respecto a los centros de inno-
vación, ubicados en EE.UU., los países euro-
peos y China. Por su parte, los mercados de 
productos agropecuarios exhiben cada vez 
más fenómenos de diferenciación que requie-
ren combinaciones estratégicas de investiga-

ción y desarrollo, inteligencia de mercados, 
logística y medidas de política comercial de 
gran complejidad. Una articulación regional 
de los sistemas de innovación agropecuarios 
permitiría situar al bloque como protagonista 
del sector no solo en términos de escala, sino 
también de eficiencia y generación de nuevos 
productos.

La segunda parte revisa el impacto del 
MERCOSUR en el sector agropecuario de sus 
socios, tanto en términos de expansión de los 
flujos de comercio regional, como del desarro-
llo de su arquitectura institucional. Una inte-
gración efectiva de los mercados nacionales es 
una condición necesaria para la conformación 
de potentes cadenas de valor regionales agro-
pecuarias centradas en la innovación a escala 
mundial. Visualizar al MERCOSUR como pla-
taforma para exportaciones extra-regionales 
diversificadas -y logradas con tecnologías más 
eficientes y sustentables- es un objetivo estra-
tégico para mejorar la posición competitiva 
de sus socios en el mercado mundial en este 
sector.

TENDENCIAS GLOBALES
Tanto las tendencias del cambio tecnoló-

gico como la evolución reciente de la estruc-
tura de la producción y el consumo de bie-
nes agropecuarios a nivel mundial presentan 
oportunidades y desafíos para que los países 
del MERCOSUR capturen su potencial compe-
titivo en este sector. Desde los 90s, se ha ido 
verificando una mayor densidad tecnológica en 
estas actividades, reflejada en la eficiencia de 
los procesos y en los productos elaborados, y 
como un resultado oleadas de innovación ori-
ginadas en algunas economías. Esto se conjuga 
con proyecciones favorables para esos merca-
dos, tanto en términos de expansión cuantita-
tiva de la demanda, como de diversificación de 
productos. Aparte de los esfuerzos productivos 
que esto requiere, en el plano de la política co-
mercial y de integración regional es necesario 
dar pasos para mejorar el acceso a mercados 
más amplios, permitiendo capturar las ventajas 
de escala que ello conlleva. El MERCOSUR pue-
de ser un instrumento para ello.

AGROINDUSTRIA HOY:
LAS CUATRO OLAS DE INNOVACIÓN

Los sistemas de producción agroindustrial 
han seguido una ruta evolutiva que se diri-
ge hacia lo que hoy se denomina “agricultura 
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ampliada” y “bioeconomía”. En estas nociones 
confluyen una gran diversidad de nuevas tec-
nologías productivas e innovaciones de pro-
ducto, observándose una fertilización cruzada 
entre disciplinas y técnicas que antes se encon-
traban separadas. Para caracterizar el estado 
del arte en esta materia, pueden deslindarse 
analíticamente cuatro olas de innovación.

En primer lugar, se ha venido consolidando 
una tendencia hacia la implantación de “siste-
mas intensivos” de producción agropecuaria 
que comprende la difusión de muchos proce-
sos y productos intermedios novedosos; por 
ejemplo: agricultura de precisión; irrigación por 
goteo, prácticas agrícolas de conservación del 
suelo, semillas e insumos “especiales” logradas 
gracias a múltiples técnicas genéticas. Maqui-
narias y equipos incorporan crecientemente 
conocimientos de frontera en diversos cam-
pos, en especial de tecnologías de información 
y comunicación que son aplicadas a la produc-
ción y a la comercialización; en particular, en 
sus expresiones más recientes: Big Data e Inter-

El producto agropecuario (Z
t
) es resultado del empleo de una combinación de recur-

sos (R
t
) durante un periodo dado de tiempo. Una definición genérica de productividad 

(P
t
) establece que: 

Para establecer esta relación en términos de una unidad de medida común (y no de 
las colecciones heterogéneas de productos e insumos), puede aplicarse un enfoque de 
contabilidad a precios constantes, homogenizando las magnitudes con precios fijados 
en una moneda común y correspondientes a un año base t dado. Las variables Z

t
 y R

t
 

son a su vez resultado de componentes desagregados. En el primer caso, de distin-
tos productos agropecuarios, y en el segundo, de los varios insumos empleados. La 
participación de estos (la estructura de la producción y de los costos en el año base) 
puede emplearse para agregar distintos indicadores físicos de producción (p.e. tone-
ladas de naranjas), de recursos (p.e. hectáreas de tierra), o bien series adecuadamente 
deflactadas de estos.
El indicador de evolución de la productividad (específicamente, de la productividad 
total de factores P

t
) resulta de la aplicación de un operador de crecimiento logarítmi-

co al cociente P
t
, el cual designaremos con el signo diacrítico ^. Este operador genera 

la derivada temporal de los logaritmos naturales de las variables Z
t
 y R

t
, con lo cual 

podemos escribir: 

P
t  
=

 
Z

t
 - R

t

El crecimiento en la productividad total de factores entre dos periodos es, pues, el 
incremento de la producción, una vez que se substrae el aumento efectuado de los 
recursos empleados en su elaboración. El crecimiento de Rt puede ser ulteriormente 
descompuesto en los aportes que hacen los distintos factores (trabajo, tierra, fertili-
zantes, superficie irrigada, etc.).
El ERS obtiene indicadores de esta variable para 167 países utilizando las bases de datos 
de productos y de insumos agropecuarios de FAO, complementadas con información 
nacional. Las series están construidas con precios constantes en dólares de 2005 (en 
realidad, precios promedio 2004-2006 provenientes de FAO). Las series de producción 
agropecuaria son alisadas utilizando el filtro Hodrick-Prescott para atenuar su variabili-
dad anual. Véase: USDA-ERS (2017), Fuglie y Wang (2012) y Fuglie y Rada (2013).

RECUADRO 1. UNA MEDIDA DE LA PRODUCTIVIDAD TOTAL
DE FACTORES

P
t
=

Z
t

------
R

t

^     ^  ^

La intensidad
tecnológica ha elevado

la eficiencia
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net de las Cosas. El efecto neto de esta mayor 
intensidad tecnológica es una elevación nota-
ble de la productividad agropecuaria a través 
de la eficiencia de sus procesos de producción: 
se logra producir más con menos insumos.83 
Como se verá luego, este fenómeno se obser-
va principalmente en los centros generadores 
de estas tecnologías, EE.UU. y los países euro-
peos, pero también, y de forma sorprendente, 
en el sector agropecuario de China. Por otra 
parte, es claro que la intensidad tecnológica 
dispara cambios sustanciales en los sistemas 
de gestión del sector que impactan y tensio-
nan tanto la agricultura de gran escala como a 
la agricultura familiar.

En segundo lugar, se observa un amplio 
abanico de innovaciones en la elaboración de 
productos alimenticios finales, por ejemplo, 
los “alimentos funcionales”. En este caso, el 
cambio técnico busca crear bienes dirigidos 
a mercados segmentados, aunque diseñados 
para un mercado global. Por ejemplo, los ali-
mentos funcionales pueden tener propiedades 
nutraceúticas, es decir, fusionan nutrientes y 
fármacos; un caso muy difundido es el de los 
probióticos. En el espacio de innovación de 
productos es previsible una nueva generación 
de “alimentos industrializados”, ya hoy presen-
tes en el mercado en muchos países. Algunos 
analistas84 prevén la extensión masiva de prác-
ticas de alimentación fuera del hogar en mu-
chas economías que demandarían bienes cuyo 
consumo final requiere muy pocas etapas ulte-
riores de elaboración, como hidratarlos o ca-
lentarlos. Para situarse en la frontera de estas 
innovaciones (o próximo a ella) son necesarias 

inversiones sustanciales en investigación y de-
sarrollo en campos tales como ingeniería de 
procesos y productos, logística, inteligencia de 
mercados, creación de marcas, etc. También es 
necesario que el sector productivo incorpore 
regulaciones normativas que le permitan acce-
der a mercados globales.

Una tercera tendencia es la mayor difusión 
de “tecnologías de conversión” de materias 
primas agrícolas en proteína animal, lográn-
dose un marcado crecimiento de la produc-
ción de carnes vacunas, aviares, porcinas, así 
como de huevos y leche. Este cambio está en 
sintonía con la evolución de la estructura de la 
demanda de alimentos, cuyas modificaciones 
dependen de una combinación de la eleva-
ción del ingreso en grandes capas de la pobla-
ción mundial (aumento de la clase media, por 
ejemplo, en China) y cambios en los gustos de 
los consumidores, que se inclinan hacia una 
mayor diversidad y calidad de los productos 
alimenticios.

Por último, puede anotarse la progresiva 
configuración de un nuevo sector productivo, 
la “bioeconomía” que fusiona disciplinas bio-
lógicas, genéticas y prácticas agrícolas con 
el fin de lograr nuevos procesos y productos; 
notablemente, biocombustibles de primera y 
segunda generación, bioplásticos obtenidos 

GRÁFICO 1
PARTICIPACIÓN DE ECONOMÍAS SELECCIONADAS EN EL VOLUMEN 
DE PRODUCCIÓN BRUTA AGROPECUARIA Y EN LA POBLACIÓN MUNDIAL, 2004-2013
(EN PORCENTAJES)

Nota: El volumen de producción bruta agropecuaria está estimado a precios constantes de 2005; la población corresponde 
a las series del Banco Mundial; la participación corresponde al promedio del decenio 2004-2013.
Fuente: Elaboración propia con cifras del ERS del Departamento de Agricultura de EE.UU. y del Banco Mundial.
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de diversas fuentes, y otra gama de bienes.85  
Este componente del sistema de innovación 
es el más dinámico y el que tiene un potencial 
más imprevisible. Por ejemplo, la conversión 
de energía solar en biocombustibles, posible 
cuando se dispone de superficies fotosinté-
ticas masivas, es uno de los procesos en que 
más se ha avanzado en las últimas décadas y 
en el cual algunos países del MERCOSUR tie-
nen ventajas.

Estas cuatro olas de innovación que atravie-
san las cadenas agroindustriales se sustentan 
concretamente en los avances en biotecnolo-
gía, genética y en prácticas agrícolas y pecua-
rias más eficientes y sustentables, así como en 
la creación de redes de servicios profesionales 
de alta complejidad, entrelazados en comple-
jos sistemas de innovación. El avance trans-
versal de las aplicaciones de las tecnologías 
de información y de comunicación en la agro-
industria es por supuesto uno de los motores 
de estos cambios. La posibilidad de capturar 
información masiva mediante múltiples senso-
res (de imágenes u otras variables) aparejados 
a la maquinaria, drones o satélites y el diseño 
de algoritmos de procesamiento de esos datos 
apunta a la optimización de los procesos. Esto 
lleva a lograr combinaciones más eficientes 

de insumos para producir cantidades iguales 
o mayores de productos. Cabe notar que, no 
solo los productos obtenidos con estas técni-
cas son exportables, sino que las propias tec-
nologías pueden dar lugar a flujos de servicios 
basados en conocimiento, también comerciali-
zables. En estas cuatro olas de innovación, los 
países del MERCOSUR deberían jugar un papel 
relevante; políticas regionales en esta materia 
potenciarían esas fortalezas.

LA OFERTA: EL SALTO DE PRODUCTIVIDAD
Y EL MERCOSUR

La innovación de procesos mencionada ha 
tenido efectos tangibles en los indicadores del 
volumen real de producción y en la producti-
vidad agropecuaria mundiales. Esos efectos 
ciertamente han sido desiguales y se concen-
tran en los países desde donde irradian mayo-
ritariamente esas innovaciones, EE.UU. y los 
países europeos, a los que debe agregarse el 
brillante desempeño de este sector en China. El 
Servicio de Investigaciones Económicas (ERS, 
por sus siglas en inglés) del Departamento de 
Agricultura de los EE.UU. provee medidas in-
ternacionalmente comparables de producción 
bruta y la productividad agropecuarias en las 
que se observan esos fenómenos.86 Este or-
ganismo estima series a precios constantes 
(1961-2013) que descomponen el crecimiento 
del volumen de producción agropecuaria en 
dos factores: el atribuible a la expansión en el 
uso de recursos (trabajo, tierra, fertilizantes, 
etc.), y el derivado de la “productividad total 
de factores” (PTF), es decir, el atribuible esen-

Nota: Volumen bruto de producción agropecuario estimado a precios constantes de 2005; tasas de variación logarítmicas; 
las tasas de 2013 en negrita corresponden al promedio 2004-2013.
Fuente: Elaboración propia con cifras del ERS del Departamento de Agricultura de EE.UU.

GRÁFICO 2
TENDENCIA DEL CRECIMIENTO DEL VOLUMEN BRUTO DE PRODUCCIÓN AGROPECUARIA 
EN ECONOMÍAS SELECCIONADAS, 1995-2013
(PROMEDIOS MÓVILES DECENALES DE TASAS DE VARIACIÓN, EN PORCENTAJES)
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cialmente a combinaciones más eficientes en el 
uso de esos recursos87 (Recuadro 1). La PTF es 
un indicador de productividad que aproxima el 
efecto que tiene la innovación en términos de 
reducción en el uso de recursos. Cuando la pro-
ducción crece más que los insumos utilizados, 
se registra un aumento de la PTF. Se trata de 
una medida sintética del rendimiento (en lugar 
de las tradicionales medidas factoriales parcia-
les, como “toneladas/hectárea”) que enfoca 
en el efecto de sustentabilidad de largo plazo 
que tiene la innovación: en qué grado el cambio 
técnico eleva la producción reduciendo la pre-
sión sobre los recursos utilizados.88

Conviene, en primer lugar, examinar la par-
ticipación del MERCOSUR-4 en el volumen de 
producción agropecuaria bruta global estima-
do por el ERS. En este aspecto, los países del 
bloque se sitúan, sin duda, como protagonistas 
principales del sector a escala mundial (Gráfi-
co 1). En el promedio de la década 2004-201389  

el bloque representó 8,0% de la producción 
mundial, siendo que comprende solo 3,6% de 
la población.

Ordenados por la diferencia (positiva o 
negativa) entre ambas participaciones (que 
aproxima la importancia relativa del país), el 

MERCOSUR se encuentra en tercer lugar, solo 
detrás de EE.UU. y de un agregado de 26 paí-
ses europeos.90 Hay que subrayar que China 
(que representa la mayor producción absoluta, 
22,7%) se encuentra en la cuarta posición en 
este indicador, un resultado derivado del soste-
nido crecimiento relativo de su actividad agro-
pecuaria en años recientes. En contraste, India, 
si bien comprende casi 10% del volumen de 
producción agropecuaria mundial, tiene cerca 
de 18% de la población, por lo que su posición 
relativa está en el extremo inferior de la escala. 
La relación entre producto agropecuario y po-
blación es una de las condiciones que caracte-
rizan a las economías como “superavitarias” o 
“deficitarias” en el comercio internacional agro-
pecuario. La elevada importancia relativa de la 
actividad agropecuaria se refleja, en el caso de 
algunas economías (como el MERCOSUR), en 
sus superávits en el comercio internacional en 
este sector; para China, ese indicador implica, 
por el momento, un crecimiento del consumo 
interno de alimentos.

La dinámica de producción en las últimas 
dos décadas también posiciona al MERCOSUR 
como un gran actor del sector agropecuario 
global (Gráfico 2).

En el decenio 2004-2013, la producción 
agropecuaria mundial creció a una tasa media 
de 2,5% por año con una tendencia reciente a 
estabilizarse. Esta variable registró una suave 
pero relevante aceleración a inicios del mile-
nio, en parte como efecto de la incorporación 
de tecnologías más eficientes que comenzó a 

GRÁFICO 3
TENDENCIA DE LA PRODUCTIVIDAD TOTAL DE FACTORES DEL SECTOR AGROPECUARIO 
EN ECONOMÍAS SELECCIONADAS, 1995-2013
(PROMEDIOS MÓVILES DECENALES DE TASAS DE VARIACIÓN, EN PORCENTAJES)

Nota: Variación de la productividad total de factores a precios constantes de 2005; tasas de variación logarítmicas; los 
agregados MERCOSUR-4 y Europa-26 son un promedio ponderado con la estructura del volumen en 2005; el agregado 
mundial es el del ERS; la tasa objetivo de la PTF corresponde a la meta del GHI; las tasas indicadas en 2013 son las de 
2004-2013. 
Fuente: Elaboración propia con cifras del ERS del Departamento de Agricultura de EE.UU. y de Global Harvest Initiative.
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operar en la década precedente. Los grandes 
impulsores de esta expansión de la producción 
han sido economías emergentes como China, 
India y los países del MERCOSUR, que exhiben 
una tendencia de incremento muy superior a 
la de las economías maduras, EE.UU. y los paí-
ses europeos. En estos últimos, la producción 
agropecuaria prácticamente se estancó en las 
últimas dos décadas, mientras que en EE.UU. 
se observa una marcada desaceleración, re-
gistrando una tasa de 0,9% promedio por año 
en 2004-2013. Esto contrasta con los fuertes 
crecimientos de India (3,9%) y de China y el 
MERCOSUR cuyas tasas convergen cerca de 
un sólido promedio anual de 3,5%, aunque con 
patrones diferentes: mientras que la tenden-
cia del bloque sudamericano es a la desacele-
ración, China ha sostenido esa tasa por cerca 
de un lustro. La trayectoria del MERCOSUR se 
explica por significativos enfriamientos en Bra-
sil y Argentina, cuyos crecimientos alcanzaron 
máximos entre 2006 y 2008; en Argentina, 
de hecho, el sector crece menos que la media 
mundial en el último decenio. La pérdida de im-
pulso en estos dos socios ha sido parcialmente 
compensada por marcadas aceleraciones en el 
crecimiento de la producción agropecuaria de 
Paraguay y Uruguay.

El balance del sector agropecuario del 
MERCOSUR en términos de importancia rela-
tiva y de expansión de la producción es, pues, 
claramente positivo. Los socios del bloque han 
logrado mantenerse a la par en la carrera con 
los destacados desempeños de India y de China 
en esta actividad. Sin embargo, el panorama no 
es igualmente brillante cuando se examinan los 
indicadores de productividad (Gráficos 3 y 4).

En el decenio 2004-2013, la mayor parte del 
crecimiento del sector agropecuario mundial 
se explica por el incremento de la PTF: el au-
mento anual del volumen de producción (2,5%) 
resulta de un aumento de 1,7% en la PTF y de 
0,8% debido a la incorporación de insumos; es 
decir, poco más de dos tercios de la variación 
se debe a la difusión de nuevas tecnologías que 
hacen un uso más eficiente de los recursos. El 
crecimiento medio de la PTF de 1,7% se acer-
ca a la meta establecida por la Global Harvest 
Initiative para esta variable.91 En 2009, la Con-
ferencia de la FAO para la Seguridad Alimen-
taria, estableció que era necesario duplicar la 
producción agropecuaria en 2050 para lograr 
balancear una trayectoria prevista de deman-
da, impulsada por el crecimiento demográfico, 
el aumento del ingreso y los cambios en los 

patrones de consumo. Ahora bien, lograr ese 
objetivo a la vez que se estabiliza la presión 
sobre los recursos y la huella ambiental de la 
actividad agropecuaria requiere, precisamente, 
el señalado aumento sostenido de la PTF a una 
tasa media de 1,75%. Como señalan la Global 
Harvest Initiative y el ERS,92 el vector de este 
resultado es la inversión en ciencia y tecnolo-
gía, extensión agrícola, educación rural, infraes-
tructura y mejoramiento de las instituciones, en 
especial de las vinculadas al sistema de innova-
ción de los países.

Es auspicioso que el crecimiento mundial 
de la PTF agropecuaria se aproxime a la meta 
de sostenibilidad de este sector. Sin embargo, 
el resultado agregado expresa evoluciones 
distintas entre los principales protagonistas 
mundiales en esta actividad. En primer lugar, 
la mencionada débil trayectoria de crecimien-
to del sector en los países desarrollados está 
asociada con un comportamiento excepcional 
en la PTF. En EE.UU. el crecimiento de 0,9% 
anual entre 2004-2013 se explica por una re-
ducción media en el uso de insumos de -0,9% 
por año (acotando de ese modo el impacto 
ambiental del sector) y un aumento de la PTF 
de +1,8%; los países europeos vienen logrando 
una reducción del empleo de recursos aún más 
marcada (-1,6%), que prácticamente balancea 
el incremento de la PTF (+1,5%); de allí el creci-
miento nulo de su producción agropecuaria en 
el decenio.

Es llamativo que el perfil de esta descompo-
sición para China muestre mayores semejanzas 
con el de los países desarrollados que con el de 
otros países en desarrollo, como la India y los 
del MERCOSUR. El aumento medio de la pro-
ducción agropecuaria china (3,4%) resultó de 
un crecimiento de la PTF de 3,3% (casi el doble 
de la media mundial), y de un aumento margi-
nal (0,2%) en los recursos aplicados. Aunque 
este perfil del desarrollo agropecuario de China 
obedece seguramente a la propia restricción 
de recursos que tiene el país (por ejemplo, la 
escasa disponibilidad de tierra arable), resulta 
de una masiva aplicación de innovaciones tec-
nológicas al sector que han elevado sustancial-
mente la eficiencia de la actividad.93

El crecimiento de la
eficiencia agropecuaria de

China es sorprendente
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El desempeño de India es menos destacado. 
Aunque el salto en la PTF (+2,5%) es superior 
a la media mundial, 38% del crecimiento total 
(3,9%) se explica por el aumento en el uso de 
insumos. El crecimiento de la PTF en el agre-
gado MERCOSUR converge con el de India, no 
con el de China, como si ocurre en términos 
de la expansión de la producción. Por otra par-
te, el MERCOSUR registra un crecimiento en la 
incorporación de insumos igual al de la media 
mundial (0,8%), lejos de la situación de los cen-
tros innovadores, EE.UU. y los países europeos, 
y también de la de China. El resultado agrega-
do resume comportamientos muy heterogé-
neos entre los socios del bloque, siendo Brasil 
y Paraguay los que logran mejores resultados 

en términos de la PTF (aunque sin lograr los 
resultados de China94), mientras que Argentina 
y Uruguay muestran un patrón incluso menos 
favorable que el de India.95

También cabe contrastar la dinámica de la 
PTF entre China y el MERCOSUR en un periodo 
más extenso. En efecto, como muestra el Gráfi-
co 5, el aumento de la PTF en el MERCOSUR (y 
en Brasil) alcanzó un máximo hacia 2009, para 
luego desacelerarse; en China, en cambio, tie-
ne una trayectoria ascendente desde esa fecha. 
Esta creciente disparidad en el desempeño de 
la productividad agropecuaria entre China y el 
MERCOSUR es particularmente relevante, en la 
medida en que China constituye el más impor-
tante mercado para los productos agropecuarios 

El crecimiento de la productividad agrícola, ya sea en la modalidad que imperó en 
la “Revolución Verde” (adición de insumos como fertilizantes o pesticidas), o en la 
modalidad dominante desde los noventa (mayor eficiencia en el empleo de recur-
sos) ha permitido garantizar el abastecimiento de alimentos y otras materias primas 
a una población mundial creciente desde inicios del siglo XX. Al mismo tiempo, esta 
abundancia relativa de alimentos ha implicado una presión bajista sobre sus precios. 
Según Fuglie y Wang (2012), entre 1900 y 2010, los precios de los bienes agrícolas, 
expresados en dólares y ajustados por inflación, han caído en promedio 1% anual. Esta 
trayectoria secular ha estado marcada por fuertes fluctuaciones, con periodos de alza 
como el registrado en la primera década del milenio, y periodos de estancamiento y 
caída. Estas señales operan mayoritariamente en un intervalo temporal anual, derivado 
de la misma naturaleza estacional de muchos componentes del sector agropecuario.
Esta forma de operación del mercado, y la tendencia secular de caída de los precios 
reales, no conforman un dispositivo perfecto en términos de emisión de señales que 
estimulen la investigación y el desarrollo tecnológico en el sector y, por tanto, sosten-
gan un crecimiento de la productividad compatible con un equilibrio sustentable de 
largo plazo del sector. Como indica el GHI (2010), la captura de los beneficios de las 
inversiones en ciencia y tecnología en el sector agropecuario “puede llevar años”. El 
periodo de gestación de estas inversiones suele ser muy extenso y los resultados muy 
inciertos. Por ello, el capital de riesgo que debe comprometerse no está usualmente al 
alcance de toda la gama de productores. Tampoco el sector público de países media-
nos y pequeños tiene siempre medios disponibles para crear condiciones aptas para la 
innovación y la adopción de nuevas tecnologías en la actividad.
Estas circunstancias generan un importante problema de coordinación inter-temporal, 
sobre todo cuando se establece un objetivo de largo plazo: por ejemplo, sostener una 
tasa de crecimiento de la PTF de 1,75% anual de manera que, la buscada duplicación 
de la producción agropecuaria en 2050, sea neutral en términos de su impacto en el 
uso de recursos.
De allí, que la generación, difusión e incorporación de técnicas productivas más efi-
cientes requiera de esfuerzos de cooperación no solo al interior del sector privado, 
sino también entre los sectores público y privado.
Una ampliación de esos procesos de coordinación a escala regional en el MERCOSUR 
permitiría capturar ventajas de especialización en el aprendizaje, la generación y difu-
sión de innovaciones en un sector en el cual el bloque es protagónico a nivel mundial, 
pero en el cual sus indicadores de innovación muestran cierto rezago.

RECUADRO 2. INNOVACIÓN Y SEÑALES DE PRECIOS EN EL
SECTOR AGROPECUARIO: EL DÉFICIT DE COORDINACIÓN
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de exportación de los países del MERCOSUR.
En resumen, en lo concerniente a la ola de 

innovación que ha elevado la eficiencia del sec-
tor agropecuario mundial, el MERCOSUR apa-
rece como un actor con un desempeño menos 
destacado cuando se utiliza como indicador 
la PTF. Si bien las economías del bloque regis-
tran apreciables ganancias de eficiencia, estas 
son, sin duda, de menor entidad que las de los 
países desarrollados, pero también son meno-
res que las logradas por China en las décadas 
recientes. Adicionalmente, esas ganancias de 
eficiencia han tendido a reducirse en los últi-
mos años y expresan patrones divergentes 
entre los integrantes del bloque. El sólido cre-
cimiento del sector agropecuario de China en 
años recientes, fundado prácticamente en su 
integridad en ganancias de eficiencia, denota 
la operación de un potente sistema de innova-
ción. Los derrames de un dispositivo de esta 
naturaleza, en términos, no solo de aumento de 
la eficiencia de procesos, sino de innovación de 
productos, podrían generar un escenario en el 
cual los países del MERCOSUR tengan dificul-
tades para capturar el potencial de acceso a 
ese mercado con una gama diversificada de 
productos, consolidándose una oferta exporta-
ble muy limitada en variedad. Una convergen-
cia regional en materia de coordinación de po-
líticas de innovación en el sector agropecuario 
sería una herramienta para desplazar ese esce-
nario (Recuadro 2).

LA DEMANDA: TRANSICIÓN
NUTRICIONAL E INNOVACIÓN

DE PRODUCTOS
Las oleadas de innovación que atraviesan la 

agroindustria a escala global se conjugan con 
tendencias presentes en la demanda y el co-
mercio de esos bienes, las cuales reflejan va-
riables demográficas, cambios en las preferen-
cias de los consumidores y creación de nuevas 
fuentes de demanda más allá del ámbito de los 
alimentos.

La demografía mundial ha experimenta-
do impresionantes cambios en años recientes 
(Gráfico 5). En el año 2000 la población mun-
dial era de 6.115 millones de habitantes, una ci-
fra que en 2015 alcanzó 7.350 millones de ha-
bitantes, una expansión entre puntas de 20,1%.

Aunque la dinámica de ese incremento está 
caracterizada por una tasa anual decreciente 
(de 1,33% en 2001 a 1,18% 2015), se encuentra 
aparejada a indicadores positivos y sorpren-
dentes de esperanza de vida al nacer: los 67,6 
años en el año 2000 se convirtieron en 71,5 
años en 2014, última fecha para la que hay es-
timaciones. Este aumento de +3,9 años resulta 
de mejores condiciones sociales y de salud en 
amplios segmentos de la población mundial; 
de esto también es un indicio la caída soste-
nida en la tasa de mortalidad infantil. El creci-
miento poblacional absoluto (a una tasa decre-
ciente) aunado a un mayor intervalo promedio 
de vida implica, en principio, una presión po-
sitiva sobre el lado de la demanda en el mer-
cado de alimentos. Entre otros impactos más 

GRÁFICO 4
APORTE DE LAS VARIACIONES DE LA PRODUCTIVIDAD TOTAL DE FACTORES Y DE 
LOS INSUMOS AL CRECIMIENTO DEL VOLUMEN BRUTO DE PRODUCCIÓN AGRÍCOLA EN 
ECONOMÍAS SELECCIONADAS, 2004-2013 (EN PORCENTAJES)

Fuente: Elaboración propia con cifras del ERS del Departamento de Agricultura de EE.UU.
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específicos, cabe señalar, por ejemplo, que el 
ensanchamiento poblacional de franjas etáreas 
superiores estimula la elaboración de produc-
tos diferenciados para dichos segmentos. En la 
misma línea, cabe notar que, por primera vez 
en la historia, el número de desnutridos (805 
millones de personas) representa la mitad que 
las personas con sobrepeso (1.600 millones de 
personas);96 productos innovadores podrían 
atender a los carentes con una mejor y más va-
riada alimentación, y a los “sobrealimentados” 
con una dieta equilibrada.

Un examen del comportamiento de largo 
plazo de la producción de alimentos y la pobla-
ción mundial es revelador (Gráfico 6 y Cuadro 
1). En primer lugar, se observa un crecimiento 
sostenido de la producción de alimentos por 
habitante.97 Entre 1961-1964, en promedio anual, 
se producían 631 Kg de alimentos por habitan-
te, mientras que esta cifra alcanzó 821 Kg/h en 
2009-2013; un salto de 30,1%. Este indicador 
muestra que, en este intervalo, tanto la expan-
sión extensiva del sector agropecuario como la 
potencia del desarrollo tecnológico, lograron 
neutralizar la dinámica postulada por Malthus a 
inicios del siglo XIX: el ritmo de crecimiento de 
la oferta de alimentos fue superior al ritmo de 
expansión de la población. En ese intervalo, la 
población se multiplicó por 2,22, mientras que 
la producción de alimentos lo hizo por 2,89;98  
70% de ese incremento se explica por mayor 
productividad, mientras la ampliación de la 
frontera agrícola tuvo menos importancia en la 
conformación de este patrón global. De hecho, 
la cantidad de suelo útil por habitante se redujo 
de 0,46 Ha a 0,21 Ha.

Pueden distinguirse dos etapas en el men-
cionado crecimiento de la producción de ali-
mentos por habitante: entre los quinquenios 
1961-1964 (631 Kg/h) y 1990-1994 (692 Kg/h) 
el crecimiento fue de 9,6%, mientras que, entre 
este último y el de 2009-2013 (821 Kg/h), fue 
de 18,7%; es decir, el ritmo se duplica respec-
to al periodo precedente. Uno de los factores 
que explica esto es que la innovación que co-
mienza a aplicarse desde los 90s está, como se 
mencionó, focalizada en el mejoramiento de la 
eficiencia de los procesos de producción. Para 
continuar con esta trayectoria, se requieren 
esfuerzos sostenidos en esta línea durante las 
próximas décadas.

Adicionalmente a la señalada expansión 
de la oferta de alimentos por habitante, se ha 
producido un cambio significativo en la com-
posición de la producción: la llamada “transi-
ción nutricional” que viene observándose en 
los patrones de consumo mundial, reflejada en 
el variado dinamismo relativo de la producción 
de distintos tipos de alimentos. Por un lado, se 
ha verificado un aumento histórico significativo 
del consumo de carnes y huevos: desde 27,0 
Kg/h a inicios de los 60s, a 49,4 Kg/h en el 
periodo más reciente, un aumento de 82,8%99.  
En el mismo sentido, se ha dado un desplaza-
miento hacia productos de alta densidad nu-

GRÁFICO 5
VARIABLES DEMOGRÁFICAS MUNDIALES SELECCIONADAS, 2000-2015
(EN MILLONES, PORCENTAJES Y AÑOS)

Fuente: Elaboración propia con las series del Banco Mundial.
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tricional, es decir, aquellos con más proteínas, 
minerales y vitaminas por caloría. En particular, 
desde los 90s, se da un crecimiento acelerado 
de hortalizas no feculentas (con una relativa-
mente baja proporción de hidratos de carbo-
no, como zanahoria, brócoli, tomate, apio, etc.), 
frutas (cítricas y no cítricas) y aceites vegetales 
(que reemplazan grasas animales en la cocina). 
Por otra parte, ha tendido a estancarse o a de-

clinar la producción por habitante de raíces 
feculentas (que contienen hidratos de carbo-
no simples, como la mandioca) y de cereales 
y legumbres secas. Cabe notar que el sector 
de las carnes mantiene una tendencia histórica 
de expansión que se sostiene después de los 
90s, cuando se produce un salto explosivo en 
el consumo de aceite, hortalizas no feculentas 
y algunas frutas (Cuadro 1).

GRÁFICO 6
PRODUCCIÓN DE ALIMENTOS Y POBLACIÓN MUNDIAL, 1961-2013
(PROMEDIOS QUINQUENALES)

PRODUCCIÓN TOTAL DE ALIMENTOS 
Y POBLACIÓN MUNDIAL                             

PRODUCCIÓN (KG) POR HABITANTE EN 
SECTORES NO DINÁMICOS (1990-2013)              

PRODUCCIÓN (KG) POR HABITANTE 
EN SECTORES DINÁMICOS (1990-2013) 

PRODUCCIÓN (KG) POR HABITANTE EN
SUBSECTORES CÁRNICOS
 

Nota: Los promedios son quinquenales excepto 1961-1964 por falta de información; se contabiliza solo el consumo humano 
directo de cereales, excluyendo su uso forrajero y la cebada; los sectores “dinámicos” son aquellos que crecieron más que 
el promedio en el periodo 1990-2013; los “no dinámicos” los que crecieron por debajo de esa referencia.
Fuente: Elaboración propia con datos de FAOSTAT.
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En ese periodo, la producción de carnes y 
huevos siguió registrando un aumento muy por 
encima del promedio, consolidando su expan-
sión secular. Una aproximación más desagre-
gada de ese complejo,   en la cual los países 
del MERCOSUR participan en forma directa o 
indirecta en algunos subsectores   muestra cre-
cimientos notables en la producción global de 
pollo y cerdo, y una reducción de la carne vacu-
na y de la pesca, afectada por el agotamiento 
del recurso natural; en paralelo se da una fuerte 
expansión de la piscicultura que compensa esa 
retracción.

En la estructura mundial de consumo de 
las carnes, el agregado de pesca y piscicultura 
siguió ocupando el primer lugar (22 Kg/h en 
2009-2013 y 14 Kg/h a inicios de los 60s), aun-
que no se trata del segmento más dinámico. La 
producción de cerdo se duplicó (de 8,5 Kg/h a 

15,6 Kg/h), ocupando en el presente el primer 
lugar individual, mientras que la carne de pollo 
tiene el incremento más acusado (2,6 Kg/h a 
13,4 Kg/h).

A las tendencias dominantes en el consumo 
de alimentos cabe agregar las modificaciones 
en curso respecto a otros usos de las materias 
primas agropecuarias. Al promediar la década 
pasada se produjo una intensificación en el uso 
de maíz y de soja para la producción de biocom-
bustibles vinculada con la fuerte elevación de los 
precios del petróleo verificada esos años. Si bien 
después de la crisis financiera internacional el 
precio del petróleo declinó en forma acusada, 
el uso de cereales (trigo, maíz y otros granos 
gruesos) para la producción de biocombustibles 
siguió conservando una proporción apreciable 
del consumo total: 8,1% del total consumido 
globalmente en el promedio del periodo 2013-
2015, proyectando 8,6% para la década siguien-
te.100Adicionalmente, el uso de esos cereales 
para otros fines no alimenticios rondará en esa 
década 11,2%. En el caso de los aceites vegetales, 
el uso como biocombustibles alcanzó 12,4% en 
2015, una fracción del consumo que se manten-

CUADRO 1
VARIACIÓN DE LA PRODUCCIÓN DE ALIMENTOS POR HABITANTE SEGÚN SECTORES, 
1990-2013
(PROMEDIOS QUINQUENALES EN KG/H Y PORCENTAJES)

Nota: El crecimiento corresponde a la tasa de variación entre los promedios quinquenales indicados; la contribución pre-
senta la proporción que cada sector explica de la tasa de crecimiento y la descomposición de esta última.
Fuente: Elaboración propia con datos de FAOSTAT.
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drá en la siguiente década. En cambio, los otros 
usos de estos productos agropecuarios gana-
rían levemente en importancia relativa, pasando 
de 5,8% en 2015 a 6,5% en 2025.101

En síntesis, en el patrón de demanda de los 
bienes agropecuarios se observa, no solo una 
expansión sustancial (impulsada por la demo-
grafía, la evolución del ingreso y satisfecha por 
la creciente oferta), sino también cambios cua-
litativos que apuntan a una compleja diversi-
ficación en alimentos y a la ampliación de sus 
usos, por ejemplo, como generadores de ener-
gía. Acoplarse a ese ritmo de cambio técnico 
requiere la operación de un extenso y complejo 
sistema de innovación compuesto por agentes 
públicos y privados localizados en la academia, 
en las esferas productiva, de comercialización 
y financiera. Un enfoque regional fortalecería 
las estructuras de innovación de los países del 
MERCOSUR, contribuyendo a acercarse al rit-
mo exigido de innovación.

EL MERCOSUR Y EL SECTOR 
AGROPECUARIO

FLUJOS DE COMERCIO: DINAMISMO Y DE-
SARROLLO PRODUCTIVO

El Programa de Integración entre Argentina 
y Brasil de 1986 y la creación del MERCOSUR 
en 1991 tuvieron un impacto significativo en los 
flujos de comercio de bienes agropecuarios 
entre los países asociados (Gráfico 7). El apro-
vechamiento de complementariedades entre 
los países en este rubro hizo que el acuerdo de 
integración provocara un despegue explosivo 

del comercio. El acuerdo recorrió fácilmente la 
etapa de liberalización arancelaria (excepto en 
azúcar) pero, como se verá, no ha alcanzado 
a conformar un mercado único en este sector 
por la persistencia de otras barreras.

Por otra parte, el volumen de comercio 
agropecuario dentro del bloque ha estado so-
metido a las oscilaciones derivadas de la ines-
tabilidad macroeconómica padecida por los 
socios. El crecimiento sostenido en los 90s fue 
interrumpido por los episodios derivados de 
la depreciación del real a fines de esa década 
y la posterior crisis en Argentina. La crisis de 
2008-2009 también frenó este crecimiento, el 
cual tiende a estancarse con posterioridad. No 
obstante, cabe notar que el crecimiento medio 
del comercio intra-regional agropecuario entre 
1992 y 2011 (último año para el que hay estima-
ciones a precios constantes) alcanzó una nota-
ble tasa anual de 4,4%.102

El nivel medio de comercio 1992-2011 fue 4,6 
veces el registrado en el periodo 1972-1991, pre-
vio a la firma del Tratado de Asunción; esto son 
unos US$ 8.300 millones a precios constantes 
del año 2000. Se trata, pues, de un segmen-
to del mercado regional que ha exhibido un 
dinamismo importante, pocas veces señalado 

GRÁFICO 7
EVOLUCIÓN DEL VOLUMEN DE COMERCIO AGROPECUARIO INTRA-MERCOSUR POR 
SECTORES, 1972-2011 
(EN MILLONES DE US$ A PRECIOS CONSTANTES DE 2000)

Fuente: Villalobos (2015).
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en la literatura. La composición media de ese 
comercio en el periodo 1992-2011 muestra una 
preeminencia de los alimentos primarios (60%) 
pero también una fracción significativa de ma-
nufacturas de origen agropecuario (MOA), que 
alcanza cerca de 25% del total.

Aparte de este dinamismo, el proceso de 
integración elevó la importancia del comercio 
agropecuario regional dentro del total del co-
mercio de este sector (Gráfico 8) en un contex-
to en el que las exportaciones extra-regionales 
de los países del bloque tuvieron una impresio-
nante alza. La proporción de los flujos agrope-
cuarios intra-regionales en el comercio externo 
agropecuario (a precios corrientes) pasó del 
10,1% al 16,7% entre 1972-1991 y 1992-2011, con 
ganancias relevantes en los segmentos de pro-
ductos primarios alimenticios y MOA.

Como una fracción muy grande de las ex-
portaciones extra-regionales de los países 
del MERCOSUR está formada por productos 
agropecuarios, el coeficiente de integración 
comercial no refleja por completo el impacto 
del acuerdo sobre los flujos intra-regionales.103  
Un indicador complementario mide la relación 

entre las importaciones agropecuarias desde el 
bloque y las importaciones totales de estos bie-
nes. Para el promedio 1992-2011, este coeficien-
te alcanza 47,0%, con una ganancia de 13 pun-
tos porcentuales concentrada en los productos 
primarios alimenticios, las bebidas y tabaco y, en 
menor medida, en las MOA. El aumento del au-
toabastecimiento agropecuario del MERCOSUR 
generó un efecto especial del acuerdo regio-
nal. La eliminación del arancel entre los socios 
“creó comercio” interno que en varios casos 
reemplazó importaciones extra-regionales cu-
yos precios estaban distorsionados por fuertes 
subsidios aplicados en los países abastecedo-
res. Es plausible que se tratase de productos 
en los cuales los socios del MERCOSUR eran 
internacionalmente eficientes y para los que el 
arancel externo se fijó en un nivel bajo o nulo;104 

es decir, el acuerdo estimuló un desarrollo pro-
ductivo del sector agropecuario.105

ARQUITECTURA INSTITUCIONAL
La importancia del sector agropecuario en 

la inserción extra- e intra-regional de los paí-
ses del MERCOSUR no ha tenido un correlato 

GRÁFICO 8
INDICADORES DE INTEGRACIÓN DEL SECTOR AGROPECUARIO EN EL MERCOSUR, 
1972-2011 (EN PORCENTAJES)

Nota: El coeficiente de integración comercial agropecuaria relaciona el comercio agropecuario del bloque y el comercio 
exterior agropecuario total; el coeficiente de autosuficiencia relaciona las importaciones agropecuarias del bloque y las 
importaciones agropecuarias totales; ambos están calculados a precios corrientes. 
Fuente: Elaboración propia con datos de Villalobos (2015).
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-Visión y lineamientos estratégicos 
del sector.

-Comisiones y Grupos de Sanidad 
Vegetal, Animal, Semillas, Cuarente-
na Vegetal y Vitivinícola.

-Elaboración de alrededor de 110 
Decisiones, Resoluciones, normas, 
estándares y requisitos sanitarios, 
entre 1992-2013, con ritmo decre-
ciente.

-Grupos ad hoc y mesas de trabajo: 
aditivos, envases, productos proce-
sados, productos in natura, etc.

-Elaboración de unas 120 normas, 
reglamentos, etc. técnicos, de ino-
cuidad y de calidad de alimentos y 
bebidas.

-Foro amplio de debate y propues-
tas normativas integrado por orga-
nismos de la sociedad civil; partici-
pación de Estados asociados.

-Grupos temáticos: comercializa-
ción, género, registros, cambio cli-
mático y gestión de riesgos, etc.

-Armonización de marcos regulato-
rios, coordinación de aprobaciones 
de OGM, de etiquetado de productos 
y de negociaciones internacionales.

-Tres documentos de base (biose-
guridad, aprobaciones de OGM, eti-
quetado). 

-Relevamiento de marcos regulato-
rios; estímulo a cadenas productivas 
regionales, cooperación técnica, in-
vestigación conjunta, intercambio 
de información y capacitación re-
gional; inversión.

-Escasas reuniones y de periodici-
dad irregular; desde 2003, el Consejo 
Agropecuario del Sur (MSR 4 + Bo-
livia + Chile) tiende a reemplazarlas.

-Prolífica actividad de armonización 
normativa fito  y zoo sanitaria, con 
predominio de normas verticales 
(productos específicos), en lugar de 
normas horizontales (para grupos 
extensos de productos en un merca-
do integrado).

-Alta presencia de bienes con baja in-
cidencia económica.

-Falta de internalización de las nor-
mas regionales, o aplicación de nor-
mas nacionales.
-Exitoso programa regional de erra-
dicación de la fiebre aftosa (PAMA) 
en 2005 2014; financiamiento del 
FOCEM.

-Normativa horizontal y vertical re-
ferida a estándares internacionales 
(FAO, OMS, OMC). Focalización en 
requisitos; falta de pautas de verifi-
cación.

-En alimentos y bebidas, énfasis re-
ciente en revisión de normas desac-
tualizadas o conflictivas; no en armo-
nización de reglamentos técnicos.

-Órgano regional más importante de 
tratamiento de la agricultura familiar.
-Fondo de Agricultura Familiar 
(2009).

 Funciona entre 2004 2009; en 2012 
pasa a la órbita del SGT-8 pero se 
mantiene inactivo.

-Ausencia de ámbito regional de tra-
bajo y coordinación de políticas en 
biotecnología, a pesar de fuerte pre-
sencia en sector agropecuario regio-
nal.

-Aprobaciones asincrónicas de even-
tos transgénicos entre los socios.

 No hay política común de investiga-
ción y desarrollo en biotecnología.

-Actividades entre 2007-2012 sin al-
canzar objetivos iniciales.

CUADRO 2
COMPONENTES DE LA ARQUITECTURA INSTITUCIONAL DEL MERCOSUR EN EL SECTOR 
AGROPECUARIO

Fuente: Elaboración propia con datos de Idígoras (2014) y Passalacqua (2012).
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equiparable dentro de la arquitectura institu-
cional del acuerdo (Cuadro 2). Las estructuras 
creadas podrían completarse y fortalecerse, y 
adquirir un mayor impulso estratégico, necesa-
rio para articular un mercado único con proyec-
ción competitiva global. Se requerirían cuatro 
planos de acción. En primer lugar, el espacio de 
coordinación en “política agrícola” previsto por 
el Tratado de Asunción (artículo 1) podría ser 
explotado, dando continuidad a las reuniones 
ministeriales.106 En segundo lugar, la integración 
de mercados lograda por la remoción de barre-
ras arancelarias107 debería proseguir mediante 
una unificación de las regulaciones y controles 
técnicos y sanitarios. Los esfuerzos cooperati-
vos se han centrado en armonización normativa 
fito y zoosanitaria y de reglamentos en materia 
de inocuidad y calidad alimentaria, con resulta-
dos desiguales en términos de internalización 
y cumplimiento. Esas normas se concentran en 
los flujos intra-regionales sin tener instrumentos 
unificados respecto a mercados extra-regio-
nales. Muchos de los productos cubiertos son 
de baja incidencia económica. Adicionalmente, 
la armonización normativa podría completarse 
en términos de sus correspondientes controles 
regionales; subsisten inspecciones en frontera, 
con mecanismos puntuales y bilaterales de ins-
pección conjunta, por ejemplo, manzanas y pe-
ras en el comercio Argentina Brasil. En resumen, 
a la fecha no existe libre circulación de produc-
tos agropecuarios, una condición necesaria 
para el desarrollo de cadenas de valor agro-
pecuarias regionales, con proyección global.108 
En materia de política común cabe resaltar el 
Programa de Acción MERCOSUR Libre de Fie-
bre Aftosa (PAMA), financiado por el FOCEM 
y desplegado entre 2005 2014. En tercer lu-
gar, el principio constructivo de la integración 
se ha centrado casi por completo en acciones 
inter-gubernamentales, sin un involucramiento 
activo y fructífero del sector privado; una ex-
cepción es el espacio creado para la agricultura 
familiar. Por último, la cooperación orientada a 
optimizar la adaptación de la región a las ten-
dencias del cambio tecnológico en el sector 
podría elevarse fructíferamente. Estructuras 
dedicadas a la biotecnología y a los biocom-
bustibles fueron establecidas, pero funcionaron 
durante periodos cortos.

UNA AGENDA POSITIVA
Dos datos principales emergen del análisis 

de las tendencias imperantes en el mercado 

mundial de productos agropecuarios. En pri-
mer lugar, desde los 90s, la tónica dominante 
del cambio técnico es la generación e introduc-
ción de métodos de producción “intensivos en 
tecnología”, específicamente, capaces de elevar 
la eficiencia: de obtener más producto agrope-
cuario con menos recursos naturales. Esta ten-
dencia abre una ventana de posibilidad para 
lograr un crecimiento sustentable del sector; 
por ejemplo, para duplicar, entre 2010 y 2050, la 
oferta mundial de alimentos sin elevar la presión 
sobre los recursos. En segundo lugar, se obser-
va la introducción de múltiples innovaciones de 
producto que van generando una gama amplia 
de mercados a la vez globales y diversificados 
para el sector agropecuario. Los centros de 
irradiación de estos procesos se encuentran en 
EE.UU., los países europeos y  este es un dato 
novedoso  en China. Los países del MERCOSUR 
se posicionan en este escenario como actores 
de singular peso cuantitativo en la oferta agro-
pecuaria mundial; pero su acoplamiento a las 
tendencias del cambio tecnológico es parcial 
e insuficiente. Si bien se han registrado logros 
de eficiencia, no son equiparables a los núcleos 
más dinámicos y además se han debilitado en 
años recientes; su estructura de especialización 
agropecuaria muestra una escasa diversifica-
ción de productos.

A pesar del relevante posicionamiento com-
petitivo mundial de los países del MERCOSUR 
en el sector agropecuario, la iniciativa de inte-
gración no ha desplegado esfuerzos especiales 
para potenciarlas. Un bosquejo de agenda po-
sitiva en esa dirección visualiza dos objetivos y 
dos principios constructivos.

Objetivos
a) Establecer un mercado integrado para 

la producción agropecuaria mediante la remo-
ción de barreras arancelarias y no arancelarias, 
buscando una unificación normativa y de con-
trol que permita la libre circulación de bienes y 
servicios del sector en el espacio regional.109 El 
mercado integrado permitirá capturar las ven-
tajas de escala y de especialización, crear un es-
pacio para el desarrollo de cadenas regionales 

No hay
visión estratégica

regional
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de valor con proyección global, y disponer de 
una plataforma regional para la diversificación 
de productos. Correlativamente, la operación 
del mercado integrado sostendrá una visión re-
gional en materia de defensa comercial externa, 
desarrollo de infraestructura, regulación de la 
competencia,110 y de negociaciones externas.

b) Desarrollar un sistema regional de innova-
ción agropecuaria que contribuya a acoplarse al 
ritmo de cambio técnico impuesto por los líde-
res mundiales, aprovechando ventajas de escala 
y especialización en la aplicación de recursos a 
los sistemas nacionales de innovación. La coo-
peración se orientará a atenuar las dificultades 
de coordinación inter-temporal presentes en la 
generación y adopción de innovaciones y en el 
logro de objetivos de sustentabilidad económi-
ca y ambiental del sector en el largo plazo.

Principios constructivos
a) Dada la importancia del sector agrope-

cuario en la inserción internacional de los paí-
ses del MERCOSUR, la agenda de integración 
y cooperación sectorial debe situarse en un ni-
vel elevado de decisión política, corrigiendo el 
bajo perfil que ha tenido hasta ahora.

b) El desarrollo de los lazos de integración 
debe combinar productivamente los esfuer-
zos del sector público y del sector privado. 
En este último caso, la propia regionalización 
efectiva de varias actividades exportadoras 
extra regionales crea una base natural para 
la negociación y las acciones comunes. Los 
esfuerzos de cooperación en materia de agri-
cultura familiar pueden potenciarse con una 
agenda de diversificación exportadora y de 
difusión tecnológica.

NOTAS
83Los siete reportes elaborados hasta ahora por la 
Global Harvest Initiative 2010-2016, disponibles en 
www.globalharvestinitiative.com, ponen énfasis en 
esas ganancias de productividad y en indicadores de 
la brecha para cubrir las necesidades de demanda 
proyectada para 2050.
84En 2040, 60% de las comidas serán elaboradas 
fuera del hogar. En 2010, en EE.UU. esa cifra alcanzó 
55%, pero en Japón y China solo 39%. En estos últi-
mos dos países, una proyección eleva esas cifras a 
74% y 65%, respectivamente. Zhang (2014).
85Bisang y Anlló (2015).
86Véase: www.ers.usda.gov/data-products/interna-
tional-agricultural-productivity.aspx. La producción 
agropecuaria bruta corresponde a la definición de 
FAO.
87Los recursos contabilizados corresponden a un 
promedio ponderado (con estructuras de costos) de 
la cantidad de tierra (ajustada por calidad), de traba-
jo, maquinaria, ganado productivo, fertilizantes sinté-
ticos y forraje y otros alimentos para animales.
88Sin embargo, el indicador no captura posibles 
externalidades negativas para el ambiente de esa 
producción; por ejemplo, la emisión de gases de 
efecto invernadero o la polución del océano con 
contaminantes.
89El año 2013 es el último para el que se cuentan 
estimaciones.
90Reportados por el ERS: Albania, Alemania, Austria, 
Bélgica-Luxemburgo, Bulgaria, ex Checoslovaquia, 
Chipre, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Gre-
cia, Holanda, Hungría, Irlanda, Islandia, Italia, Malta, 
Noruega, Portugal, Polonia, Reino Unido, Rumania, 
Suecia, Suiza y ex Yugoslavia.
91GHI (2010).
92GHI (2010) y ERS (2017).
93Parte de estos resultados podrían deberse a una 
fuerte reasignación del suelo en las últimas décadas 
a favor de cultivos intensivos (frutas y hortalizas), en 
detrimento de cultivos extensivos (arroz y trigo). De 
cualquier manera, como se describe en INTAL (2010), 

China sostiene desde hace varios años políticas co-
merciales y de desarrollo tecnológico y productivo 
orientadas a lograr la autosuficiencia en segmentos 
del sector agropecuario.
94En China, el crecimiento de la PTF explica el 96% 
del aumento de producción; en Brasil y Paraguay, 
83% y 82%, respectivamente.
95En India, el crecimiento de la PTF explica el 62% de 
la expansión en la producción; en Argentina y Uru-
guay, 17% y 49%, respectivamente.
96Britos et al. (2015).
97Los “alimentos” están definidos aquí como un agre-
gado de la producción física de varios sectores ob-
tenidos en las actividades agropecuarias y extracti-
vas; esos sectores se presentan en el Gráfico 6 y el 
Cuadro 1. El agregado, por tanto, no toma en cuenta 
la importancia económica de los productos sino su 
estructura en términos de una canasta mundial ge-
nérica de alimentos.
98Respectivamente, de 3.170 a 7.040 millones de per-
sonas; y de 2.000 a 5.780 millones de toneladas.
99Estos coeficientes excluyen pesca y piscicultura; 
incluyéndolas, las cifras respectivas son 41,0 Kg/h y 
71,4 Kg/h, un aumento de 74,3%.
100OECD-FAO (2016), Cuadro 3.A1.1.
101OECD-FAO (2016), Cuadro 3.A1.2.
102Se utiliza como base de comparación 1991, año en 
que se firmó el Tratado de Asunción.
103Dada las ventajas comparativas de estos países en 
estos bienes, el componente de exportaciones del 
denominador del coeficiente de integración comer-
cial siempre será un número muy alto, respecto a los 
flujos dentro del relativamente pequeño mercado re-
gional; Villalobos (2015), pp. 52, 56.
104Ambos puntos requerirían una investigación 
especial.
105Villalobos (2015), pp. 16, 69.
106La instancia se ha desplazado en la práctica al 
Consejo Agropecuario del Sur (CAS) que, si bien in-
tegra países socios del bloque (Bolivia y Chile), tiene 
menos capacidad de decisión.
107Esto no significa que esas barreras no se hayan 
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reinstalado por periodos significativos en casos 
específicos; por ejemplo, mediante aranceles de 
exportación.
108Idígoras (2014).
109Idígoras (2014) sugiere una desagregación de esta 
agenda: eliminación de controles sanitarios fronteri-
zos; reconocimiento mutuo u homologación de los 
sistemas nacionales de registro de productos prima-

rios y procesados; habilitación regional de estableci-
mientos; requisitos sanitarios y de inocuidad regio-
nales para carnes, lácteos, frutas, hortalizas, cereales 
y oleaginosas; red regional de laboratorios sanitarios 
de referencia; facilitación administrativa de registros, 
inspecciones, habilitaciones y certificaciones; ente 
científico y de análisis de riesgo regional.
110Aspectos señalados ya por Rezende (1997). 
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EL FOCEM
Y LA 
INTEGRACIÓN 
PRODUCTIVA

ADRYELLE PEDROSA FONTES

LEONARDO REISMAN

ANÁLISIS

Como parte de la estrategia de integración productiva del MERCOSUR se han ejecutado 
proyectos en la cadena automotriz y en la cadena de petróleo y gas. Un análisis de estas ex-
periencias muestra tanto su relevancia para afianzar la integración regional, como los desafíos 
que se fueron presentado en su implementación. Los resultados alcanzados son una buena 
base para discutir las perspectivas de rediseño futuro de estas iniciativas, buscando abordar 
tanto cambios coyunturales como acciones que permitan sincronizar el cambio técnico en 
estas actividades con las desafiantes tendencias que enfrentarán en los próximos años.
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INTEGRACIÓN PRODUCTIVA:
PILAR DE LA AGENDA DE DESARROLLO
En un contexto mundial en que las cadenas 

de valor ganan presencia como modalidad de 
organización de la producción, los gobiernos 
de Sudamérica deben incorporar el fortaleci-
miento de la integración productiva como un 
objetivo relevante de sus agendas de desarro-
llo, comenzando a explorar las complementa-
riedades productivas entre los países, así como 
a favorecer la participación de pequeñas y me-
dianas empresas (PyMES) locales en cadenas 
internacionales de valor (que tienen una di-
mensión regional y otra extrarregional). 

Con el objetivo de profundizar los entre-
lazamientos productivos en el ámbito del 
MERCOSUR, se encuentran en curso algunas 
iniciativas, entre las cuales sobresale la imple-
mentación de los proyectos de integración y 
cualificación de proveedores de las cadenas 
automotriz y de petróleo y gas, ejecutados con 
recursos mixtos del Fondo de Convergencia 
Estructural del MERCOSUR (FOCEM) y, en me-
nor parte, de la Agencia Brasileña de Desarrollo 
Industrial (ABDI). 

Este artículo se constituye como un estudio 
de caso de estos dos proyectos, ambos aún en 
ejecución, y tiene como propósito presentar 
los esfuerzos realizados rumbo a la integración 
productiva entre las empresas de los países del 
bloque, además de los obstáculos encontrados 
y orientaciones de ruta, teniendo en vista las 
transformaciones en el marco regulatorio y en 
la dinámica de los dos sectores a lo largo del 
tiempo.  

Cabe señalar que los proyectos se encuen-
tran en momentos distintos, por lo que el deba-
te sobre perspectivas futuras está mucho más 
vinculado al de la cadena de petróleo y gas que 
al de la cadena automotriz, ya en su etapa de 
finalización.

Para más allá de todos los desafíos presen-
tes en la construcción del futuro del bloque, es 
importante recordar que hay un tejido produc-
tivo dinámico en los cuatro países fundadores, 
que desea acceder a mercados fuera de sus te-
rritorios no solo a partir de la comercialización 
de sus productos, sino también mediante alian-
zas estratégicas que fortalezcan sus negocios. 
Esta es la lógica que el proyecto sigue, actuan-
do junto a los empresarios, buscando oportuni-
dades y generando resultados concretos.   

Los resultados de ese enfoque, cuando se 
concretan, pueden demostrar a los agentes po-
líticos y económicos de los países del bloque 

los logros alcanzados mediante la integración 
empresarial, retroalimentando y ampliando el 
proceso a las esferas política y económica. Esa 
es la expectativa que mueve las acciones des-
critas en este artículo.

LA CREACIÓN DEL FOCEM
El fenómeno de la globalización y sus im-

pactos sobre el crecimiento del comercio mun-
dial y los cambios en las tecnologías, en las or-
ganizaciones industriales y en los modelos de 
división del trabajo condujeron a la desintegra-
ción o fragmentación del proceso productivo. 
Ese movimiento ha impulsado nuevas estrate-
gias empresarias y nuevas formas de articula-
ción entre empresas. En esa dirección, se pue-
den observar dos tendencias. Por un lado, los 
procesos o etapas de producción comienzan 
a desarrollarse de forma internacionalmente 
distribuida, en distintos países y regiones, vol-
viendo las cadenas productivas más complejas. 
Por otro lado, grandes compañías comienzan 
a permitir que determinadas actividades, que 
antes se realizaban en el interior de sus lími-
tes organizacionales, puedan ser realizadas o 
prestadas por pequeñas y medianas empresas 
especializadas (Luna, 2009). 

Caminando en dirección a ese proceso de 
transformación de las relaciones económicas 
internacionales, los países del MERCOSUR han 
implementado, en particular, a lo largo de la 
última década, iniciativas que no solo tratan 
de consolidar sus relaciones comerciales, sino 
también de profundizar sus lazos productivos. 
Con foco en ese entrelazamiento productivo, 
visto como instrumento capaz de incrementar 
las capacidades competitivas del tejido eco-
nómico regional y mejorar las condiciones de 
acceso de las empresas nacionales al mercado 
regional e internacional, se aprobó, por ejem-
plo, el Programa de Integración Productiva 
del MERCOSUR (Decisión CMC nº 12/08) y se 
creó el Grupo de Integración Productiva del 
MERCOSUR (GIP), organismo responsable de 
coordinar y ejecutar las propuestas y acciones 
relacionadas con la integración productiva en 
el bloque.

En ese conjunto de políticas de avance de 
la integración productiva, merece un lugar des-
tacado la creación del Fondo para la Conver-
gencia Estructural del MERCOSUR (FOCEM), 
que comenzó a funcionar efectivamente en 
2007. Con la función de reforzar las cadenas 
productivas en el ámbito del bloque por medio 
de financiación, a fondo perdido, de iniciativas 
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y proyectos que tengan esa finalidad, el Fondo 
también es considerado la principal iniciativa 
formalmente constituida para hacer frente a 
las asimetrías entre los países sudamericanos. 

Los análisis del desempeño del MERCOSUR 
son convergentes en considerar que las asime-
trías entre las economías de los países parti-
cipantes del bloque se han constituido como 
principal obstáculo tanto para la intensificación 
del comercio entre sí, como para el estableci-
miento de un grado deseable de desarrollo 
y complementariedad productiva. El bloque 
convive con considerables asimetrías entre 
las economías de los Estados Partes, con dis-
tintos grados de diversificación de las estruc-
turas productivas nacionales (con Paraguay y 
Uruguay menos diversificados en comparación 
con Brasil y Argentina), y con elevada hetero-
geneidad competitiva de las estructuras pro-
ductivas establecidas en sus distintos países 
(Machado, 2010).

Además de estos desequilibrios, también 
ha dificultado el florecimiento de la integración 
productiva el hecho de que, históricamente, los 
países de Sudamérica, especializados en la ex-
portación de commodities, estuvieran poco co-
nectados con el comercio internacional y convi-
vieran con gran inestabilidad macroeconómica. 
La prevalencia de esos factores alejó a aquellos 
proyectos de industrialización de mayor impor-
tancia y contribuyó a una baja exposición de la 
estructura industrial a la competencia, lo que 
poco mueve a las empresas a adoptar modelos 
nuevos o más modernos de organización de la 
producción, limitando las posibilidades de una 
integración económica real. Infelizmente, hasta 
el presente momento, las necesidades impues-
tas por las crisis económicas han tenido pre-
cedencia sobre los preparativos de largo plazo 

dirigidos a la consolidación del bloque (Macha-
do, 2010).

Teniendo en cuenta esos desafíos, la estruc-
turación del FOCEM se ha vuelto aún más rele-
vante. El Fondo tiene el propósito de desarro-
llar la competitividad y promover la cohesión 
social, en particular de las economías menores 
que integran el bloque y de las regiones menos 
desarrolladas. Orientados por ese objetivo, los 
proyectos actual y futuramente financiados de-
ben ajustarse alrededor de cuatro programas: 

• Programa de convergencia estructural, 
que permite la ejecución de proyectos que pue-
den contribuir al desarrollo y ajuste estructural 
de las economías menores. Esta línea contem-
pla, en gran medida, proyectos de construc-
ción, modernización y recuperación de vías de 
transporte que mejoran el flujo de producción y 
promueven la integración física entre los países 
y entre sus regiones; la generación y transpor-
te de energía eléctrica; obras de infraestructura 
hídrica y de saneamiento ambiental;

• Programa de desarrollo de la competiti-
vidad de las actividades productivas, que in-
cluye proyectos de reordenación de los proce-
sos productivos y que faciliten la creación del 
comercio intra- MERCOSUR. Los proyectos de 
esta línea promueven la integración de cade-
nas productivas con el fin de mejorar la calidad 
de los productos e incrementar la investiga-
ción para la generación de nuevos productos 
y procesos productivos; generación y difusión 
de conocimientos tecnológicos; promoción 
de sectores y cadenas productivas; fortaleci-
miento y asociatividad de pequeñas y media-
nas empresas vinculándolas a los mercados 
regionales; 

• Programa de cohesión social, que prevé 
una contribución para el desarrollo social, en 

Fuente: Elaboración propia (2017)

ESTADO
PARTE

CONTRIBUCIÓN
(MILLONES DE US$)

DISTRIBUCIÓN
(MILLONES DE US$)

ARGENTINA

BRASIL

PARAGUAY

URUGUAY

VENEZUELA

TOTAL

27

70

1

2

27

US$ 127 MILLONES

11,55

11,55

55,44

36,96

11,5

US$ 127 MILLONES

CUADRO 1
DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS APORTADOS AL FOCEM POR ESTADO PARTE
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particular en las zonas de frontera, y que pue-
de contemplar proyectos en áreas de salud, vi-
vienda, reducción y combate de la pobreza y el 
desempleo, educación, alimentación;

• Programa de fortalecimiento de las institu-
ciones y del proceso de integración, que abar-
ca los proyectos para la mejora de la estructu-
ra institucional del MERCOSUR, discutiendo y 
evaluando la eficacia y la actuación de las di-
versas instancias que componen la estructura 
institucional del bloque. 

El aporte financiero de recursos al Fondo 
es proporcional al grado de desarrollo y volu-
men de la economía de cada Estado Parte y 
el empleo de esos recursos se lleva a cabo se-
gún una lógica inversa a lo que fue aportado. 
De ese modo, Brasil es el mayor contribuyen-
te, aportando 70 % de los recursos del Fondo; 
Argentina es responsable de 27 %; Uruguay, de 
la contribución de 2 % y Paraguay de 1 %. Las 
dos menores economías del bloque son las ma-
yores beneficiarias de los proyectos: mientras 
Uruguay recibe 32 % de los recursos, Paraguay 
recibe 48 % y Brasil y Argentina dividen el 20 
% restante. Las contribuciones regulares de los 
Estados Partes totalizan un presupuesto anual 
de US$ 100 millones111. 

Se nota, entonces, que tanto las líneas es-
tratégicas del Fondo como sus características 
distributivas tienen el propósito de compensar 
los desequilibrios existentes en el interior del 
MERCOSUR y, por consiguiente, hacer viable la 
concretización de la integración regional.

LA ABDI Y EL FOCEM
La Agencia Brasileña de Desarrollo Indus-

trial (ABDI) surge en 2004, vinculada al Minis-
terio de Industria, Comercio Exterior y Servicios 
(MDIC), con el objetivo de promover la ejecu-
ción de acciones que amplíen la competitividad 
de la industria nacional. El avance de la inte-
gración regional se añade a las finalidades de 
la Agencia, en la medida en que tiene potencial 
para ampliar la participación de productos bra-
sileños de mayor valor agregado en el comercio 
internacional y para crear u optimizar estructu-
ras productivas que contribuyan al mejor apro-
vechamiento de oportunidades económicas in-
ternacionales disponibles para Brasil.

La agencia es el organismo público ejecu-
tor de dos proyectos, aún en curso, aprobados 
por el FOCEM en el segundo de sus cuatro 
grandes ejes, el Programa de desarrollo de la 
competitividad. 

El primer proyecto está dirigido a la inten-

sificación y a la complementación productiva 
en el sector automotriz y autopartista (la con-
tribución del FOCEM es de US$ 3 millones), 
mientras el segundo se centra en el desarrollo 
de proveedores en la cadena productiva de pe-
tróleo y gas (US$ 2,8 millones). Los dos proyec-
tos son plurinacionales, beneficiando a cuatro 
países del bloque: Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay. Ambos están comprometidos con la 
superación de las asimetrías entre países, pero 
sobre todo con la profundización de la integra-
ción productiva de la región. 

La elección de las cadenas automotriz y de 
petróleo y gas corresponde al enorme poten-
cial de arrastre de esos segmentos de la indus-
tria. Sin duda, la amplitud de actividades rela-
cionadas con esos segmentos puede potenciar 
la generación de valor, riqueza y empleos en el 
MERCOSUR, siempre que existan las condicio-
nes adecuadas y políticas públicas eficaces que 
permitan el desarrollo de esas cadenas.

La implicación de diversos actores, públicos 
y privados, de distintas nacionalidades, aporta 
una complejidad sin igual a los proyectos de la 
Agencia financiados por el FOCEM. Además de 
barreras culturales y estructuras político-eco-
nómicas distintas en los cuatro países, la pro-
pia dinámica (nacional e internacional) de los 
sectores elegidos ha cambiado mucho a lo lar-
go de los años de ejecución del proyecto. Las 
dos secciones siguientes detallan los resultados 
y perspectivas futuras de cada uno de estos 
proyectos.

CUALIFICACIÓN E INTEGRACIÓN
DE PROVEEDORES DE LA CADENA 

AUTOMOTRIZ
Aprobado en julio de 2010, el proyecto Inten-

sificación y Complementación Automotriz en el 
ámbito del MERCOSUR (FOCEM Auto) tiene la 
finalidad expresa de fortalecer la competitivi-
dad de PyMES, pequeñas y medianas empresas 
proveedoras (o potenciales proveedoras) de 
bienes y servicios para la cadena productiva, en 
especial la industria autopartista, por medio de 
la extensión productiva y tecnológica (mejora 
de procesos técnicos y gerenciales, productos 
e infraestructura) y apertura de mercado (reali-
zación de encuentros comerciales y rondas de 
negocios).

El proyecto tiene como público objetivo 88 
empresas pequeñas y medianas (24 argentinas, 
44 brasileñas, 10 paraguayas y 10 uruguayas), 
sobre todo empresas del tercer y cuarto niveles 
(tiers) de suministro que tienen bienes y servi-
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cios intermedios o finales de menor valor agre-
gado y sofisticación tecnológica, tales como 
forja, fundición, estampado y algunos fabrican-
tes de piezas textiles y plásticas. 

El proyecto se encuentra en su etapa final, 
restando tan solo el seminario de conclusión 
con presentación de los resultados, previsto 
para el primer semestre de 2017. 

Las acciones del proyecto han sido distri-
buidas en cuatro componentes/ejes:

• Competitividad de Proveedores: en este 
eje se realizaron las actividades de extensión 
tecnológica y gerencial, con consultoría espe-
cializada y visitas in situ a cada una de las 88 
empresas; la capacitación del cuadro técnico 
en diversas metodologías de gestión; y el taller 
de buenas prácticas, que abarca la presenta-
ción de casos de éxito en este sector;

• Acceso a oportunidades de negocios: se 
llevaron a cabo estudios de mercado con aná-
lisis de las empresas beneficiarias y principales 
players del sector, además de informaciones 
mercadológicas de los países beneficiarios; 
también se elaboró un manual de suministro 
con un análisis de exigencias básicas para sis-
temistas y montadoras; se realizó en Rio Gran-
de do Sul una ronda comercial de dos días de 
duración: el primer día las empresas negocia-
ron entre sí; y el segundo, con empresas com-
pradoras (sistemistas y montadoras), generan-
do expectativas de negocios por 3 millones de 
reales;

• Difusión Tecnológica: se realizó un semi-
nario de difusión tecnológica con la presencia 
de ponentes de montadoras y sistemistas acer-
ca de la innovación de productos y procesos en 
la cadena automotriz. Estaba prevista la reali-
zación de un curso de gestión de la innovación 
en plataforma EAD, pero la actual dirección de 
los proyectos decidió no realizarlo; y

• Gestión y Seguimiento del Proyecto: en 

este componente se encuentran las contrata-
ciones de los equipos técnicos y financieros 
permanentes del proyecto, así como activida-
des de seguimiento y control de las acciones 
previstas.

Las actividades desarrolladas en el ámbito 
del proyecto contribuyeron a la mejora de di-
versos indicadores de desempeño de las em-
presas. Para hacerse una idea, el promedio de 
incremento de la productividad de las compa-
ñías participantes (obtenido mediante la com-
paración entre lo que se generó y los recursos 
empleados para producir determinado artícu-
lo) fue de 46,14% y la eficiencia de los equipos 
(OEE) también tuvo un incremento, en general, 
de 30,13%. A su vez, disminuyeron los tiempos 
de inicio y conclusión de una actividad (lead 
time), en general, 76 % y de preparación de la 
máquina para la correcta producción (set up) 
en 51 %. Los retrasos en las entregas también 
se redujeron, normalmente, 87 %. Muchas em-
presas también fueron beneficiadas con impor-
tantes ganancias resultantes de la reducción 
de desplazamiento y de la liberación de área 
ocupada, por medio de la mejora de distribu-
ción de planta. Todo esto permitió significati-
vos incrementos en la facturación anual de las 
empresas. 

CUALIFICACIÓN E INTEGRACIÓN
DE PROVEEDORES DE LA CADENA

DE PETRÓLEO Y GAS
Además de encontrarse aún en su etapa 

inicial, el proyecto desarrollado para la cadena 
productiva de petróleo y gas siguió una lógi-
ca distinta de la del sector automotriz, sobre 
todo por la participación de las denominadas 
empresas ancla112 desde el principio del proce-
so. Esas empresas son conocidas por su poder 
de arrastre en sus sectores, ya que demandan 
una numerosa y diversificada gama de bienes 

CUADRO 2
NÚMERO DE EMPRESAS BENEFICIARIAS DEL PROYECTO AUTOMOTRIZ POR ESTADO 
PARTE

Fuente: Elaboración propia (2017)

BRASIL

RIO GRANDE DO SUL
SÃO PAULO

19 EMPRESAS
25 EMPRESAS

ARGENTINA

PARAGUAY

URUGUAY

TOTAL

44 EMPRESAS

24 EMPRESAS

10 EMPRESAS

10 EMPRESAS

88 EMPRESAS
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y servicios que pueden ser suministrados por 
pequeñas y medianas empresas. Normalmente, 
esas grandes empresas cuentan con un sistema 
de contratación bastante complejo, que exige 
una serie de habilitaciones, certificaciones y 
comprobaciones de los postulantes a provee-
dores. Esos requisitos suelen alejar a algunas 
empresas del conjunto de potenciales provee-
dores de la cadena productiva de petróleo y 
gas y dificultan o perjudican el abastecimiento 
de las empresas contratantes.

En el caso de Petrobrás, por ejemplo, que es 
la mayor empresa ancla del sector de petróleo 
y gas en el MERCOSUR, un volumen significa-
tivo de sus compras está garantizado por pro-
veedores extranjeros, ajenos al bloque, debido 
a la dificultad de encontrar proveedores locales 
que cumplan las exigencias.

Teniendo en cuenta esta situación y la caren-
cia de iniciativas en los países del MERCOSUR 
que cualificaran a los proveedores a cumplir las 
demandas de dichas empresas ancla, se ideó la 
iniciativa ABDI/FOCEM, que atiende alrededor 
de cien pequeñas y medianas empresas provee-
doras (o potenciales proveedoras) de bienes o 
servicios para la cadena de petróleo y gas, pro-
venientes de Brasil (São Paulo y Rio Grande do 
Sul), Argentina, Paraguay y Uruguay. 

Las empresas beneficiadas por el proyecto 
fueron elegidas a partir de la identificación de 
su capacidad potencial de atender a las de-
mandas de las empresas ancla del sector en el 
MERCOSUR por ítems estratégicos y de baja 
competitividad, con dificultad de suministro o 
que se deben importar de fuera de la zona del 
bloque. La idea del proyecto era producir infor-
mación sistematizada acerca de las oportuni-
dades de negocios en las empresas ancla para 
las empresas proveedoras del bloque, con el fin 
de integrar esfuerzos, a la economía de escala 

y al logro, con competitividad, de mercados a 
los que hoy no es posible acceder. Además de 
identificar oportunidades, el proyecto debería 
cualificar y desarrollar las competencias geren-
ciales de esas proveedoras para realizar nego-
cios estratégicos con las empresas anclas.

Dicho de otra manera, el proyecto fue dise-
ñado para permitir la creación de condiciones 
para que la oferta regional de bienes y servicios 
para el sector de petróleo pudiera ampliarse de 
forma que las grandes empresas de petróleo y 
gas tuvieran mejores posibilidades para aten-
der a sus demandas y compras localmente. 

Para cumplir esos objetivos, el proyecto se 
estructuró alrededor de cuatro componentes 
(con diseño un poco distinto de aquel existente 
en el de la industria automotriz), a saber:

• Gestión de la Información: tienen el objeti-
vo de mapear, producir y difundir información 
necesaria a la promoción de negocios. En ese 
sentido, se elaboraron diagnósticos y mapeos 
de oportunidades de negocios para las micro y 
pequeñas empresas participantes del proyecto;

• Competitividad: tienen el objetivo de pro-
mover acciones de capacitación y cualificación 
de micro y pequeñas empresas, con el fin de 
desarrollar sus competencias de gestión y ne-
gociación, así como hacerlas capaces de aten-
der los requisitos de suministro exigidos por las 
empresas ancla;

• Acceso a Mercados: tienen el objetivo 
de desarrollar actividades para apertura de 
mercados y generación de negocios para los 
proveedores de bienes y servicios junto a las 
empresas ancla de la cadena productiva de los 
Estados Partes del MERCOSUR, por medio de 
la promoción de rondas de negocios; y 

• Gestión y Gobernanza: tienen el objetivo 
de promover la adecuada implementación del 
proyecto. Como la iniciativa implica diversas 

CUADRO 3
NÚMERO DE EMPRESAS BENEFICIARIAS DEL PROYECTO PETRÓLEO Y GAS POR ESTADO 
PARTE

Fuente: Elaboración propia (2017)

BRASIL

RIO GRANDE DO SUL
SÃO PAULO

23 EMPRESAS
11 EMPRESAS

ARGENTINA

PARAGUAY

URUGUAY

TOTAL

34 EMPRESAS

34 EMPRESAS

23 EMPRESAS

8 EMPRESAS

99 EMPRESAS
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empresas de distintos países se hizo necesa-
rio constituir una estructura institucional de 
articulación y sensibilización de los diferentes 
actores (públicos y privados) de cada Estado 
Parte. Tal estructura es denominada Comité 
Consultivo Local. 

Las actividades desarrolladas hasta enton-
ces en el ámbito del proyecto estimularon, por 
medio de tutoría personalizada y capacitación, 
procesos de mejora y adecuación a estándares 
técnicos, con el fin de garantizar un mejor su-
ministro de bienes y servicios y hacer viables 
contratos con grandes empresas compradoras 
de la cadena de petróleo y gas. 

Aunque el proyecto aún se encuentre en 
ejecución y sea difícil evaluar los resultados de 
las actividades que se han desarrollado en ese 
corto plazo, se vislumbra el crecimiento de las 
pequeñas y medianas empresas suministrado-
ras beneficiadas y el fomento al desarrollo del 
mercado regional. 

AMENAZAS Y CORRECCIÓN DE RUTA DEL 
PROYECTO DE PETRÓLEO Y GAS

Un problema recurrente en proyectos que 
dirigen la cuestión de la integración productiva 
se vincula con los cambios económicos y regu-
latorios que se producen en las cadenas foca-
lizadas durante el proceso de ejecución en los 
Estados Partes beneficiados.

La coyuntura actual de reducción de los 
precios del petróleo en el mercado internacio-
nal configura la reducción generalizada de las 
inversiones en dicho sector. Las presiones por 
reducción de los costes a lo largo de la cadena 
favorecen un mayor ingreso de productos im-
portados, dificultando la formación de cadenas 
productivas integradas y ocasionando la quie-
bra de muchas empresas suministradoras, re-
ducción de empleos, además de otros efectos.

En el caso específico del proyecto analiza-
do, los cambios que tuvieron lugar en la ca-
dena de petróleo y gas y las posibilidades de 
cambios en las reglas de contenido local113 pu-
sieron de relieve que la estrategia de capacitar 
y hacer que las empresas proveedoras del blo-
que sean capaces de cumplir los requisitos de 
contratación de las grandes empresas de la ca-
dena es necesaria, sin embargo, no basta para 
garantizar contratos que dinamicen la cadena 
regional y la vuelvan más integrada. Sería ne-
cesario avanzar a un modelo que desarrolle las 
capacidades tecnológicas y de innovación de 
las PyMES proveedoras en el bloque, hacién-
dolas más aptas para competir internacional-

mente y participar en mejores posiciones de 
las cadenas de valor. 

El proyecto ABDI/FOCEM de desarrollo de 
proveedores de la cadena de petróleo y gas en 
el ámbito del MERCOSUR se diseñó en 2010, en 
un contexto, de crecimiento de las reservas de 
petróleo y gas en la región, visto como un vector 
que impulsaría el volumen de negocios y el per-
feccionamiento de la cadena de bienes y servi-
cios. Las expectativas de grandes inversiones en 
ese sector parecían impulsar las empresas ancla 
a ampliar su base de proveedores, consideran-
do la cantidad de bienes y servicios que serían 
demandados, sobre todo, para la explotación de 
la capa presal, recientemente descubierta. Tan 
solo Petrobrás, en su plan de negocios para el 
período 2011-2015, preveía invertir US$ 224,7 mil 
millones (un promedio de US$ 44,9 mil millones 
por año) en actividades exploratorias de los paí-
ses del MERCOSUR que vienen creciendo conti-
nuamente en los últimos años.

Cuando el proyecto fue diseñado, tenía el 
objetivo de avanzar en la movilización y trans-
formación de la cadena de proveedores del 
sector para asegurar una participación mayor 
del parque productivo local y regional (del 
MERCOSUR) en la atención a la demanda que 
sería generada por el presal.

Sin embargo, el hecho es que el proyecto 
comenzó a ejecutarse tan solo entre finales 
de 2014 y principios de 2015, teniendo en vis-
ta, entre otros factores, los flujos y cronogra-
mas para aprobar proyectos en el ámbito de 
la estructura del FOCEM y para efectivizar los 
desembolsos de los recursos para la puesta en 
marcha de las actividades. Desde entonces, 
la industria de petróleo y gas atraviesa, sobre 
todo en Brasil, un período de grandes transfor-
maciones. La reducción de los precios del pe-
tróleo en el mercado internacional114, a la cual 
se suman los acontecimientos en el escenario 
político115, causó una rápida desaceleración de 
las actividades en el sector petrolífero nacional, 
uno de los principales motores de las inversio-
nes en la economía brasileña en la última déca-
da. Petrobrás, la mayor empresa del segmen-
to en la región, lanzó un plan de desinversión, 
que totaliza un monto estimado de US$ 58 mil 

La innovación tecnológica
asegura dividendos
a los early adopters
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millones en ventas de activos en los próximos 
años. La pérdida de fuerza para grandes in-
versiones afecta directamente a las empresas 
proveedoras de la cadena, causando quiebras, 
despidos, perjuicios, etc. 

En ese contexto de crisis, es mayor la bús-
queda de las operadoras del sector por accio-
nes que reduzcan costes. Reducir costes, en 
muchos casos, puede significar atender a la 
demanda por bienes y servicios a partir de pro-
veedores internacionales116. Eso ha motivado, 
incluso, presiones por cambios en las reglas de 
contenido local aplicadas en Brasil al área de 
petróleo y gas. Las compañías petroleras afir-
man que no encuentran, en Brasil, proveedores 
con productos de calidad con precio y plazo 
competitivos, lo que encarece los proyectos en 
ejecución.

Debido a la reducción de las inversiones y a 
la ampliación de la competencia externa, pare-
ce inaplazable desarrollar la capacidad tecnoló-
gica de las empresas proveedoras de la cadena 
de petróleo y gas en el ámbito del MERCOSUR, 
ya que la innovación tecnológica además de 
ofrecer una mayor eficiencia y reducción de 
costes, también garantiza dividendos para los 
early adopters.   

En los países de esta región, aunque la inno-
vación sea vista como fundamental para man-
tener la competitividad y supervivencia de las 
empresas, desarrollar nuevas tecnologías aún 
es bastante desafiante, teniendo en cuenta los 
altos recursos necesarios para actividades de 
I&D, las incertidumbres en cuanto a los retor-
nos, los largos plazos de desarrollo, entre otros.

Para responder al desafío de ampliar la 
competitividad de las empresas regionales pro-
veedoras de la cadena de petróleo y gas, dife-
renciarlas y hacerlas más innovadoras, frente a 
las transformaciones coyunturales en el sector, 
la ABDI ha promovido una readecuación de las 
actividades aún no ejecutadas del proyecto. 
Antes, el foco fundamental de las actividades 
consistía en el desarrollo de las competencias 
empresarias y de gestión de las PyMES, con el 
fin de que estas pudieran sobreponerse a ba-
rreras de entrada que frenan su acceso a las 
empresas ancla y a la cadena (como normas 
de calidad, seguridad laboral, normas ambien-
tales, responsabilidad social, etc.). Ahora, el 
foco principal es la ampliación de la capacidad 
de creación de valor de las compañías partici-
pantes en el proyecto, permitiendo que estas 
se involucren en un proceso orientado de in-
novación, que permita un posicionamiento más 

ventajoso en la cadena y la conservación de su 
competitividad. 

La revisión de las actividades futuras del 
proyecto también ha tenido en cuenta el hecho 
de que el proceso de integración productiva 
conduce a algunos riesgos estratégicos, para 
las pequeñas y medianas empresas proveedo-
ras y los territorios donde se ubican, que de-
ben ser aplacados. La situación de dependen-
cia que mantienen las pequeñas y medianas 
empresas locales con respecto a las grandes 
compañías que gobiernan la cadena supone 
una limitación significativa en la obtención de 
márgenes de negocio elevados. En ese senti-
do, resultan poco fructíferos los esfuerzos de 
captar negocios y capacitar a las PyMES para 
realizar contratos de suministro con las empre-
sas ancla, ya que la capacidad de negociación 
que estas disfrutan dificulta la retención de 
valor agregado por aquellas. Esa situación es 
especialmente verdadera en los casos en que 
las PyMES participan en las cadenas por medio 
del suministro de bienes o servicios sin requeri-
mientos tecnológicos y de conocimiento espe-
cíficos (Luna, 2009).  

En el contexto de crisis actual, las PyMES de 
la cadena de petróleo y gas pueden quedar en 
una posición aún más vulnerable frente a even-
tuales decisiones regulatorias con respecto al 
contenido local, que permitan a las empresas 
líderes ampliar su rol de proveedores extranje-
ros, ampliando la presión competitiva. En ese 
escenario, están mejor posicionadas aquellas 
pequeñas y medianas empresas que operan 
con tecnologías (sobre todo con tecnologías 
que les permitan actuar como proveedores es-
pecializados en diferentes cadenas de valor) o 
que se encuentran en nichos protegidos de la 
competencia.

En ese sentido, proyectos y programas gu-
bernamentales destinados a la integración de 
las PyMES a las cadenas productivas deben, 
mediante mecanismos de seguimiento y eva-
luación, sopesar las tendencias del mercado glo-
bal y la competencia en cada territorio, promo-
viendo un realineamiento que aplaque riesgos y 
amplíe oportunidades. 

Las PyMES
podrían mejorar

su posición competitiva
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APOYO A LA
INNOVACIÓN TECNOLÓGICA

Los nuevos delineamientos del proyecto 
prevén la identificación, por un lado, de las de-
mandas tecnológicas de las grandes empresas 
y de los gaps tecnológicos del sector de petró-
leo y gas y su dirección a potenciales provee-
doras regionales, ofertantes de soluciones. Por 
otro lado, permite identificar proyectos y solu-
ciones tecnológicos en desarrollo y llevarlos al 
conocimiento de las empresas ancla, potencia-
les compradoras.

   La función de la ABDI en este proceso 
será hacer viable esa conexión entre demanda 
y oferta tecnológica en encuentros tech mee-
ting, así como hacer viable el desarrollo de esas 
tecnologías, por medio de la oferta de infraes-
tructura física, equipos de última generación 
(impresoras 3D), orientación especializada e 
inversión para construcción de prototipos fun-
cionales que representen visualmente sus ideas 
o productos. Además, tendrá papel fundamental 
en la captación de inversores para avanzar en el 
desarrollo del producto y colocarlo en el merca-
do. La idea es escalar y avanzar en la dotación 
tecnológica de las PyMES del MERCOSUR, de-
sarrollando la cadena de petróleo y gas local, 
así como permitir la inserción de dichas empre-
sas en mercados internacionales relativamente 
más dinámicos. 

Los encuentros de conexión entre oferta y 
demanda, además de hacer viable la integra-
ción del tipo vertical (entre las empresas de 
diferentes niveles de la cadena, compradores 
y proveedores), también podrán hacer viables 
la cooperación horizontal entre las PyMES, ya 
que el desarrollo de determinadas soluciones 
tecnológicas puede estimular la formación de 
alianzas locales y la definición de estrategias 
conjuntas, reforzando la integración entre los 
países del bloque y entre las empresas. 

Es importante resaltar que el apoyo público, 
con recursos financieros y a través de la iden-
tificación de oportunidades para los procesos 
de mejora de las PyMES, es especialmente ne-
cesario en el ámbito tecnológico, ya que dichas 

empresas, en virtud de su tamaño, enfrentan 
varias limitaciones para invertir y desarrollar 
acciones en el campo de la investigación, inno-
vación y desarrollo. 

FUTURO DE LA
INTEGRACIÓN PRODUCTIVA

Gran parte de ese tejido productivo diná-
mico presente en los cuatro países fundadores 
permite avizorar un mercado potencial en el 
MERCOSUR. Hay un deseo por internaciona-
lización e inserción regional. Se anhela la for-
mación de joint-ventures para acceder a otros 
mercados. Hay empresas que desean acceder 
a las empresas de los países vecinos. Hay em-
presas que tan solo desean comercializar sus 
productos entre sí. Hay tecnologías descono-
cidas que prometen revolucionar sus sectores, 
aún en etapa de pruebas.

Esa enorme diversidad de objetivos y estra-
tegias de las empresas objetivo de los proyec-
tos, permite afirmar que el límite para su po-
tencial depende directamente de la voluntad 
política de los organismos implicados en su 
ejecución, y en última instancia, de los propios 
líderes de los países del MERCOSUR.

Entendemos que el futuro del bloque en 
su vertiente productiva depende de la cons-
trucción de encadenamientos regionales más 
amplios, con base en el desarrollo de compe-
tencias tecnológicas dentro de las pequeñas y 
medianas empresas proveedoras del bloque. 
Con la debida cualificación, esas empresas 
tenderán a mantener niveles adecuados de 
competitividad frente a competidores interna-
cionales cada vez más agresivos, quién sabe 
incluso superándolos en muchos casos. 

Sin embargo, prepararlas tan solo del pun-
to de vista de la mejora de sus procesos inter-
nos no es suficiente. En ese sentido avanzará 
el proyecto en su vertiente de petróleo y gas. 
Además de capacitaciones y desarrollo de me-
todologías vinculadas al ámbito de la buena 
gestión (planificación, finanzas, logística, en-
tre otros), presentes durante todo el ciclo del 
proyecto automotriz y absolutamente funda-
mentales para que las empresas sean compe-
titivas, nuestra intención también es inducir un 
proceso innovador en productos, mostrando a 
los empresarios que el camino hacia el futuro 
pasa por nuevos materiales y tecnologías. La 
alineación entre gestión empresarial e innova-
ciones disruptivas dentro del tejido empresarial 
del MERCOSUR es nuestro desafío.

El gobierno
puede atenuar

la restricción en I&D
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NOTAS
111La oficialización del ingreso de Venezuela en el blo-
que elevó ese total a US$ 127 millones al año, tenien-
do en vista la contribución esperada del país de US$ 
27 millones. 
112Empresa grande de la cadena de petróleo y gas, 
compradora de bienes y servicios, que pueden ser 
las propias compañías petrolíferas, así como empre-
sas integradoras, drillers, fabricantes de equipos es-
pecializados, astilleros y empresas EPC (Engineering, 
Procurement and Construction).
113El concepto de Contenido Local es la proporción 
de las inversiones nacionales aplicadas a un deter-
minado bien o servicio, correspondiendo a la cuota 
de participación de la industria nacional en la pro-
ducción de ese bien o servicio. De ese modo, cuando 
una plataforma o refinaría, por ejemplo, cuenta con 
un alto índice de contenido local, significa que los 
bienes y servicios utilizados en su construcción son, 
en gran parte, de origen nacional, y no importados 
(Programa de Movilización de la industria brasileña 

de petróleo y Gas, Prominp).
114En 2010, el petróleo WTI cotizó en el mercado spot 
a US$ 79,39 promedio anual por barril, mientras el 
petróleo Brent, a US$ 79,39 por barril. En 2015, el 
petróleo WTI logró una cotización promedio de US$ 
48,71 por barril en el mercado spot, mientras el petró-
leo Brent promedió US$ 52,39 por barril.
115Deflagración de la operación Lava Jato, de la Poli-
cía Federal, que investiga un esquema de corrupción 
que implica a Petrobrás.
116Estudio realizado por Booz & Co. y coordinado por 
la Organización Nacional de la Industria del Petróleo 
(ONIP) reveló que la producción local de muchos de 
los bienes y servicios demandados por la industria 
presentaba serios problemas de competitividad en 
términos de costes, cuando se comparaban con los 
precios de otros productores internacionales (ONIP. 
Agenda de Competitividad de la Cadena Productiva 
de Petróleo y Gas Offshore en Brasil. Río de Janeiro, 
2010).
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POLÍTICAS DE
ARTICULACIÓN 
PRODUCTIVA

PABLO TRUCCO

ANÁLISIS

La globalización introdujo un cambio en los métodos de organización de la producción a 
través de procesos de desverticalización y conformación de cadenas de valor. Para mejorar la 
competitividad, el MERCOSUR debe buscar alternativas de aprovechamiento de estos esque-
mas productivos y comerciales en función de la modernización industrial, la transferencia de 
tecnología y la facilitación de la internacionalización de pequeñas y medianas empresas. El 
desarrollo de un emprendimiento conjunto regional que, en sí mismo, implique la integración 
productiva en un sector de alta tecnología sería uno de los instrumentos para moverse en esa 
dirección.
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CAMINOS RECORRIDOS
Y UNO NUEVO A RECORRER

La integración productiva en el MERCOSUR, 
como en el resto del mundo, es influida por 
decisiones de los gobiernos y sus políticas 
públicas, pero el impulso y la dinámica de 
este fenómeno obedecen a transformacio-
nes en el sistema económico internacional 
que trascienden los avatares políticos de la 
coyuntura. La “desverticalización” de la pro-
ducción iniciada en la década de 1960 y su 
organización en función de cadenas de valor 
regionales y globales que floreció en la dé-
cada de 1990 ha presentado a los gobiernos 
el desafío de dilucidar la manera más conve-
niente de abordar el proceso de inserción en 
la economía global de sectores muy significa-
tivos de sus economías nacionales.   

Frente a este dilema, el bloque del MERCOSUR 
ha adoptado distintas estrategias a lo largo 
de su existencia. Habiendo perdido impulso 
las políticas activas sectoriales heredadas de 
su antecesor inmediato, el Programa de In-
tegración y Cooperación Económica (PICE) 
entre Argentina y Brasil, vigente durante 
el segundo lustro de la década de 1980, el 
MERCOSUR optó por delegar al mercado el 
rumbo de la integración, reservando para el 
sector público la tarea de generar un marco 
propicio para que el sector privado pudiera 
organizar el avance del proceso en función 
de los precios relativos. Los resultados fue-
ron alentadores en el plano comercial duran-
te la década de 1990 y la importancia de los 
socios dentro del total de sus exportaciones 
se incrementó de manera significativa, pero 
los avances en el plano de la integración 
productiva fueron pobres, con excepción 
del caso de la industria automotriz que, al 
contrario del resto de los sectores, se be-
nefició de un régimen especial fuertemente 
regulado.

Las dificultades económicas que llegaron 
con el nuevo siglo y el viraje político ocurri-
do en los países del bloque se tradujeron en 
un cambio en el abordaje de la integración 
productiva en la región, recuperando para 
el Estado un papel más activo como impul-
sor del proceso en sectores seleccionados 
y ensayando iniciativas para equilibrar los 
beneficios de la integración tanto entre paí-
ses como entre empresas en virtud de su 
tamaño. La mayoría de estas iniciativas, sin 
embargo, siguieron estando guiadas por la 
premisa de que la tracción de la integración 

productiva provendría del sector privado y, 
por lo tanto, los gobiernos debían ayudar a 
las empresas privadas para que se conocie-
ran e interactuaran con socios potenciales 
de la región, intercambiaran información y se 
cultivaran relaciones de confianza para que, 
a partir de ello, los empresarios pudieran ad-
vertir las posibilidades y ventajas de una rela-
ción complementaria, fundada en una mayor 
especialización. En algunos casos, se trató 
directamente de un relevamiento de provee-
dores disponibles en la región para abastecer 
a empresas “ancla”. En términos generales, 
estas iniciativas no alcanzaron los objetivos 
que se proponían y la integración productiva 
regional en un puñado de sectores siguió los 
carriles de filiales de firmas transnacionales 
que han actuado condicionadas por las estra-
tegias corporativas globales definidas por las 
casas matrices.     

Frente a este panorama, este artículo se 
propone una política alternativa para impul-
sar la integración productiva siguiendo la lí-
nea de una experiencia internacional exitosa 
que logró desarrollar un sector de tecnología 
de punta (industria aeronáutica) a partir de 
un emprendimiento conjunto entre empresas 
públicas, privadas y mixtas, motorizada por 
los gobiernos de varios países europeos: el 
emprendimiento conjunto internacional para 
la construcción de aeronaves Airbus.   

En el apartado siguiente se realiza un bre-
ve repaso sobre las principales iniciativas 
para impulsar la integración productiva en el 
MERCOSUR y los resultados obtenidos. Pos-
teriormente, se observa el estado actual de 
la integración productiva a la luz de las po-
líticas implementadas en el pasado, se pre-
senta una hipótesis sobre el origen de los 
resultados obtenidos y se explican algunos 
de sus fundamentos. En el cuarto apartado 
se ensaya un ejercicio propositivo para im-
pulsar la integración productiva sectorial a 
partir de un emprendimiento conjunto entre 
empresas ancla, destacando las ventajas de 
las empresas estatales para integrar un em-
prendimiento de estas características. Dado 
que este artículo no tiene pretensiones de 
proponer un sector en particular o empre-
sas concretas para ensayar la experiencia, el 
quinto apartado presenta un camino posible 
para avanzar en la implementación de dicho 
emprendimiento a partir de definiciones de 
los gobiernos. Por último, en la sección seis 
se presentan algunas reflexiones finales.  
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ANTECEDENTES DE IMPULSO
A LA INTEGRACIÓN PRODUCTIVA

Las iniciativas orientadas a impulsar la in-
tegración productiva regional han sido nu-
merosas y variadas, con antecedentes que 
datan desde la década de 1980. De hecho, el 
antecedente más concreto de un acuerdo para 
impulsar la complementación intra-sectorial 
en la región fue el Programa de Integración y 
Cooperación Económica (PICE) firmado entre 
Argentina y Brasil en 1986. El PICE, considera-
do frecuentemente como la piedra basal del 
MERCOSUR, se focalizó en una selección de in-
dustrias que se estimaban con mayor probabi-
lidad de complementación entre ambos países, 
entre las que se destacaron la industria aero-
náutica, alimenticia, automotriz, bienes de ca-
pital y siderúrgica. A pesar de que se firmaron 
24 protocolos sectoriales, el único que logró 
avances relativamente significativos fue el sec-
tor de bienes de capital, aunque sin conseguir 
una modificación en las estructuras produc-
tivas sectoriales en los países que integraban 
el acuerdo. En términos de sus resultados, la 
contribución del PICE a la integración produc-
tiva fue limitada dado que logró restablecer los 
niveles de comercio bilateral a los existentes 
con anterioridad a la crisis de la deuda de prin-
cipios de la década de 1980 (Bouzas y Fanelli, 
2001; Botto y Molinari, 2013). 

A pesar de ese éxito parcial, el impulso 
gubernamental a la integración productiva 
perdería vigor hacia finales de la década de 
1980 y durante el resurgimiento neoliberal de 
la década de 1990, en el marco del “auge del 
MERCOSUR”. Si bien la idea de un mercado 
común entre Argentina, Brasil, Paraguay y Uru-
guay apuntaba a aprovechar las ventajas de la 
mayor escala ofrecida por un mercado amplia-
do, no se diseñó ninguna planificación sectorial 
para el bloque, delegando en el libre mercado 
la tarea de especialización productiva en base 
a ventajas competitivas (Bozzala et al, 2006). 
Los gobiernos del MERCOSUR se limitaron a 
implementar una reducción lineal y automáti-
ca de los aranceles intrazona y a intentar es-
tablecer un arancel externo común en plazos 

relativamente cortos, sin prestar atención a las 
necesidades y relaciones sectoriales y empre-
sariales de la región (Botto, 2013). A partir de 
allí, los avances en el bloque serían medidos en 
función del volumen de comercio y de su desa-
rrollo institucional.

La industria automotriz fue la excepción a 
esta regla. En efecto, organizada en función de 
terminales transnacionales localizadas en Ar-
gentina y Brasil, la industria automotriz se bene-
fició durante la década de 1990 de un régimen 
sectorial especial que la convirtió en la estrella 
de la integración productiva “regional” (Uru-
guay se adhirió recién en 2006). El sector fue 
receptor de importantes inversiones extranje-
ras, se reorganizó y se modernizó, aggiornando 
por extensión, vía fuertes presiones y exigen-
cias de estándares productivos y de calidad, a 
los anillos de proveedores locales encargados 
de abastecer con partes a las terminales. Así, 
se consiguió una industria más competitiva y 
de mayor tamaño, con una fuerte orientación 
hacia el mercado interno del MERCOSUR, y 
más estrechamente alineada con las estrate-
gias globales de las casas matrices (a expen-
sas del poder de decisión de las filiales locales). 
Adicionalmente, si bien el régimen automotriz 
fomentó el crecimiento y la modernización de 
la industria en Argentina y Brasil mediante un 
comercio administrado y relativamente equili-
brado, no tuvo en cuenta el fomento de la inno-
vación y del desarrollo local ni una distribución 
equilibrada en la complejidad tecnológica de 
los eslabones instalados complementariamen-
te a ambos lados de la frontera. Ello terminó 
consolidando una división jerárquica del tra-
bajo entre las empresas subsidiarias en ambos 
países por la que los procesos más intensivos 
en conocimiento se concentraron en Brasil 
(Bovris, 2015; Obaya, 2014).     

Pero más allá del caso excepcional del sec-
tor automotor, el impulso gubernamental a la 
integración productiva regresaría recién en la 
década de 2000, cuando gobiernos de cen-
tro-izquierda, más proclives a la intervención 
en la economía, coincidieron en los países que 
integraban el MERCOSUR. La nueva oleada 
de iniciativas arrancó en el año 2002 con dos 
programas: i) los Foros de Competitividad de 
las Cadenas Productivas del MERCOSUR y 
ii) el Fondo de Convergencia Estructural del 
MERCOSUR (FOCEM). 

Los foros de competitividad fueron inte-
grados por representantes de los gobiernos 
relacionados con las áreas vinculadas a cada 

El PICE
fue el primer estímulo
a la complementación

productiva regional
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una de las cadenas abordadas, así como repre-
sentantes de los órganos de empresarios y tra-
bajadores del sector. El objetivo de fondo de 
este instrumento era contribuir a una conver-
gencia hacia una política industrial común del 
MERCOSUR para las cadenas productivas que 
se seleccionaran, poniendo el foco en fomentar 
una mayor complementariedad de las cadenas 
productivas regionales y en el desarrollo de 
acciones de promoción comercial conjunta en 
terceros mercados, así como en la necesidad 
de redefinir el arancel externo común (AEC) en 
algunos sectores (INTAL, 2003).117 La metodo-
logía utilizada consistió en generar un espacio 
de deliberación para alcanzar consensos en 
torno a las principales oportunidades y obs-
táculos en la convergencia hacia políticas sec-
toriales comunes, consistentes con una lógica 
de especialización complementaria entre las 
empresas del MERCOSUR (Rodríguez Miranda, 
2006). A través de ello se buscaba facilitar, por 
un lado, el proceso de conocimiento, interac-
ción y construcción de relaciones de confianza 
entre potenciales socios en la región y, por el 
otro, ofrecer a los gobiernos información útil 
para la elaboración de políticas públicas ade-
cuadas para el fomento de la integración en los 
sectores seleccionados. El primero de ellos, y el 
único que consiguió avances significativos fue 
el Foro del Sector Madera-Muebles.118 Posterior-
mente, se lanzaron nuevos foros de competi-
tividad, como el del sector Cinematográfico 
y Audiovisual, aunque sin alcanzar resultados 
importantes. 

La segunda iniciativa, el FOCEM, fue “idea-
da” (siguiendo el ejemplo de la Unión Europea) 
como un mecanismo orientado a disminuir las 
asimetrías enfrentadas por los socios con me-
nor tamaño relativo, apuntando a equilibrar en 
el largo plazo los beneficios provenientes del 
proceso de integración regional que, en el cor-
to plazo, habían favorecido en mayor medida a 
los países de mayor tamaño (Inchauspe, 2011, 
Trucco, 2015). Sin embargo, en la práctica, los 
fondos asignados por el FOCEM fueron utiliza-
dos siguiendo prioridades de inversión nacio-
nales que no estaban guiadas por la finalidad 
última de la integración regional, dadas las 
urgencias de inversión en infraestructura. En 
consecuencia, el FOCEM se convirtió en los he-
chos en una compensación para las economías 
más pequeñas, quienes decidirían cómo utilizar 
los fondos en función de sus intereses nacio-
nales.119 A estos se sumaron otras iniciativas de 
instrumentos para intentar garantizar la dispo-

nibilidad de fondos para proyectos de integra-
ción productiva, como e l Fondo MERCOSUR 
de Garantías para Pequeñas y Medianas Em-
presas (FoPyME)120 y un intento de acuerdo 
entre el Banco de la Nación Argentina (BNA) 
y el Banco Nacional de Desarrollo Económico 
y Social de Brasil (BNDES). Ninguna de ellas 
logró levantar vuelo (Botto y Molinari, 2013).   

En el año 2008 se intentó dotar de mayor 
organicidad a las iniciativas y programas para la 
promoción de la integración productiva a partir 
de un programa más ambicioso: el Programa de 
Integración Productiva del MERCOSUR (PIP), 
bajo la órbita del Grupo de Integración Produc-
tiva del MERCOSUR (GIP).121 Este programa po-
nía especial atención sobre la necesidad de que 
las PyMEs participaran en el proceso de integra-
ción y en una intervención también creciente de 
los países más pequeños. Más allá de las accio-
nes gubernamentales para crear condiciones 
más propicias para la integración productiva 
a partir de políticas orientadas a disminuir di-
ferencias de escala, asimetrías en el desarrollo 
tecnológico y de capacitación a nivel gerencial, 
esquemas nacionales aún no armonizados, fa-
llas del mercado, dificultades en el acceso al 
financiamiento, etc, el enfoque del PIP descan-
saba en la iniciativa de las empresas y de sus 
entidades representativas, quienes se esperaba 
que ante la creación de ese entorno más propi-
cio se sintieran estimuladas a participar en una 
instancia de carácter regional. 

Fueron varias las iniciativas para la integra-
ción productiva abordadas desde una perspec-
tiva sectorial a través del GIP, aunque escasos 
los resultados obtenidos. Algunas de ellas eran 
en realidad previas a la constitución de ese 
grupo de trabajo, como el Programa de desa-
rrollo de proveedores del sector petróleo y gas 
(pensado, fundamentalmente, en función de 
una articulación de proveedores alrededor de 
Petrobras como empresa ancla); el Programa 
de Complementación de la cadena productiva 
automotriz (donde las empresas ancla serían 
las terminales automotrices y se buscaba apun-
talar la competitividad de las PyMEs provee-
doras); la integración de cadenas productivas 
ligadas al turismo (para mejorar la formación 
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de recursos humanos y crear una ruta turística 
que cruzara los –en aquel momento–  cuatro 
países del MERCOSUR), entre las más sobresa-
lientes. Estas iniciativas, al igual que otras que 
surgieron con posterioridad, consistían en una 
serie de actividades de capacitación conjunta 
y rondas de negocios para facilitar la interac-
ción entre los oferentes y los demandantes en 
la región (INTAL, 2007).122

A estas se sumaron en 2011 el sector jugue-
tes, que logró finalmente en 2014 la aprobación 
del Programa de integración productiva para 
dicha industria a partir de un mayor involucra-
miento del sector privado mediante sus cáma-
ras respectivas.123 Los ejes de este programa se 
focalizaron en la articulación empresarial, me-
jora competitiva y promoción comercial con-
junta, habiéndose cumplido algunos avances 
en el tercer eje durante el año 2015.124 

Asimismo, en 2012 se crearon los Comités 
de Integración Productiva para los sectores ae-
ronáutico, naval y de energía eólica, cuya fun-
ción era investigar su potencial de integración 
y complementariedad. Diferencias de intereses 
entre los socios erosionaron el progreso de es-
tas iniciativas y su traducción en acciones pro-
ductivas concretas. Quizás el caso de la ener-
gía eólica sobresale del resto de las iniciativas 
porque apunta a construir un aerogenerador 
compuesto por partes de la región (Botto y 
Molinari, 2013), lo cual implicaría el desarrollo 
conjunto de un producto de alta tecnología 
con un mercado (regional y global) con pers-
pectivas de un crecimiento muy significativo. 
Dado que existen en la región actores locales 
que desarrollan esta tecnología y que poseen 
un gran potencial de innovación y desarrollo de 
productos, el sector de bienes de capital para 
la producción de energía eólica parecería espe-
cialmente apropiado para obtener ventajas de 
la integración productiva. Sin embargo, el pro-
greso de la integración productiva en este sec-
tor, al igual que en muchos otros, continúa con-
dicionado por tensiones e intereses del sector 
privado, heredados del regionalismo comer-
cial, que posicionan las dinámicas nacionales 
en colisión con las regionales. Ello se traduce, 

entre otras cuestiones, en heterogeneidad re-
gulatoria en materia de incentivos productivos 
y/o financieros prevalecientes en cada país que 
obstaculizan la consolidación de iniciativas de 
integración productiva (Barrera e Inchauspe, 
2012; Inchauspe y Barrera, 2015; Bouzas, 2005; 
Porta, 2008; Niembro et al, 2009).125

RESULTADOS DE LAS POLÍTICAS
DE INTEGRACIÓN PRODUCTIVA

Desde una perspectiva general del estado 
de la integración productiva, se observa que 
existe un comercio intra-industrial relevante 
en la cadena de químicos (tanto los químicos 
básicos como otros productos químicos -far-
macéuticos), la cadena de maquinaria general 
(que incluye maquinaria agrícola) y la cadena 
automotriz. A primera vista, parecería difícil 
que esos sectores dinamicen una integración 
productiva con externalidades positivas y de-
rrames tecnológicos en la región dado que se 
trata de cadenas productivas comandadas por 
empresas transnacionales cuyas estrategias 
tienden a priorizar la explotación del merca-
do ampliado especializando sus filiales para 
minimizar costos y organizando su proceso 
productivo de formas que limitan potenciales 
efectos positivos sobre entramados producti-
vos locales (García y Graña, 2015).

Las políticas diseñadas por los gobiernos 
del bloque para impulsar la integración pro-
ductiva en un sentido más provechoso para 
los sectores productivos locales de la región, 
buscando reducir asimetrías y apalancar la 
participación de las PyMEs en el proceso de 
integración, no han tenido los resultados que 
se esperaba. Sin poner en tela de juicio los 
avances logrados a partir del PIP y de las otras 
iniciativas gubernamentales para fomentar la 
integración productiva, y aun valorando los 
esfuerzos y resultados obtenidos como pasos 
necesarios en ese camino, resulta evidente que 
hasta el momento (2017) han sido insuficientes 
para alcanzar los objetivos que originalmente 
se propusieron. Una hipótesis posible sobre 
la causa de ello es que las líneas de acción 
propuestas descansaron mayormente en que 
el impulso de la integración productiva pro-
vendría de las empresas del sector privado 
(de aquellos sectores preseleccionados) en 
función de los beneficios potenciales que (se 
esperaba que) advertirían luego de que los 
gobiernos las “ayudaran” a ver las oportuni-
dades existentes al facilitar el intercambio de 
información y la interacción entre ellos. 

Las dinámicas
nacionales colisionan

con las
regionales
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En tal caso, el diagnóstico resultó equivo-
cado porque, en primer lugar, las empresas 
nacionales con capacidad de influir en las ca-
denas regionales de valor (fundamentalmen-
te de origen brasileño y argentino) encararon 
sus estrategias de expansión regional directa-
mente buscando la adquisición de compañías 
transfronterizas que consideraban estratégi-
cas para su crecimiento o posicionamiento en 
la región, a expensas de una visión de articula-
ción complementaria y coordinada entre con-
trapartes al otro lado de la frontera. En menor 
medida, también orientaron sus estrategias 
expansivas y la localización de su producción 
en función de diferencias regulatorias entre 
países del bloque, aprovechando la existencia 
de regímenes de promoción sectoriales. En 
ambos casos, el acceso al financiamiento fue 
el instrumento clave para posibilitar dichas es-
trategias, en las que el BNDES desempeñó un 
papel muy destacado. 

En segundo lugar, se subestimó el hecho de 
que las empresas transnacionales con filiales en 
uno o más países de la región privilegian sus es-
trategias y alianzas globales en detrimento de 
las posibilidades que se abren en la región. Ello 
deja a las PyMEs y proveedores locales en una 
posición vulnerable, fundamentalmente como 
consecuencia de la falta de interés de las filiales 
transnacionales en construir lazos profundos y 
duraderos con sus proveedores locales. Ello se 
traduce en que no existe un verdadero interés 
en transferirles tecnología, apostando a que en 
un futuro ello pueda redundar en un beneficio 
para dichas filiales transnacionales. De hecho, la 
transferencia tecnológica ha tendido a restrin-
girse a conseguir que los proveedores locales 
lograran cumplir con ciertos estándares pro-
ductivos y de calidad. Finalmente, aunque no 
menos importante, a través de esta estrategia 
las firmas transnacionales traspasan los mayo-
res riesgos a los proveedores locales en función 
de la externalización de una proporción signifi-
cativa de los costos fijos.

Por supuesto, existen casos de cooperación 
y articulación empresaria regional en el senti-
do comúnmente deseado por los gobiernos y 

formadores de políticas públicas, pero estos 
casos no han logrado por el momento alcanzar 
un volumen o una escala suficiente como para 
influir de manera significativa en el proceso de 
integración productiva. 

UN EJERCICIO PROPOSITIVO
Sin dejar de lado el hecho de que la solu-

ción de máxima para allanar el camino de la 
integración productiva reside en el estableci-
miento de un marco de regulaciones y políti-
cas productivas y tecnológicas consistentes a 
nivel regional, la solución posible hasta el mo-
mento ha consistido en el trabajo focalizado 
sobre contados sectores muy concretos. Aun 
así, los resultados obtenidos por las diferentes 
iniciativas de integración productiva no han al-
canzado los objetivos que se proponían. Es por 
ello que una política superadora (en términos 
de probabilidad de éxito) debería tener un al-
cance aún menor que el plano sectorial, pero 
con una intensidad mayor. Es decir, contraria-
mente a la lógica de razonamiento que postula 
avanzar desde el nivel macro hacia el micro, im-
plicando que la integración productiva se ace-
lerará a partir de decisiones espontáneas de las 
empresas en función del establecimiento de un 
marco propicio, consideramos que una política 
superadora debería focalizar la atención y los 
recursos sobre empresas concretas que, simul-
táneamente, tengan un alto potencial para la 
integración productiva y capacidad para mar-
car tendencia en el sector al que pertenecen. 
A partir del trabajo sobre estas empresas con 
alta incidencia en sus respectivos sectores, los 
Estados del MERCOSUR podrían influir para 
que la integración productiva adopte una diná-
mica funcional a los objetivos de un desarrollo 
sectorial que beneficie a todos los países que 
integran el bloque. 

En el PIP ya se hacía referencia a “empre-
sas ancla” y algunas de las iniciativas descriptas 
en el segundo apartado apuntaban al desarro-
llo de proveedores alrededor de ellas. La pro-
puesta que se ensaya en este capítulo consis-
te, a diferencia de las iniciativas anteriores, en 
la implementación de una política orientada a 
articular emprendimientos conjuntos entre em-
presas ancla. 

Ciertamente, la selección de las empresas 
más apropiadas para constituirse en objeto 
directo de esta iniciativa constituye un fac-
tor clave para su éxito. Para contribuir a la re-
flexión acerca de esta selección, se presentan 
a continuación algunas de las condiciones que 

Las iniciativas
de articulación

productiva han tenido
un impacto limitado
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El modelo asociativo utilizado para la producción de las aeronaves Airbus constituye un 
caso de estudio muy ilustrativo para el abordaje de emprendimientos conjuntos regionales. 
El emprendimiento de Airbus es el producto de una fuerte determinación y compromiso por 
parte de varios gobiernos europeos que apostaron conjuntamente por un desarrollo tecno-
lógico, industrial y comercial en el sector de fabricación de aeronaves. Ello implicó una gran 
flexibilidad y capacidad de adaptación para redefinir, a lo largo de sus cuatro décadas y media 
de desarrollo, los espacios e inclusive a los socios integrantes del emprendimiento. También 
requirió un muy importante nivel de tenacidad en el esfuerzo técnico y económico durante el 
extenso periodo en que el proyecto no fue económicamente autosustentable. 

En el año 1967 los gobiernos de Francia, Alemania y el Reino Unido realizaron una decla-
ración conjunta en la que acordaban fortalecer la cooperación en el campo de la tecnología 
aeronáutica a través del desarrollo conjunto y la producción de una aeronave para el transporte 
de pasajeros. Según señala la empresa en su sitio web, los objetivos de este emprendimiento 
eran promover el progreso económico y tecnológico en Europa, y presentar un desafío a la 
dominación estadounidense en la industria aeronáutica. Ello requirió que una industria de pro-
ducción de aeronaves cuyos productores estaban enfocados en proyectos que competían con 
sus vecinos abandonaran sus ambiciones nacionales y combinaran sus capacidades y talentos 
para producir conjuntamente una aeronave europea capaz de competir directamente con la 
industria estadounidense.

El emprendimiento conjunto se fundó en 1970 bajo legislación francesa como un Groupe 
d’Interet Economique (Grupo de Interés Económico – GIE), figura que permite a sus miembros 
(empresas privadas y estatales) desarrollar conjuntamente algunas de sus actividades conser-
vando al mismo tiempo su individualidad y sus actividades no incluidas en la agrupación. El 
GIE fue integrado en partes iguales por la empresa estatal francesa Aerospatiale (originada a 
partir de la fusión entre SEREB, Sud Aviation y Nord Aviation) y la alemana Deutsche Airbus 
(que a su vez agrupaba a cuatro empresas: Messerschmittwerke, Hamburger Flugzeugbau, 
VFW GmbH, y Siebelwerke ATG). La empresa británica Hawker Siddeley finalmente ingresó 
como subcontratista, mientras que la empresa española mixta, Construcciones Aeronáuticas 
S.A. (CASA), ingresaría en 1971. En 1979 los británicos ingresaron como socios plenos a través 
de British Aerospace luego de que el gobierno nacionalizara en 1977 a Hawker Siddeley junto 
a otras compañías de la industria para conformar un conglomerado gubernamental (que pos-
teriormente sería privatizado a principios de la década de 1980). La empresa privada sucesora, 
BAE Systems, es en parte propiedad de General Electric. Así, la composición de los socios y su 
influencia accionaria dentro de Airbus ha sido muy dinámica a lo largo de la historia de la firma.

La coordinación inicial estuvo a cargo de los franceses. El ensamblaje de las aeronaves se 
realizaba originalmente en Touluse, Francia, y modelos posteriores fueron ensamblados en 
Hamburgo, Alemania. El complejo entramado de países, empresas y actividades, y responsabi-
lidades específicas en el proceso productivo no ha sido resultado de la acción espontánea de la 
oferta y la demanda entre agentes privados, sino que ha sido planificado, construido e impulsa-
do por gobiernos que se propusieron desarrollar una empresa de alta tecnología y competitiva 
internacionalmente, apostando a innovaciones y al desarrollo tecnológico regional. 

Fue recién en el año 1990, dos décadas después de su fundación, cuando Airbus obtuvo 
su primer resultado operativo positivo. Al realizar dicho anuncio, el director ejecutivo, Jean 
Pierson, agradeció a aquellos que habían invertido en Airbus sabiendo que tomaría años antes 
de obtener retornos positivos explicando que “al hacerlo, generaron riqueza en Europa, la ri-
queza que proviene de la retención de capacidades, empleos y oportunidades de trayectorias 
profesionales, sustitución de importaciones, e ingresos provenientes de las exportaciones” y 
continuó refiriéndose a la esencia del proyecto hasta ese día: “la determinación de los socios 
de mantener alejados a los demonios perjudiciales de la rivalidad intra-europea como un factor 
clave del éxito de Airbus. Es en el interés de Europa que esta determinación debe mantenerse. 
Si hubiera una lección para aprender de la experiencia de Airbus sería que la cooperación es 
la clave de la prosperidad y que simplemente ya no hay espacio para emprendimientos nacio-
nalistas estrechos”.126

Fuente: www.airbus.com

RECUADRO 1. AIRBUS: UN ANTECEDENTE ILUSTRATIVO PARA EL 
DESARROLLO DE UN EMPRENDIMIENTO CONJUNTO REGIONAL
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consideramos esenciales que dichas empresas 
cumplan para dar lugar a una integración pro-
ductiva regional en el sentido buscado:

· Tener una posición de liderazgo, con ca-
pacidad de influir de manera significativa sobre 
la trayectoria tecnológica y productiva de un 
sector intensivo en conocimiento y proclive a 
la innovación, cuyo desarrollo sea considerado 
prioritario por los Estados del bloque (sector 
estratégico).

· Encontrarse en la frontera tecnológica, in-
serta (o con capacidad de insertarse) en esla-
bones de las respectivas cadenas de valor que 
sean también intensivos en conocimiento.

· Estar dispuesta a compartir e intercambiar 
conocimientos sobre la tecnología relativa al 
proyecto en cuestión, de manera de posibilitar 
la generación de sinergias positivas que permi-
tan un desarrollo tecnológico conjunto.

· Estar dispuesta a transferir tecnología y 
conocimientos a sus proveedores de la región, 
de manera de garantizar un aprendizaje tec-
nológico de los eslabones aguas arriba, la for-
mación de sus técnicos y, en un sentido más 
amplio, la difusión de tecnología en los entra-
mados locales.

· Tener la capacidad de acceder a financia-
miento para llevar adelante un proyecto con-
junto con pares del MERCOSUR, así como la 
capacidad económica para permanecer en el 
emprendimiento aún en el caso de que la ren-
tabilidad se alcance recién en el mediano o lar-
go plazo.

· Tener la capacidad de integrar un meca-
nismo societario legal que asegure un aprove-
chamiento o beneficio equilibrado para todas 
las partes.      

Tradicionalmente, las políticas orientadas a 
facilitar la integración productiva en la región 
se han enfocado en el sector privado. Sin em-
bargo, en base a las condiciones precedentes, 
las empresas públicas o de capital mixto que-
dan en una posición ventajosa dentro del uni-
verso de posibles candidatas por las siguientes 
razones:

1. Empresas en la frontera tecnológica de 
sectores estratégicos: 

En los países del MERCOSUR, es frecuente 
encontrar que las empresas líderes que están 
en la frontera tecnológica en sectores intensi-
vos en conocimiento son públicas (o mixtas, 
que nacieron como empresas públicas y pos-
teriormente fueron parcialmente privatizadas). 
Ello es en sí mismo un indicador de que se trata 
de sectores en los que el Estado ha invertido re-

cursos para que sean desarrollados localmente 
y, por lo tanto, se consideran en alguna medida 
prioritarios o estratégicos. Puede tratarse de 
empresas de la industria aeroespacial, la indus-
tria aeronáutica, el desarrollo nuclear con fines 
pacíficos, la generación de energías alternativas 
como la eólica, o la biotecnología que, por su 
tamaño, requerimientos de inversiones en capi-
tal e I+D, o por su nivel de complejidad tecnoló-
gica, han tenido una injerencia muy significativa 
sobre la trayectoria de aprendizaje tecnológico 
en sus sectores respectivos a escala nacional y, 
en ocasiones, a escala internacional. 

2. Transferencia de tecnología y difusión de 
conocimientos: 

Uno de los catalizadores de la competitivi-
dad sistémica regional es la difusión de cono-
cimiento y transferencia de tecnología hacia 
empresas proveedoras locales apuntando, por 
un lado, a generar mejoras competitivas secto-
riales desde los primeros eslabones de las ca-
denas de valor y, por otro lado, a permitir el de-
sarrollo de una masa crítica de PyMES locales 
competitivas internacionalmente. El hecho de 
que los gobiernos tengan una influencia directa 
en las decisiones de las empresas líderes facilita 
la implementación de políticas de transferencia 
de tecnología y conocimientos a los distintos 
anillos de proveedores a través de programas 
de capacitación y de trasformación productiva 
para lograr los estándares requeridos. 

Asimismo, y en consonancia con el punto 4 
(que se describe más adelante), la intervención 
gubernamental resulta decisiva en la selección 
y desarrollo de proveedores en todos los paí-
ses del bloque. Ello resulta consistente con el 
objetivo de minimizar las asimetrías entre los 
socios. Si bien es imposible alcanzar una sime-
tría perfecta en este aspecto, es posible bus-
car un aprovechamiento equilibrado en función 
de las capacidades instaladas en cada país y 
del potencial para el desarrollo de proveedores 
locales. 

3. Acceso a financiamiento
El hecho de que se trate de empresas de 

propiedad estatal o con una fuerte participa-
ción del Estado facilita el acceso a financia-
miento de parte de organismos multilaterales 
de crédito, que son quienes frecuentemen-
te tienen las mejores condiciones financieras 
para solventar el desarrollo de obras públicas 
de distinta naturaleza. En particular, los ban-
cos multilaterales de desarrollo como el Banco 
Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, 
o la Corporación Andina de Fomento apare-
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cen a priori como buenos candidatos para que 
los gobiernos acudan a ellos en búsqueda de 
financiamiento para un emprendimiento con-
junto. De hecho, muy posiblemente el acceso 
a este financiamiento sea uno de los incentivos 
para las empresas a integrar el emprendimien-
to conjunto y desarrollar un proyecto que, de 
manera individual, no estarían en condiciones 
de realizar. Es importante que, en la medida de 
lo posible, el financiamiento provenga de una 
fuente multilateral y no, por ejemplo, del BNDES 
u otro banco de desarrollo nacional, de manera 
de evitar condicionamientos o reglamentacio-
nes internas que terminen otorgando ventajas 
a alguno de los socios.

A ello se suma que los gobiernos tienen la 
capacidad de sostener el costo hundido du-
rante un tiempo muy superior a una empresa 
privada hasta que los resultados de la inversión 
comiencen a tener un flujo de ingresos suficien-
te para cubrir los costos. Ello es especialmen-
te importante en proyectos de inversión cuyo 
tiempo de maduración tiende a extenderse por 
encima de la media, tal como suele ocurrir en 
sectores de vanguardia intensivos en I+D.  

Por último, el hecho de que los tomadores 
de financiamiento sean los gobiernos, facilita 
una participación igualitaria en las obligaciones 
financieras, contribuyendo a nivelar el campo 
entre los socios. Nuevamente, ello resulta con-
sistente con el manejo de las asimetrías, tal 
como se profundiza en el punto 4.  

4. Manejo de las asimetrías en el aprove-
chamiento de los beneficios de la integración 
productiva:

El hecho de que las empresas públicas o 
mixtas llevan implícito un involucramiento di-
recto por parte de los gobiernos en las nego-
ciaciones, facilita un tratamiento equilibrado 
entre las partes generando un efecto “iguala-
dor” entre las empresas al momento de esta-
blecer su interacción en el proceso productivo. 
De esta manera tienden a amortiguarse las di-
ferencias jerárquicas intrínsecas de cada cade-
na de valor (Rojas y Arce, 2015). Esta mayor 
horizontalidad tiene también una importancia 
muy significativa al momento de distribuir los 

beneficios para cada país, no solamente en tér-
minos económicos sino también en términos 
de la localización de los eslabones productivos 
más intensivos en tecnología, la difusión del 
conocimiento, y la contratación de proveedo-
res y de mano de obra, todos ellos aspectos 
que pueden ser acordados entre los gobiernos 
en función de criterios que contemplen benefi-
cios para todas los partes. 

De esta manera, la participación directa de 
los gobiernos contribuiría a evitar algunos de 
los efectos no deseados de la integración pro-
ductiva, tal como ha ocurrido, por ejemplo, en 
el régimen automotriz común entre Argentina 
y Brasil, frecuentemente presentado como el 
sector más exitoso en términos de integración 
en la región pero que, como se señalara ante-
riormente, terminó consolidando una división 
jerárquica del trabajo entre las empresas subsi-
diarias entre los países del bloque. 

UN CAMINO POSIBLE
A continuación, se presenta una secuencia 

posible de pasos que podrían seguir los go-
biernos del bloque para implementar la inicia-
tiva propuesta. Se trata simplemente de una 
propuesta para ilustrar un camino posible (en-
tre otros) y, como tal, se desarrolla en modo 
condicional.   

Un puntapié inicial para el desarrollo de un 
emprendimiento conjunto que reúna las carac-
terísticas previamente explicadas podría con-
sistir en la organización de una serie de reunio-
nes entre los ministerios de ciencia y tecnología 
de los países del bloque para conocer aquellos 
sectores productivos que operan en la frontera 
tecnológica en cada país, cuyo desarrollo sea 
además considerado estratégico por parte de 
los gobiernos. Entre estos sectores, debería fo-
calizarse sobre aquellos en los que el Estado 
ha constituido una o más empresas en condi-
ciones de participar en un proyecto conjunto 
para desarrollar con sus socios un producto 
superador. Debería prestarse especial atención 
a las capacidades para el desarrollo tecnológi-
co de las empresas candidatas y a la existencia 
de contrapartes con características similares o 
complementarias en los otros países. En fun-
ción de estas condiciones deberían buscarse 
denominadores comunes y, entre ellos, selec-
cionar aquellos casos con mayor prioridad es-
tratégica y mayor probabilidad de éxito.

Algunas de las preguntas subyacentes de 
los ejes ordenadores de la selección deberían 
incluir: qué es lo que se quiere producir de ma-

Adoptar políticas
orientadas a articular

emprendimientos conjuntos
entre empresas ancla
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nera conjunta; cuáles son sus requerimientos; 
qué estaría en condiciones de aportar cada una 
de las partes en términos productivos y tec-
nológicos; así como las diferentes alternativas 
para articular la producción entre las empresas 
participantes. 

En base a las respuestas que surjan de di-
chos ejes ordenadores, deberían estudiarse las 
necesidades regulatorias para que dicha pro-
ducción conjunta resultara posible, así como su 
compatibilidad con las regulaciones locales y/o 
regionales que afectan al sector. También sería 
conveniente analizar la factibilidad de un régi-
men conjunto para el sector seleccionado, pero, 
si ello no resultara posible, se requerirá al menos 
algún régimen especial que permita el desarro-
llo del emprendimiento y que simultáneamente 
desaliente el desarrollo de asimetrías. Teniendo 
en cuenta lo anterior, debería analizarse la fi-
gura jurídica internacional conveniente para el 
emprendimiento, como una organización inter-
nacional/empresa cuatri-nacional, un consorcio 
entre empresas, o alguna otra alternativa que 
resultara apropiada. 

En relación al objetivo de minimizar asime-
trías y promover el desarrollo local, el régimen 
especial que se establezca debería contem-
plar también un régimen para el desarrollo de 
proveedores que beneficie a todos los países 
participantes tanto en términos de la política 
de compras como en la transferencia de tecno-
logía. Adicionalmente, si bien debe tenerse en 
cuenta que la organización productiva en ge-
neral y particularmente en los sectores que se 
encuentran en la frontera tecnológica se lleva a 
cabo a través de cadenas de valor globales, el 
desarrollo de una red de proveedores regiona-
les se beneficiaría si se establecieran mínimos 
de contenido regional y local como requisito 
para acceder a incentivos productivos y finan-
cieros en el marco del emprendimiento. Esta 
regulación no debería desviar la atención en 
relación a que el foco de la política debe estar 
orientado al desarrollo de los eslabones más in-
tensivos en conocimiento.  

El objetivo de máxima de esta propuesta es 
que el éxito del emprendimiento conjunto o de 
los emprendimientos que eventualmente se lle-
ven adelante, faciliten que los gobiernos logren 
replicar esta metodología y que este abordaje 
pueda convertirse en una herramienta para im-
pulsar una integración productiva que permita 
a la región insertarse de manera competitiva 
en las cadenas globales de valor en aquellos 
eslabones con mayores beneficios directos e 

indirectos para el desarrollo económico de los 
países de la región.  

HACIA UNA INTEGRACIÓN SUPERADORA
La integración productiva en el MERCOSUR 

atraviesa una coyuntura compleja, tanto por los 
cambios en los gobiernos del bloque que traen 
consigo un enfoque de inserción internacional 
con una mayor independencia de sus socios re-
gionales, como por los cambios políticos que 
se están desencadenando en el escenario glo-
bal (Brexit; defección de Estados Unidos del 
Trans Pacific Partnership; y una defensa abierta 
de políticas proteccionistas por parte de líderes 
mundiales; entre algunos de los hechos más re-
sonantes) que señalan un renovado vigor de los 
enfoques económicos fundados en las econo-
mías nacionales. Ello tiene lugar en un contexto 
en el que han transcurrido varios años de políti-
cas gubernamentales para impulsar una mayor 
simetría y aprovechamiento de los beneficios 
de la integración por parte de las economías y 
de las empresas de menor tamaño, sin haber lo-
grado alcanzar los resultados esperados. La in-
tegración productiva regional ha permanecido 
concentrada en muy pocos sectores, empresas 
y países. 

Sin embargo, las nubes coyunturales no 
cambian el hecho de que el paradigma tecno-
lógico-productivo post-fordista que comenzó a 
desarrollarse desde la década de 1960 y evo-
lucionó hasta convertirse en la globalización 
productiva, introdujo un cambio estructural en 
los métodos de organización de la producción 
a través de procesos de desverticalización pro-
ductiva y de cadenas de valor regionales y glo-
bales que difícilmente sea reversible. Resultaría 
muy costoso y poco perspicaz intentar nadar 
contra la corriente. Por el contrario, tiene más 
sentido buscar alternativas para obtener el ma-
yor provecho posible del esquema productivo 
basado en la integración productiva y comer-
cial en función de cadenas de valor, e intentar 
influir y perfilar dicho proceso para modernizar 
sectores industriales, promover la transferencia 
de tecnología hacia los entramados producti-
vos regionales y locales, facilitar la internacio-
nalización de PyMEs y, en términos generales, 
contribuir a mejorar la competitividad sistémica 
de la región. 

Las iniciativas gubernamentales ensayadas 
hasta el momento han conseguido, en el me-
jor de los casos, éxitos parciales, pero no han 
logrado alcanzar sus objetivos. Por un lado, la 
estrategia implementada en la década de 1990 
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que confiaba al mercado la tarea de conduc-
ción de la integración productiva incrementó el 
comercio intra-industrial en un puñado de sec-
tores liderados por empresas transnacionales 
cuyas políticas estaban orientadas a maximi-
zar los beneficios globales de dichas corpora-
ciones, conservando un margen limitado en la 
toma de decisiones y teniendo escasos incenti-
vos para maximizar las externalidades positivas 
sobre su entorno local. El régimen especial para 
el sector automotriz logró avances significati-
vos en términos de modernización de la indus-
tria y volúmenes de producción, pero a expen-
sas de profundizar las asimetrías. Por otro lado, 
las iniciativas lanzadas en la década de 2000, 
tampoco funcionaron como se esperaba. Ni el 
FOCEM, que en la práctica se ha desvirtuado de 
sus objetivos originales, ni las iniciativas orienta-
das a facilitar la interacción entre los oferentes y 
los demandantes de la región, esperando que el 
impulso a la integración productiva provendría 
de las empresas del sector privado (en sectores 
seleccionados), lograron alcanzar sus objetivos.

Dado que el intento de crear un marco pro-
picio para que el mercado comande el proceso 
de integración productiva no evolucionó como 
se esperaba, ni tampoco lo hizo el trabajo fo-
calizado sobre contados sectores concretos, 
en este capítulo se propuso que una política 
superadora debería concentrarse en empresas 
“ancla” que tengan las condiciones para arti-
cular emprendimientos conjuntos en la región 
y arrastrar junto con ellas a toda su industria 
sectorial. La experiencia europea para la fa-
bricación de aeronaves Airbus constituye un 
ejemplo ilustrativo para avanzar en este senti-
do, donde empresas públicas, privadas y mix-
tas de varios países de Europa se asociaron en 
un emprendimiento conjunto que motorizó el 
desarrollo de todo el sector en la región. Para 
avanzar en este sentido, se han propuesto una 
serie de actividades orientadas a contribuir 
con la implementación de un programa para el 
desarrollo de un emprendimiento conjunto re-
gional que, en sí mismo, implique la integración 
productiva en un sector de alta tecnología.   

NOTAS
117Ver CMC/DEC Nº 23/02: Programa de Foros de 
Competitividad (Disponible en http://www.sice.
oas.org/trade/mrcsrs/decisions/dec2302s.asp ). 
Ver también: Informe MERCOSUR, año 7, número 8 
(2003): pág. 94.
118Para profundizar sobre esta temática ver los Estu-
dios elaborados FCCMM/SGT7/SM, disponibles en 
http://www.mercosur.int/msweb/00_dependientes/
fcm/es/biblioteca.html. 
119Para profundizar sobre los proyectos del FOCEM 
ver: http://focem.mercosur.int/es/proyectos/.
120Este fondo fue creado en 2008 con el objetivo de 
garantizar operaciones de crédito para MyPyMEs 
que se vinculen a actividades de Integración Produc-
tiva (IP). El presupuesto inicial alcanzó los US$ 127 
millones a partir de aportes de los países del bloque 
(55% Brasil, 21% Argentina y Venezuela, 2% Uruguay 
y 1% Paraguay), pero la distribución será igualitaria 
entre los países miembros. Ver Informe MERCOSUR, 
20 (2015): pp. 75.
121Ver CMC/DEC. Nº12/08, Programa de Integración 
Productiva del MERCOSUR, disponible en http://
www.cartillaciudadania.mercosur.int/uploads/
DEC_012-2008_ES_Programa%20de%20Integra-
cion%20Productiva.pdf.
122Ver el Informe MERCOSUR, número 12 (2007): pág. 53.
123Ver Resolución GMC Nº 52/14.
124El sitio del GIP en internet informa sobre la parti-
cipación conjunta en la 45º Feria del Juguete (mayo 
2015), en ABRIN 2015 (abril 2015), y en la “Conferen-

cia: El Juguete. Presente y futuro del sector a nivel 
local y regional” en Uruguay (octubre 2015). Señala 
además que desde que se iniciaron los trabajos de 
integración productiva en 2010, los fabricantes de ju-
guetes del MERCOSUR incrementaron en 20 puntos 
porcentuales su participación en el mercado regional 
(del 30% al 50%), aunque no aclara cómo se repar-
tió dicho porcentaje entre los socios ni se ofrece un 
fundamento que permita inferir que dicho incremen-
to se deriva de las acciones para la promoción de la 
integración productiva en el sector. Ver: http://www.
gipmercosur.org/juguete.
125Existieron iniciativas adicionales (que no llegaron a 
consolidarse) para impulsar la integración productiva 
en sectores como farmacéutico, agroindustrial, me-
talmecánica, transporte y logística, textil y confeccio-
nes. Una de las iniciativas relevantes más recientes 
(julio de 2014) fue el Mecanismo de Fortalecimien-
to Productivo del MERCOSUR (MPF), que apunta a 
“robustecer y diversificar la estructura productiva 
del bloque favoreciendo la integración, complemen-
tariedad y competitividad a partir de Proyectos de 
Fortalecimiento Productivo (PFP) que impacten sus-
tancialmente sobre el tejido productivo regional. La 
iniciativa enfrentó problemas presupuestarios. Ver 
Informe MERCOSUR, 20 (2015): pp. 74.
126Este párrafo ha sido extraído y traducido de “Ex-
pansión (1991-1992)”, en la historia narrativa de Air-
bus que la firma publica en su sitio web en Internet. 
Disponible en: http://www.airbus.com/company/
history/the-narrative/expansion-1991-1992/
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ANÁLISIS

INTEGRACIÓN
FÍSICA
SUDAMERICANA

Una de las restricciones fuertes del proceso de integración del MERCOSUR tiene base en su 
geografía y en las consecuentes deficiencias de conectividad física. Una visión regional para 
enfrentar esta cuestión se puso en marcha con la creación de IIRSA, incorporada posterior-
mente en UNASUR-COSIPLAN. Sin embargo, dificultades económicas e institucionales han 
impedido captar todos los beneficios esperados de estas iniciativas que, de por sí, implican 
inversiones muy altas y complejas. Una plataforma regional de inversiones en infraestructura 
donde se articulen, entre otros, agentes públicos y privados, instituciones de crédito e inver-
sión, gobiernos nacionales y locales, contribuiría a generar una estructura coherente y viable 
que acelere el ritmo de mejoramiento de la conectividad sudamericana.

EDISON BENEDITO DA SILVA FILHO
IVAN TIAGO MACHADO OLIVEIRA 
CARLOS LAMPERT COSTA



125

INICIATIVAS DE DESARROLLO DE LA 
INFRAESTRUCUTRA REGIONAL

La geografía de América del Sur siempre ha 
sido un reto importante para la integración de 
la región a lo largo de la historia. Por un lado, 
la selva amazónica, cuya extensión verde está 
marcada por un vacío demográfico y econó-
mico; por otro, la cordillera de los Andes, una 
barrera casi infranqueable para separar países 
y privar a las regiones centrales del continente 
de acceso al mar.

La Amazonia, una vasta área de bosque que 
cubre cerca de 3,5 millones de km2 en el norte 
de América del Sur, mantiene aislado a Brasil 
de sus vecinos del norte y noroeste del con-
tinente. Las pocas conexiones terrestres exis-
tentes en el arco norte de la frontera del país 
consisten exclusivamente en carreteras en mal 
estado, atravesando distancias de hasta 6.000 
kilómetros en el corazón de la selva tropical del 
Amazonas. Asimismo, estos enlaces son extre-
madamente frágiles para la integración regio-
nal: a pesar de que la frontera terrestre entre 
Brasil y los demás vecinos de la región ama-
zónica alcanza cerca de 10.000 km de largo, 
solo alrededor del 3% del comercio llevado a 
cabo con estos países se realiza a través de es-
tas carreteras.

Al oeste de América del Sur, a su vez, se 
sitúa la cordillera de los Andes, una cadena 
montañosa que es la segunda más grande del 
mundo en longitud y llega del norte hasta el 
extremo sur del continente. Superar sus alturas 
implica un costo logístico frecuentemente pro-
hibitivo –dada la imposibilidad de construcción 
de vías férreas y las escasas rutas terrestres 
entre los países separados por esas montañas, 
que recorren más de 4000 kilómetros de ca-
minos sinuosos y bajo condiciones meteoroló-
gicas adversas.

A pesar de estos retos, el proyecto de la in-
tegración del continente sudamericano logró 
avanzar en las últimas décadas, cuando varias 
iniciativas de conexión de medios logísticos y, 
en menor medida, también de redes de ener-
gía, fueron llevadas a cabo por los países de 
la región, principalmente desde la década de 
2000 con la creación de la iniciativa para la 
Integración de la Infraestructura Regional Su-
ramericana (IIRSA). IIRSA pretende “promover 
la integración y modernización de la infraes-
tructura física bajo una concepción regional 
del espacio sudamericano” (Comunicado de 
Brasilia, 2000). Aunque el éxito alcanzado por 
esta iniciativa haya sido limitado, su mérito no 

puede ser pasado por alto, en vista no solo de 
las dificultades impuestas por la geografía, sino 
también por la necesidad de coordinar los di-
ferentes intereses económicos y políticos en 
torno a un objetivo común de aumentar la efi-
ciencia logística regional y la integración de los 
mercados locales.

Con el advenimiento del Tratado Constituti-
vo de las Naciones Suramericanas y la creación 
de la UNASUR en 2008, la integración regional 
cobró un nuevo impulso y dirección, que cul-
minó con la creación del Consejo Suramericano 
de Infraestructura y Planeamiento (COSIPLAN), 
el cual incorpora a la iniciativa IIRSA como su 
Foro Técnico. Cabe destacar que la reanuda-
ción de la iniciativa de integración de la infraes-
tructura física del continente ha tenido lugar 
precisamente en la cúspide de la crisis inter-
nacional en Estados Unidos en 2008. Ante el 
desafío representado por la súbita contracción 
de las economías centrales y el aumento de la 
competencia con el Este de Asia, los países de 
América del Sur apostaron al fortalecimiento 
de los lazos con sus vecinos para reducir las 
desigualdades y lograr los objetivos del desa-
rrollo sostenible en la región (CEPAL / UNASUR, 
2012).

Sin embargo, a pesar del renovado interés 
de los países de América del Sur para promover 
la integración regional dentro de la UNASUR –
ilustrado por el compromiso de desembolsar 
en conjunto un volumen de más de US$180 mi-
llones para proyectos de COSIPLAN– el ritmo 
de aplicación de esta iniciativa se mostró muy 
por debajo de las expectativas iniciales (Costa; 
González, 2015; COSIPLAN, 2015b). Investigar 
las razones de las dificultades que enfrenta el 
COSIPLAN en la consecución de sus objetivos 
y proponer soluciones a la viabilidad del pro-
ceso de integración de la infraestructura física 
regional en las próximas décadas, constituyen 
los objetivos de este capítulo.

El texto se divide en cinco secciones, inclu-
yendo esta introducción. La segunda sección 
describe las iniciativas claves y ejes de inte-
gración de la infraestructura de los países de 
América del Sur, con énfasis en las prioridades 
y expectativas iniciales y los resultados obteni-
dos hasta la fecha. La tercera sección destaca 
la evolución reciente de la cartera de proyec-
tos del COSIPLAN y su priorización a nivel re-
gional y sectorial. La cuarta sección analiza la 
cuestión del financiamiento de los proyectos 
de infraestructura y la necesidad de mejorar el 
marco institucional de las instituciones multi-
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laterales en la región para facilitar la atracción 
de la inversión extranjera en el sector. La quinta 
sección concluye el trabajo con consideracio-
nes sobre algunos de los principales desafíos y 
oportunidades para la integración regional de 
América del Sur en un futuro próximo.

GRANDES EXPECTATIVAS,
PEQUEÑOS LOGROS

La cartera de proyectos del COSIPLAN está 
estructurada en torno a diez “ejes de integra-
ción y desarrollo” (EIDs), que son los princi-
pales vectores que dirigen el esfuerzo local 
de los gobiernos encaminados a fortalecer los 
lazos económicos y sociales en América del 
Sur. Ellos son: 1) Eje del Amazonas (Brasil, Co-
lombia, Ecuador, Perú); 2) Eje Andino (Bolivia, 
Colombia, Ecuador, Perú, Venezuela); 3) Eje de 
Capricornio (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Paraguay); 4) Eje del Escudo Guayanés (Bra-
sil, Guyana, Suriname, Venezuela); 5) Eje del 
Paraguay - Paraná (Argentina, Bolivia, Brasil, 
Paraguay, Uruguay); 6) Eje Interoceánico Cen-
tral (Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay, Perú); 7) 
Eje MERCOSUR - Chile (Argentina, Brasil, Chile, 
Paraguay, Uruguay); 8) Eje Perú - Brasil - Boli-
via; 9) Eje del Sur (Argentina, Chile); y 10) Eje 
Andino del Sur (Argentina, Chile).

Tanto en términos de distribución espacial 
como indicadores económicos, se observa que 
los bujes tienen gran diversidad entre sí, lo que 
refleja, en cierto modo, las profundas desigual-
dades entre ellos y los países de América del 
Sur, como puede verse a continuación en la 
Cuadro 1:

En 2011, los representantes de 12 países 

miembros presentaron una nueva Agenda de 
Proyectos Prioritarios de Integración (API)127,  
destinada a orientar las acciones de los países 
miembros en los próximos años. La lógica de 
distribución de proyectos en los EIDs se man-
tuvo, con la ampliación de su ámbito geográfi-
co.128 En términos de cantidad de proyectos y 
volumen financiero, sin embargo, el cambio fue 
mínimo: siguen siendo un total de 31 proyectos, 
que demandarán inversiones por US$13,6 mil 
millones (COSIPLAN 2011, p.23). La principal 
novedad en el ámbito del API fue la incorpo-
ración de nuevas áreas para la integración de 
la infraestructura regional, tales como la inter-
conexión de las redes de energía eléctrica y la 
construcción de gasoductos y de nodos para 
las actividades logísticas, tanto aéreas como 
marítimo y fluviales.

La reorientación de la agenda de proyectos 
prioritarios de la UNASUR a partir de 2011 se 
debió no solo a las dificultades para la imple-
mentación de la agenda de IIRSA, reflejadas 
en el bajo desempeño en la ejecución de los 
proyectos priorizados en la Agenda de Imple-
mentación Consensuada (AIC), que hasta 2011 
solo tenían 2 proyectos concluidos (COSIPLAN 
2011, p.14). Este cambio también refleja, al me-
nos en parte, una crítica implícita a la estrategia 
de integración física que se había seguido has-
ta ese momento, que enfatizaba en soluciones 

10 son los ejes de
integración y desarrollo de 

COSIPLAN

* Datos socioeconómicos para el Eje Andino del Sur son estimados por los autores.
Fuente: COSIPLAN, 2015a.
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AMAZONAS
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INTEROCEÁNICO CENTRAL
MERCOSUR-CHILE
PERÚ-BRASIL-BOLIVIA
DEL SUR
ANDINO DEL SUR*

1
2
3
4
5
6
7
8
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CUADRO 1 
DATOS SOCIOECONÓMICOS DE LOS EJES DE INTEGRACIÓN Y DESARROLLO
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PIB TOTAL
(millones 
de US$)
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de menor complejidad (por ejemplo, carreteras 
y puentes) orientadas, principalmente, al desa-
rrollo de la producción de commodities al inte-
rior de los países para los puertos en el litoral 
(“corredores de exportación”).

La nueva orientación política de los gobier-
nos de la región pretendía también enfatizar 
otros aspectos de la integración antes, supues-
tamente, descuidados, en especial el impacto 
social de los proyectos y la reducción de las 
asimetrías económicas entre los países (Costa; 
González, 2015). Así, fueron privilegiadas las in-
versiones en los modos aeroportuario y fluvial 
con vistas a ampliar la circulación de personas 
y mercancías entre los países miembros. Tam-
bién fueron beneficiados proyectos de menor 
porte económico, pero con un impacto signifi-
cativo sobre el comercio de las regiones fron-
terizas, tales como puentes, carreteras y cen-
tros conjuntos de control de inmigración en 
“ciudades gemelas”.

Sin embargo, el cambio en el paradigma 
político que orientaba la priorización de pro-
yectos de integración regional en América del 
Sur, desde el advenimiento de la UNASUR, no 
fue suficiente para asegurar una mayor rapidez 
en la ejecución. De 2008 a 2015, el porcenta-
je de proyectos terminados de la cartera del 
COSIPLAN se elevó apenas de 10% a 20%. Es 

un hecho que la cantidad total de proyectos 
también aumentó en el período, de 514 a 593. 
Pero, teniendo en cuenta que pasó casi una dé-
cada desde la creación de la UNASUR, solo 64 
proyectos fueron concluidos en este período, 
y, como en 2008, casi la mitad de proyectos 
en curso se encontraban en las etapas iniciales 
(análisis o pre-ejecución) en 2015 (Gráfico 1).

Son varias las razones para este bajo des-
empeño. Se destacan, entre otros factores, la 
falta de ahorro interno para viabilizar las inver-
siones previstas, el deterioro de la situación 
fiscal de los países de América del Sur a raíz 
de la reciente caída de los precios de los com-
modities, además de las propias deficiencias 
institucionales de los gobiernos locales que 
dificultan el establecimiento de prioridades y 
la coordinación de las iniciativas de integración 
regional. Por otro lado, también se destaca el 
bajo nivel de participación del sector privado 
en la planificación y ejecución de proyectos del 
COSIPLAN. Las empresas privadas se limitan a 
actuar como meras contratistas del sector pú-
blico en la ejecución de las obras y, en gene-
ral no comparten los riesgos de financiación y 
operación de los proyectos, que recaen sobre 
el sector público. Incluso, en la etapa de cons-
trucción, sus riesgos permanecen reducidos, 
dado el bajo compromiso de capital propio de 
estas empresas y su influencia política con los 
gobiernos locales, que les asegura un ambiente 
de negocios con reducida competencia.

En la siguiente sección, se presenta con 
más detalle la forma en que se estructura la 
cartera de proyectos del COSIPLAN y cómo 
fue su evolución reciente, haciendo hincapié en 

29 millones de Km2

es la superficie que
comprenden los ejes

Fuente: COSIPLAN, 2015a.

GRÁFICO 1 
CANTIDAD Y ESTADO DE EJECUCIÓN DE LOS PROYECTOS DEL COSIPLAN: 2008-2015
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los aspectos políticos y económicos que mo-
tivaron la reorientación de las iniciativas de 
integración física regional a partir de 2009.

EVOLUCIÓN RECIENTE
Y POTENCIALES INICIATIVAS

Entre 2014 y 2015, se observaron algunos 
cambios significativos en la cartera de pro-
yectos del COSIPLAN. Alrededor del 10% de 
los proyectos del EID Amazónico en 2014 
fueron retirados al año siguiente, con una re-
ducción similar en la cantidad de las inversio-
nes previstas para el eje.129 Pero los hechos 
más destacados son la expansión de las in-
versiones en el EID Andino, cuyo monto casi 
se triplicó en 2015, y también el crecimiento 
del número de proyectos y del volumen fi-
nanciero asignado para el EID del Sur, como 
se muestra en la Cuadro 2.

El incremento de la cartera de proyectos 
del EID del Sur refleja la expansión de su área 
de influencia geográfica, que abarca provin-
cias de Argentina y Chile con gran produc-
ción de commodities y cuya relevancia eco-
nómica puede verse en la elevada renta per 
cápita de la población concentrada en ese eje 
de integración, en comparación con los de-
más (ver Cuadro 1). En el caso del EID Andino, 
el crecimiento del monto de las inversiones 
puede ser atribuido a un único proyecto: la 
construcción de una red ferroviaria eléctrica 
en Ecuador, con inversiones previstas por casi 
US$ 18 mil millones (COSIPLAN, 2015a, p. 21).

La gran mayoría (83%) de los proyectos 
de la cartera del COSIPLAN es responsabili-

dad individual de los países miembros, sien-
do que 17% son binacionales y menos de 1% 
corresponden a consorcios en los que par-
ticiparon más de dos países (COSIPLAN, 
2015a, p. 25). A pesar de esta concentración, 
se justifica debido a las diferencias institucio-
nales y las condiciones macroeconómicas de 
los países de América del Sur, que dificultan 
la ejecución de proyectos en asociaciones in-
ternacionales, es innegable que también trae 
otras cargas sobre la estrategia de integra-
ción del continente. La razón es que la au-
sencia de mecanismos que refuercen el com-
promiso político de los países de ejecutar las 
obras de infraestructura bajo su responsabi-
lidad, resulta en que se otorgue prioridad a 
proyectos basándose en intereses individua-
les o de corto plazo, en detrimento de otros 
que generarían beneficios más difusos y du-
raderos a la región.

En términos sectoriales, a pesar de la bús-
queda de una mayor diversificación, la car-
tera de proyectos del COSIPLAN enfatiza en 
intervenciones de nodos logísticos que co-
nectan a los países miembros. Estas interven-
ciones concentran más del 70% del volumen 
total de inversiones previstas, seguidas de los 

El sector privado
tiene baja participación

en la planificación y
ejecución de proyectos
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CUADRO 2 
CAMBIOS EN LA DISTRIBUCIÓN DE LA CARTERA DE PROYECTOS DEL COSIPLAN POR 
EJES DE INTEGRACIÓN Y DESARROLLO: 2014-2015

Adaptado de: COSIPLAN, 2015a, p.21.
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proyectos de generación e interconexión de 
redes de energía, que responden por el resto 
de las inversiones de la cartera (Cuadro 3).

A pesar de estas inversiones previstas, per-
manecen desafíos para la integración en el 
sector del transporte. En particular, varias de 
las carreteras de interconexión de los países se 
encuentran en condiciones insatisfactorias de 
utilización. Aun así, la red ferroviaria en la re-
gión es poco extensa y hay diferencias en el an-
cho de las vías que impiden el flujo continuo de 
las formaciones entre las fronteras de los paí-
ses. Poco se avanzó también en el tratamien-
to de las dificultades del sector del transporte 
marítimo, donde el poco calado en los ríos y 
puertos dificulta la navegación a gran escala, 
no obstante, la Hidrovía Paraguay-Paraná sigue 
desempeñando un papel fundamental en la ex-
pansión de los lazos comerciales entre los paí-
ses del MERCOSUR (Santiago, 2011).

En la integración de la infraestructura 
energética, la mayor parte de las inversiones 
se destina a la construcción de usinas hidro-
eléctricas, cuyo objetivo es cambiar gradual-
mente la matriz energética de la región hacia 
un estándar más limpio y reducir la depen-
dencia de los países de las importaciones de 
combustibles fósiles. A pesar de esta estra-

tegia, el potencial energético proporcionado 
por la riqueza de América del Sur en hidro-
carburos continúa siendo explorado a través 
de proyectos de construcción de termoeléc-
tricas en los países andinos y de la expansión 
de la red de gasoductos que une Bolivia y los 
países vecinos del Cono Sur.

En los últimos años se ha intensificado 
la expansión de las redes de transmisión de 
energía en la región del EID Andino, que ya 
representan casi un tercio del volumen de 
los recursos asignados a los proyectos de 
ese subsector de infraestructura (COSIPLAN, 
2015a). No obstante, la preocupación de los 
planificadores para beneficiar a regiones ne-
cesitadas en la parte norte del continente, 
la mayor parte de los proyectos del sector 
energético sigue concentrándose en el Cono 
Sur. En términos cuantitativos, solo el EID 
MERCOSUR-Chile representa más del 50% 
de los proyectos listados en la cartera del 
COSIPLAN en 2015. En términos de volumen 
de las inversiones previstas, la concentración 
es aún más significativa: 3 proyectos del EID 
Perú-Brasil-Bolivia totalizan más de la mitad 
de las inversiones en generación de energía en 
América del Sur; y uno de esos proyectos, que 
incluye las centrales hidroeléctricas de San-
to Antonio y Jirau en la Amazonia brasileña, 
requerirá una inversión de más de US$18 mil 
millones.

En el ámbito de la infraestructura de trans-
portes terrestres, el factor geográfico limita 
enormemente las posibilidades de integración 
entre los distintos nodos nacionales, aunque 

595 proyectos
comprende la cartera

del COSIPLAN

CUADRO 3
CANTIDAD Y DISTRIBUCIÓN SECTORIAL DE LOS PROYECTOS DEL COSIPLAN (2015)

Adaptado de: COSIPLAN, 2015a, p.21.
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otros factores como la diferencia de trocha de 
las vías ferroviarias de cada país y la diferencia 
de calidad de las carreteras también restringen 
este potencial. La unión de las redes ferrovia-
rias nacionales de América del Sur sería fac-
tible en el corto y medio plazo solo para los 
países del Cono Sur, y además requeriría im-
portantes inversiones para la armonización de 
las trochas empleadas, que hoy impiden que 
los trenes crucen las fronteras de los países ve-
cinos. Al norte, el alcance de las vías férreas es 
bastante limitado por la presencia de extensas 
áreas forestales y la ausencia de polos produc-
tivos que aseguran su viabilidad económica, de 
modo que la integración regional exige la cons-
trucción de corredores logísticos combinando 
diferentes tipos de transporte, como carreteras 
y vías fluviales.

Por último, algunas consideraciones sobre 
algunos megaproyectos de infraestructura que 
actualmente se encuentran en discusión, po-
drían en el futuro guiar la integración de Amé-
rica del Sur. A pesar de que han sido elabora-
dos estudios recientes para la construcción de 
corredores interoceánicos (o “bioceánico”) en 
la región, con el objetivo de conectar el Océa-
no Atlántico al Pacífico a través de vías férreas 
y así potenciar la integración física del conti-
nente, la factibilidad y la viabilidad económica 
posterior de esos proyectos aún son bastante 
cuestionadas.130 

Además de la complejidad de la construc-
ción y operación de una infraestructura logís-
tica de esa magnitud, el costo de la transpo-
sición de la cordillera de los Andes usando el 
ferrocarril y el transporte por carretera ha sido 
siempre poco rentable en comparación con el 
transporte marítimo de cabotaje. Se tiene que 
vencer no solo el desafío que presentan la al-
titud, la intemperie y la selva amazónica, sino 
también la ausencia de centros económicos re-
levantes, en gran parte de la extensión de las 
redes ferroviarias planificadas. Ese vacío pro-
ductivo limita el atractivo de los proyectos al 
desempeño económico de una pauta limitada 
de commodities para exportación, cuya volatili-
dad de precios puede tornar prohibitivo el ries-

go de demanda para el sector privado.
ESTRUCTURACIÓN Y FINANCIACIÓN DE 

PROYECTOS
Como se señaló anteriormente, el desafío 

que enfrenta el COSIPLAN para concretar el 
esfuerzo de integración del continente suda-
mericano consiste en la necesidad de avanzar 
simultáneamente en dos dimensiones esencia-
les y complementarias de políticas públicas.

La primera dimensión comprende el es-
fuerzo de modernización y fortalecimiento de 
la capacidad de inversión del sector público. 
Es preciso recuperar la capacidad fiscal de las 
economías locales y aumentar la eficiencia de 
sus mecanismos de planificación, seguimiento 
y ejecución de proyectos de infraestructura, sin 
dejar de lado la continuidad de los esfuerzos 
de cooperación y coordinación de estrategias 
entre los países vecinos.

La segunda dimensión abarca la necesidad 
de ampliar la participación del sector privado 
en las iniciativas de integración regional. Esta 
participación debe darse no solo compartien-
do riesgos de financiación y operación de los 
proyectos, sino también en las etapas de pla-
nificación y seguimiento, con el fin de permi-
tir una mayor racionalidad en la gestión de los 
proyectos, así como la introducción de nuevas 
tecnologías y una mayor flexibilidad en el paso 
ejecución.

No obstante, dada la escasez en la región 
de fuentes de recursos para la financiación de 
proyectos de más larga duración, para que el 
sector privado desempeñe un papel más rele-
vante en las iniciativas de integración sudame-
ricana es fundamental atraer capital extranjero. 
Sea la financiación de proyectos a través de 
instituciones multilaterales como de institucio-
nes financieras privadas, como en su ejecución, 
mediante la apertura de los mercados locales 
de construcción a la participación de empresas 
de otros países.

Entre las principales deficiencias regula-
torias que desalientan la entrada de capital 
extranjero en el sector de infraestructura en 
América del Sur, se destaca la ausencia de un 
vehículo exclusivo para la promoción de inver-
siones a nivel multilateral. Esto hace que el in-
versor extranjero esté obligado a someterse a 
reglas jurídicas y tributarias muy diferentes en 
cada país de la región –y, en general, menos 
eficientes que las que se encuentran en su país 
de origen. A pesar de los esfuerzos de coordi-
nación política en el ámbito de la UNASUR, se 
ha avanzado poco en términos de armoniza-

70% de las inversiones
se concentran en los
nodos de conexión

entre países
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ción de normas comerciales y tributarias en el 
bloque. Considerando la lógica del “mínimo 
esfuerzo”, la tendencia más prometedora en 
esta dirección sería que la UNASUR replica-
se los mecanismos de armonización jurídi-
ca presentes en el Mercado Común del Sur 
(MERCOSUR), cuya estructura institucional ya 
está consolidada e incluye las economías más 
grandes del continente (Brito, 2010). Sin em-
bargo, incluso el MERCOSUR carece de un ins-
trumento jurídico común que permita la coor-
dinación y el arbitraje de intereses públicos y 
privados para viabilizar proyectos de infraes-
tructura en los países del bloque.

Una posible solución para la atracción de 
financiamiento externo para la construcción y 
operación de proyectos de integración física 
de América del Sur sería la creación de una pla-
taforma regional de inversiones en infraestruc-
tura. Ella sería estructurada como un foro que 
reuniría no solo a los miembros de los gobier-
nos nacionales y subnacionales, sino también 
instituciones multilaterales como el Banco In-
teramericano de Desarrollo (BID), el Banco de 
Desarrollo de América Latina (CAF), el Banco 
Mundial, el Fondo Financiero para el desarrollo 
de la Cuenca del Plata (FONPLATA), el Banco 
del Sur y el Nuevo Banco de Desarrollo (NBD), 
así como inversores institucionales como fon-
dos soberanos, bancos de inversión, fondos de 
pensiones y compañías de seguros y represen-
tantes del sector privado local y extranjero. Su 
objetivo sería facilitar la canalización de fondos 
públicos y privados a largo plazo para los pro-
yectos de infraestructura económica y social, 
que no encuentran viabilidad de financiación en 
los canales bancarios convencionales (Arezki; 
Bolton; Peters, Samama; Stiglitz, 2016). 131

Por lo tanto, esta plataforma actuaría, prin-
cipalmente, ayudando al sector público en el 
análisis de la viabilidad socioeconómica de 
esos proyectos y el diseño de sus mecanismos 
de financiación, con el fin de consolidar una 
cartera de proyectos (pipeline) con mapeo cla-
ro y suficientemente preciso de riesgos, plazos 
y requisitos de capital en cada una de sus eta-
pas.132 Así, se avanzaría en sentido de alcanzar 
el estatus de global assets para los proyectos 
locales: activos con estandarización y rating de 
las agencias de calificación de riesgo similares 
a los de otros países en desarrollo, y capaces 
de competir con estos en el mercado interna-
cional de capitales (Blackrock 2015; Serebrisky; 
Suárez-Alemán; Margot; Ramírez, 2015, p 22). 
Este marco institucional sería útil no solo para 

promover la atracción de capital privado ex-
tranjero en proyectos de integración regional, 
sino también podría ser replicado a nivel na-
cional (sobre to do, para proyectos de infraes-
tructura con capacidad de generación propia 
de ingresos como transporte y energía), libe-
rando recursos fiscales para otras prioridades 
de política pública.

Además de estos factores institucionales, 
las especificidades sectoriales también desem-
peñan un papel importante en la atracción de 
inversión extranjera en el sector de infraestruc-
tura, incluso en el caso de proyectos con com-
probada capacidad de generación de ingresos 
propios para viabilizar su financiamiento. Por 
ejemplo, proyectos que requieren el compromi-
so de una parte significativa de las inversiones 
en la adquisición de bienes y servicios en el ex-
terior, al igual que las concesiones federales en 
el sector eléctrico y proyectos estatales para la 
expansión de la red de gasoductos, encuentran 
mayores facilidades en la obtención de finan-
ciamiento externo. Esto sucede debido a que 
los propios proveedores en el exterior ofrecen 
condiciones privilegiadas para la adquisición 
de sus productos, que ya poseen una estruc-
tura de financiamiento a largo plazo capaz de 
ser adaptada al flujo de ingresos previsto en el 
proyecto, además de contar con el apoyo de 
instituciones financieras con operaciones a ni-
vel global. Estas ventajas no se encuentran en 
proyectos cuya estructura de costos consiste 
casi en su totalidad en bienes y servicios nacio-
nales, tales como carreteras.

Aunque a nivel sectorial, se verifica que los 
riesgos derivados de la posibilidad de injeren-
cia de agente público, con el objetivo de forzar 
la renegociación de contratos o el abandono 
de compromisos adquiridos previamente por 
el socio privado, son aún más pronunciados en 
sectores que atienden directamente al público, 
tales como carreteras, distribuidoras de ener-
gía y proveedoras de agua y saneamiento (Re-
side Júnior, 2009). La percepción de un riesgo 
político mayor en estos segmentos de infraes-
tructura, también puede comprometer la parti-
cipación de los inversores extranjeros, aunque 
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su interés se limita al financiamiento del pro-
yecto, no alcanzando así su gestión posterior.

Es preciso considerar que la mayor par-
te del capital extranjero de largo plazo para 
los países emergentes proviene de inversores 
institucionales, como fondos de pensiones y 
fondos soberanos, que están sujetos a mayo-
res restricciones en la gestión de su cartera 
que otros agentes privados. En general, estos 
inversores buscan activos que ya han demos-
trado su capacidad de generación de caja, con 
el fin de evitar riesgos de construcción, garan-
tizando al mismo tiempo un flujo de caja más 
estable para sus inversiones. Por lo tanto, para 
atraer este capital, habitualmente es necesa-
rio que los gobiernos hayan hecho progresos 
significativos en la fase de construcción y en 
la capitalización de los fondos que ofrecen ga-
rantías para la conclusión de los proyectos a 
ser financiados (Serebrisky; Suárez-Alemán; 
Margot; Ramírez 2015, p. 17-21).

Finalmente, la creación de mecanismos efi-
cientes de gestión del riesgo de cambios en 
proyectos de infraestructura también es de-
cisiva para la atracción de capital extranjero. 
La gestión de esos riesgos se deberá buscar 
a través de soluciones específicas para cada 
sector de infraestructura. El procedimiento 
adoptado con cierto éxito por varios países 
sudamericanos en el caso de concesiones de 
carreteras consiste en la fijación de una ban-
da para la variación del tipo de cambio en tor-
no de una tasa promedio anual de referencia 
para ajustar las tarifas de peaje. En el sector de 
energía, las empresas estatales podrían finan-
ciar proyectos de infraestructura de su interés 
beneficiándose de su capacidad privilegiada 
de captación de financiamiento externo como 
importante exportador, como son los ejem-
plos de PEMEX en México y Petrobras en Brasil. 
Sin embargo, la tributación de las exportacio-
nes de commodities, incluso con alícuota muy 
reducida, permitiría la creación de un fondo de 
garantía destinado a proporcionar un seguro 
contra los riesgos de financiamiento, fomen-
tando la entrada de capital privado y liberando 
recursos públicos para otros fines prioritarios 
(Pompermayer & Silva Filho, 2016).

UNA PLATAFORMA REGIONAL
DE INVERSIONES

Después de la absorción de IIRSA por 
COSIPLAN en 2011, entidad que se encuentra 
subordinada a la UNASUR, muchos analistas 
cuestionan la capacidad de los gobiernos de la 

región para conducir con eficiencia esta agenda 
de la integración regional. La mayor permeabi-
lidad de la UNASUR a la influencia ideológica 
y política de algunos países podría dificultar la 
adopción de mecanismos más eficientes para la 
priorización de los proyectos y el seguimiento 
y evaluación de sus impactos socioeconómicos.

En la práctica, sin embargo, el pragmatis-
mo parece aún dominar la estrategia de los 
países en el impulso de la agenda de integra-
ción regional. Los principales factores que han 
influido en los últimos años en la selección de 
proyectos son la disponibilidad de recursos y 
la gran complejidad de su ejecución, factores 
estos que afectan directamente la capacidad 
de obtener financiamiento privado o multila-
teral para la etapa de construcción. Dada la 
creciente limitación de espacio fiscal de los 
países miembros, han ganado terreno en la 
agenda del COSIPLAN aquellos proyectos que 
ya cuentan con señales positivas de otras fuen-
tes de financiamiento externas a los gobiernos. 
Sin embargo, otros proyectos más ambiciosos 
que involucran importantes aportes de recur-
sos públicos, pero con cuestionable viabilidad 
económica, han sido postergados o revisados.

Aunque parece que el pragmatismo ha pre-
valecido sobre la ideología, el avance de la in-
tegración de la infraestructura en América del 
Sur sigue siendo tímido. Menos del 20% de la 
cartera de proyectos del COSIPLAN fueron 
concluidos dentro del plazo previsto. Por lo 
tanto, es preciso reforzar el consenso político 
en torno de la necesidad de volver a los objeti-
vos económicos que dieron lugar a la creación 
de IIRSA, pero poco a poco fueron relegados a 
un segundo plano en la última década.

En este sentido, se podría concebir una 
plataforma regional de inversiones en infraes-
tructura en la forma de una instancia de dis-
cusiones, planificación y gestión que integre 
representantes de los gobiernos locales, insti-
tuciones multilaterales de desarrollo, inverso-
res extranjeros y también entidades privadas 
de crédito y seguridad. Cada proyecto sería 
evaluado de acuerdo no solo con sus requi-
sitos técnicos y financieros y los potenciales 
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impactos socio-económico, sino también por 
su capacidad de combinar recursos públicos 
y privados en una estructura coherente, con 
viabilidad económica asegurada y cronograma 
de ejecución factible. Para facilitar la posterior 
obtención posterior de crédito y garantías por 
parte del sector financiero privado, inclusive 
extranjero, esta plataforma institucional reduci-
ría la necesidad de recursos públicos en el ac-
tual contexto de creciente restricción fiscal de 
los países sudamericanos.

Con respecto al financiamiento de los pro-
yectos de integración regional, algunas pro-
puestas siguen siendo consideradas. En primer 
lugar, se observa que las instituciones multi-
laterales de desarrollo actuantes en América 
del Sur sufren actualmente la falta de recursos 
adicionales para ampliar su presencia en la re-
gión. Es necesario, por tanto, un compromiso 
político de sus principales accionistas mayori-
tarios para privilegiar proyectos de integración 
de la infraestructura física en la región. A pesar 
de estas limitaciones financieras, la disponibi-
lidad de recursos de estas instituciones sigue 
siendo elevada y podría ser mejor direcciona-

da hacia la integración del continente. En 2013, 
el BID y la CAF, por sí solos, proporcionaron 
más de US$25 mil millones en financiamiento 
a los países sudamericanos. Este monto sería 
más que suficiente para asegurar, por ejemplo, 
la ejecución de la cartera de proyectos del API, 
cuyo total estimado en inversiones es de US$14 
mil millones. Sin embargo, estos proyectos de 
integración muchas veces no acceden a finan-
ciamiento porque los países no los priorizan en 
sus programas de inversiones, por lo que no 
llegan a ser considerados por los bancos de 
desarrollo.

También es necesario desarrollar modelos 
más eficientes de asignación de riesgos entre 
el sector público y privado, con vistas a ampliar 
la participación de capital privado en proyec-
tos de infraestructura en América del Sur. Por 
lo tanto, es esencial avanzar en la armonización 
del marco legal y regulatorio en la región, a tra-
vés de acuerdos multilaterales y la creación de 
instancias comunes que aseguren la protección 
de los derechos de los inversores de forma ho-
mogénea entre los países. En este sentido, el 
MERCOSUR puede desempeñar en el futuro un 
papel decisivo para el éxito de la integración 
sudamericana, en la medida en que consiga 
instalar mecanismos institucionales eficientes y 
transparentes para la mediación en conflictos y 
el diálogo con otras instituciones multilaterales 
y privadas actuantes en los flujos de comercio 
e inversión en la región.

Crear una plataforma
regional de inversiones

en infraestructura

NOTAS
127La estructuración de un conjunto de proyectos 
prioritarios por los gobiernos de América del Sur se 
inició con la creación, por parte de IIRSA, de la llama-
da Agenda de Implementación Consensuada (AIC). 
La AIC fue presentada formalmente por los países 
en la VI Reunión del Comité de Dirección Ejecutiva 
(CDE) de IIRSA en Lima, Perú, en noviembre de 2004, 
y posteriormente ratificada en la III Cumbre de Pre-
sidentes de América del Sur, realizada en Cusco en 
diciembre de ese año. Los principales criterios para 
la selección de estos proyectos fueron la viabilidad 
dentro de un plazo de cinco años, la capacidad de 
financiación y su alcance, y el impacto inmediato en 
la reducción de los costos de producción y transpor-
te en los países beneficiados, con el fin de fortalecer 
las cadenas de producción transfronterizas. La car-
tera de la AIC consistía de 31 proyectos prioritarios 
de integración física regional a ser ejecutados entre 
2005 y 2010, totalizando más de US$14 mil millones 
en inversión estimada a 2010.
128Más recientemente, se propuso la creación del Eje 
Andino del Sur, que cubre todo Chile, la región de 
los Andes situada en territorio argentino y parte de 

Bolivia y Perú.
1249Además del Sistema de Monitoreo Permanen-
te (SMP) de los proyectos activos, anualmente 
el COSIPLAN realiza una actualización de su car-
tera, incorporando nuevas propuestas de los países 
miembros o retirando otras que no se mostraron via-
bles en el mediano plazo (COSIPLAN, 2015b). Al mis-
mo tiempo, el organismo monitorea el desempeño 
de una cartera reducida de proyectos considerados 
estratégicos por los países miembros.
130Empresas chinas recientemente patrocinaron un 
estudio preliminar que demostró la viabilidad de una 
conexión ferroviaria entre el puerto de Bayóvar, en el 
norte de Perú, y el Açu, en el sureste de Brasil, atra-
vesando más de 5.000 km entre montañas y vastas 
zonas forestales (Amora, 2016). Más aun, a la medi-
ción de los costos finales y de los impactos económi-
cos y ambientales asociados al proyecto, todavía le 
falta mayor detalle. Sin embargo, aunque esta inicia-
tiva contribuirá a reducir los costos de transporte de 
commodities agrícolas y minerales producidos en el 
interior de América del Sur y exportados a China, sus 
beneficios para la integración de la región con otros 
socios estratégicos como Estados Unidos y Europa 
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son mucho menos evidente. Esto reduce su relevan-
cia cuando se compara con otras iniciativas de inte-
gración logística de los países de América del Sur, 
desde el punto de vista de la consolidación de una 
cadena de valor regional en el continente.
131En términos de estructura institucional, la idea de 
una plataforma regional de inversiones en infraes-
tructura para América del Sur es similar a la iniciativa 
propuesta por las Organización de las Naciones Uni-
das (ONU) para viabilizar la expansión de la infraes-
tructura en los países en desarrollo, denominada Glo-
bal Infrastructure Investment Platform (GIIP). Según 
Peters (2016), “The Global Infrastructure Investment 
Platform (GIIP) is not a multilateral agency, an arm of 
development banks, a think tank or a private financial 
institution. Essentially its aim is to operate as an in-
dependent special purpose entity, to bring together 
all of the relevant parties involved in long-term infras-
tructure investments in a transparent manner. These 
parties include sovereigns, ratings agencies, environ-
mental agencies, legal firms, sovereign wealth funds, 
pension funds, insurance companies, international fi-
nancial institutions and regional development banks. 

The GIIP would identify all of the agencies involved in 
a given infrastructure project and follow the develo-
pment of the project at each stage of the concession 
period (normally anywhere from 10-30 years). The 
most important function of the GIIP is to mitigate in-
vestment risks, and to perform all the tasks required 
to convert a potential project (…) into an investable 
asset.”
La principal diferencia entre estas iniciativas sería su 
alcance y enfoque de acción, ya que la plataforma 
propuesta en este trabajo tendría como prioridad la 
modernización y la integración de la infraestructura 
económica sudamericana, mientras que la platafor-
ma de la ONU tiene alcance global y se centra en 
proyectos con mayor impacto social, especialmente, 
en los países más pobres de África y Asia.
132Para una mayor discusión sobre el papel de las 
plataformas de inversión en infraestructura de ex-
periencias internacionales tales como el Banco Asiá-
tico de Inversión en Infraestructura y el Fondo para 
la Infraestructura Global (GIF) del Banco Mundial, 
véase Peters (2016), Arezki, Bolton, Peters, Samama 
y Stiglitz (2016) y las Naciones Unidas (2016).
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Al cumplirse 30 años desde que Argen-
tina y Brasil pusieran en marcha un proce-
so de integración diferente por su alcance y 
profundidad (1986), logrado en el marco de 
democracias recién recuperadas, surge hoy la 
necesidad no de un recordatorio sino de una 
evaluación con vistas al futuro.   

Desde mi punto de vista esa evaluación 
es claramente positiva porque ha significado 
avances importantes en los tres capítulos que 
una integración de carácter estratégico debe 
cumplir:  

• el económico-comercial, 
• el de la seguridad y 
• el del cambio cultural. 
En lo económico-comercial baste recordar 

que el comercio bilateral (1985) era de solo 
1.108 millones (nominales) de dólares y en 
años recientes alcanzó (2011) 39.143 millones 
de dólares. Es decir, se multiplicó algo más 
de 35 veces. A ello hay que agregar la “cali-
dad” del comercio que tiene un componente 
industrial y de servicios importante, así como 
peso de bienes agrícolas y agro-industriales 
complementarios por razones climáticas. Más 
aún, deben computarse las inversiones mu-
tuas, sobre todo –pero no exclusivamente– 
las de Brasil en Argentina.    

En materia de seguridad, en el sentido 
más amplio del término, ambos países han 
firmado y cumplido un acuerdo de Uso Ex-
clusivamente Pacífico de la Energía Nuclear 
más un acuerdo negociado como una unidad 
con el Organismo Internacional de Energía 
Atómica (OIEA), cuerpo rector global en ma-
teria nuclear. Hoy llevamos adelante desarro-
llos tecnológicos conjuntos, especialmente 
en radioisótopos para la industria medicinal. 
Más de 2500 inspecciones mutuas hablan 
del grado de confianza y certeza que se ha 
logrado. No es poco para países que tenían 
como hipótesis de conflicto enfrentamientos 

mutuos al punto de no desarrollar caminos 
adecuados, vías rápidas, en la cercanía de las 
fronteras. 

Por último, pero no por ello menos rele-
vante, el cambio cultural, el cambio en las 
percepciones recíprocas. Al momento de ini-
ciarse el proyecto estratégico la mejor situa-
ción, la menos mala, era la ignorancia entre 
ambas sociedades. La peor el desprecio, o la 
irrelevancia con que cada sociedad miraba a 
su contraparte y, por qué no señalarlo, el pro-
fundo desconocimiento cultural mutuo. 

Esto ha cambiado de manera sustancial. 
De odontólogos a cientistas políticos, de eco-
nomistas a médicos, estos años han dado lu-
gar a una permanente corriente de intercam-
bio y, por ende, de reconocimiento cultural 
del otro. Ni que hablar de la fuerte expansión 
del turismo, sobre todo, como hecho nuevo, 
hacia Argentina.  

Ante esa realidad, es legítimo preguntar-
se el por qué de un clima de desencanto con 
un proyecto que muestra haber cumplido no 
poco con las tres condiciones esenciales de 
una integración profunda, habiéndose ade-
más extendido a Uruguay y a Paraguay, y 
alcanzado cierta cercanía –no la asociación 
plena– con Chile por citar el caso más impor-
tante. Las razones principales del desencanto 
creo que son dos. Por un lado, una insatisfac-
toria evolución económica de los dos países 
fundadores grandes. Escaso o ningún creci-
miento, re-primarización de las economías e 
insuficiencia o, peor aún, el retroceso de polí-
ticas de inclusión social. 

El hecho que las políticas macro-económi-
cas sean muchas veces opuestas, reflejando 
falta de visión de conjunto, visiones que no 
son compartidas ni sostenidas en el tiempo, 
es un dato que no puede ignorarse. Cuando 
en los 90 Argentina seguía políticas duramen-
te ortodoxas, Brasil hacía gala de flexibilidad 
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heterodoxa. Cuando fue Brasil, en los 2000, 
el que se volcó al monetarismo, la Argentina 
eligió un camino de heterodoxia responsable. 
Y, finalmente, como se señaló antes, en la se-
gunda década del siglo, se llega al estanca-
miento y el retroceso económico-social ante 
el derrumbe de políticas férreamente orto-
doxas (Brasil) y la transformación de la hete-
rodoxia en simple irresponsabilidad populista 
(Argentina).  

Es precisamente esa realidad la que con-
duce a la segunda razón para el desencanto, 
que es el absurdo de reclamarle a un proce-
so de integración que resuelva los problemas 
económicos y sociales internos. En esto el 
MERCOSUR no es diferente de lo que ocurre 
en otros acuerdos cuando la situación econó-
mico-social o política no es satisfactoria. El 
ejemplo de la Unión Europea hoy, donde se 
ataca la integración como responsable siendo 
que es solo un componente más y no la razón 

de fondo de lo que ocurre. No solo se asigna 
responsabilidad a quien no la tiene, sino que 
además aparece el encandilamiento con el 
mensaje de que otras formas de integración 
más globales, encaradas individualmente, 
pueden dar resultados más favorables. Nin-
gún proceso de relacionamiento internacional 
o regional puede reemplazar a las falencias 
de las políticas, económicas, sociales y tecno-
lógicas, internas. 

MERCOSUR está y debe seguir estando in-
cluso como instrumento para llegar a acuer-
dos más amplios y globales en la esfera mun-
dial. Está, por debajo de su potencialidad, 
sin duda, pero está. Si se profundiza en los 
tres pilares centrales y si se busca interna-
mente en cada país miembro usar al proceso 
integrador no como parte del problema sino 
como parte de la solución, que inevitable-
mente debe venir de decisiones internas, el 
futuro está abierto. 



137

INNOVACIÓN
La globalización económica operada en las últimas décadas descansa en procesos de apertura 
comercial y en potentes oleadas de innovación tecnológica. Se trata de dos fenómenos que se 
retroalimentan entre sí. Un esquema de integración regional moderno debería visualizar la inno-
vación como objetivo y como condición para su desarrollo. Esto requiere no solo una perspectiva 
horizontal sino la elaboración de incentivos específicos para actividades de singular importancia 
económica.

MODERNIZACIÓN 
DE LA INDUSTRIA 
AUTOMOTRIZ 

MARTÍN OBAYA
GUSTAVO BARUJ 
FERNANDO PORTA

NUEVAS 
TECNOLOGÍAS 
Y PEQUEÑOS 
PRODUCTORES 

LUCAS ARCE
GUSTAVO ROJAS

SERVICIOS BASADOS 
EN CONOCIMIENTO
Y DIVERSIFICACIÓN 
EXPORTADORA 

ANDRÉS LÓPEZ 
DANIELA RAMOS



138

MODERNIZACIÓN 
DE LA INDUSTRIA
AUTOMOTRIZ

MARTÍN OBAYA
GUSTAVO BARUJ 
FERNANDO PORTA

ANÁLISIS

En las últimas décadas, el mercado automotor global ha experimentado una profunda trans-
formación que comprende un proceso de desintegración vertical y cierto acortamiento de 
la brecha tecnológica entre productores tradicionales y emergentes. Esta reorganización se 
ha verificado en torno a grandes espacios regionales, siendo el MERCOSUR uno de ellos. 
Una agenda del bloque, dadas las restricciones duras de ese proceso global, debería aplicar 
diversas estrategias, equilibrando y fortaleciendo de modo sinérgico las posiciones relativas 
de los países. Una especialización productiva con un horizonte exportador global, políticas 
regionales de incentivo a la innovación y un foco en la elevación de la eficiencia energética 
de los modelos serían claves para la sustentabilidad del sector en el largo plazo.
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TRANSFORMACIONES
GLOBALES Y RESTRICCIONES

PARA UNA AGENDA REGIONAL
El mercado automotor global ha experimen-

tado una profunda transformación en el curso 
de las últimas tres décadas. Entre los factores 
más importantes que explican esta evolución, 
cabe destacar los siguientes: el crecimiento y 
los cambios de composición de la población 
mundial, específicamente la emergencia y ex-
pansión de las llamadas nuevas clases medias; 
la evolución del contexto macroeconómico y, 
en particular, el dispar ritmo de crecimiento en 
los países desarrollados y los emergentes; las 
tendencias en los flujos de comercio y en las 
regulaciones de acceso a los mercados; y los 
cambios en las preferencias de los consumido-
res y en las normas técnicas y las prestaciones 
de los vehículos (Dicken, 2011; Jullien & Lung, 
2011; Sturgeon, Memedovic, Van Biesebroeck, & 
Gereffi, 2009).

En el marco de esta transformación, las em-
presas terminales automotrices han redefinido 
sus estrategias productivas, deslocalizando 
parte de la producción de vehículos y compo-
nentes, en un proceso de desintegración ver-
tical que consolidó el surgimiento de grandes 
proveedores globales de autopartes, que han 
acompañado el proceso de expansión geográ-
fica de las terminales, instalando plantas en 
distintos lugares del mundo (Sturgeon et al., 
2009). La reorganización productiva de la in-
dustria automotriz ha mostrado una marcada 
preferencia por organizarse en torno a gran-
des espacios regionales, que adoptaron formas 
diversas de liberalización comercial, en cuya 
formación tuvieron una fuerte influencia los 
actores del sector (Carrillo, Lung, & van Tulder, 
2004; Dicken, 2011). El MERCOSUR, tal como 
se analiza más adelante, se ha convertido en 
uno de estos grandes centros de producción 
y consumo automotriz de base regional, en el 
que Argentina y Brasil se han ido especializado 
en líneas de producción relativamente com-
plementarias (Bastos Tigre, Laplane, Lugones, 
Porta, & Sarti, 1999; Laplane & Sarti, 2004; Ló-
pez et al., 2008; Obaya, 2014c).

Los cambios en las características de los ve-
hículos desarrollados y en la lógica de produc-
ción de las terminales redefinieron los están-
dares para el sector autopartista, aumentando 
fuertemente las exigencias de calidad, escala, 
costos y plazos de entrega. Así, el complejo 
automotor ha ido mutando hacia un esquema 
que delega mayores responsabilidades tecno-

lógicas en los grandes proveedores autopartis-
tas globales, tanto en lo que se refiere al diseño 
como al desarrollo de los componentes, lo que 
ha modificado las relaciones de poder dentro 
de la cadena de producción y acotado los gra-
dos de libertad en las decisiones locales. 

En Sudamérica, el mercado automotor se 
ha expandido considerablemente, en una ten-
dencia que, sin descartar eventuales interrup-
ciones coyunturales, muestra perspectivas de 
mantenerse: las relativamente bajas tasas de 
motorización, la emergencia de nuevas capas 
de clases medias y la amplia oferta de créditos 
prendarios han sido los principales impulsores 
del crecimiento del consumo (ver Recuadro 1). 
En la región conviven dos opciones estratégi-
cas. Por un lado, el MERCOSUR, importante 
centro productor que prioriza la integración 
productiva y el abastecimiento a nivel intra-re-
gional, si bien con diferencias notables en la 
escala de producción de sus dos principales 
socios, Argentina y Brasil. Por otro lado, los 
países del Pacífico, esencialmente importado-
res, que privilegian el abastecimiento desde 
Estados Unidos, China, Corea del Sur y Ja-
pón, en el marco de acuerdos de preferencias 
comerciales.

La industria automotriz del MERCOSUR ha 
liderado el crecimiento industrial de Argen-
tina y de Brasil en gran parte de los últimos 
veinte años, contribuyendo al incremento del 
empleo, de la producción industrial, de las ex-
portaciones y la productividad en ambos paí-
ses; el sector autopartista, por su parte, se ha 
desempeñado en términos y condiciones más 
débiles, por debajo de los requerimientos de la 
demanda, lo que ha resultado en un importante 
y creciente déficit con la extrazona. Dentro del 
MERCOSUR, se ha ampliado la brecha entre los 
niveles de inversión a favor de industria brasi-
leña, en gran medida como efecto de algunas 
de las políticas de desarrollo sectorial aplica-
das por este país, lo que ha tendido a desba-
lancear el comercio intrazona, especialmente 
en el segmento de autopartes, contribuyendo 
al crecimiento del déficit comercial del sector 
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manufacturero argentino. En este contexto, 
han surgido cuestionamientos en Argentina no 
solo acerca de la sustentabilidad sino hasta de 
la conveniencia de contar con una industria au-
tomotriz propia.

Pero, está claro que si Argentina no tuviera 
industria automotriz y autopartista su déficit 
externo a nivel sectorial sería aún mayor. Coatz 
et al. (2014) simula esta situación tomando 
como ejemplo el caso de Chile, que tiene un 
régimen de libre importación de vehículos y un 
costo promedio de acceso de US$ 13.700 por 
unidad. Considerando un costo equivalente, 
Argentina necesitaría unos US$12.000 millones 
de importaciones para satisfacer su mercado, 
lo que más que duplica el déficit agregado del 
sector, una vez que se descuenta el efecto de 
las importaciones de autopartes para el mer-
cado de reposición (cifras para 2013). Por otra 
parte, el sector automotor es también muy re-
levante en la dinámica de empleo general y al-
tamente calificado en particular; se estima que, 
en su configuración actual, ocupa en Argentina 
alrededor de 90 mil personas de manera direc-
ta y a otras 150 mil de modo indirecto.

Todos los países con una estructura pro-
ductiva desarrollada poseen una industria side-
rúrgica-metalúrgica, automotriz y autopartista 
integrada y dinámica, con proveedores sofis-
ticados, incorporación de la robotización, in-
novación organizacional y de proceso, todo lo 
cual retroalimenta un entramado industrial más 
denso y complejo. Del mismo modo, el comple-
jo automotor –visto a nivel mundial– presenta 
una estructura de cadena global de valor con 
especialización productiva y con flujos de co-
mercio entre países de relevancia, donde ape-
nas 25 países producen más de 500.000 ve-
hículos al año (Argentina es uno de ellos) y solo 
12 son exportadores netos. Cabe señalar que el 
mercado regional muestra un gran potencial de 
expansión; nótese que mientras Polonia, con un 
PIB per cápita similar al del MERCOSUR, regis-
tra 1,6 habitantes por vehículo, en Argentina y 
Brasil se alcanza a 3,1 y 4,8, respectivamente 
(cifras para 2014). 

Ahora bien, el diseño de una estrategia pro-
ductiva capaz de resolver satisfactoriamente 
el desafío de un crecimiento y modernización 
sustentables de la industria automotriz en Ar-
gentina y Brasil requiere tomar en cuenta dife-
rentes premisas, algunas de las cuales se mani-
fiestan como fuertes restricciones. 

Una primera y significativa restricción se 
vincula a la configuración específica que tie-

ne la producción automotriz a nivel mundial y 
cuya modalidad central es la organización de 
la producción en torno a áreas regionales (Dic-
ken, 2011). Ello ha permitido obtener ganancias 
sustantivas en función del aprovechamiento de 
economías de escala y la diferenciación de los 
patrones de consumo en cada una de las regio-
nes resultantes. Estas condiciones dieron paso 
al surgimiento de automóviles específicos para 
ciertos mercados; en América del Sur se han 
organizado estableciendo a Brasil como base 
regional de operaciones y ubicando a la Argen-
tina como el segundo actor de relevancia de la 
región –lo que le impone cierto límite a la hora 
de pensar en posibles estrategias productivas a 
desarrollar– (Obaya, 2014a, 2014b).

Una segunda restricción se asocia con la 
fuerte dependencia del complejo automotor 
argentino respecto al brasileño, y a los marcos 
regulatorios que lo caracterizan. Esta situación 
presenta oportunidades y desafíos. En relación 
a los elementos virtuosos, el mercado en el que 
operan las empresas está regulado por un mar-
co proteccionista que garantiza cierta dinámi-
ca productiva y volúmenes de consumo que 
son conocidos por las firmas de ambos países; 
en tanto que las dificultades aparecen como 
consecuencia de no verificarse una coordina-
ción activa de política industrial entre Argenti-
na y Brasil, lo que se evidencia, por ejemplo, en 
que Argentina es un receptor pasivo del INO-
VA-AUTO (ver más adelante) y en la ausencia 
de una efectiva estrategia de complementarie-
dad productiva. 

Una tercera restricción que afecta al com-
plejo automotor se vincula con la trayecto-
ria y actualidad del segmento autopartista. 
Sin dudas, las nuevas estrategias globales de 
producción y aprovisionamiento por parte de 
las terminales tienden a promover una fuerte 
desintegración vertical y, en consecuencia, un 
bajo contenido local de autopartes en la fabri-
cación de vehículos finales. A nivel global, en 
la medida que la producción del complejo se 
organiza en torno a las terminales, la forma en 
que se estructuran las relaciones entre éstas y 
sus proveedores imponen profundas barreras 
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a la entrada para las empresas autopartistas, 
particularmente en el primer y segundo anillo. 

Frente a esta realidad, nuevamente se ob-
serva un desequilibrio al interior del mercado 
regional, donde Brasil concentra buena parte 
de las inversiones regionales (y de los incen-
tivos específicos). En Argentina, por el contra-
rio, se fue conformando un sector autopartista 
acotado, muy heterogéneo, con productos de 
bajo contenido tecnológico, líneas de produc-
ción relativamente antiguas y alejadas de la 
frontera tecnológica, con escalas poco com-
petitivas, y escasamente vinculadas con las 
terminales, limitando sus posibilidades de cer-
tificación y celebración de contratos a término. 
Todo ello condiciona el entramado industrial de 
ese país en general y el desarrollo del complejo 
automotor en particular, destacándose por su 
escasa agregación de valor local, una elevada 
necesidad por importaciones y el consiguiente 
déficit estructural en el comercio exterior, así 
como por las limitaciones potenciales a una 
mayor generación de puestos de trabajo. De 
este modo, sin una intervención deliberada, la 
debilidad estructural y la complejidad de la si-
tuación tenderán a profundizarse. Si bien una 
revisión del sector permite constatar la exis-
tencia de algunas capacidades instaladas im-
portantes y cierto volumen como para operar 
localmente, no parece posible desarrollar un 
verdadero salto de calidad del autopartismo 
argentino sin el concurso de un tipo eficaz de 
intervención estatal que lo promueva. 

Una cuarta restricción que presenta el com-
plejo automotor regional refiere al escaso man-
dato y autonomía que poseen las subsidiarias 
de las terminales transnacionales que operan 
en los países a la hora de tomar decisiones de 
inversión y estrategias de desarrollo locales. Si 
bien en Brasil las terminales han sido beneficia-
das con mayor nivel de autonomía, las decisio-
nes importantes se siguen tomando en las ca-
sas matrices centrales (Balcet & Consoni, 2007; 
Obaya, 2014b; Quadros & Consoni, 2009). Esta 
situación añade una importante limitación a la 
hora de pensar y planificar un esquema de de-
sarrollo sectorial regional. 

Finalmente, la quinta restricción, válida tan-
to para las terminales como para el sector au-
topartista (sobre todo de Argentina), refiere a 
la provisión de insumos difundidos. El aprovi-
sionamiento de insumos siderúrgicos se pre-
senta como un limitante al desarrollo del com-
plejo, fundamentalmente debido a la escasez, o 
directamente la ausencia, de ciertos productos 
laminados de aceros especiales (planos y no 
planos), y al poder que ejercen las empresas 
líderes del sector gracias a la fuerte concentra-
ción de mercado que ostentan. Ello les permite 
segmentar y fijar precios muy superiores a los 
internacionales, hecho que impacta en todo el 
complejo, pero especialmente en las firmas re-
lativamente más pequeñas por su escaso po-
der de negociación, esto es, las autopartistas. 
En este sentido diferentes estudios afirman 
que los costos de los productos siderúrgicos 
que debieron afrontar las empresas del com-
plejo fueron superiores al incremento de los 
precios de los vehículos y al de las autopartes. 

En lo que sigue, el artículo se organiza 
en tres secciones. En la primera de ellas, se 
analiza la evolución del complejo automotor 
del MERCOSUR en el marco de las comenta-
das tendencias globales y se da cuenta de las 
principales características de su configuración 
tecno productiva, de su inserción internacional 
y de los flujos comerciales. A continuación, se 
evalúa el nuevo esquema regulatorio brasileño 
para la industria (INOVA-AUTO) y algunos de 
sus efectos previsibles. Este plan constituye un 
ejemplo evidente de la actual falta de coordi-
nación de política sectorial dentro del MERCO-
SUR, pero, a la vez, un potencial marco para 
pensar una política regional. En la sección final, 
se presentan algunos lineamientos de acción 
tendientes a darle sustentabilidad a la industria 
a mediano plazo.

REESTRUCTURACIÓN GLOBAL
DE LAS REDES DE PRODUCCIÓN

La progresiva configuración del así llamado 
“espacio automotor” MERCOSUR es conse-
cuencia de la co-evolución de tres dinámicas 
principales: i) la creciente importancia de los 
países “emergentes” como centros de produc-
ción y consumo de vehículos; ii) la progresiva 
regionalización de las redes de producción, 
tradicionalmente organizadas en “espacios 
automotores” nacionales; iii) la reducción de 
la “brecha tecnológica” entre grandes centros 
tradicionales de producción y países producto-
res “emergentes”.

La estrategia
de las terminales

conlleva un bajo contenido
local de autopartes
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UNA GEOGRAFÍA AUTOMOTRIZ MÁS 
EQUILIBRADA

Desde principios de los años noventa, los 
países productores tradicionales133 han redu-
cido progresivamente su participación en la 
producción mundial de automóviles a favor de 
un grupo de países emergentes entre los que 
se destacan Corea del Sur, México, ciertos paí-
ses del Sudeste asiático y de Europa Central y 
Oriental y, muy especialmente, China (Gráfico 
1), que se ha convertido en el mayor productor 
del mundo134. Como consecuencia de este pro-

ceso, mientras que entre 1985 y 1990 los países 
tradicionales explicaban alrededor del 85% de 
la producción mundial de automóviles, hacia 
2014 su participación había caído al 41%.

En este contexto se ha producido la nota-
ble expansión de la producción automotriz de 
Argentina y Brasil (Gráfico 2), que alcanzó, en 
2015, un total de 526.657 y 2.453.622 vehícu-
los, respectivamente. Durante este período, 
aumentó la participación de ambos países en 
la producción mundial pasando de un porcen-
taje de 2,5% en el período 1990-1994 a 4,5% en 
2013-2015.

Más allá de la desaceleración sufrida en el crecimiento económico de los países emer-
gentes luego de la crisis de 2008, distintos estudios prospectivos prevén que las ten-
dencias expansivas se mantendrán durante la próxima década. En lo que se refiere a la 
esfera de la producción, proyecciones elaboradas por Oxford Economics destacan un 
crecimiento significativamente mayor en las economías emergentes que en los países 
productores tradicionales, con un desempeño particularmente positivo en las regiones 
de Europa Central y Oriental y los así llamados BRIC (Brasil, Rusia, India, China). Una 
tendencia similar se observa en las proyecciones de consumo de vehículos, sostenidas 
principalmente en mayores tasas de crecimiento económico en los países emergentes, 
una expansión de su clase media (especialmente en la región Asia Pacífico) y mayores 
índices de urbanización (Kharas, 2010; MINCYT, 2014). 

RECUADRO 1. PROYECCIONES SOBRE LA EVOLUCIÓN
DEL SECTOR AUTOMOTOR
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El considerable aumento de la demanda 
de vehículos en los países emergentes ha sido 
uno de los principales factores explicativos de 
su ascenso como productores (Jullien & Lung, 
2011). En espejo con la producción, estos paí-
ses pasaron de representar 15% del consumo 
mundial de vehículos en 1985-1990 a 58% en 
2015. Las altas tasas de crecimiento económi-
co verificadas en ellos desde mediados de los 
años noventa –y, en particular, en la década 
de los 2000–favorecieron el ascenso de una 
“nueva clase media” con mayor capacidad de 
consumo, incrementándose significativamente 
la tasa de motorización. En cambio, los países 
tradicionales registran un estancamiento en la 
tasa de motorización, producto de la satura-
ción de sus mercados y una demanda caracte-
rizada, fundamentalmente, por la reposición de 
vehículos (Cuadro 1). En Argentina y Brasil la 
tasa de motorización ha mejorado de manera 
sustancial, especialmente en el caso de este úl-
timo país. La venta de vehículos, considerados 
ambos países en conjunto, se multiplicó por 
más de cinco entre 1990 y 2012 (Gráfico 3).

LA REGIONALIZACIÓN DE LAS REDES DE 
PRODUCCIÓN AUTOMOTRIZ

La nueva geografía de la industria automo-
triz ha implicado también importantes cambios 
en las modalidades de organización territorial 
de las redes de producción y consumo –o, di-
cho de otro modo, de los “espacios automo-
tores”. Hasta principios de los años noventa, 
las estrategias empresariales estaban, funda-
mentalmente, articuladas en torno a espacios 
nacionales, lo que significaba que las cadenas 
de producción y consumo se integraban al in-

terior de las fronteras de los países (Carrillo 
et al., 2004; Dicken, 2011; Jullien & Lung, 2011; 
Sturgeon et al., 2009).

Desde entonces, en respuesta a cambios 
tecnológicos y regulatorios, los productores de 
vehículos adoptaron nuevas estrategias em-
presariales que supusieron esquemas de pro-
ducción y comercialización en torno a espacios 
de alcance regional (Carrillo et al., 2004; Jullien 
& Lung, 2011; Sturgeon et al., 2009), en los que 
las exportaciones ya no operan como un com-
plemento al mercado interno sino como un 
componente central que permite la especiali-
zación y complementación de la producción 
(Jullien & Pardi, 2013). Los factores que expli-
can la preferencia de las empresas productoras 
de vehículos por organizar sus redes de pro-
ducción y comercialización en torno a espacios 
regionales son de distinta naturaleza, incluyen-
do los costos de logística y los requerimientos 
de los sistemas de lean production y produc-
ción modular (Sturgeon et al., 2009). Asimis-
mo, como se ha señalado anteriormente, los 
países, a instancias de las terminales automo-
trices, han montado marcos normativos que 
han facilitado el libre intercambio de vehículos 
y sus partes (en el Recuadro 2 se presenta una 
síntesis de la evolución del marco regulatorio 
automotriz en Argentina y Brasil).

La progresiva configuración de un espacio 
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GRÁFICO 1 
PRODUCTORES TRADICIONALES Y EMERGENTES
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automotor entre Argentina y Brasil que invo-
lucra, desde una perspectiva más amplia, al 
MERCOSUR en su conjunto se hace visible a 
partir de la observación de los datos de comer-
cio exterior. Por un lado, se registra un crecien-
te volumen de comercio, particularmente en 
vehículos (Gráfico 4); por otro, se aprecian cre-
cientes niveles de apertura tanto en el consu-
mo (Gráfico 5) como en la producción (Gráfico 
6). Este proceso ha sido más intenso en el caso 
de Argentina, toda vez que las dimensiones del 
mercado brasileño han operado como un fuer-
te incentivo para que las terminales instaladas 
en aquel país se orienten al mercado interno.

La creciente apertura en el comercio de ve-
hículos de los países del MERCOSUR exhibe una 
fuerte orientación regional: mientras que, antes 
de 1990, el intercambio de productos automo-
trices entre ellos era marginal –como destino de 
las ventas y como origen de las importaciones–, 
desde la firma del primer protocolo automotriz, 
en 1991, su papel comenzó a crecer rápidamen-
te poniendo de manifiesto la articulación del 
espacio automotor regional. Así, en el período 
2010-2014, la región explicó 82,2% de las expor-
taciones argentinas y 71,3% de las brasileñas, 
mientras que, por el lado de las importaciones, 
la región alcanzó 73% y 51,8%, respectivamente.

La orientación geográfica del comercio au-
tomotor en Argentina y Brasil refleja, en gran 
medida, el comercio intra-firma derivado de 
las estrategias empresariales de especializa-
ción y complementación implementadas por 
las terminales en la región. Durante la segunda 
mitad de los años noventa, motivadas por las 

perspectivas que ofrecía la intención de ambos 
gobiernos de concretar un esquema de libre 
comercio, por entonces previsto para finales 
de aquella década, varias empresas automotri-
ces pusieron en marcha un ciclo de inversiones 
con la intención de avanzar hacia un esquema 
de organización de la producción a nivel regio-
nal (Cuadro 2). FIAT, PSA Peugeot-Citröen y 
Renault retomaron el control de las operacio-
nes de manos de las licenciatarias locales en 
Argentina, mientras que Toyota y General Mo-
tors montaron plantas nuevas para iniciar sus 
operaciones en el país. En Brasil, desembar-
caron Honda, Renault, PSA Peugeot-Citröen y 
Mitsubishi. Mercedes Benz, por su parte, abrió 
nuevas líneas de producción en vehículos co-
merciales y de pasajeros en ambos países. Al 
mismo tiempo, todas las terminales con ope-
raciones en la región pusieron en marcha pro-
gramas de inversión dirigidos a modernizar sus 
líneas de producción.

Las posibilidades de intercambio comercial 
abiertas por el marco regulatorio bilateral y la 
presencia de las terminales automotrices en 
Argentina y Brasil crearon las condiciones para 
el despliegue de estrategias empresariales de 
especialización y complementación dentro del 
espacio automotor regional. Así, la mayoría de 

82,2% de las
ventas argentinas del sector

se dirigen al bloque

GRÁFICO 2 
EVOLUCIÓN DE LA PRODUCCIÓN EN ARGENTINA Y BRASIL (UNIDADES)

Fuente: elaboración propia en base a ADEFA y ANFAVEA.
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las empresas fueron progresivamente localizan-
do plataformas en cada uno de los países, des-
de donde se producían modelos destinados al 
espacio regional en su conjunto. Este proceso 
combinó tres dinámicas: un creciente número 
de plataformas operadas por terminales con 
plantas en ambos países, una menor participa-
ción de plataformas replicadas en ambos lados 
de la frontera y una creciente importancia de 
plataformas exclusivas en cada país (Cuadro 3).

Las tendencias de reorganización de la geo-
grafía automotriz no se limitaron al segmento 
productor de vehículos, alcanzando también 
al sector autopartista. La reestructuración de 
este sector estuvo, fundamentalmente, mol-
deada por las estrategias corporativas globales 
desplegadas por las terminales –ubicadas en la 
cima de la jerarquía de la cadena de produc-
ción– y sus proveedores transnacionales del 
“primer anillo” (o del “anillo 0,5”, como común-
mente se refiere a los “mega-proveedores” au-
tomotores), que resultaron en la creación de 
una red de abastecimiento organizada a nivel 
global y regional. Esta dinámica se dio en si-
multáneo con una sustancial disminución en 
el número de empresas proveedoras, como 
consecuencia de un proceso de fusiones, ad-
quisiciones y acuerdos estratégicos entre las 
empresas del sector.

En este marco, durante la década de 1990, 
tanto en Argentina como en Brasil, las termina-
les llegaron a acuerdos con algunos de sus pro-
veedores globales para que se instalaran en la 
región y acompañaran el proceso de “moder-
nización” de la industria (Porta, 1999). En mu-
chos casos, el desembarco se hizo a través de 
la adquisición de firmas proveedoras locales, 
produciéndose un proceso de concentración y 
desnacionalización del sector que desarticuló 
las cadenas de producción construidas al am-
paro de la política de sustitución de importacio-
nes y los espacios automotores nacionales. Este 
proceso se tradujo en una creciente apertura 
del segmento autopartista como parte de una 
integración más estrecha con las redes globa-
les de valor del sector. Es interesante notar, sin 
embargo, que esta integración ha sido mucho 
más intensa por el lado de las importaciones, lo 
que determinó que tanto Argentina como Bra-
sil sufrieran un déficit comercial de carácter es-
tructural, estrechamente correlacionado con el 
volumen de vehículos producidos (Gráfico 7).

Ahora bien, en el marco del comercio intra-
zona de autopartes, es la industria de Argentina 
la que exhibe una posición deficitaria (Gráfico 
8). El signo negativo del comercio bilateral para 
Argentina responde a las estrategias empresa-
riales de terminales y autopartistas que, aprove-
chando la posibilidad de regionalizar el conteni-
do mínimo local exigido por el marco normativo 
automotor, decidieron concentrar sus inversio-
nes en Brasil, desde donde abastecieron a la re-
gión en su conjunto. Este proceso de concen-
tración de la localización de autopartistas en 
Brasil se aceleró a partir de 1998, con la crisis 

71,3% de sus
exportaciones destina Brasil a 

sus socios del MERCOSUR

Fuente: elaboración propia en base a OICA.

CUADRO 1 
CANTIDAD DE HABITANTES POR VEHíCULOS (PAÍSES SELECCIONADOS, 1989-2015)

ESTADOS UNIDOS
ITALIA

ESPAÑA
CANADÁ

JAPÓN
FRANCIA

REINO UNIDO
ALEMANIA

REPÚBLICA CHECA135

COREA DEL SUR
CHINA

MÉXICO
ARGENTINA

BRASIL

1,3
2,2
2,9
1,6
2,2
2,0
2,2
2,0
5,0
19,7
212,5
9,8
5,5
11,4

1,3
1,7
2,1
1,7
1,8
1,8
2,0
1,8
2,6
4,3

104,1
7,4
5,7
9,1

1,2
1,5
1,6
1,7
1,7
1,7
1,8
1,7
2,3
3,2
41,3
5,0
5,7
8,0

1,2
1,5
1,7
1,6
1,6
1,7
1,7
1,7
1,9
2,5
9,8
3,5
3,1
4,8

1989 1997 2005 2014
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argentina y la devaluación del real brasileño a 
comienzos del año siguiente, siendo los sub-
sectores de motores, cajas y carrocerías –todos 
componentes de gran impacto multiplicador y 
tecnológico– aquellos en los que se verificaron 
los mayores desbalances (López & Arza, 2008).

Cabe señalar que el marco normativo bilate-
ral que regula el sector automotor no contempla 
ninguna regla dirigida a equilibrar el flujo de in-
versiones al interior de la región, más allá del coe-
ficiente de desvío de exportaciones (flex), que 
solo atañe al volumen global del comercio bilate-
ral. Más aun, las reglas acordadas con el propósito 
de limitar las políticas de promoción sectoriales 
nunca tuvieron aplicación efectiva y permitieron 
que proliferaran en Brasil medidas de promoción 
a nivel nacional –por ejemplo, los créditos subsi-
diados otorgados por el BNDES (Barros & Pedro, 
2012; Angela Maria Medeiros M. Santos & Ávila 
Pinhão, 2000; Angela Maria Medeiros M.  Santos 
& Burity, 2002) y el régimen de promoción de 
las regiones Norte, Nordeste y Centro-Oeste de 
Brasil (Zauli, 2000)– y estadual, que diera lugar 
a la así llamada guerra fiscal (Arbix, 2000, 2002; 
Rodríguez-Pose & Arbix, 2001)136. 

LA MODERNIZACIÓN DEL ESPACIO AUTO-
MOTOR REGIONAL

La tercera dinámica relevante a nivel global 

corresponde al cierre de la brecha tecnológica 
entre los países productores tradicionales y los 
espacios automotores emergentes. En Argen-
tina y Brasil, este proceso se ha puesto de ma-
nifiesto tanto en lo que se refiere a los procesos 
de producción como a las características de los 
modelos manufacturados en la región.

Inicialmente, los newcomers y, más tarde, 
aquellas firmas que ya operaban en estos países 
modernizaron sus plantas productivas, inclu-
yendo no solo mayores niveles de automatiza-
ción sino también nuevas formas de organiza-
ción del proceso productivo, incorporando las 
prácticas del lean manufacturing difundidas ya 
años antes en las plantas propias de los países 
de mayor desarrollo relativo. Con el correr de 
los años, las terminales redujeron notablemente 
el período de rezago en el inicio de la produc-
ción local de modelos nuevos137. A medida que 
las plantas de producción en la región estuvie-
ron en condiciones, las terminales comenzaron 
a producir modelos con las mismas caracterís-
ticas técnicas (o muy similares) de aquellos que 
estaban siendo producidos en el exterior; asi-
mismo, el inicio de la producción de estos mo-
delos comenzó a producirse con poco retraso 
respecto al lanzamiento en otros países.

La modernización de la industria automo-
triz en la región se ha manifestado también en 
la instalación de centros de I+D por parte de 
ciertas terminales que se han ido progresiva-
mente involucrado en los procesos de diseño 
y desarrollo de nuevos vehículos, concebidos 
especialmente para regiones emergentes. Este 
fenómeno responde a las condiciones impues-
tas por las nuevas estrategias empresariales 
desplegadas en estas regiones, que requieren 

La creciente apertura
autopartista implicó un

déficit comercial estructural 
para Argentina y Brasil

GRÁFICO 3 
EVOLUCIÓN DE LAS VENTAS EN ARGENTINA Y BRASIL (UNIDADES)
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contar con una oferta de vehículos que se ade-
cúe a las condiciones de demanda y produc-
ción de espacios automotores con condicio-
nes de demanda diferenciadas. Sin embargo, 
a diferencia de los comentados procesos de 

modernización en procesos y productos que 
tuvieron lugar de manera extendida en ambos 
países y comprendieron a todas las terminales, 
los nuevos centros de I+D fueron solo mon-
tados por algunas empresas en sus filiales en 

RECUADRO 2. RESUMEN DE LA EVOLUCIÓN DE LA POLÍTICA AUTOMOTRIZ EN 
ARGENTINA Y BRASIL DESDE 1991

MARCO ARGENTINO

MARCO ARGENTINO

MARCO BILATERAL/REGIONAL
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9
4

19
95

-2
0

0
0

MARCO BRASILEÑO

MARCO BRASILEÑO

1991- Nueva política automotriz
- Aranceles preferenciales (2%) para la 
importación de vehículos, siempre que: 
i) las importaciones fueran parcialmen-
te compensadas por exportaciones o 
inversiones; ii) los vehículos posean un 
contenido local de al menos 60%.
- Aranceles de importación más eleva-
dos (18%) para las empresas que no po-
sean planta fabril en el país.

Continuidad de la política automotriz 
con algunos ajustes:
- Mejora de los mecanismos de aplica-
ción y cumplimiento.
- Cambios en el método de cálculo del 
contenido nacional mínimo: mayor flexi-
bilidad para incorporar partes importa-
das.

Cuotas de importación: 10.000 unidades de cada país (1991); 18.000 (1992); 20.000 
(1993); 35.000 (1994)

1992-1993 - Acuerdos entre cámaras 
sectoriales
- Reducción de los aranceles de im-
portación aplicados a los vehículos 
y piezas de automóviles (de 85% a 
20%).
- Reducción de impuestos (TMP y 
TCGs)
1993- Política de “automóvil popular”
- TMP fijado en 0,1% para los vehículos 
con motores de hasta 1.000cc.

1995 – Nueva política automotriz 
brasileña
- Aumento de los aranceles aplicados 
a las importaciones de vehículos.
- Aranceles preferenciales para la im-
portación de vehículos, piezas de au-
tomóvil, bienes de capital, herramien-
tas y materias primas, siempre que: i) 
las importaciones fueran parcialmente 
compensadas por las exportaciones o 
las inversiones; ii) los vehículos posean 
al menos 60% de contenido local.
- Política automotriz especial para el 
Norte, Noreste y Centro-Oeste, regio-
nes menos desarrolladas. Condiciones 
más flexibles para empresas que in-
viertan en esos territorios.

Período de intensa “guerra fiscal” en-
tre los estados brasileños.
Aumento en la participación del BNDES 
en la financiación para la instalación 
de nuevas empresas y la expansión 
de empresas que ya operan en el país. 
Aplicación principal de los préstamos: 
adquisición de equipos y herramien-
tas, y obras civiles.
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Brasil (Fiat, Ford, General Motors, Volkswagen 
y Renault) (Obaya, 2014a).

Estos centros, que han llegado a emplear 
más de 1.000 personas en cada uno, están do-
tados de laboratorios e infraestructura que se 

encuentran en la frontera tecnológica y permi-
ten llevar adelante casi todos los pasos nece-
sarios para el desarrollo de nuevos vehículos. 
Entre los modelos en los que estos centros 
han jugado un papel importante, se cuentan, 

CONTINUACÓN RECUADRO 2. RESUMEN DE LA EVOLUCIÓN DE LA POLÍTICA 
AUTOMOTRIZ EN ARGENTINA Y BRASIL DESDE 1991
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Acuerdo de Ouro Preto:
- El intercambio bilateral de vehículos queda libre de aranceles siempre que las 
importaciones sean compensadas con exportaciones a cualquier destino, de 
acuerdo con las reglas establecidas en la legislación de cada país.
- Ambos países reconocen las piezas de automóviles producidos en el otro país 
como piezas producidas a nivel nacional para el cálculo del contenido nacional 
mínimo, las importaciones previstas fueron compensadas por las exportaciones a 
cualquier parte del mundo.
- Las cuotas de exportación de Argentina a Brasil no requieren requisitos de com-
pensación de importación cuando es entre empresas con subsidiarias en ambos 
países.
- Las cuotas de exportación no requieren compensación entre empresas con ins-
talaciones fabriles en solo uno de los dos países con la finalidad de facilitar libre 
acceso al comercio intrarregional.

- Tarifa común en los vehículos (35%) y piezas de automóviles (calendarios de 
reducción de aranceles nacionales en el período 2000-2006).
- Reglas de origen regional. Se concedió a Argentina un nivel mínimo de conteni-
do de partes nacionales (mayor a menor porcentaje hasta el año 2005).
- Se establece un régimen de comercio administrado según un coeficiente de 
desviación de exportación (coeficiente ‘flex’). El coeficiente se ha cambiado en 
los últimos años como resultado de sucesivas renegociaciones. En el período 
2016-2020 se ha fijado en 1,95.

Aumento de la participación del BNDES 
en el apoyo al nuevo ciclo de expan-
sión de la industria automotriz. Desde 
2007, especial interés en proporcionar 
fondos para apoyar las actividades de 
innovación.
Creación del Programa INOVA-Auto 
2013-2017, con el objetivo de mejorar el 
posicionamiento de su sector automo-
tor, incrementar el contenido brasileño 
en los vehículos y los procesos produc-
tivos, y adecuar los vehículos fabricados 
a nuevos estándares medioambientales, 
entre las cuestiones más relevantes (ver 
Nuevos instrumentos de promoción).Fuente: elaboración propia.
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por ejemplo, Ford Ecosport, Volkswagen Fox, 
Chevrolet Meriva y la nueva generación de Fiat 
Palio (Bagno, Carneiro Dias, Pereira, Souza, & 
Bachour, 2011; Balcet & Consoni, 2007; Obaya, 
2014a; Quadros & Consoni, 2009).

NUEVOS INSTRUMENTOS
DE PROMOCIÓN

En 2011, en respuesta a la fuerte caída en 
el dinamismo de su economía, y a los crecien-
tes problemas de competitividad externa fren-
te a un contexto internacional desfavorable, el 
gobierno de Brasil anunció la implementación 
del Plan Brasil Maior (PBM), con el objeto de 
mejorar las condiciones de competencia de las 
empresas brasileñas a partir de mayores y me-
jores inversiones en tecnología y organización. 
En su diseño, el PBM combinaba políticas sisté-
micas o transversales y políticas sectoriales; es 
en este marco que se definen los instrumentos 
de un nuevo régimen automotor, reflejado en 
la creación del INOVA-Auto138 2013-2017, con 
el objetivo de mejorar el posicionamiento de 
su sector automotor, incrementar el contenido 
brasileño en productos y procesos y adecuar 
los vehículos a nuevos estándares medioam-
bientales. Para ello,  el incentivo principal es el 
aumento del IPI (impuesto sobre los productos 
industrializados) en 30%, ofreciendo, en pa-
ralelo, descuentos progresivos en esta tasa a 
aquellas terminales que cumplan una serie de 
requisitos (quedando inalterada, si todos los 
requisitos son cumplidos).

REQUISITOS Y BENEFICIOS
De acuerdo con el Decreto 7.819/2012, pue-

den matricularse aquellas firmas que a) pro-
duzcan vehículos en el país; b) no produzcan 
en el país, pero comercialicen; o c) tengan 
proyectos de inversión para la instalación en 
el país de fábricas de producción de vehículos 
(nuevas plantas y/o proyectos industriales para 
la producción de nuevos modelos). Son con-
diciones generales para mantenerse en INO-
VA-Auto: a) la regularidad de la empresa en 
relación a los impuestos federales; y b) com-
prometerse a reducir los niveles de consumo 
energético asociándose al Programa de eti-
quetado del Instituto Nacional de Metrología, 

Calidad y Tecnología (INMETRO139), por medio 
del cual deben informar la eficiencia energética 
de los vehículos de modo progresivo. Por su 
parte, las condiciones específicas que trata la 
legislación considera: 

i. Los “proyectos de inversión” requieren la 
aprobación de la inversión y la habilitación es-
pecífica para cada proyecto industrial que pre-
tenda instalarse.

ii. Los “productores” deben radicar cierta 
cantidad de etapas fabriles en Brasil, destinar 
un porcentaje dado de la facturación bruta a 
gastos en I+D e Ingeniería, Tecnología Indus-
trial Básica y Capacitación de Proveedores y 
cumplir con un porcentaje de adhesión al Pro-
grama de Etiquetado Vehicular INMETRO140. 

iii. Las “empresas comercializadoras” deben 
cumplir con los dos últimos requisitos mencio-
nados para “los productores”.

A cambio de ingresar en el régimen INO-
VA-Auto, se le permite a las compañías realizar 
una serie de deducciones en relación al IPI, ge-
nerando créditos a su favor en el caso de reali-
zar alguna de las siguientes acciones:

i. Compras locales de autopartes: se exige 
un progresivo aumento del contenido local de 
autopartes a efectos de mantener el beneficio 
impositivo en términos de valor.

ii. Gastos en I+D: las firmas podrán generar 
créditos de hasta 50% de los gastos en I+D rea-
lizados en Brasil (hasta 2% de su facturación).

iii. Gastos en Ingeniería, Tecnología Indus-
trial Básica y Capacitación de Proveedores: las 
firmas podrán generar créditos de hasta 50% 
de los gastos por estos conceptos en Brasil.141

AVANCES DE INOVA-AUTO EN BRASIL
El régimen acumuló 52 habilitaciones, de 

las cuales 21 corresponden a empresas fabri-
cantes, 15 a firmas importadoras y 16 a proyec-
tos de inversión, según datos del Ministério do 
Desenvolvimento, Indústria e Comércio Exte-
rior (MDIC). Las principales marcas fabricantes 
se encuentran adheridas: General Motors, Fiat, 
Volkswagen, Renault, Ford, PSA Peugeot-Ci-
troën, Toyota, Hyundai, Honda, Nissan, Iveco, 
Mercedes-Benz, Volvo, Scania, Man y Agrale. 
Asimismo, una importante proporción de las 
firmas importadoras (más del 80%) también se 
encuentran inscriptas y habilitadas por el MDIC.

El Régimen INOVA-Auto parece haber des-
encadenado un nuevo ciclo de inversiones en 
Brasil. Se han identificado anuncios por US$ 
15.000 millones e inversiones adicionales en 
ampliaciones, modernización y nuevos lan-

El déficit de Argentina
con Brasil obedece a estrategias 

de terminales y autopartistas
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zamientos por otros US$ 10.000 millones a 
lo largo del Programa (MINCyT, 2014), lo que 
supone un incremento significativo en relación 
con las inversiones observadas en el período 
2007-2011. Según datos oficiales del MDIC, es-
tos compromisos elevarían la capacidad insta-
lada en cerca de 700 mil unidades y crearían 
más de 15.000 nuevos puestos laborales. Es 
probable que el plan impacte también sobre el 
sector autopartista brasileño, aunque con cier-
to rezago; ya desde 2013 el ritmo de anuncios 
de inversión en este segmento se ha más que 
duplicado (MINCyT, 2014).

Los requerimientos de eficiencia energéti-
ca establecidos por el INOVA obligan a las au-
tomotrices a adecuar sus motores hacia 2017; 
las terminales más grandes ya se encuentran 
avanzando en esta dirección. Volkswagen ha 
ampliado la producción de motores EA 211 de 
3 cilindros, que utilizará el modelo UP; Ford 

impulsó el desarrollo de un motor flex con in-
yección (Duratec 2.0 Direct Flex) y de un mo-
tor de 1.0 litro de tres cilindros para equipar 
al nuevo Ka. PSA Peugeot-Citroën realizó un 
acuerdo con GM para desarrollar en conjunto 
motores turbo de 1.0 y 1.2 litros de tres cilindros 
y anunció la producción de una nueva genera-
ción de motores denominada EB. Fiat también 
se encuentra desarrollando una nueva línea de 
motores de baja cilindrada (1.0 litro con tres ci-
lindros y 12 válvulas) para enfrentar a la nueva 
competencia (MINCyT, 2014).

POTENCIALES EFECTOS EN ARGENTINA
Las condicionalidades que establece el 

INOVA en relación con la fabricación, montaje 
y procesos afectarán al sector automotor ar-
gentino en virtud del fuerte incentivo dado a 
las terminales brasileñas para internalizar acti-
vidades de producción e I+D. De todas mane-

GRÁFICO 4
COMERCIO EXTERIOR DE AUTOMÓVILES EN ARGENTINA Y BRASIL (DÓLARES CORRIENTES)

Fuente: elaboración propia en base a ADEFA y ANFAVEA.
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GRÁFICO 5
PARTICIPACIÓN DE VEHÍCULOS PRODUCIDOS EN EL PAÍS SOBRE EL TOTAL DE VENTAS

Fuente: elaboración propia en base a ADEFA y ANFAVEA.
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ras, la normativa podría dejar un resquicio para 
20% de los vehículos fabricados, ya que aquella 
exigencia debe alcanzar al menos al 80% de los 
mismos. A su vez, el impacto sobre las expor-
taciones de autopartes argentinas dependerá 
de la secuencia temporal de nacionalización de 
actividades, de cómo se aplique la normativa 
en lo referido a procesos y de qué alcance se 
dé a las etapas de fabricación y montaje. 

Los gastos en insumos estratégicos y he-
rramientas en que incurren las empresas ra-
dicadas en Brasil como aquellas que cuenten 
con proyectos de inversión aprobados generan 
crédito fiscal. En este aspecto se destaca que 
ninguna de las normas vinculadas al INOVA 
especifica cuáles son los insumos estratégicos 
y las herramientas sobre las cuales es factible 
generar crédito fiscal. En la práctica, ello no es 
de carácter público y solo se encontraría de-
finido en los “Términos de Compromiso” que 
las empresas deben presentar al MDIC como lo 
establece la Portaria 113/2013.

Otro aspecto indefinido resulta de lo que 
la norma entiende por “insumos estratégicos”, 
pudiendo referir a autopartes o a los insumos 
necesarios para fabricar autopartes. Si por in-

sumos estratégicos se refiere a autopartes, 
la normativa del INOVA no afectaría a los ex-
portadores argentinos de estos productos; en 
cambio, si refiere a insumos intermedios, los 
proveedores argentinos de autopartes se ve-
rían perjudicados. La normativa tampoco es 
precisa respecto al origen de los insumos es-
tratégicos y las herramientas para el cálculo del 
crédito fiscal, con lo cual podría interpretarse 
que existe trato nacional para las importacio-
nes de este tipo de productos, independiente-
mente de su origen. 

En cuanto a las exportaciones argentinas 
de vehículos terminados hacia Brasil, las dis-
posiciones del INOVA no generan una afecta-
ción directa. Según el artículo 21 del Decreto 
7.819/2012, los vehículos importados desde los 
países socios del MERCOSUR y México no tri-
butan el adicional del 30% de IPI, siempre que 
esas importaciones sean efectuadas por firmas 
habilitadas (con producción actual en Bra-
sil) o que cuenten con proyectos de inversión 
aprobados por la autoridad de aplicación. Este 
beneficio también es válido para los vehículos 
importados bajo el ACE 2 suscripto entre Brasil 
y Uruguay. 

GRÁFICO 6
COEFICIENTE DE EXPORTACIONES

Fuente: elaboración propia en base a ADEFA y ANFAVEA.
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• Organización de la producción automotriz en torno espacios regionales
• Red de producción regional de naturaleza jerárquica, bajo el liderazgo de Brasil
• Estrategias globales de aprovisionamiento. Surgimiento de proveedores globales
• Escaso mandato y autonomía de las subsidiarias locales de las terminales automotrices 
transnacionales
• Posición dominante de proveedores de insumos difundidos en Argentina

RECUADRO 3. RESTRICCIONES PARA LA ELABORACIÓN
DE UNA AGENDA REGIONAL
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Más allá de las imprecisiones normativas y 
de los resquicios formales que, en principio, no 
afectarían directamente a la producción argen-
tina, los requisitos y beneficios establecidos 
por el programa INOVA-Auto instalan fuertes 
incentivos para radicar procesos, etapas de 
manufactura, actividades de I+D y las futuras 
inversiones correspondientes en Brasil, ya sea 
en el sector automotor como en el autopartis-
ta. De hecho, la mayor parte de los anuncios de 
inversión tienden a concentrarse fuertemente 
en el mercado brasileño, lo que implica una 
previsible tendencia a un mayor desbalance in-
tra-regional en los próximos años.

ELEMENTOS PARA UNA AGENDA POSITIVA
En esta sección se sugieren algunos elemen-

tos para el diseño de una agenda regional para 
el sector automotor en el MERCOSUR; para 
ello es imprescindible considerar las restric-
ciones analizadas en la Sección 1 y resumidas 
aquí en el Recuadro 3. Estas constituyen datos 
“duros” que permanecen fuera del alcance de 
los hacedores de política, al menos en el corto 
plazo. El desafío, por lo tanto, se encuentra en 
dilucidar y aplicar diversas estrategias que per-
mitan fortalecer el MERCOSUR, equilibrando y 
fortaleciendo de modo sinérgico las posicio-
nes relativas de los países en torno al marco 
de operaciones que permite la configuración 
MERCOSUR, la realidad del sector autopartista 
regional y de las filiales transnacionales.

Resulta esencial, en primer lugar, destacar 
que cualquier esquema de política sea con-
cebido en el marco de la continuidad de un 
sistema de administración de comercio intra-

MERCOSUR, puesto que de otro modo se ve-
ría comprometida la participación relativa de 
los países miembros. Una política central a la 
hora de pensar en una industria automotriz 
más consolidada y sustentable es negociar 
la asignación exclusiva de modelos entre los 
países en relación al MERCOSUR, y en la me-
dida de lo posible, exclusividad en relación a 
otros mercados. Si bien los países ya tienen 
asignados algunos modelos de plataforma 
exclusiva para el período 2014-2017, parece 
necesario profundizar esta estrategia en los 
próximos años.

En línea con la búsqueda de un mayor equi-
librio intra-regional, otro aspecto que la nueva 
agenda automotriz del MERCOSUR debería 
considerar es la extensión al resto de los paí-
ses del bloque de los beneficios que otorga 
el INOVA-AUTO brasileño, reconociendo los 
procesos que allí se llevan a cabo o las partes 
que se elaboren localmente. El programa INO-
VA-AUTO ya ha tenido efectos significativos a 
nivel del bloque en términos de desvío de in-
versiones en favor de Brasil, por lo que resulta 
indispensable idear una estrategia que permita 
moderar estos efectos. Una posible medida a 
analizar sería la extensión de la cobertura del 
INOVA-AUTO hacia algunos procesos y activi-

Brasil creó
INOVA-Auto

para posicionar el sector
y aumentar el contenido local

TABLA 2
TERMINALES AUTOMOTRICES CON PRODUCCIÓN EN ARGENTINA Y BRASIL  (AÑO DE INICIO 
DE OPERACIONES)

Fuente: elaboración propia.

FIAT
FORD

GENERAL MOTORS

HONDA
TOYOTA

HYUNDAI
IVECO

RENAULT ARGENTINA

MERCEDES BENZ

MITSUBISHI
NISSAN

PSA PEUGEOT CITROËN

VOLKSWAGEN

1960-1980
1995
1961

1960-1978
1997
2011
1997

-
1982 (CAMIONES)

1960-1991
1997

1953 (BUSES, CAMIONES)
1995

-
-

1964-1980
1998
1980

1976

1957

1958

1997
1959
2012

1997 (CAMIONES)

1999

1957 (BUSES, CAMIONES)
1999-2010

1998
2002

2001

1957

ARGENTINA BRASIL
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dades de manufactura y desarrollo que las em-
presas realicen en los otros países miembros 
–con la correspondiente normalización imposi-
tiva-, tal que se transforme en una suerte de 
INOVA MERCOSUR.

La sustentabilidad comercial del complejo 
requiere la implementación de una estrategia 
en conjunto con las terminales dirigida a la ins-
talación en la región de proveedores globales 
de autopartes con orientación exportadora. En 
este ámbito, debe apuntalarse el papel de los 
Estados miembros como coordinadores de la 
demanda de autopartes por parte de las ter-
minales que operan en los países. En la actua-
lidad, la estrategia de la administración central 
ha sido de carácter defensivo y de corto plazo, 
con el propósito principal de evitar la quiebra 
de empresas autopartistas, en un marco de 
caída del consumo y la producción. Sin embar-
go, a mediano plazo, el desafío es encontrar el 
modo de pasar de esta estrategia defensiva a 

una coordinación de demanda más ofensiva y 
de largo plazo que permita asegurar escalas de 
producción de autopartes que ofrezcan mejo-
res condiciones para la amortización de las in-
versiones necesarias para aumentar los niveles 
de localización. 

Sin dudas, dicha estrategia implicará una 
activa negociación general con las empresas 
terminales, a fin de que las mismas encarnen 
como propias las diferentes estrategias produc-
tivas como la asignación exclusiva de modelos 
entre los países para proveer al MERCOSUR y 
el estímulo al desarrollo local de proveedores 
globales de estas terminales. Asimismo, resulta 
imprescindible que el Estado encare una ne-
gociación efectiva con las terminales sobre la 
provisión local de insumos difundidos, lo que 
sin dudas requerirá de una coordinación de es-
trategia con las principales empresas que con-
trolan la provisión de los mismos.

Es una estrategia de aplicación comple-

CUADRO 3
DISTRIBUCIÓN DE PLATAFORMAS EN ARGENTINA Y BRASIL

Fuente: elaboración propia en base a ADEFA, ANFAVEA y terminales.
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GRÁFICO 7
BALANZA COMERCIAL DE AUTOPARTES EN ARGENTINA Y BRASIL 
(MILLONES DE DÓLARES CORRIENTES)

Fuente: elaboración propia en base a AFAC y Sindipeas.

M
IL

LO
N

E
S

9.000

4.000

-1.000

-6.000

-11.000

-16.000

-21.000

AR EXPO BR EXPO AR SALDOAR IMPO BR IMPO BR SALDO

2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015



154

ja pero indispensable para la sustentabilidad 
del sector en el largo plazo, dado que, de otro 
modo, el esfuerzo por mejorar el desempeño 
del balance de divisas de autopartes quedaría 
circunscripto exclusivamente a la política de 
sustitución de importaciones. De este modo, se 
podría apuntalar el desarrollo sectorial emulan-
do lo exitosamente realizado por otros países 
(por ejemplo, Tailandia), otorgando fuertes be-
neficios para la radicación de firmas autopartis-
tas, o lo implementado por Polonia a través de 
la integración con la Unión Europea mediante 
zonas francas. Asimismo, se podría explorar la 
posibilidad de establecer un marco normativo 
que estimule este desarrollo permitiendo a las 
terminales que compensen sus importaciones 
con el volumen de exportación e inversiones 
de sus proveedores.

El fortalecimiento de la inserción expor-
tadora automotriz de Argentina y Brasil de-
bería verse acompañada por el desarrollo de 

estrategias de apertura de nuevos mercados 
en Sudamérica por fuera del bloque regional 
que permitan superar las barreras arancelarias 
existentes. En este sentido, los países de la re-
gión que lideran la tasa de crecimiento de pa-
tentamientos de vehículos –aún con tasas re-
lativamente bajas de motorización– son Perú, 
Ecuador, Colombia, Bolivia y Chile, mercados 
a los que sería importante orientarse como es-
trategia a futuro (Cuadro 4).

El MERCOSUR no ha logrado proyectar su 
producción hacia estos mercados sudamerica-
nos, que podrían conformar un área de refe-
rencia ‘natural’ del espacio automotor regional, 

GRÁFICO 8
BALANZA COMERCIAL BILATERAL DE AUTOPARTES ARGENTINA-BRASIL Y SALDO 
COMERCIAL GLOBAL DE AUTOPARTES (MILLONES DE DÓLARES CORRIENTES)

Fuente: elaboración propia en base a AFAC.
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y que se están integrando hacia el espacio au-
tomotor asiático, siendo Japón, Rep. de Corea, 
China y Estados Unidos sus principales pro-
veedores. Mientras que Argentina y Brasil han 
privilegiado la promoción de la industria auto-
motriz local mediante acuerdos bilaterales y un 
nivel elevado de protección arancelaria, los paí-
ses sudamericanos del área del Pacífico –que, 
con la excepción parcial de Colombia, no cuen-
tan con una industria automotriz local– han 
optado por un esquema más abierto, apoya-
do en negociaciones comerciales con Estados 
Unidos y los países asiáticos de la cuenca del 
Pacífico (Cuadro 5).

Como último punto, y a modo de cierre, po-
dría agregarse la posibilidad de impulsar una 
nueva reconversión del sector a partir del fo-

mento de la adopción de modelos más eficien-
tes en términos de uso de energía. 

Como se ha señalado más arriba, la industria 
automotriz ha venido experimentando también 
importantes cambios tecnológicos vinculados 
con la eficiencia energética y la reducción de los 
niveles de contaminación: los autos eléctricos e 
híbridos, el downsizing de los motores, la inyec-
ción directa y sobrealimentación, las mejoras 
aerodinámicas, la reducción de masa desplaza-
da y el uso generalizado de la tecnología start/

CUADRO 4
TASAS DE MOTORIZACIÓN Y CRECIMIENTO DEL MERCADO AUTOMOTOR EN SUDAMÉRICA
CANTIDAD DE HABITANTES POR VEHÍCULOS (2014)
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CUADRO 5
ORIGEN DE LAS IMPORTACIONES AUTOMOTRICES DE PAÍSES SUDAMERICANOS CON 
ORIENTACIÓN HACIA EL PACÍFICO (%; 2011-2015)

Fuente: elaboración propia en base a datos de Comtrade.
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stop asoman entre las principales tendencias 
(ver Recuadro 4). Con el mismo nivel de aten-
ción, aparecen los problemas de seguridad y 
confort: se viene trabajando intensamente en la 
generación de dispositivos de control de estabi-
lidad y tracción y de nuevos sistemas de trans-
misión e iluminación, así como en el rediseño de 

los neumáticos. Recogiendo la experiencia de 
otros países periféricos como Tailandia e Indo-
nesia, estas líneas deberían ser impulsadas por 
una normativa MERCOSUR que apunte a una 
reconversión del parque automotor con miras a 
contribuir a la agenda del cambio climático y a 
mitigar los problemas de energía.

TOYOTA PRIUS

VOLKSWAGEN TOUAREG

PORSCHE CAYENNE S HYBRID 
(DISCONTINUADO)

RENAULT KANGOO ZE 
(HOMOLOGADA)

TOYOTA PRIUS
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MITSUBISHI OUTLANDER PHEV

BMW I8

BMW I3

Fuente: elaboración propia en base a noticias sectoriales
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RECUADRO 4. VEHÍCULOS HÍBRIDOS Y ELÉCTRICOS
EN ARGENTINA Y BRASIL

Durante los últimos años, el sector automotor ha introducido innovaciones significativas 
cuya difusión supondría un cambio de paradigma disruptivo, no solo para el sector sino 
también para los sistemas de movilidad. Las más importantes corresponden a los cambios 
tecnológicos en lo que concierne a la eficiencia energética de los vehículos y el cuidado del 
medioambiente.

Según los expertos, los vehículos híbridos y eléctricos son aquellos que tienen mejores 
perspectivas de difusión en el futuro cercano (MINCYT, 2014). Ambos tipos de vehículo bus-
can optimizar el consumo de energía a través de mecanismos como el frenado regenerativo, 
la utilización de paneles solares para recarga o extensores de autonomía. En esta misma di-
rección, la industria avanza también en el desarrollo de vehículos impulsados a base de hidró-
geno. Sin embargo, en el caso de esta tecnología, se estima que su uso sería factible a partir 
de 2025. De acuerdo a la Agencia Internacional de Energía, hacia finales de 2015, el parque 
mundial de vehículos eléctricos e híbridos alcanzaba 1,15 millones de unidades, habiéndose 
comercializado solo este último año 477.000 unidades (International Energy Agency, 2016). 
Sin embargo, sobre un total de cerca de 89,6 millones de vehículos comercializados, esto 
representa un porcentaje muy bajo, en torno al 0,5%. 

En Argentina y Brasil, la difusión de este tipo de vehículos es aún muy limitada, mientras 
que los precios de comercialización se encuentran muy por encima de aquellos vigentes en 
países de altos ingresos. Las políticas para la promoción de este tipo de vehículos se en-
cuentran en una etapa inicial. En el caso de Argentina se han reducido los aranceles para la 
importación de vehículos impulsados por motores híbridos, enteramente eléctricos o alimen-
tados por otras energías alternativas (del 35%, fueron reducidos a 2% para una cuota de 200 
unidades). Según AFAC, hacia finales de 2015, la flota de este tipo de vehículos en Argentina 
era de 300 unidades. En el caso de Brasil, en 2014 y 2015 se aprobaron incentivos fiscales y 
arancelarios para la importación y producción de vehículos eléctricos e híbridos. En esencia, 
se elimina el arancel del 35% para la importación de vehículos eléctricos o célula de hidró-
geno (con autonomía mínima de 80km) y se fija en un nivel entre 0% y 7% para los híbridos, 
dependiendo de la cilindrada y la eficiencia energética.
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NUEVAS 
TECNOLOGÍAS 
Y PEQUEÑOS 
PRODUCTORES

LUCAS ARCE
GUSTAVO ROJAS

ANÁLISIS

Mientras que la conformación de las cadenas globales de valor y otros aspectos de una 
economía mundial más integrada suman presiones competitivas sobre la pequeña produc-
ción, el uso de nuevas tecnologías le abre un abanico de oportunidades a este segmento. 
Un incremento en la eficiencia productiva y en la logística, la ampliación de las fuentes de 
financiamiento y el acceso a innovaciones que estas tecnologías permiten robustecerían las 
posibilidades de una inserción internacional exitosa de pequeñas y medianas empresas. El 
MERCOSUR podría ser un campo estratégico para el aprovechamiento de esas tecnologías, 
sirviendo como plataforma para generar oportunidades a los pequeños productores.
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EL POTENCIAL DE LOS PEQUEÑOS 
PRODUCTORES

La globalización ha presentado nuevas 
oportunidades y amenazas a los pequeños 
productores agrícolas. Por un lado, la creación 
de un mercado global para sus productos y el 
levantamiento de restricciones arancelarias de-
rivado de acuerdos regionales han impuesto 
nuevas urgencias competitivas al pequeño pro-
ductor. Por otro lado, el avance tecnológico y el 
mayor acceso de los productores a innovacio-
nes técnicas (como en el área de Tecnologías 
de la Información y Comunicación - TICs) ofre-
cen al pequeño productor nuevas herramien-
tas para competir en el mercado internacional 
y poder ingresar a las cadenas de valor global 
(CVG).

En el MERCOSUR, la relevancia de los pe-
queños productores no solo deriva de su peso 
demográfico e importancia económica, sino de 
su potencial para: el abastecimiento de alimen-
tos dentro de los mercados nacionales y, even-
tualmente, el mercado regional; la generación 
de empleo y la estabilización del ingreso de los 
sectores vulnerables; la diversificación y sofis-
ticación de las exportaciones; y la preservación 
del patrimonio sociocultural y ambiental.

Para llevar adelante cualquier análisis de la 
pequeña producción en el MERCOSUR, primero 
debemos mencionar la evolución del concepto 
de “pequeño productor”. En MERCOSUR, el 
concepto de pequeña producción agrícola ha 
transmutado en el concepto de “agricultura fa-
miliar” (Ramos, 2015)142. Desde la Reunión Es-
pecializada para la Agricultura Familiar (REAF), 
un órgano asesor del MERCOSUR, integrado 
por organizaciones de la agricultura familiar 
de la sociedad civil e instituciones públicas y 
gobiernos de la región que busca generar un 
marco de políticas públicas regionales para la 
agricultura familiar, el MERCOSUR ha discutido 
el concepto de “Agricultura Familiar Campesi-
na”, estableciendo directrices regionales para 
su reconocimiento e identificación (Resolución 
25/2007). En base a estas directrices regiona-
les, se han plasmado marcos normativos en 
cada uno de los países miembros (Riquelme, 

2016). Las profundas asimetrías en temas es-
tructurales, como la extensión de las fincas, e 
importantes diferencias sobre los criterios re-
ferentes a los ingresos familiares, se vieron re-
flejadas en la disparidad de los estándares na-
cionales143. Si bien se entiende la importancia 
del concepto de “agricultura familiar”, en este 
trabajo se adoptará la definición de “pequeños 
productores”, entendiendo por ella una cate-
gorización que agrupa a las diferentes defini-
ciones de los países de MERCOSUR. 

La REAF, creada en 2004, ha construido 
otras herramientas regionales novedosas: el Fon-
do de la Agricultura Familiar del MERCOSUR 
(FAF-MERCOSUR) y el Programa Regional 
de Intercambio de Experiencias en Com-
pras Públicas de la Agricultura Familiar. El 
FAF-MERCOSUR es un fondo no reembol-
sable, administrado por la Organización de 
las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO), destinado a apoyar técni-
camente los trabajos de la REAF, así como la 
participación de movimientos sociales y orga-
nizaciones de productores en las discusiones 
regionales. Por su parte, el Programa Regional 
de Intercambio de Experiencias en Compras 
Públicas de la Agricultura Familiar, creado en 
2010, se basa en la experiencia brasileña de los 
Programas de Adquisición de Alimentos y de 
Alimentación Escolar. A través del mismo se ha 
buscado promover el comercio de productos 
de la pequeña producción mediante la coope-
ración técnica mutua y el apoyo de la FAO. Este 
ejercicio ha involucrado no solo a los países 
parte del MERCOSUR sino también a los aso-
ciados andinos. Ello ha generado importantes 
sinergias de políticas públicas, al tiempo que 
ha inducido la propia creación de instancias 
gubernamentales para abordar la problemática 
de la agricultura familiar.

Mientras que la globalización y las CVGs 
suman presiones competitivas al pequeño pro-
ductor, éste tiene una oportunidad para cap-
turar beneficios a través del uso de nuevas 
tecnologías. La tecnología es un factor que los 
pequeños productores pueden utilizar para 
hacer más eficiente su producción y logística, 
ampliar su financiamiento, innovar y mejorar su 
competitividad, robusteciendo así las posibili-
dades de una exitosa inserción en las cadenas 
de valor. El MERCOSUR podría resultar un cam-
po estratégico para el aprovechamiento de las 
nuevas tecnologías a nivel regional. El bloque 
cuenta con espacios institucionales donde par-
ticipan líderes de la agricultura familiar, funcio-

El uso
de tecnología favorece

la eficiencia
y la innovación



161

narios públicos y empresarios del sector. Con 
sus espacios de intercambio de información y 
conocimiento, el MERCOSUR es una platafor-
ma fundamental para generar oportunidades 
de negocio a los pequeños productores. 

El apoyo a los pequeños productores es un 
paso que el MERCOSUR debe llevar adelante, 
para renovar, ampliar y dinamizar la agenda re-
gional. Elaborando detalladamente todas sus 
aristas, esta política podría convertirse en un 
instrumento poderoso para la diversificación 
exportadora; la aplicación de nuevas tecno-
logías; la generación de “marcas”, denomina-
ciones de origen y de sellos de producción de 
orgánicos y de comercio justo; así como para 
objetivos tales como la sustentabilidad eco-
lógica y la preservación ambiental en áreas 
rurales. Asimismo, esta política, podría bene-
ficiar a amplios sectores de la población del 
MERCOSUR, y al mismo tiempo generar una 
“conciencia regional” sobre la situación de las 
zonas rurales. 

PERFIL DE LA PEQUEÑA
PRODUCCIÓN AGRÍCOLA

En el MERCOSUR, existen alrededor de 5 
millones de establecimientos de pequeños pro-
ductores. La gran mayoría de estos se sitúan 
en Brasil (4,4 millones), seguido por Paraguay 
(270 mil), Argentina (219 mil) y Uruguay (21 
mil)144. Ellos representan, en promedio, el 83% 
del total de establecimientos agrícolas exis-
tentes en el MERCOSUR (Leporati et al, 2014). 
Además, la pequeña agricultura también es una 
gran creadora de empleo. En el MERCOSUR, los 
ingresos de alrededor de 30 millones de perso-
nas (60% de la población rural) en los cuatro 
países están directamente vinculados a acti-
vidades de la pequeña agricultura (Márquez y 
Ramos, 2012).

Pese a su importancia en el MERCOSUR, 
los pequeños productores no cuentan con las 
ventajas de la poderosa agroindustria regional 
para acceder a los mercados globales. En las 
próximas subsecciones se hace hincapié en 
aquellos aspectos que merecen ser considera-
dos para mejorar la competitividad de la pe-
queña agricultura regional: producción, finan-
ciación, y logística y comercialización. 

PRODUCCIÓN
En el MERCOSUR, la mayor parte de la ca-

nasta básica de alimentos es provista por la 
pequeña producción. Por ejemplo, en Argen-
tina los pequeños productores producen 82% 

del rebaño caprino y 33% de la leche. En Brasil, 
este segmento produce 87% de la mandioca 
y 70% de los frijoles. En Paraguay, este sector 
produce 97% de los tomates y 94% de la man-
dioca, del frijol y de la banana. En Uruguay, la 
pequeña agricultura concentra 80% de la pro-
ducción de hortalizas y 38% de la de frutas (Le-
porati et al, 2014).

Su importancia regional es reconocida ins-
titucionalmente con la creación de la REAF, 
desde donde, en los últimos diez años, se han 
propuesto iniciativas regionales de apoyo a la 
pequeña producción. Además de las iniciativas 
de compras gubernamentales y el FAF, exis-
ten otras como las acciones de la REAF y el 
PROCISUR (Programa Cooperativo para el De-
sarrollo Tecnológico Agroalimentario y Agroin-
dustrial del Cono Sur) para el desarrollo de una 
agenda de trabajo conjunto, de intercambio y 
de acciones colaborativas en políticas públicas, 
tecnologías apropiadas, innovación y extensión 
rural para la agricultura familiar campesina. 

A pesar de estos esfuerzos regionales, bue-
na parte de los esfuerzos públicos todavía se 
concentran en dos mecanismos eminentemen-
te nacionales: la investigación y la extensión 
agrícola. 

El MERCOSUR concentra la mayor densi-
dad de conocimientos y capacidad de inves-
tigación agrícola de América Latina (Stads y 
Beintema, 2009). No obstante, mientras que en 
los países desarrollados el sector privado tiene 
una participación creciente, en el MERCOSUR 
el financiamiento de la investigación y del de-
sarrollo de aplicaciones tecnológicas para el 
sector agrícola es altamente dependiente del 
sector público. El aporte estatal es superior 
a 75% en Argentina, Brasil y Paraguay, y alre-
dedor de 50% en Uruguay. La investigación se 
concentra en los institutos agrícolas nacionales 
(EMBRAPA, INTA, INIA e IPTA145), organismos 
que han avanzado en la investigación agrícola 
aplicada a la agricultura familiar (Cuadro 1). 

Por su parte, la extensión agrícola es desa-
rrollada por una red de diferentes instituciones 
en cada país. Estas instituciones agrícolas apli-
can las medidas impulsadas desde el ámbito 
nacional y del MERCOSUR para la optimización 
de las prácticas agrícolas y de la administra-
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ción de la pequeña producción. La gran centra-
lización con la que aún operan estos sistemas 
nacionales de extensión agrícola agrega limi-
taciones a su contacto con los pequeños pro-
ductores. En los últimos años, Brasil ha dado 
grandes pasos hacia la descentralización de la 
extensión agrícola para atender a las necesi-
dades de la agricultura familiar. Por medio de 
una nueva ley, se ha permitido que estos agri-
cultores contraten directamente y de forma 
gratuita estos servicios de extensión. El Estado 
paga dichos servicios a través de instituciones 
públicas y privadas acreditadas. Ello ha permi-
tido un gran salto en la cobertura de la asisten-
cia, que ha pasado de 290 mil a 2,3 millones de 
productores entre 2003 y 2009 (Sotomayor et 
al, 2011).

Si bien se ha avanzado en la creación de un 
enfoque de optimización de la pequeña pro-
ducción en el MERCOSUR, todavía no se ha 
elaborado uno que integre las particularidades 
campesinas con los crecientes requerimientos 
de mercado internacional.

FINANCIACIÓN
En la región, en promedio, apenas el 15% de 

los pequeños productores tienen acceso al cré-
dito formal, y más del 60% de los que lo tie-
nen lo hacen por medio de fuentes informales 
(acopiadores, prestamistas, y/o comerciantes) 
(Trivelli y Venero, 2007). Esto se debe a fac-
tores como la precariedad de la tenencia de la 
tierra y la carencia de activos. Una excepción a 
esta realidad es el sistema de crédito rural del 
Programa Nacional de Fortalecimiento de la 
Agricultura Familiar (PRONAF) de Brasil, don-
de el riesgo de las operaciones destinadas a las 
familias de menores recursos es completamen-
te asumido por el Gobierno Federal o por sus 
bancos públicos (Müller y Sanches, 2014).

La REAF ha empezado a generar instru-
mentos regionales para afrontar problemáti-
cas de la agricultura familiar a través del FAF-
MERCOSUR (REAF, 2013). El FAF-MERCOSUR 
es un fondo no reembolsable de US$ 360 mil 
anuales, compuesto por aportes fijos por país 
(Gráfico 1) y abierto a contribuciones volunta-

rias. Sus recursos son destinados, inicialmente, 
a apoyar técnicamente los trabajos de la REAF, 
y a la participación de movimientos sociales y 
organizaciones de productores en las discusio-
nes regionales. 

A pesar de estos avances, todavía queda 
largo trecho por recorrer. Los bancos de crédi-
to agrícola tienen una oferta muy limitada para 
la agricultura familiar (Leporati et al, 2014). Ello 
plantea un desafío de primer orden: la institu-
cionalización de los sistemas financieros infor-
males y su vinculación con los sistemas finan-
cieros formales.

LOGÍSTICA Y COMERCIALIZACIÓN
Con las mejoras de logística, los mercados 

mundiales de productos alimenticios pasaron a 
ser crecientemente abastecidos vía cadenas de 
valor agrícolas regionales y globales. Sin em-
bargo, en los países en desarrollo, buena parte 
de la producción de alimentos todavía se ven-
de a través de mercados informales, los cuales 
son abastecidos por agricultores que habitan 
en áreas adyacentes146(Arias, 2014).

Las cadenas de valor locales tienen una gran 
importancia para los pequeños agricultores del 
MERCOSUR. Debido a sus menores requeri-
mientos, los pequeños productores encuentran 
una mayor accesibilidad para la venta de sus 
productos en ellas. La inserción de la pequeña 
producción del MERCOSUR en el mercado in-
ternacional es más compleja. El negocio agroa-
limentario mundial es dominado por cadenas 
de valor lideradas por empresas que ejercen 
una coordinación vertical (Humphrey, 2006). 
Debido a los cambios de preferencias de los 
consumidores, cada vez más preocupados por 
la calidad, y a cambios en su organización in-
terna147, estas cadenas demandan cada vez 
mayores estándares de calidad, consistencia, 
sanitarios a sus proveedores. Incluso, esas de-
mandas avanzan hacia requerimientos de volú-
menes, consistencia, calidad, costo y prácticas 
comerciales (Arias, 2014; Reardon et al, 2008). 
Así, los cambios del mercado internacional di-
ficultan la competitividad y colocación de los 
productos de la pequeña producción.

En los últimos años los gobiernos de la re-
gión han implementado medidas para aliviar 
el problema de la demanda, tales como los 
programas nacionales de compras públicas 
de alimentos de la agricultura familiar para la 
alimentación escolar. Para participar en el pro-
grama, los productores deben integrar los re-
gistros nacionales de agricultura familiar. Estos 
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programas estatales disminuyen la influencia 
de intermediarios especuladores en la forma-
ción de precios, ofreciendo precios más justos 
a los productores; fomentan la diversificación 
de la cultura agrícola; fortalecen la construc-
ción de “circuitos cortos” entre producción y 
alimentación; y definen estrategias localizadas 
de seguridad alimentaria, promoviendo hábitos 
saludables de alimentación y con fuertes vín-
culos culturales locales (Sanches et al, 2014). 
El éxito inicial de estos programas derivó en la 
construcción del Programa Regional de Inter-
cambio de Experiencias en Compras Públicas 
de la Agricultura Familiar, que actualmente es 
uno de los principales instrumentos de la REAF. 
Desde este se generan incentivos para la con-
formación de los registros nacionales, la pro-
moción de mercados para la pequeña produc-
ción, la promoción de la eficiencia económica 
y social del gasto público y los incentivos para 
una institucionalidad propia (FAO, 2015).

AVANCES MUNDIALES Y REGIONALES
Los nuevos desafíos a escala regional y 

global precisan de nuevas e innovadoras solu-
ciones para los pequeños productores. Actual-
mente, nuevas innovaciones en distintas partes 
del mundo, sobre todo relacionadas a TICs, ya 
están teniendo importantes impactos en be-
neficio de pequeños productores agrícolas. En 
esta sección se muestran interesantes casos de 
innovaciones tecnológicas en el mundo y en la 
región en producción, financiación, y logística y 
comercialización.

PRODUCCIÓN
Debido a que los agricultores tienden a ser 

más receptivos a la información cuando ésta 

es más accesible y adecuada a su contexto es-
pecífico, las herramientas digitales han provisto 
servicios de extensión con nuevas formas de 
ofrecer información y conocimiento a los agri-
cultores. Por ejemplo, en cooperación con los 
servicios de investigación y extensión agrícolas, 
organizaciones como Green Digital, Fundación 
Grameen, Reuters Market Light, y Technoserve 
son capaces de ofrecer información y asesoría 
barata, oportuna, relevante y procesable a agri-
cultores en el sur de Asia, América Latina y el 
África Subsahariana (Nakasone et al, 2014). En 
lugar de trasladarse a la finca, los agentes de ex-
tensión utilizan una combinación de voz, texto, 
videos e internet para reducir los costos y au-
mentar la frecuencia de la interacción con los 
agricultores. Del mismo modo, los gobiernos lo 
utilizan para coordinar la distribución de semi-
llas mejoradas y de fertilizantes subvencionados 
en zonas remotas a través de cupones electróni-
cos, como en la iniciativa de billetera electrónica 
a gran escala de Nigeria (Nnenna, 2013). 

Los pequeños productores pueden hacer 
uso de estas tecnologías debido a su costo mu-
cho más bajo que los servicios tradicionales. Un 
estudio en India demostró que la información 
proporcionada vía teléfonos móviles a solo US$ 
0,60 mensuales fue capaz de cambiar el com-
portamiento de los agricultores, aumentando 
su conocimiento sobre opciones disponibles 
de cultivos y de insumos, tales como semillas y 
fertilizantes, y así mejorar sus decisiones de in-

15% de los pequeños
productores acceden

al crédito formal

CUADRO 1
INSTITUTOS DEL MERCOSUR. CASOS DE INVESTIGACIONES
RELEVANTES PARA LA PEQUEÑA AGRICULTURA EN MERCOSUR

Fuente: Elaboración propia a partir de Padovan et al (2014) y sitios oficiales de INTA, INIA e IPTA.
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INIA • Mejora de la sostenibilidad de la ganadería familiar
• Sustentabilidad en predios hortícolas
• Sustentabilidad de producciones mixtas: vegetal y animal, sistemas 
ganaderos intensivos, sistemas lecheros

• Aprovechamiento de materiales orgánicos para abono verde
• Integración huerta-ganadería-floresta
• Variedades de maíz y frijol adaptadas a la agricultura familiar
• Estrategias de fijación biológica de nitrógeno en la tierra

• Gestión de la producción de miel
• Manejo del agua
• Huerta orgánica
• Maquinaria agrícola
• Algodón
• Caña de Azúcar
• Hortalizas
• Sésamo

CASOS DE INVESTIGACIONES RELEVANTES PARA LA PEQUEÑA AGRICULTURAINSTITUTOPAÍS
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versión y rentabilidad (Cole y Fernando, 2012). 
En zonas con poco acceso a nuevas herramien-
tas digitales, existen alternativas de extensión a 
través del uso de sistemas de telecomunicacio-
nes tradicionales como radio y televisión. Por 
ejemplo, la estrategia de extensión principal 
de la Agencia Agraria de Transformación de 
Etiopía se basa en la comunicación por radio, 
alcanzando a 13 millones de pequeños agricul-
tores (Nakasone et al, 2014).

FINANCIACIÓN
Las empresas líderes que coordinan las 

CVGs requieren que las unidades productivas 
en cada eslabón puedan realizar sus transac-
ciones a través de medios financieros formales, 
lo que representa un obstáculo para muchos 
pequeños productores. Por otra parte, el ac-
ceso a canales financieros es una herramienta 
que facilita la recepción de servicios públicos 
por parte del productor, pasando, por ejemplo, 
a recibir subsidios estatales, realizar pagos y 
cobros hacia y desde lugares distantes, entre 
otras posibilidades. 

En el MERCOSUR, la extensión de las redes 
de telefonía celular, el uso extendido de teléfo-
nos celulares y el lento pero continuo avance 
de la infraestructura de transmisión de datos, 
han dejado un terreno fértil para la expansión 
de los servicios financieros online a través de 
plataformas móviles (Gráficos 2 y 3). Para la 
población no bancarizada, buena parte de la 
pequeña agricultura, estos nuevos servicios 
son el primer paso de su inclusión al sistema 
financiero. Entre los servicios se encuentran 
las operaciones de pago, gestión de efectivo 
y envíos domésticos de dinero. Incluso, existen 
algunos de gran poder transformativo, como 

acceso al crédito, recepción de remesas inter-
nacionales y cobro de salarios o subsidios pú-
blicos (Alba et al, 2009).

En el mundo, existen iniciativas exitosas 
como M-PESA en Kenia, un servicio de billetera 
electrónica a través de telefonía móvil que al-
canzó a más de 13 millones de usuarios en 2011. 
Su red financiera es la mayor de Kenia: M-PESA 
tiene 37.000 agentes y operadores no banca-
rios en todo el país, mientras la red bancaria 
tiene 876 subsidiarias y 1.424 cajeros automá-
ticos. M-PESA ofrece una amplia variedad de 
servicios como transferencias de dinero, pagos 
y transferencias de saldo a otros usuarios a tra-
vés del teléfono móvil (UNCTAD, 2012).

En la región, el caso de Tigo Money es el 
más representativo. Tigo Money es un servi-
cio de billetera electrónica vía teléfono celular 
brindado por la compañía Tigo en Paraguay, 
con más de 1,4 millones de usuarios. La billete-
ra utiliza la tecnología USSD148 que, al poder ser 
utilizada en cualquier gama de teléfonos, per-
mitió la masificación del servicio. Tigo Money 
posee más de 3.500 establecimientos comer-
ciales adheridos, donde el usuario puede rea-
lizar giros, carga y retiro de dinero, distribuido 
en un 97% del territorio paraguayo. En 2015, se 
realizaron más de 40 millones de transacciones 
por su intermedio. Según la Superintendencia 
de Bancos de Paraguay, las billeteras electró-

La venta informal
de alimentos alcanza

buena parte
de la producción

CUADRO 1
APORTES AL FAF-MERCOSUR

Fuente: Elaboración propia.
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nicas movilizaron US$ 582 millones en 2015, 
respondiendo Tigo Money por la mayor parte. 

LOGÍSTICA Y COMERCIALIZACIÓN
El surgimiento de CVGs en el sector alimen-

tario ha llevado a las empresas líderes a ase-
gurar la calidad y seguridad de los alimentos 
en toda la cadena de suministro. A su vez, pe-
queños productores en todo el mundo han em-
pezado a explotar estas nuevas oportunidades. 
Internet ha permitido conectar oferentes y de-
mandantes de productos de nicho, generando 
mayores oportunidades de negocios.

Existe un creciente uso de teléfonos móvi-
les para coordinar el transporte y la logística de 
la producción (Van Rensburg, 2004). Por ejem-
plo, el servicio de SMS de la Unión Nacional de 
Agricultores en Zambia brinda información so-
bre precios de las materias primas y del trans-
porte, así como permite a los transportistas re-
gistrados dar a conocer sus horarios de llegada 
y entrega de cargas. En Marruecos, se utiliza un 
servicio vía voz y SMS donde los agricultores 
coordinan con camioneros locales para mejo-
rar el transporte del producto, reduciendo así 
las pérdidas posteriores a la cosecha (Dixie y 
Jayaraman, 2011). 

Otro aspecto es la creciente importancia 
del monitoreo dentro de cada etapa de la pro-
ducción y comercialización para asegurar la 
calidad del producto (Humphrey, 2006). Ello 
ha derivado en la utilización de tecnología para 
la trazabilidad de los alimentos “de la granja al 
mercado” (Karippacheril et al, 2011). Por ejem-
plo, la Asociación Nacional del Café de Colom-
bia, que representa a más de 500 mil peque-
ños agricultores, ha adoptado la tecnología 
de identificación a través de radiofrecuencia 
para mejorar la trazabilidad en los estándares 
de calidad del café. Esta tecnología reside en 
la instalación de chips-etiquetas en las bolsas 
de café, que se distribuyen a los agricultores a 
un precio de US$ 0,25, y son controladas du-
rante cada etapa de la comercialización. Así, 
contribuyen a cumplir con las estrictas normas 
requeridas para los cafés de alta calidad (Dei-
chmann et al, 2016; Murillo Rengifo, 2011).

En la región, el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca de Uruguay creó el Siste-
ma Nacional de Información Ganadera (SNIG), 
un sistema de usos múltiples que da apoyo a 
las operaciones y decisiones estratégicas del 
sector ganadero. Este sistema de trazabilidad, 
obligatorio y de alcance nacional, abarca a más 
de 75 mil participantes en los sectores agríco-
la e industrial, incluyendo a todos los criado-
res, intermediarios, subastadores de ganado y 
mataderos del país. SNIG incorpora en su base 
de datos a todas las cabezas de ganado del 
Uruguay, convirtiéndose en el primer país con 
plena trazabilidad de animales. Una aplicación 
web provee información relacionada con sus 
actividades a los actores involucrados, propor-
cionando transparencia al sistema (Refubello 
et al, 2013). 

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA 
INNOVACIÓN

El MERCOSUR debe profundizar su rol 
como plataforma de desarrollo de estrategias 
a favor de la pequeña producción, las cuales 
faciliten el acceso al financiamiento, la aplica-
bilidad de las innovaciones para la producción 
agrícola, y la mejora de la infraestructura en las 
áreas rurales. Como se ha visto en la positiva 
experiencia de la REAF, es posible desarro-
llar lineamientos que sean guía para la acción 
regional. Esta sección muestra posibles linea-
mientos de acción a nivel nacional y regional, 
en los ámbitos de producción, financiación y 
logística y comercialización. 

PRODUCCIÓN
El uso de nuevas tecnologías genera diver-

sas oportunidades para mejorar la eficiencia 
de la producción y la calidad del producto, in-
dispensables para convertirse en proveedor de 
una cadena de valor global de alimentos. Los 
países miembros del MERCOSUR deben crear y 
articular políticas de acceso al conocimiento y 
a la tecnología para los pequeños agricultores.

En primer lugar, la producción de conoci-
miento y el desarrollo de aplicaciones innova-
doras son un aspecto primordial para mejorar 
la producción agrícola. En el MERCOSUR, los 
organismos públicos de investigación agro-
pecuaria (institutos y universidades) son las 
principales instituciones creadoras de conoci-
mientos para la pequeña producción. Para una 
mejor articulación es vital la concretización y 
profundización de la agenda de trabajo conjun-
to entre la REAF y el PROCISUR, sobre todo 

Las herramientas digitales 
proveen información y

conocimiento
a los agricultores
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El uso de tecnología
permite la

trazabilidad
de los alimentos

en términos de sistemas de investigación e in-
novación para la agricultura familiar campesina 
e indígena, tecnologías apropiadas y apropia-
bles, acceso a los recursos genéticos, y bue-
nas prácticas y sistemas de producción para la 
adaptación al cambio climático. 

Así como la producción de conocimiento e 
innovación es vital para la mejora productiva, 
también son claves sus canales de disemina-
ción. Para ello, la extensión agrícola pública 
sigue siendo un mecanismo nodal para la emi-
sión de la información fiable a los pequeños 
agricultores, y el principal canal institucional 
para la distribución de conocimientos e inno-
vaciones generadas local y regionalmente. 

La extensión agrícola pública de los países 
precisa de una mayor articulación con las coo-
perativas y asociaciones de productores. La 
capilaridad de estas organizaciones permite 
diagnosticar y solventar las necesidades del 
pequeño productor más eficientemente que 
las instituciones gubernamentales, sobre todo 
en aquellas zonas rurales donde la presencia 
estatal es deficiente. Muchas de las innovacio-
nes productivas pueden ser extendidas a los 
agricultores de forma más barata a través de 
estas organizaciones. Una mayor articulación 
regional entre extensión agrícola y cooperati-
vas y asociaciones de productores se facilitaría 

mediante la ratificación del Estatuto de Coope-
rativas del MERCOSUR, internalizado solo por 
Uruguay. 

Por último, toda nueva tecnología para la 
producción precisa que el productor agrícola 
tenga un mínimo de instrucción para enten-
der los beneficios de la nueva tecnología, su 
manejo y su adaptación a las condiciones lo-
cales. Esto presupone que el productor posee 
habilidades de lectoescritura y comprensión, 
así como capacidades técnico-matemáticas. 
Además, el acceso de los productores rurales 
a internet, más allá de sus celulares, sigue sien-
do caro y de baja calidad. Empero, la región ha 
presentado interesantes esfuerzos de amplia-
ción del acceso en la última década, mediante 
programas nacionales de alfabetización digital 
y centros de acceso compartido en institucio-
nes educativas. Un buen ejemplo es el progra-
ma Ceibal y los centros de acceso del Minis-
terio de Educación de Uruguay (ANTEL, 2011).

Existe la necesidad de una mayor integra-
ción de los esfuerzos de expansión y profun-
dización de los programas educativos en las 
áreas rurales, particularmente de educación 
secundaria, que presentan una grave brecha 
de acceso, con los esfuerzos de alfabetización 
digital y utilización de la tecnología en la pro-
ducción. Para ello, urge una mayor articulación 
de acciones entre los Ministerios de Educación 
y de Agricultura a nivel nacional, así como una 
mayor cooperación a nivel MERCOSUR para 
compartir experiencias relacionadas a esta 
problemática. 

Se ha ampliado el acceso digital pero los 
productores aún tienen mucha dificultad en 
visualizar su potencial impacto en la produc-

GRÁFICO 2
ABONOS A TELÉFONOS CELULARES 
(POR CADA 100 PERSONAS)

Fuente: Elaboración Propia en base a datos de Banco Mundial (datos.bancomundial.org)
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La extensión
agrícola pública es el

principal canal de distribución 
de conocimiento

ción. Acciones como la revalorización de las 
escuelas de campo y la gradual inserción de 
la agricultura de precisión en los programas 
de extensión, mediante técnicas de bajo cos-
to, como la georreferenciación, pueden alentar 
jóvenes mentes a buscar caminos innovadores 
en una agricultura familiar más competitiva y 
sostenible.

Ante el desafío que presenta el cambio cli-
mático, es necesario asegurar la sustentabi-
lidad a largo plazo de la producción agrícola. 
Para ello, es importante intensificar la actividad 
estatal en la provisión de información y moni-
toreo para la conservación del suelo y el agua 
en regiones críticas, donde el pequeño cam-
pesino es el actor más afectado. El acceso a 
tecnologías tradicionales, como el tratamiento 
de aguas, permite una mejor conservación de 
estos recursos y un aumento del bienestar ge-
neral. La introducción de otras tecnologías más 
baratas y novedosas, como los servicios infor-
mativos móviles, también puede tener efectos 
significativos para ello. 

FINANCIACIÓN
El financiamiento es un aspecto fundamen-

tal para la mejora competitiva del pequeño 
agricultor. Por ejemplo, su inclusión en CVGs 
depende de su capacidad para producir regu-
larmente con altos estándares de calidad. Para 
ello necesita acceso a financiación en condicio-
nes favorables, para hacer uso de insumos de 
calidad y mantener su producción en tiempo 
y forma. Los Estados del MERCOSUR deben 
apoyar la inclusión financiera a partir de nuevas 
herramientas tecnológicas que brinden acceso 
financiero barato a partir de la infraestructura 
existente.

Para poder contar en toda la región con ser-
vicios de este tipo, es necesario avanzar en el 
marco regulatorio, en la ampliación de la oferta 
en el mercado, y en la infraestructura disponi-
ble. Primero, cambiar las regulaciones nacio-
nales para hacerlas más accesibles a nuevos 
productos financieros dirigidos a la pequeña 
producción, y también para tener un contralor 
mayor de estas actividades. Para ello, sería de 
utilidad la creación de una regulación “merco-
sureña”, que permita el surgimiento de nuevas 
plataformas de financiación. Esta regulación 
debería crear incentivos para que bancos pú-
blicos y privados que brindan crédito y seguros 
agrícolas amplíen su base de clientes, creando 
productos financieros más flexibles. 

Segundo, los Estados del MERCOSUR de-

ben incentivar la mejora de la cobertura de las 
redes de telefonía móvil, así como la eventual 
profundización del sistema a través de la red 
de datos móviles, y el cambio de dispositivos 
hacia teléfonos inteligentes, un escenario posi-
ble dentro de los próximos diez años.

Tercero, sería importante analizar la factibili-
dad de incorporar servicios de seguros para los 
pequeños agricultores dentro de este modelo. 
Las TICs pueden ser instrumentos útiles para 
ello, permitiendo una mejor evaluación de los 
riesgos mediante la conformación de bancos 
de datos público-privados de historial crediti-
cio compartido entre instituciones del sistema 
financiero, ampliando las posibilidades de ac-
ceso al crédito. Para el avance de esta iniciativa, 
la regularización de la propiedad de las tierras 
es fundamental.

Los nuevos productos y servicios financie-
ros deben ser mejor ajustados a la realidad del 
pequeño productor. Ello implica promover una 
serie de acciones como: i) ajustar las fechas 
de pago de los intereses de los préstamos de 
acuerdo a los flujos de cada cosecha, poster-
gando el pago del principal al final de cada 
ciclo; ii) fomentar la sostenibilidad del crédito 
mediante la combinación entre recursos para 
inversión y capital de trabajo en una misma 
operación; iii) utilizar parte del valor de la cose-
cha o de los contractos de compra y venta de 
la producción como garantía; iv) incorporar lí-
neas destinadas a la mejora de la vivienda rural. 
Estas medidas deben ser acompañadas por la 
construcción de un diálogo sinérgico entre los 
reguladores y las instituciones financieras, per-
mitiendo un mejor desarrollo de intermediarios 
financieros alrededor de cooperativas y/o ga-
rantías colectivas. 

A propósito, las Recomendaciones 03/2009 
y 05/2010 del MERCOSUR establecen, respec-
tivamente, las directrices regionales para las 
políticas de gestión de riesgo y seguro rural y 
de financiamiento de la agricultura familiar, pu-
diendo constituirse en punto de partida para la 
construcción de una plataforma mercosureña 
de financiamiento a la agricultura familiar. Com-
plementariamente, regulaciones como la libe-
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ración de los encajes bancarios para el finan-
ciamiento de la pequeña producción en Brasil, 
ilustran posibles incentivos convergentes entre 
el desarrollo de nuevos productos financieros, 
la promoción de la seguridad alimentaria, el 
desarrollo productivo local y la diversificación 
de los instrumentos de política monetaria.

Igualmente, la ampliación de los recursos 
del Fondo de Desarrollo de la Cuenca del Pla-
ta (FONPLATA), en curso, y su conocimiento 
acumulado en la asistencia a proyectos de de-
sarrollo de cadenas agrícolas en regiones de 
menor desarrollo relativo pueden ser insumos 
interesantes para la regionalización de buenas 
prácticas de financiación volcadas a la peque-
ña producción. Adicionalmente, parte de los 
recursos recaudados por la elevación del Aran-
cel Externo Común a productos de la pequeña 
producción que compartan significativos nive-
les de conflictividad comercial regional, como 
lácteos, duraznos o porcinos, podrían ser cana-
lizados al financiamiento de la reconversión de 
aquellos eslabones más rezagados.

LOGÍSTICA Y COMERCIALIZACIÓN
Los nuevos avances tecnológicos han ba-

jado los costos de transacción, mejorado las 
ganancias y minimizado los desperdicios. Las 
nuevas tecnologías han permitido una mejor 
coordinación de la demanda y oferta de pro-
ductos, fortaleciendo las redes de comerciali-
zación, tornando más eficiente el transporte de 
mercaderías a nuevos mercados (Deichmann, 
2016). 

Aunque el MERCOSUR presenta condi-
ciones para usufructuar estos avances, su in-
fraestructura sigue rezagada, afectando a los 
pequeños agricultores en sus costos y acceso 
a los mercados y servicios públicos. La cons-
trucción de infraestructura es necesaria para 
facilitar la logística al pequeño productor, dado 
que sus producciones tienden a estar ubicadas 
en zonas menos accesibles. Un productor que 
tiene dificultades para almacenar y transportar 
su producción, al punto de acopio o al mer-
cado final, tendrá problemas para venderla a 
un valor razonable, así como para asegurar la 

calidad necesaria a una CVG. El desarrollo del 
transporte debe ser coordinado con planes de 
procesamiento local, pues induce rápidos au-
mentos de productividad derivados del mejor 
acceso a los mercados y a los servicios públi-
cos, y de la reducción del nivel de desperdi-
cio de alimentos a lo largo de la cadena, entre 
otros factores. La mejora de la infraestructura 
debería ir acompañada por créditos blandos a 
asociaciones de productores destinados a la 
compra de vehículos de transporte y medios 
de refrigeración, para facilitar su logística.

En el caso de tecnologías de trazabilidad, 
su aplicación está supeditada a los beneficios 
globales de un cultivo determinado. En casos 
donde, como en el sistema de ganado en Uru-
guay, la trazabilidad genera beneficios para to-
dos los sectores involucrados en la cadena, el 
Estado debería promocionar y articular planes 
para su implementación apuntando a integrar a 
los pequeños productores. Esto podría repartir 
grandes beneficios en productos con potencial 
exportable, donde buena parte de la cadena 
de valor ya se encuentra en un país miembro 
o en todo el MERCOSUR. En ese sentido, sería 
interesante promover la creación de un progra-
ma regional de trazabilidad que incorpore las 
enseñanzas de la experiencia uruguaya y per-
mita el desarrollo de nuevas tecnologías a par-
tir de los importantes polos de agrotecnología 
existentes en el bloque. La cadena porcina y su 
amplio potencial de demanda en los mercados 
asiáticos podría ser una interesante candidata. 
La trazabilidad podría ser un componente fun-
damental para generar una marca regional con 
consistencia en la calidad y la seguridad del 
producto agrícola a exportar. 

Más allá de la trazabilidad, es indudable 
que el espacio regional debe ser mejor explo-
tado. Pese al relativo éxito de los programas 
de compras gubernamentales, estos siguen li-
mitándose al ámbito nacional. La reciente De-
cisión 20/2014 del MERCOSUR establece el 
reconocimiento mutuo de los registros nacio-
nales de agricultura familiar, abriendo posibili-
dades para la interconectividad de los registros 
y la regionalización de las normas de acceso 
al mercado de compras gubernamentales del 
MERCOSUR para los pequeños productores, 
particularmente para aquellos provenientes 
de regiones de menor desarrollo relativo o de 
zonas de frontera. A partir del reconocimiento 
mutuo, se podrían generar normas regionales 
de armonización, etiquetado y denominación 
de origen que identifiquen y privilegien a la pe-

Crear
una plataforma
mercosureña

de financiación
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queña producción regional. Esta tarea podría 
iniciarse a partir de los sellos de identificación 
de la agricultura familiar del MERCOSUR, esta-
blecidos por la Decisión 02/2014. La construc-
ción de portales regionales de e-commerce de 
pequeños productores en alianza con los co-
rreos complementaría esos pasos en la cons-
trucción de un mercado regional. 

Una mayor convergencia de las políticas 
de competencia de los países del bloque tam-
bién podría ser un instrumento de generación 
de mercados. La aprobación de adquisiciones 
de supermercados locales por conglomera-
dos transnacionales podría ser condicionada a 
la creación de fondos de desarrollo de la pe-
queña producción local o a la instauración de 
compras de sus productos. El esfuerzo de am-
pliación del acceso al mercado del MERCOSUR 
también debe ser acompañado de un mejor 
aprovechamiento conjunto de las oportunida-
des externas, particularmente junto a los países 

andinos, centroamericanos y México, impor-
tantes importadores de alimentos. 

En todo caso, el fortalecimiento de las aso-
ciaciones de productores y la promoción de la 
asociatividad debería ser directriz en los paí-
ses del MERCOSUR. Las cooperativas y demás 
asociaciones de productores son claves en la 
estrategia de limitar los altos costos de tran-
sacción y logística atribuidos a la dispersión te-
rritorial y dificultades para el transporte. Debi-
do a las economías de escala y a los costos de 
coordinación, estas instituciones pasan a cons-
truir condiciones para liderar el proceso de 
adaptación y cambio tecnológico que los pe-
queños agricultores no pueden realizar indivi-
dualmente. La REAF puede ser una plataforma 
vital para la coordinación de políticas en torno 
a las agrupaciones de pequeños productores, 
consolidándolas como importantes herramien-
tas de planificación y enlace de los pequeños 
campesinos dentro de las cadenas de valor.

NOTAS
142En la región, la Agricultura Familiar fue creciendo 
en visibilidad política y pública desde 2003 llegando 
a su máximo en 2014, año designado por la Asam-
blea General de Naciones Unidas como el Año Inter-
nacional de la Agricultura Familiar. (Ramos, 2015).
143Para un entendimiento más profundo de esta dis-
cusión, ver Riquelme (2016) y Márquez y Ramos 
(2012).
144En proporción, también existe una importante par-
ticipación de las unidades de agricultura familiar en 
el total del universo nacional de unidades agrícolas 
de Paraguay (93%), Brasil (84%), Argentina (66%) y 
Uruguay (47%).
145Mientras EMBRAPA e INIA se focalizan en la inves-
tigación agropecuaria y en la transferencia tecnoló-
gica, participando de la Extensión Rural solo como 

instituciones de capacitación para extensionistas, 
INTA se enfoca en la investigación agropecuaria y 
transferencia tecnológica, pero conserva las funcio-
nes de Extensión. (Ferro, 2014).
146Las cadenas de valor locales funcionan a través de 
transacciones formales e informales, que dificultan 
la trazabilidad de la producción, así como la posi-
bilidad de controlar la calidad y la inocuidad de los 
productos.
147Estas empresas han adquirido características aso-
ciadas a la fabricación moderna, como el foco en 
innovación y diferenciación del producto, un control 
de calidad sobre los procesos de “fabricación y tras-
lado”, y la entrega just-in-time.
148Sigla en Inglés: Unstructured Supplementary Ser-
vice Data (Servicio Suplementario de Datos no 
Estructurados).
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SERVICIOS 
BASADOS EN 
CONOCIMIENTO
Y DIVERSIFICACIÓN 
EXPORTADORA

ANDRÉS LÓPEZ 
DANIELA RAMOS

ANÁLISIS

El sector servicios no solo genera la mayor parte del empleo y la actividad económica en mu-
chos países, sino que se está constituyendo en una de las principales fuentes de innovación y 
de demanda de trabajo calificado. Los países del MERCOSUR cuentan con un acervo produc-
tivo en servicios basados en conocimiento, pero también enfrentan obstáculos que podrían 
mitigarse articulando un enfoque regional. La liberalización y conformación de un mercado 
regional de servicios, y enfoques cooperativos para aprovechar mejor las complementarie-
dades y desarrollar recursos humanos potenciarían el desempeño individual de los países a 
escala global en ese sector.
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EL ROL DE LOS SERVICIOS
BASADOS EN CONOCIMIENTO

LAS PROFUNDAS MODIFICACIONES DEL 
SECTOR DE SERVICIOS

Hasta no hace mucho tiempo, en el debate 
sobre temas de desarrollo, el sector servicios 
era caracterizado como de baja productividad 
y escaso dinamismo tecnológico. A su vez, a 
excepción de ramas como el transporte y el tu-
rismo, los servicios eran percibidos como acti-
vidades básicamente no transables. 

Este panorama ha tenido un cambio drás-
tico en las últimas dos décadas en la medida 
en que se han producido importantes modifi-
caciones en el espacio económico que puede 
definirse como “los servicios”. No solo estos 
últimos generan la mayor parte del empleo y 
aportan el grueso del PIB en las naciones desa-
rrolladas y en buena parte del mundo en desa-
rrollo, sino que se están constituyendo en uno 
de los principales núcleos de generación de in-
novaciones, así como de demanda de personal 
calificado en las economías modernas (Jensen, 
2013; Wilen, 2006; Stehrer et al, 2012; Gotsch 
et al, 2011).

Las actividades que están detrás de estas 
nuevas tendencias son las que se agrupan bajo 
el nombre de “servicios basados en conoci-
miento” (SBC), entre los que se incluyen los 
servicios contables, legales, de gestión y ase-
soramiento, análisis e inteligencia de mercado 
y financiera, arquitectura, audiovisuales, inge-
niería, software y servicios informáticos, publi-
cidad, investigación y desarrollo (I+D), salud y 
educación. 

Mientras que algunas de esas actividades 
están más vinculadas con servicios profesiona-
les (back y front office, asesorías, consultorías), 
otras se basan fuertemente en conocimiento 
científico o tecnológico (I+D, ingeniería, software) 
o en la creatividad (audiovisuales, publicidad). 
Pese a su diversidad, todos estos sectores em-
plean intensivamente personal de medio y alto 
nivel de calificación y son transmisores y ge-
neradores de conocimiento, tanto al interior de 
las distintas ramas, como hacia el conjunto de 
la economía (Desmarchelier et al, 2013).

¿Qué factores están detrás del dinamismo 
de estas actividades? En primer lugar, la ten-
dencia de las corporaciones a focalizarse en 
sus core business. Esto ha provocado una “ter-
ciarización” o “desverticalización” de activida-
des que anteriormente se realizaban al interior 
de cada empresa. De esta manera, han surgido 
firmas especializadas en la prestación de di-

versos tipos de servicios, con las consiguientes 
ganancias de productividad para la economía 
en su conjunto y la posibilidad de desarrollar 
innovaciones de producto y proceso para un 
mercado cada vez más amplio (López y Ra-
mos, 2014). En este sentido, el actual sector de 
“servicios” tal como se lo define en las estadís-
ticas internacionales no es estrictamente com-
parable con lo que se llamaba “servicios” hace 
solo unas décadas.

En segundo lugar, el hecho de que al pre-
sente una parte sustancial del valor agregado 
de un producto industrial –e incluso creciente-
mente ocurre lo mismo con muchos produc-
tos primarios– consiste en servicios (I+D, di-
seño, software, logística, marketing, etc.) que 
requieren el empleo de personal de alto nivel 
de calificación. Esto se debe tanto a la propia 
evolución de la dinámica competitiva y tecno-
lógica en las distintas ramas, como al creciente 
requerimiento de sistemas que garanticen el 
cumplimiento de normas de calidad, trazabili-
dad, sanidad, medio ambiente, laborales, etc. 
por parte de las empresas.

En tercer lugar, pari passu el crecimiento 
de la población y la elevación de sus niveles 
de ingreso y de la esperanza de vida, se incre-
mentan las demandas por servicios de salud y 
educación y de nuevos servicios vinculados al 
entretenimiento y la cultura. 

La otra gran novedad es que hoy en día mu-
chos de estos servicios son fácilmente expor-
tables gracias al despliegue de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones (TICs), 
las cuáles han reducido el costo de generar, 
transmitir y almacenar información, así como 
los costos y tiempos requeridos para coordinar 
actividades a distancia (Baldwin, 2011).

APROXIMACIONES A LA DIMENSIÓN 
CUANTITATIVA

La naturaleza esencialmente “intangible” 
del comercio de servicios (sin que existan re-
gistros “aduaneros” del mismo), el hecho de 
que el mismo se presta a través de diferentes 
modalidades y la falta de acuerdos sobre cómo 
medir y registrar los intercambios existentes en 
diversas actividades, genera dificultades para 

Las TICs
facilitan el despliegue

exportador de los servicios
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obtener estimaciones precisas de las exporta-
ciones de servicios. A su vez, las estadísticas 
disponibles, basadas en datos de la balanza de 
pagos de cada país y recolectadas a nivel glo-
bal por organismos como la UNCTAD y la OMC, 
son muy agregadas, lo cual hace difícil conocer 
el tipo específico de servicios que se exporta 
en cada caso149. Sin embargo, pese a estas limi-
taciones, es útil echar una mirada a estos datos, 
ya que reflejan el dinamismo de estos sectores 
frente a otros servicios y al mundo de los bie-
nes (Cuadro 1).  

presencia de los servicios en las exporta-
ciones mundiales se incrementa de forma no-
table. La base de datos Trade in Value Added, 
elaborada hace algunos años por la OCDE y la 
OMC, con un gran esfuerzo metodológico, per-
mite estimar, entre otras cosas, la contribución 
de los distintos sectores en términos del valor 
agregado incorporado en las exportaciones 
de cada país. De aquí resulta que mientras el 
sector servicios representa aproximadamente 
20% de las exportaciones mundiales si se mide 
el comercio en términos brutos, su participa-
ción se duplica cuando esa medición se reali-
za en términos de valor agregado (ver Escaith, 
2008). Cifras más recientes apuntan a una par-
ticipación de 50% en casos como los de EE.UU. 
o varios países europeos (WTO-OECD, 2013). 
Según otra estimación, casi 40% del valor agre-
gado contenido en las exportaciones de vehí-

culos de transporte se originaba en sectores de 
servicios  en 2009 y, en promedio, ese porcen-
taje giraba en torno al tercio para el conjunto 
del sector industrial. 

TENDENCIAS Y SITUACIÓN RECIENTE150 
Para evaluar el grado de inserción de los 

países del MERCOSUR en el comercio global 
de SBC resulta útil considerar los datos de la 
OMC, ya que reporta categorías más desa-
gregadas que las que informa la UNCTAD (la 
desventaja es que hay países que quedan fuera 
de cada una de las distintas categorías cuan-
do no informan de forma desagregada sobre 
el comercio registrado en ellas). En base a esta 
fuente, se observa que solo Argentina, Brasil y 
Uruguay tienen alguna participación relevante 
en los mercados mundiales de SBC. Se destaca 
el caso de Argentina y Brasil en servicios audio-
visuales, ocupando el lugar 16 y 12 respectiva-
mente a nivel global, mientras que Brasil figura 
16 en servicios empresariales y Argentina en el 
puesto 24 en software y servicios informáticos 
-Brasil aparece en la ubicación 27 en ese ran-
king- (Cuadro 2).

Adicionalmente, es posible recurrir a las ci-
fras que surgen de las estimaciones de la ba-
lanza de pagos realizadas por los respectivos 
organismos oficiales en cada país. Observa-
mos que entre 2005 y 2015 las exportaciones 
de SBC crecieron más de 230% en Brasil (los 
datos llegan a 2014) y en Argentina, y más de 
420% en Uruguay (Cuadro 3). En contraste, las 
exportaciones totales de servicios aumentaron 
alrededor de 110%, 150% y 130%, respectiva-
mente en Argentina, Brasil y Uruguay durante 
el mismo período, lo cual es indicio del buen 
desempeño que han tenido los sectores de 

La intangibilidad
de los servicios dificulta

las estimaciones del comercio

CUADRO 1
EXPORTACIONES MUNDIALES DE SERVICIOS BASADOS EN CONOCIMIENTO, 2005-2014 
(US$ MILLONES Y %)

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la UNCTAD.

TELECOM, SOFTWARE Y SERV. DE 
INFORMACIÓN 

SERVICIOS EMPRESARIALES

SERV. PERSONALES, CULTURALES 
Y RECREATIVOS

TOTAL SERVICIOS

TOTAL BIENES

206.670

514.280

24.710

2.655.860

10.502.488

330.820

779.540

35.000

3.913.490

15.302.138

483.500

1.110.180

43.940

5.139.260

18.996.581

9,9

8,9

6,6

7,6

6,8

TASA DE CRECIMIENTO 
ANUAL ACUMULATIVA 

(%)
SBC MONTOS

2005 2010 2014 2005-2014
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SBC del MERCOSUR en los respectivos con-
textos locales.

En adición a la información de comercio es 
útil tomar en cuenta la información generada 
por algunos rankings internacionales que esti-
man el “atractivo” de diferentes países y ciuda-
des para el desarrollo de actividades de pres-
tación de servicios offshore. Uno de los más 
difundidos es el elaborado por la consultora A. 
T. Kearney. Allí hay 3 países del MERCOSUR en-
tre las 55 naciones consideradas, pero mientras 
que Brasil ha mejorado de manera constante 
su posicionamiento (y se encuentra cuarto en 
2016), Argentina y Uruguay han venido per-
diendo posiciones y se ubican en los lugares 
36 y 51, respectivamente (Cuadro 4). 

En tanto, otro ranking ya establecido es el 
producido por la consultora Tholons, el cual 
trabaja a nivel de ciudades. Entre las 100 lo-
calizaciones preferidas para el offshoring de 
SBC (de acuerdo con dicho ranking) figuran 
6 brasileñas (Brasilia, Campinas, Curitiba, Re-
cife, Rio de Janeiro y San Pablo), 2 argentinas 
(Buenos Aires y Córdoba), y una de Paraguay 
(Asunción) y Uruguay (Montevideo), respecti-
vamente. Las tendencias en cuanto a ascensos 
o descensos de estas ciudades son variadas en 
un contexto donde se observa un permanente 
predominio de la India y Filipinas (Cuadro 5).

Finalmente, cabe mencionar que en el ran-
king de la International Association of Outsour-
cing Professionals (el más conocido a nivel 
de empresas específicas) hay 4 empresas del 
MERCOSUR entre las 100 primeras prestado-
ras de servicios de outsourcing a nivel global, a 
saber, Assa, Prominente (Argentina), Stefanini 
y Tivit (Brasil).

En suma, varios países del MERCOSUR (y 
sus empresas) están insertos en el “mapa glo-
bal” de los SBC. En la sección siguiente explora-
mos con más detalle los determinantes de esa 
inserción y sus características y limitaciones.

OPORTUNIDADES Y DESAFÍOS
PARA UNA MEJOR INTEGRACIÓN151 

VENTAJAS DE FORTALECER LOS SBC
Hoy buena parte de los países (y ciudades) 

del mundo desarrollado y emergente está com-
pitiendo por atraer inversiones y desarrollar las 
exportaciones de SBC. Esto obedece a una se-
rie de factores que, en parte, ya han sido co-
mentados en la primera sección de este trabajo 
y que podrían resumirse en el siguiente listado 
que enumera algunas ventajas potenciales del 
sector de SBC:

• Usualmente el funcionamiento de estos 
sectores genera saldos positivos en la balanza 
comercial ya que sus requerimientos de impor-
tación son relativamente bajos.

• Son fuertes demandantes de empleo ca-
lificado (aunque también pueden ser la puer-
ta de entrada al mundo laboral de jóvenes sin 
empleo capaces de adquirir habilidades bá-
sicas para desempeñarse, por ejemplo, como 
programadores de software) y usualmente 
pagan mejores salarios que el promedio de la 
economía.

• Son un canal para avanzar hacia una ma-
yor diversificación de las estructuras producti-
vas y exportadoras.

• Ofrecen oportunidades de inserción en 
los mercados locales e internacionales para las 
PYMEs.

• En la medida en que establezcan vincula-
ciones fuertes con proveedores y, en especial, 
con clientes y socios pueden promover impor-
tantes ganancias de productividad para toda la 
economía, así como ayudar a mejorar la calidad 
o la capacidad de diferenciación de los produc-
tores en otras ramas de actividad.

• En general dedican una cantidad signifi-
cativa de recursos al desarrollo de actividades 
vinculadas a la generación de conocimiento.

• Pueden crear importantes derrames para 
el resto de la economía, por ejemplo, vía movi-
lidad de personal.

Dentro del mundo de los SBC, hay activi-
dades con diferentes grados de complejidad. 
En paralelo, mientras que en el caso de un seg-
mento rutinario (e.g. call centers) el principal 
determinante de la competencia son los cos-
tos laborales y no se requieren conocimientos 
específicos de parte del personal (a excepción 
eventualmente del dominio de algún idioma), 
hay otros rubros (e.g. servicios de ingeniería) 
en los que lo fundamental es el acceso a capital 
humano altamente especializado.

A su vez, hay consenso en que las tareas 
más complejas no solo generan mayores im-
pactos positivos por el lado de los derrames 
de conocimiento y el aumento de la produc-
tividad, sino que están menos expuestas a la 
competencia vía costos. Por tanto, muchos 
países buscan impulsar un escalamiento (up-
grading) de sus industrias de SBC a fin de 
alejarse de las actividades más rutinarias –en 
donde es difícil generar ventajas específicas o 
diferenciales– y promover al avance hacia ta-
reas más complejas, en donde no solo pueden 
construirse ese tipo de ventajas (haciendo más 
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sólida la inserción en las cadenas respectivas) 
sino también potenciar los posibles derrames y 
eslabonamientos. 

LOS FACTORES DE COMPETITIVIDAD
En este escenario, ¿cuáles son los deter-

minantes de la competitividad en el sector de 
SBC? Si bien naturalmente se trata de activida-
des heterogéneas, por lo que dichos determi-
nantes son en gran medida específicos a cada 
una de ellas, hay algunos factores más o menos 
comunes que pueden resumirse del siguiente 
modo:

• Capital Humano
Indudablemente se trata del principal activo 

que puede tener un país para desarrollar una 
industria de SBC, especialmente si se quieren 
exportar o desarrollar servicios más comple-
jos, diferenciados y menos rutinarios. El capital 
humano remite, principalmente, a la disponibi-
lidad de una fuerza de trabajo bien calificada 
en términos de sus credenciales educativas y 
experiencia y competencias laborales, pero 
también al dominio de idiomas extranjeros, en 
particular, pero no únicamente, el inglés.

• Costos
Entre ellos, sin dudas los más relevantes son 

los costos laborales, ya que hablamos de activi-
dades altamente intensivas en trabajo. Tratán-
dose de un sector que puede fácilmente relo-
calizar sus tareas en cualquier lugar del mundo 
dados los bajos niveles de inversión en activos 

físicos e infraestructura que se requieren, no 
sorprende que los costos pasen a ser una de 
las variables clave para definir la participación 
de los países/empresas en los distintos esla-
bones de las cadenas globales de valor (CGV). 
Entre otros factores, los costos laborales son a 
su vez determinados por los niveles de tipo de 
cambio, las cargas impositivas asociadas a la 
contratación de mano de obra y las caracterís-
ticas de la legislación laboral.

• Infraestructura
La disponibilidad de infraestructura TIC 

moderna y eficiente es un factor crucial para el 
desarrollo de un sector de SBC, ya que es ella 
justamente la que permite la fragmentación de 
los procesos productivos y la provisión remota 
de servicios.

• Sistema Nacional de Innovación
Los esfuerzos en I+D y otras actividades 

generadoras de conocimiento son un factor 
importante para la exportación de servicios, en 
especial para aquellos en donde la innovación 
juega un papel más relevante. En este sentido, 
son también muy importantes las vinculacio-
nes que existen entre el sistema educativo y el 
sector productivo. La posibilidad que encuen-
tran las empresas de acceder al conocimiento 
y a los recursos humanos calificados en países 
con sistemas nacionales de innovación más 
densos constituye un activo muy importante 
para la radicación de inversiones en tareas de 
alto valor agregado. 

CUADRO 2
PRINCIPALES EXPORTADORES DE SBC, 2014  (US$ MILLONES Y POSICIÓN EN EL RANKING 
MUNDIAL)

Fuente: Elaboración propia en base a datos de la OMC.	

INDIA
HOLANDA
ALEMANIA
ESTADOS UNIDOS

SUECIA
FRANCIA
ISRAEL
BÉLGICA
CANADÁ
AUSTRIA
ARGENTINA
BRASIL
URUGUAY
BOLIVIA
VENEZUELA

TOTAL

LUXEMBURGO
HOLANDA
FRANCIA
CANADÁ
ALEMANIA
BÉLGICA
COREA DEL SUR
INDIA
JAPÓN
HUNGRÍA
BRASIL
ARGENTINA
VENEZUELA
BOLIVIA
TOTAL

ESTADOS UNIDOS

REINO UNIDO
FRANCIA
ALEMANIA
CHINA
HOLANDA
INDIA
BÉLGICA
JAPÓN
SINGAPUR
BRASIL
ARGENTINA
URUGUAY
VENEZUELA
BOLIVIA
PARAGUAY
TOTAL

53.261
35.982
24.251
15.310
13.636
11.113

8.534
7.755
5.694
5.336
1.313
947
277
16
16

224.280

4.309
2.530
2.332
1.724
1.390
829
551
406
391
391
265
222
7
2

18.509

126.726
95.016
86.508
79.560
68.895
49.283
47.305
45.231
37.288
36.448
21.351
4.328
437
88
19
3

1.119.603

MONTO MONTOMONTOPAÍS PAÍSPAÍS# ##

SOFTWARE Y SERVICIOS
INFORMÁTICOS

SERVICIOS 
EMPRESARIALES

SERVICIOS 
AUDIOVISUALES

1
2
3
4
5
6
7
8
9

10
24
27
39
64
65

1
2
3
4
5
6
7
8
9

10
12
16
44
54

1
2
3
4
5
6
7
8
9

10
16
37
68

103
128
147
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• Condiciones de entorno
El contexto institucional, legal y macroeco-

nómico también es un factor de peso, espe-
cialmente para los servicios no rutinarios, más 
complejos y que requieren mayor interactivi-
dad. Lo mismo ocurre con los niveles de aper-
tura, liberalización y/o desregulación de merca-
dos y la existencia de acuerdos de integración 
y protección de inversiones. 

• Geografía y cultura
Otro factor relevante son los husos horarios. 

Aquí no hay, sin embargo, una determinación 
tan clara de la dirección de la influencia, ya que 
para ciertas operaciones estar alineado en el 
mismo huso horario es favorable, mientras que 
para otras (donde, por ejemplo, importa tener 
una cobertura 7x24) se buscan localizaciones 
situadas en husos complementarios. La cer-
canía geográfica y la proximidad cultural son 
también factores determinantes de la competi-

tividad en estos sectores.  
• Políticas de promoción
Las políticas de promoción son parte del 

escenario competitivo global en estos secto-
res. Entre las más usuales se encuentran las 
siguientes: 

- Exenciones fiscales
- Exenciones sobre derechos de importación
- Subsidios directos
- Créditos preferenciales
- Provisión de infraestructura específica
- Creación de Zonas Francas y Parques 

Tecnológicos
- Leyes de promoción sectorial
- Subsidios para certificaciones de calidad 

e I+D
- Firma de acuerdos para evitar la doble 

tributación
- Estímulos para la formación de capital hu-

mano especializado

CUADRO 3
EXPORTACIONES DE SBC EN ARGENTINA, BRASIL Y URUGUAY (2005-2015, US$ MILLONES)

Fuente: Elaboración propia en base a datos de INDEC (Argentina), Banco Central de Brasil y Banco Central de Uruguay.	
										        

2015

13.952
1.466

4.528

2.428

452

505
309
293
264

6.258
332

s.d.

s.d.

s.d.

s.d.

s.d.

s.d.

s.d.

s.d.
s.d.

s.d.

3.002
277
422
699
522

2013

14.733
1.682

4.893

2.638

494

484
329
323
280

6.856
364

39.127

443

18.900

3.147

802

8.496

6.141

19
19.362

315

3.481
277
417
694
518

2011

15.442
1.744

4.765

2.405

604

446
446
302
342

6.852
364

38.209

236

18.346

3.131

594

7.718

6.662

13
18.595

303

3.642
179
389
568
424

2014

13.823
1.313

4.246

2.276

423

474
290
275
222

5.781
307

40.764

1.105

19.453

3.517

885

3.595

11.225

267
20.824

339

3.346
277
437
714
533

2012

15.185
1.710

4.937

2.778

493

442
373
313
310

6.958
369

39.864

596

20.067

3.363

701

9.243

6.577

13
20.676

337

3.601
179
467
647
482

2010

13.550
1.321

3.871

1.995

518

359
351
195
327

5.518
293

31.599

210

14.629

2.860

381

5.887

5.265

32
14.871

242

2.688
177
307
484
361

2009

10.967
1.049

2.987

1.168

333

257
225
627
275

4.311
229

27.728

209

12.374

2.286

348

5.810

3.752

26
12.609

205

2.320
145
241
386
288

2008

12.156
891

3.089

1.168

403

254
172
664
470

4.450
236

30.451

189

12.915

2.684

334

5.764

3.898

26
13.130

214

2.277
180
224
404
301

2007

10.363
651

2.407

920

313

197
130
498
305

3.363
179

23.954

161

10.076

1.890

222

4.854

2.887

17
10.254

167

1.833
154
183
337
251

2006

8.023
374

1.774

699

240

164
119
291
241

2.389
127

19.476

102

7.524

1.437

173

3.724

2.055

21
7.646

124

1.387
122
77
198
148

2005

6.634
235

1.456

491

174

127
67

333
192

1.884
100

16.047

88

6.038

455

133

3.382

1.906

16
6.141

100

1.311
83
52
134
100

ARGENTINA
TOTAL SERVICIOS

SERVICIOS DE INFORMÁTICA 
SERVICIOS EMPRESARIALES,

PROFESIONALES Y TÉCNICOS
SERV. JURÍDICOS, CONTABLES, 

DE ASESORAMIENTO
SERV. DE PUBLICIDAD, INVESTIGACIÓN

DE MERCADO
SERV. DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO

SERV. ARQUITECTÓNICOS, INGENIERÍA
OTROS SERVICIOS

SERVICIOS AUDIOVISUALES Y CONEXOS
TOTAL SBC

ÍNDICE 2005=100

BRASIL
TOTAL SERVICIOS

COMPUTACIÓN E INFORMACIÓN
SERVICIOS EMPRESARIALES, 

PROFESIONALES Y TÉCNICOS 
SERV. JURÍD., AUDIT., CONTAB., 

TRIBUT. Y EDUCACIÓN
PUBLICIDAD

 SERV. DE INGENIERÍA, ARQUITECTURA, 
I+D Y ASIST. TÉCNICA

SERV. ADMIN. Y OTROS TÉCNICOS
Y PROFESIONALES

AUDIOVISUALES
TOTAL SBC

ÍNDICE 2005=100

URUGUAY
TOTAL  SERVICIOS

SERVICIOS DE INFORMÁTICA
OTROS SERVICIOS EMPRESARIALES

TOTAL SBC
ÍNDICE 2005=100



177

LOS SOPORTES DE LOS SBC EN LOS PAÍSES 
DEL MERCOSUR

Como vimos antes, dentro del MERCOSUR, 
Argentina, Brasil y Uruguay son los países con 
mayor nivel de desarrollo de estos sectores 
(y son también aquellos en donde más se ha 
avanzado en la aplicación de políticas promo-
cionales). Sin embargo, trabajos previos mues-
tran que, más allá de algunos avances recien-
tes y de ciertos nichos de negocio, la inserción 
de la región en los sectores de SBC se limita, 
en general, a segmentos de baja o moderada 
complejidad tecnológica y/o que no resultan 
estratégicos en términos de las actividades 
globales de las corporaciones que dominan las 
respectivas cadenas (ver López et al., 2009; 
2011). Esto plantea, en consecuencia, desafíos 
adicionales para el MERCOSUR desde el punto 
de vista de la necesidad de “escalar” en las ca-
denas de valor de estos sectores.

¿Cuáles son las ventajas competitivas que 
presentan estos países a la hora de disputar po-
siciones en el mercado internacional de SBC? 

• Disponibilidad relativa de capital humano 
con buen nivel de calificación y costos meno-
res a los de los países desarrollados.

• En Argentina y, en particular, en Brasil, 
mercados internos que favorecen los procesos 
de aprendizaje empresario y la generación de 
derrames y eslabonamientos.

• Afinidad cultural con varios de los princi-
pales mercados.

• Husos horarios alineados con EE.UU. y no 
tan lejanos a los europeos.

Este análisis puede alcanzar un mayor de-
talle si se observa el posicionamiento de las 
naciones del MERCOSUR en algunos de los 
rankings antes mencionados (Cuadro 6)152. 

Aunque, lamentablemente, no se dispone de 
información reciente, un ejercicio correspon-
diente a 2011 es ilustrativo de la situación, sin 
que existan motivos para pensar que se hayan 
dado alteraciones sustantivas de estas escalas.

Las principales ventajas relativas de Argen-
tina y Brasil están en su fuerza laboral, factor 
que en Uruguay se convierte en la mayor des-
ventaja, dado el pequeño tamaño de su fuerza 
de trabajo disponible. En tanto, a nivel global 
todos los países del bloque se posicionan mal 
en educación, lo cual es consistente, por ejem-
plo, con el muy magro desempeño de los alum-
nos en las pruebas PISA y la baja cantidad de 
graduados universitarios con relación a la po-
blación (con poca inclinación, además, a estu-
diar carreras ingenieriles). En cuanto a entorno 
de negocios y atractivo financiero (costos), en 
general los países del MERCOSUR se encuen-
tran en niveles intermedios, destacándose el 
caso de Uruguay por su buena performance en 
materia de carga de impuestos y regulaciones. 

Adicionalmente, los países del MERCOSUR 
tienen problemas bien conocidos en cuanto al 
funcionamiento de sus sistemas de innovación, 
que se evidencian, por ejemplo, en la pobre 
performance en materia de indicadores tales 
como gastos en I+D o patentes. Esto se cons-
tituye en una limitante al escalamiento en las 
cadenas de valor de SBC. En tanto, las barre-
ras de acceso al crédito (y la cuasi ausencia de 
un mercado de capital de riesgo) dificultan la 
emergencia de start ups innovadores de clase 
mundial, así como la internacionalización de 
muchas firmas proveedoras de SBC.

Pensando a futuro, y como es bien conoci-
do, una tendencia que está asomando fuerte-
mente en el escenario productivo global es la 

CUADRO 4
ÍNDICE DE ATRACTIVO PARA LOCALIZACIÓN OFFSHORE (2011-2016)

Fuente: Elaboración propia en base a datos A.T. Kearney (2011, 2014, 2016).

 INDIA  
 CHINA  
 MALASIA  
 BRASIL  
 INDONESIA  
 TAILANDIA
 FILIPINAS
 MÉXICO  
 CHILE  
 POLONIA
 ARGENTINA  
 URUGUAY  

1
2
3
4
5
6
7
8
9
10
36
51

1
2
3
8
5
6
7
4
13
11
38
42

1
1
1
12
5
7
9
6
10
24
30
41

3,22
2,28
2,75
2,34
3,23
3,04
3,17
2,17
2,58
2,41
2,36
1,97

2,55
2,71
1,42
2,07
1,54
1,44
1,43
1,56
1,26
1,37
1,50
0,94

1,19
1,51
1,89
1,59
1,22
1,44
1,29
1,61
1,88
1,90
1,20
1,62

6,96
6,49
6,05
6,00
5,99
5,92
5,88
5,87
5,72
5,68
5,06
4,53

RANKING
2016PAÍS RANKING

2014
RANKING

2011

VALORES ÍNDICE 2016

ATRACTIVO 
FINANCIERO

ENTORNO 
DE

NEGOCIOS

PUNTAJE
TOTAL

CAPACIDAD 
Y DISPONIB. 
DE FUERZA 
LABORAL
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automatización de tareas, la cual ha generado 
intensos debates a partir de sus potenciales 
efectos negativos sobre el empleo, en particu-
lar aquel de carácter rutinario o mecanizable. 
La automatización o robotización de procesos 
también se está verificando en los sectores de 
SBC.

Esta tendencia puede tener ciertamente 
consecuencias negativas sobre las oportuni-
dades de terciarización abiertas para las firmas 
de países en desarrollo, ya que sus ventajas en 
materia de costos laborales dejan de ser rele-
vantes en un escenario en donde muchas ta-
reas pueden comenzar a ser desarrolladas de 
manera automatizada o bien provistas en for-
ma de servicios estandarizados desde la nube 
–Business Process as a Service, BPaaS– (A T 
Kearney, 2016). 

Ahora bien, también se abren oportunida-
des a partir de este nuevo contexto. Por ejem-
plo, tanto la robotización como la estandariza-
ción vía BPaaS implican la apertura a nuevos 
jugadores que propongan soluciones y mode-
los de negocio innovadores. 

De aquí emerge claramente una agenda de 
desafíos para la región. Por un lado, tenemos 
los casos de Paraguay y Venezuela, países que 
se encuentran en las primeras etapas en cuan-
to a la inserción en los mercados de SBC, y en 
donde se requiere identificar, vía cooperación 
público-privada, nichos de negocio en donde 
las capacidades disponibles puedan ser poten-

ciadas de modo de construir ventajas competi-
tivas que permitan el despegue exportador y la 
atracción de inversiones.

En los casos de Argentina, Brasil y Uruguay, 
el escenario llama a continuar alejándose de los 
segmentos más rutinarios y basados en costos 
laborales bajos, no solo por la necesidad de 
escalamiento antes mencionada, sino también 
por las amenazas que surgen de las tendencias 
a la automatización de procesos en estas in-
dustrias. Esto implica promover procesos de 
transformación en la fuerza de trabajo, tanto 
a través del énfasis en la adquisición de “soft 
skills”, como en el desarrollo de mayores ca-
pacidades analíticas y la generación de capital 
humano especializado de alto nivel. 

En paralelo, es preciso estimular el em-
prendedorismo y la innovación en estas acti-
vidades, así como la emergencia de mayores 
derrames y encadenamientos. Aquí hay, por un 
lado, tareas relacionadas con el entorno, inclu-
yendo mejoras en la infraestructura disponible 
(en particular, pero no únicamente, la vinculada 
a TICs), profundización de los mercados finan-
cieros y mejor acceso al crédito, generación de 
información e inteligencia de mercado y una 
mayor articulación entre el sector productivo y 
el sistema de ciencia y tecnología. En paralelo, 
también hay desafíos por el lado microeconó-
mico, entre los que podemos citar la necesidad 
de estimular procesos de mejora en la gestión 
empresarial y la adquisición de certificaciones, 

Fuente: Elaboración propia en base a datos de Tholons.

CUADRO 5
RANKING DE LAS MEJORES CIUDADES “EMERGENTES” Y “ASPIRANTES” PARA 
DESARROLLAR PROCESOS DE OUTSOURCING (2010-2016)

PAÍS CIUDAD 2010 20142012 20152013 2016

INDIA
FILIPINAS
INDIA
INDIA
INDIA
INDIA
INDIA
FILIPINAS
POLONIA
IRLANDA
BRASIL
BRASIL
ARGENTINA
URUGUAY
BRASIL
BRASIL
ARGENTINA
BRASIL
BRASIL
PARAGUAY

BANGALORE
MANILA 
MUMBAI
DELHI 
CHENNAI 
HYDERABAD
PUNE
CEBU CITY
CRACOVIA
DUBLIN
SÃO PAULO
CURITIBA
BUENOS AIRES
MONTEVIDEO
RIO DE JANEIRO
BRASILIA
CÓRDOBA
RECIFE
CAMPINAS
ASUNCIÓN

1
2
4
3
5
6
8
9
7
11

20
19
27
38
41
64
79
82
90
100

1
2
3
4
5
6
7
8
9
10
20
27
28
36
39
49
73
80
88
94

1
2
4
3
5
6
7
9
8
11
19
23
27
38
37
55
77
85
89
-

1
2
3
4
5
6
7
8
9
12
24
26
33
35
44
50
71
77
88
93

1
3
2
4
5
6
7
8
10
9
18
27
24
37
38
43
71
78
91
90

1
2
3
4
5
6
8
7
9
10
27
26
33
34
45
50
71
77
88
91
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la promoción de mayores vínculos inter-em-
presarios (tanto, por ejemplo, entre empresas 
grandes y subcontratistas en estos sectores, 
como entre prestadores de SBC y firmas que 
operan en otras cadenas) y el fomento al desa-
rrollo de capacidades innovadoras

EL ROL DE LA 
NTEGRACIÓN REGIONAL

Hay cuatro canales a través de los cuáles 
la mayor cooperación regional podría ayudar 
a mitigar algunos de los obstáculos, hoy vi-
gentes, para una mayor y mejor inserción del 
MERCOSUR en las cadenas de valor de SBC. 

CAPITAL HUMANO
El capital humano es un factor central para 

la competitividad en estos sectores. Hay indu-
dablemente algunos aspectos que hacen a la 
disponibilidad y calificaciones de la fuerza de 
trabajo que son propios de la competencia de 
cada país, como por ejemplo los niveles de 
calidad de los sistemas educativos. Pero hay 
otros en donde es posible imaginar formas de 
cooperación: 

• Creación de programas conjuntos de es-
pecialización de alto nivel en determinadas 
áreas del conocimiento vinculadas a estas in-
dustrias. Un antecedente en este sentido son 
los cursos que dicta el CABBIO (Centro Argen-
tino Brasileño de Biotecnología), y si queremos 
remontarnos más atrás en el tiempo, las activi-
dades de la Escuela Superior Latinoamericana 
de Informática (ESLAI), que funcionó en Ar-
gentina entre 1986 y 1990 y recibía becarios de 

varios países de América Latina. 
• Promoción de una mayor articulación 

en la oferta ya existente de cursos de grado 
y posgrado, facilitando, por ejemplo, los inter-
cambios de alumnos y profesores, así como 
la creación de foros y otros mecanismos para 
compartir experiencias, currículas y metodolo-
gías de aprendizaje, etc.

• Reducción de trabas a la libre circulación 
de trabajadores al interior del MERCOSUR. 
Aquí hay dos temas importantes en la agenda: 
la instrumentación de una visa de trabajo y el 
reconocimiento de títulos (SELA, 2015). Esto 
facilitaría los procesos de complementación 
productiva, así como el mayor comercio de ser-
vicios al interior del bloque (con las consiguien-
tes ganancias de escala y especialización).

CADENAS DE VALOR Y COMPLEMENTACIÓN 
PRODUCTIVA

Tomando en cuenta el rol que pueden jugar 
los SBC para mejorar la productividad, la cali-
dad, los niveles de diferenciación y otros atribu-
tos competitivos clave del resto de los sectores 
productivos, se abre un espacio para iniciativas 
de complementación productiva. Se deberían 
identificar las oportunidades de complementa-
ción dentro de las principales cadenas de valor 
regionales, en las cuales empresas del bloque 
proveedoras de SBC puedan articularse con las 
empresas líderes de dichas cadenas. Los ejer-
cicios de match-making serían una herramienta 
importante para avanzar en esa dirección, en 
un esquema en que el sector público facilita la 
articulación de los agentes privados.

Fuente: elaboración propia sobre la base de A.T. Kearney (2011).

CUADRO 6
POSICIONES EN LOS COMPONENTES DEL ÍNDICE KEARNEY (2011)

ARG BRA URU
RANKING 2011

ENTORNO DE NEGOCIOS
RIESGO PAÍS

INFRAESTRUCTURA
EXPOSICIÓN CULTURAL

SEGURIDAD DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL
CAPACIDAD Y DISPONIBILIDAD DE LA FUERZA LABORAL

EXPERIENCIA RELEVANTE
TAMAÑO Y DISPONIBILIDAD DE FUERZA LABORAL

EDUCACIÓN
IDIOMA

ATRACTIVO FINANCIERO
COSTOS LABORALES

COSTOS DE INFRAESTRUCTURA
COSTOS DE IMPUESTOS Y REGULACIONES

30
46
44
34
45
48
15
13
18
40
12
26
23
31
44

12
30
28
33
48
22
8
9
4
39
31
37
34
50
35

41
29
32
27
27
37
41
38
42
31
17
28
30
37
9
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En tanto, dado que en muchos casos las 
empresas de SBC originarias del MERCOSUR 
tienen limitaciones para acceder a determina-
dos mercados en términos de su escala o sus 
capacidades, la promoción de la asociatividad 
entre firmas de distintos países podría ayudar 
a mitigar dichos obstáculos.

ESCALAMIENTO DE SBC Y FOMENTO AL EM-
PRENDEDORISMO Y LA INNOVACIÓN

La necesidad de escalar en las cadenas de 
valor en los sectores de SBC requiere a su vez 
un desarrollo de las capacidades emprende-
doras e innovadoras. La cooperación regional 
puede contribuir, por ejemplo, a través del canal 
financiero. Un objetivo razonable es la creación 
de fondos de capital de riesgo regionales, dado 
que cada uno de los países del MERCOSUR por 
separado (en particular los más pequeños) 
probablemente no ofrece el suficiente nivel de 
proyectos prometedores como para inducir la 
inversión en este tipo de fondos. La creación 
de una bolsa de valores regional, o bien la in-
corporación al Mercado Integrado Latinoame-
ricano (MILA, que agrupa a las bolsas de valo-
res de Colombia, Chile, México y Perú) también 
podría ayudar a un mejor acceso al financia-
miento para las firmas de estos sectores. En el 
mismo sentido, y atendiendo específicamente 

a la problemática PyME, se puede escalar el 
Fondo Mercosur de Garantías para Micro, Pe-
queñas y Medianas Empresas. Finalmente, la 
constitución de fondos de innovación de ca-
rácter regional también podría ayudar a pro-
mover la cooperación y el desarrollo de pro-
yectos conjuntos entre empresas de distintos 
países del bloque.

DISCIPLINAS INTERNAS Y NEGOCIACIONES 
EXTERNAS

En el plano interno, la primera tarea es avan-
zar en el proceso de liberalización del comercio 
de servicios y armonización de reglas dentro 
del MERCOSUR. Esto debe incluir la adopción 
de reglas que uniformen y disciplinen el otor-
gamiento de incentivos a estos sectores. La 
generación de un sistema de estadísticas más 
avanzado y con mayor nivel de desagregación 
también ayudaría a monitorear y evaluar la 
evolución de los intercambios comerciales en 
estos sectores al interior del bloque.

En el plano externo, aparecen en el horizon-
te la necesidad de coordinar posiciones ante la 
eventual continuidad de las negociaciones para 
la concreción del Trade in Services Agreement 
(TISA) y la búsqueda conjunta de la apertura 
de mercados en los distintos foros multilatera-
les, regionales y bilaterales.

NOTAS
149Por ejemplo, en casi todos los países hay una sola 
línea que agrupa todas las transacciones en el sec-
tor software y servicios informáticos, así como otra 
que engloba los servicios de contabilidad, gestión, 
legales, consultorías, etc. Para tomar un ejemplo al 
azar como contraste, solo para el producto “máqui-
nas para impresión” hay 9 posiciones diferentes en el 
Sistema Armonizado de Designación y Codificación 
de Mercancías que rige las estadísticas de comercio 
de bienes a nivel mundial.
150A partir de 2014, la UNCTAD (así como la OMC) in-
forma los datos mundiales del comercio de software 
y servicios informáticos junto con los de telecomuni-
caciones. Como se verá más adelante, hay datos más 

desagregados para los países que los informan en 
sus respectivas balanzas de pagos.
151Datos basados en las 58 economías incluidas en la 
mencionada base de datos, las cuales representan 
alrededor del 95% del PIB mundial.
152Para algunos trabajos previos sobre los temas tra-
tados en esta y la siguiente sección ver López et al 
(2009, 2011, 2014), López y Ramos (2010, 2013) y 
Rozemberg y Gayá (2015).
153Lo que sigue está basado fuertemente en López y 
Ramos (2013 y 2014).
154Tomamos el 2011 debido a que no están disponi-
bles los datos desagregados del ranking para años 
posteriores.
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La relación bilateral entre Argentina y Brasil 
siempre ocupó un lugar especial en la dinámica 
que, a través de los años, condujo finalmente 
a la creación del MERCOSUR y a su posterior 
desarrollo. No ha sido, por cierto, el único fac-
tor relevante. Pero en su dialéctica de conflic-
to y cooperación, tal relación bilateral sí fue 
fundamental para entender por qué se llegó al 
Tratado de Asunción en 1991, y por qué, luego, 
la construcción de este espacio de integración 
subregional no siguió un camino lineal.

Lo cierto es –salvo quizás en el plano teó-
rico o eventualmente ideológico–, que resulta 
difícil imaginar un camino lineal para proce-
sos de integración entre naciones soberanas y 
contiguas, que deciden trabajar juntas porque 
entienden que les conviene, y que colocan tal 
decisión en un compromiso formal de largo 
plazo, que aspira a ser permanente. Objetivos y 
métodos de trabajo conjunto, quedan expues-
tos a dinámicas de cambios que son multidi-
mensionales y que muchas veces escapan a la 
voluntad de los protagonistas del momento. 
Ellas responden a factores que son, a la vez, 
políticos, económicos, sociales y culturales, y 
también legales. Son internas a los países par-
ticipantes del emprendimiento conjunto, pero 
también se originan en el contexto externo, 
global y regional.

De allí la necesidad de actualizar constan-
temente las razones que impulsan al trabajo 
conjunto entre las naciones participantes –di-
mensión existencial–, y las que inciden en cómo 
el proceso pactado se desarrolla –dimensión 
metodológica–. 

Es obvio que el MERCOSUR no puede esca-
par a los requerimientos de adaptación cons-
tante de objetivos e instrumentos a nuevas rea-
lidades, tanto internas a sus países miembros 
como externas. 

Y también está claro que al comenzar el año 
2017, los países miembros como el mundo todo, 
han entrado en un momento internacional de 
cambios signados por la confusión y la incer-

tidumbre. Un orden internacional parece ha-
ber colapsado. Pero también están colapsando 
conceptos, enfoques teóricos, paradigmas, que 
se emplean para entender las realidades. Inclu-
so los referidos a los denominados procesos de 
integración económica.

El MERCOSUR enfrenta ahora un desafío 
complejo. Suponiendo que sus países miem-
bros deciden seguir trabajando juntos en un 
mismo proceso de integración –y todo indicaría 
que ello es así, al menos en los que fueron los 
fundadores–, en los próximos meses tendrán 
que tomar decisiones relevantes para deter-
minar cómo continuarán haciéndolo. Es decir, 
tendrán que optar por metodologías que sean 
efectivas y eficaces. 

En tal perspectiva, tres parecen ser algunos 
planos relevantes y muy vinculados entre sí, 
como bases para acciones futuras que tengan 
credibilidad. Uno es el bilateral entre Argentina 
y Brasil, para el cual el Tratado de integración de 
1988 brinda una base institucional apropiada. El 
otro, es el subregional del MERCOSUR, para el 
que el Tratado de Asunción también provee de 
una base institucional que sigue siendo válida. 
Y el tercero, es el regional más amplio, para el 
que el Tratado de Montevideo de 1980, con su 
instrumento de acuerdos de alcance parcial, 
torna a la ALADI como base para acciones que 
pueden ser eficaces en la actualidad.

En estos tres planos resultará fundamental 
–para que las acciones que se impulsen sean 
creíbles– lograr razonables equilibrios entre 
dos requerimientos que no siempre lograron 
ser satisfechos en la integración latinoameri-
cana, incluyendo la del MERCOSUR. Uno, es la 
flexibilidad necesaria para navegar realidades 
nacionales e internacionales, que son comple-
jas y dinámicas. El otro, es la previsibilidad que 
requerirán quienes tienen que adoptar deci-
siones de inversión productiva en función de 
oportunidades que generan los acuerdos que 
se logren. A nivel político, ambos requerimien-
tos merecerían fuerte atención.

LAS RAZONES Y LOS PLANOS 
DE LA INTEGRACIÓN

FÉLIX PEÑA
Director del Instituto de Comercio Internacional de la Fundación ICBC

VISIÓN ESTRATÉGICA
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MEDIO
AMBIENTE E 
INTEGRACIÓN

La dinámica medioambiental no reconoce fronteras. Por eso, las políticas nacionales para 
lidiar con consecuencias de los fenómenos ambientales tienden, con frecuencia, a adquirir 
dimensiones regionales o incluso globales. Más allá de una adaptación pasiva a esa tenden-
cia, es posible imaginar agendas en las que una visión cooperativa suma eficiencia a la im-
plementación de medidas que atenúen impactos negativos de la dinámica medioambiental o 
estimulan comportamientos amigables con el ecosistema

POLÍTICA FISCAL 
AMBIENTAL

FERNANDO LORENZO

ENERGÍAS 
RENOVABLES

MIGUEL CARRIQUIRY
FERNANDA MILANS

CAMBIO CLIMÁTICO 
Y GESTIÓN DE RIESGO 
DE DESASTRES

MARTINA CHIDIAK 
MARÍA FLORENCIA SAULINO



184

POLÍTICA 
FISCAL 
AMBIENTAL

FERNANDO LORENZO

Dado el peso de los recursos naturales en la configuración económica de los países del MERCOSUR, 
su uso sustentable se torna estratégico. La elaboración de perspectivas comunes en materia 
ambiental  incluyendo a los países asociados  aportaría a la consecución de los objetivos 
mundiales de reducción de la vulnerabilidad ante el cambio climático. Un foro de discusión 
regional permitiría, además, trabajar sobre el objetivo de lograr un “valor agregado ambien-
tal”, “exportaciones verdes” que harían parte de una estrategia de competitividad y diferen-
ciación de productos destinados al mercado global. Una política fiscal ambiental eficiente, y 
las cuestiones de economía política asociadas a su implementación, se verían enriquecidas 
por una perspectiva más amplia que la de objetivos e instrumentos nacionales. 

ANÁLISIS
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AVANCES, DESAFÍOS
Y OPORTUNIDADES PARA LA

COOPERACIÓN REGIONAL
El cambio climático y la sostenibilidad am-

biental son temas que han ido adquiriendo 
creciente interés durante las últimas décadas. 
Tanto las autoridades nacionales de un núme-
ro cada vez más importante de países, como 
las organizaciones sociales que se movilizan 
por la preservación de los recursos ambien-
tales, reconocen y subrayan la relevancia que 
tienen estos fenómenos para las sociedades 
modernas. Los desarrollos institucionales y las 
políticas aplicadas por los gobiernos han enfa-
tizado la necesidad de introducir nuevas regu-
laciones y normativas tendientes a mitigar los 
efectos del cambio climático, procurando una 
reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero. 

Los países del MERCOSUR han adherido 
a esta perspectiva y han participado activa-
mente de los foros internacionales convoca-
dos para debatir las implicaciones del cambio 
climático sobre el desarrollo económico y so-
cial. La región se ha sumado de forma activa, 
aunque con entusiasmo diverso, a los ámbitos 
de cooperación multilateral que se han creado 
para atender y dar respuesta a los problemas 
planteados. 

En los esfuerzos para atender los desa-
fíos del cambio climático han predominado 
las perspectivas nacionales. En efecto, los 
acuerdos alcanzados en el marco de la XXI 
Conferencia Internacional sobre Cambio Cli-
mático, celebrada en París entre los meses de 
noviembre y diciembre de 2015 y organizada 
en el marco de la Convención de las Naciones 
Unidas para el Cambio Climático, los países 
participantes asumieron compromisos para 
reducir las emisiones de gases de efecto in-
vernadero. Los acuerdos alcanzados en esta 
instancia se materializaron en el estableci-
miento de las denominadas Contribuciones 
Nacionalmente Determinadas (INDC, por sus 
siglas en inglés). Estas contribuciones contie-
nen las acciones de mitigación y adaptación 
a las que cada país se ha comprometido, de 
forma voluntaria, a efectos de contribuir a que 
la trayectoria de las emisiones sea compatible 
con la meta global de limitar el calentamiento 
global hasta alcanzar dos grados centígrados 
de temperatura en el planeta respecto a la 
época preindustrial. 

Esta aproximación nacional ante el cambio 
climático deja abiertos interrogantes acerca 

de las oportunidades que podría ofrecer la 
cooperación regional para definir perspecti-
vas comunes y, por qué no, para que los países 
de la región realicen un aporte adicional para 
el cumplimiento de los objetivos globales. 

La relevancia que tiene para los países del 
MERCOSUR el uso sustentable de los recursos 
naturales hace que la preservación del medio 
ambiente merezca ser analizada de forma di-
ferente a la que predomina en los países in-
dustrializados. La producción agropecuaria, 
intensiva en recursos naturales renovables, 
tiene gran significación en la oferta exportable 
de las economías que conforman el MERCOSUR 
y define una parte fundamental de la inserción 
exportadora de estas economías en los mer-
cados internacionales. En este contexto, pare-
cería razonable plantear que los desafíos del 
cambio climático deberían integrarse en el di-
seño de estrategias de desarrollo que abrieran 
espacios para gestar una visión común entre 
los miembros del MERCOSUR.

El trabajo se organiza de la siguiente mane-
ra. En la siguiente sección se realiza una breve 
introducción acerca del uso de la política fiscal 
para enfrentar los desafíos del cambio climáti-
co. En la sección 3 se identifican los instrumen-
tos de política económica más frecuentemente 
utilizados para alcanzar objetivos ambientales. 
En la cuarta sección se analiza la especificidad 
que tiene la preservación de los recursos 
naturales renovables para los países del 
MERCOSUR, subrayando el papel que éstos 
tienen en la estructura de las exportaciones 
de bienes y en la modalidad de inserción in-
ternacional de las economías. En la sección 5 
se pasa revista a la experiencia de los países 
de la región en el uso de instrumentos fisca-
les ambientales con el propósito de poner en 
evidencia el apenas incipiente desarrollo que 
ha tenido hasta el presente la fiscalidad verde. 
En la sexta sección se presenta un esquema 
conceptual para el desarrollo de una estrate-
gia orientada a impulsar reformas fiscales am-
bientales, considerando diversas alternativas 
relativas a la especificidad de los instrumentos 
fiscales utilizados y analizando las dimensiones 

Nuevas regulaciones
y normativas para
mitigar los efectos

del cambio climático
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de economía política que implicarían la puesta 
en práctica de los esfuerzos reformistas. En la 
sección final se realizan consideraciones sobre 
la posibilidad de avanzar hacia una visión re-
gional sobre el uso de la política fiscal con fines 
ambientales y proponer ideas que podrían ser-
vir de base para impulsar la cooperación regio-
nal sobre estos temas.

POLÍTICA FISCAL AMBIETAL Y CAMBIO 
CLIMÁTICO

El cambio climático puede entenderse, des-
de una perspectiva estrictamente económica, 
como la mayor externalidad negativa que es-
tán enfrentando las economías en la actualidad 
(Stern, 2007). Parece lógico y natural, por tan-
to, que las políticas públicas estén llamadas a 
contribuir al objetivo de controlar o eliminar los 
efectos de esta externalidad. 

El sector público dispone de diversas herra-
mientas para contribuir a enfrentar los desafíos 
del cambio climático y para promover el uso 
sustentable de los recursos naturales: impues-
tos, subsidios, permisos comercializables, me-
canismos de fijación de precios y políticas de 
regulación o control.

En particular, el recurso a las herramientas 
de la política fiscal, con el propósito de preser-
vación de recursos ambientales y de asegurar 
un uso sustentable de los recursos naturales, 
implica considerar aspectos importantes rela-
cionados tanto con la economía política como 
con la sustentabilidad de las finanzas públicas 
(Lorenzo, 2015). Estas dimensiones son espe-
cialmente relevantes, ya que la política fiscal se 
utiliza con propósitos diversos y los recursos 
fiscales son limitados.

Los estudios disponibles indican que los im-
pactos del cambio climático podrían en el futu-
ro próximo ejercer una mayor presión sobre las 
actividades económicas, las condiciones socia-
les y el medio ambiente, afectando las condi-
ciones de vida de la población. Estos aspectos 
interesan, naturalmente, a los gobiernos y han 
ido planteando exigencias y requerimientos 
cada vez más importantes sobre las finanzas 
públicas nacionales. 

INSTRUMENTOS
FISCALES AMBIENTALES

La utilización de la fiscalidad con propósitos 
ambientales constituye una de las áreas que ha 
generado más interés durante los últimos años, 
tanto desde el punto de vista técnico como 
desde la perspectiva política. 

De manera esquemática pueden identificar-
se tres tipos de instrumentos fiscales que están 
siendo utilizados por los países para alcanzar 
objetivos ambientales y para enfrentar los de-
safíos del cambio climático. En primer término, 
se encuentran los instrumentos diseñados para 
impactar de manera directa sobre la formación 
de precios de bienes, servicios o factores de 
producción. Entre este tipo de herramientas 
puede identificarse una amplia gama de me-
canismos tributarios: impuestos directos e in-
directos, subsidios o pagos por servicios am-
bientales (Smith, 1992; Ekins, 1999; Bosquet, 
2000; Helm, 2005; Endres, 2011; Ekins y Speck, 
2011; Speck y Gee, 2011). Este tipo de instru-
mentos es introducido con la finalidad explícita 
de influir sobre las decisiones de los agentes 
económicos, generando penalidades o incen-
tivos que impactan sobre la rentabilidad de 
las actividades productivas o que inciden so-
bre el costo individual de conductas que pue-
dan afectar la sustentabilidad de los recursos 
ambientales. 

Los mecanismos tributarios que inciden 
sobre la formación de los precios pretenden 
corregir las externalidades negativas genera-
das por acciones individuales, de modo de ase-
gurar que las señales de precios de mercado 
reflejen los costos sociales vinculados a la uti-
lización –o la destrucción– de un recurso am-
biental. De manera análoga, estos instrumen-
tos contribuyen a que los precios de mercado 
contemplen los beneficios sociales asociados a 
la adopción de formas de producción o de con-
sumo de bienes y servicios producidos a par-
tir de recursos naturales cuya preservación se 
considera conveniente desde el punto de vista 
del interés general. 

Los impuestos ambientales buscan, a tra-
vés de sus efectos sobre los precios relativos o 
sobre la rentabilidad, modificar los comporta-
mientos de los agentes a efectos de alinearlos 
con los objetivos de preservación de un deter-
minado activo ambiental.  Cuando se utiliza 
este tipo de instrumento, lo que se pretende 
es que los agentes internalicen los costos y 
beneficios sociales de sus acciones. Esto se lo-

Una perspectiva
común simplificaría

la adopción de
políticas públicas
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gra haciéndoles pagar de forma directa por el 
daño que estarían provocando sobre el recur-
so utilizado. La idea que subyace se apoya en 
el concepto de “impuesto pigouviano”, según 
el cual el gravamen debe fijarse de modo que 
el monto pagado por el contribuyente refleje 
el valor económico de la externalidad que se 
busca corregir (Baumol y Oates, 1988; Rosen y 
Gayer, 2009).

Los subsidios, por su parte, buscan incenti-
var comportamientos con externalidades po-
sitivas. El fundamento de su utilización es que 
mediante transferencias monetarias explícitas 
es posible influir sobre las conductas de los 
particulares para que éstos adopten, por ejem-
plo, tecnologías de producción o estructuras 
de consumo que tengan efectos positivos o 
menos nocivos sobre los recursos ambientales. 
Cabe precisar, no obstante, que los subsidios 
no sirven solo para incentivar comportamien-
tos específicos o puntuales. Estos instrumen-
tos pueden, por ejemplo, disminuir el costo de 
inversiones que apunten a un uso más respon-
sable de los recursos ambientales o estimular 
a las empresas a que realicen directamente, 
o apoyen financieramente, actividades de in-
vestigación en áreas del conocimiento que se 
consideran importantes desde el punto de vis-
ta ambiental.

Un tipo de subsidio que se utiliza frecuente-
mente con fines ambientales es el denominado 
de “pagos por servicios ambientales” (PSA). 
El uso de esta clase de instrumento se apoya 
en que existen recursos naturales que proveen 
beneficios a la sociedad por su mera existen-
cia, pero por los cuales los propietarios del 
recurso no están percibiendo compensación 
económica alguna. Se trata, por tanto, de un 
instrumento que pretende generar un ingreso 
al propietario del recurso que refleje económi-
camente los beneficios percibidos por otros 
particulares o por la sociedad en su conjunto. 

Esta idea es fácilmente aplicable al uso de 
un amplio espectro de recursos ambientales, 
incluido el uso de la tierra en actividades agro-
pecuarias. Si los propietarios de la tierra no 
perciben beneficios económicos por realizar 
un uso “benigno” en términos de impactos me-
dioambientales, estarán más predispuestos a 
buscar usos del recurso que generen mayores 
ingresos. A tales efectos, es razonable conje-
turar que estarán dispuestos a asumir mayores 
riesgos en términos de posibles impactos ne-
gativos sobre el medioambiente. En definitiva, 
el PSA pretende compensar al propietario del 

recurso para promover un uso adecuado y sus-
tentable de los recursos ambientales.   

En segundo término, existen iniciativas na-
cionales –o multilaterales– que se proponen 
generar estímulos para la creación de merca-
dos en que se comercializan activos ambien-
tales o que estimulan el surgimiento de me-
canismos a través de los cuales las empresas 
pueden cubrirse frente a determinados riesgos 
ambientales. Ejemplos de este tipo de inicia-
tivas son los mecanismos de comercialización 
de certificados de emisión de gases con efecto 
invernadero y los programas de incentivos a la 
creación y la adopción de seguros climáticos 
por parte de empresas agropecuarias (Mahul y 
Stutley, 2010; de Mooij et al., 2012). 

El mecanismo de comercialización de per-
misos de emisión de carbono se basa en un 
esquema conocido como cap and trade. El 
mercado se crea a partir de que las autorida-
des nacionales establecen un límite máximo a 
las emisiones totales, (cap), y procede a emitir 
permisos en los que se fijan los máximos autori-
zados para la emisión de gas carbono por par-
te de cada agente económico. Sobre la base de 
los permisos emitidos, y teniendo en cuenta los 
niveles de emisión que prevé realizar cada agen-
te, se habilita un mecanismo de compra-venta de 
los permisos de emisión, (trade). Las emisiones 
de gas carbono incluidas en la totalidad de los 
certificados emitidos fija el máximo de emisión 
que se considera aceptable. Los excedentes o 
déficits de emisiones correspondientes a cada 
uno de los agentes deben resolverse en un me-
canismo de comercialización de mercado. 

El sistema propuesto no solo asegura que 
las emisiones totales no excedan un nivel máxi-
mo preestablecido, sino que permite un mane-
jo eficiente por parte de las empresas, en la 
medida en que se recompensa a las empresas 
que logran bajar sus emisiones de carbono, ob-
teniendo ingresos por la venta de la porción no 
utilizada de sus permisos de emisión. Al mismo 
tiempo, el mecanismo ofrece un grado de fle-
xibilidad a aquellas empresas que requieren de 
plazos más prolongados para adaptar sus sis-
temas de producción a los niveles de emisión 
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autorizados. 
Por último, en el marco de las estrategias 

fiscales desplegadas durante los últimos años 
por varios países se han desarrollado progra-
mas e iniciativas que se proponen modificar 
las conductas de empresas y consumidores, 
buscando un uso más adecuado y responsable 
de los recursos ambientales. La idea que fun-
damenta este tipo de iniciativa es que existen 
comportamientos individuales que impactan 
negativamente sobre el medio ambiente y que 
difícilmente puedan ser modificados a partir 
del uso de mecanismos de precios.

En algunos casos, se trata de programas 
públicos financiados con recursos presupues-
tales, o mediante mecanismos de afectación 
de la recaudación de una parte o de la tota-
lidad de la recaudación de determinados im-
puestos. En otros casos, se trata de iniciativas 
del sector privado que son apoyadas desde 
la política fiscal con subsidios directos o con 
mecanismos de incentivo a empresas o parti-
culares para que realicen contribuciones vo-
luntarias para financiar dichas iniciativas. Los 
contenidos de los programas son en la prác-
tica bastante diversos, pero en la mayoría de 
los casos incluyen componentes de difusión 
de información y de promoción para la adop-
ción de tecnologías limpias o ambientalmente 
sustentables.

RECURSOS NATURALES
Y COMPETITIVIDAD INTERNACIONAL
Para una buena parte de las economías de 

América Latina, y en particular para los países 
fundadores del MERCOSUR, que tienen posi-
ciones competitivas sólidas en los mercados 
internacionales de alimentos y productos agro-
pecuarios, los efectos del cambio climático y 
las amenazas existentes sobre el uso susten-
table de los recursos naturales tienen directa 
relación con las formas de producción en la 
base primaria. Las tecnologías utilizadas por 
productores agrícolas y ganaderos se convier-
ten, en este sentido, en un área sobre la que 
las intervenciones de política fiscal pueden y 
deben incidir.

Es bien sabido que las economías de la re-
gión son responsables de una proporción re-
lativamente menor de las emisiones de gases 
con efecto invernadero a escala global. Por otra 
parte, las características de las emisiones en el 
Cono Sur de América Latina, en particular en 
los países del MERCOSUR, presentan un per-
fil diferente a las predominantes en los países 

industrializados. Esto se manifiesta tanto en el 
tipo de gases emitidos como por los sectores 
responsables de las emisiones. En este contex-
to, los esfuerzos de la política fiscal para con-
tribuir a la mitigación de las emisiones de gases 
de efecto invernadero deben combinarse con 
la necesidad de promover el uso de tecnolo-
gías ambientalmente “amigables”, fundamen-
talmente en la agricultura.

En concreto, el transporte es responsable 
por una alta proporción de las emisiones de ga-
ses de efecto invernadero en los países de la re-
gión. La movilidad de las personas explica más 
de la mitad de las emisiones del sector. La ten-
dencia al incremento del número de automó-
viles particulares, acompañando el incremento 
del ingreso per cápita, ha profundizado el pa-
trón de emisiones predominantes en los países 
de América Latina. La realidad indica que un 
buen número de países incentivan el uso de 
medios de transporte poco eficientes, aplican-
do subsidios directos sobre el precio del com-
bustible y subsidios indirectos a los gastos de 
transporte diario de las personas en los gran-
des centros urbanos. En contraposición al efec-
to generado por los subsidios, muchos países 
han introducido impuestos sobre la adquisición 
de vehículos automotores. Estos instrumentos 
han surgido con fines meramente recaudato-
rios, en la medida en que se aplican sobre bie-
nes que se comercializan a precios elevados y 
suelen ser de origen importado. Adicionalmen-
te, los países aplican tributos sobre el uso de 
automóviles particulares, que abarcan desde 
tasas de tránsito, peajes, costos de estaciona-
miento y tasas de congestionamiento. 

Estas realidades hacen que los desafíos en 
materia de mitigación y adaptación al cambio 
climático adquieran un carácter particularmen-
te estratégico en los países de la región. Los 
instrumentos de política fiscal ambiental de-
ben poner foco, también, en estos aspectos, en 
la medida en que la mejora en la “resiliencia” 
de los ecosistemas ambientales depende, en 
buena medida, de las formas de producción y 
de las tecnologías utilizadas en las actividades 
agropecuarias. 

Durante la última década, las tendencias in-
ternacionales no han hecho más que incremen-
tar la presión sobre el uso productivo de los 
recursos naturales en los países de la región. 
El incremento de los precios internacionales de 
los productos agropecuarios, sobretodo de los 
alimentos, ha ido generando una nueva reali-
dad que ha supuesto tensiones adicionales so-
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bre la utilización productiva de los suelos. 
El incremento de los precios de los principa-

les productos de exportación provenientes de 
los sectores agropecuarios ha operado como 
factor de estímulo para la intensificación de la 
producción agropecuaria. Este proceso está 
provocando transformaciones en las tecnolo-
gías y cambios relevantes en la productividad. 

La adopción de nuevos patrones tecnológi-
cos está siendo guiada por señales provenien-
tes de los mercados externos y es altamente 
probable que la formación de los precios inter-
nacionales no esté teniendo en cuenta de for-
ma adecuada las externalidades negativas que 
provoca un uso cada vez más intensivo de los 
recursos naturales. 

En definitiva, un acontecimiento macroeco-
nómico significativo, como es la valorización de 
una porción significativa de la oferta exportable 
de algunos países de la región, puede estimular 
conductas y prácticas de producción que, más 
temprano que tarde, pueden convertirse en li-
mitantes para el desarrollo de las economías. 
Existe una creciente incompatibilidad entre las 
tecnologías aplicadas en algunas actividades y 
las formas de producción que garantice el uso 
sustentable de los recursos naturales. 

La dinámica exportadora asociada a la ex-
pansión de los sectores agropecuarios produc-
tores de alimentos ha contribuido a la expli-
cación del crecimiento económico observado 
recientemente en algunos países de la región. 
Para asegurar el éxito a largo plazo de las es-
trategias nacionales de desarrollo resulta estra-
tégico que se asegure un uso sustentable de 
los recursos naturales en el sector competitivo. 
Es en este marco que la política fiscal ambien-
tal está llamada a jugar un papel fundamental 
desde el punto de vista económico y social.

USO ACTUAL
DE INSTRUMENTOS

Durante los últimos años se ha constatado 
un interés creciente en los países de la región 
por mejorar el medio ambiente y por impulsar 
un estilo de desarrollo económico y social sus-
tentable. Las razones de este renovado interés 

por los temas ambientales se explican, en bue-
na medida, por las vulnerabilidades que han 
mostrado las economías ante el cambio climá-
tico. La mayor vulnerabilidad se manifiesta de 
múltiples maneras y adquiere especial signifi-
cado desde el punto de vista económico. Las 
perturbaciones relacionadas con el cambio 
climático afectan a actividades productivas in-
tensivas en recursos naturales que, como ya se 
ha subrayado, tienen gran relevancia macroe-
conómica en los países del MERCOSUR. 

Los cambios en los patrones de las precipi-
taciones, la mayor frecuencia con que ocurren 
fenómenos climáticos extremos, la erosión de 
los suelos agrícolas y ganaderos y las crecien-
tes amenazas sobre la biodiversidad, son solo 
algunas de las manifestaciones de los efectos 
del cambio climático sobre los países del Cono 
Sur de América Latina. 

En este marco, la sustentabilidad en el uso 
de los recursos naturales con fines productivos 
se convierte en un desafío para las estrategias 
productivas de las economías del MERCOSUR. 
La forma en que se utilice la política fiscal ad-
quiere, en este contexto, singular importancia, 
en la medida en que la eficacia con que actúen 
estos instrumentos resulta clave para lograr un 
aprovechamiento adecuado de los recursos 
utilizados por las actividades productivas.

Argentina ha implementado un conjunto de 
medidas y normativas orientadas a la protec-
ción de especies amenazadas y al manejo sus-
tentable de especies silvestres. La protección 
de los ecosistemas, a través de lo que se deno-
mina sistema de bosques modelos, junto con 
el desarrollo de estrategias específicas para la 
protección de ciertas especies, constituye la 
parte más importante de la estrategia nacional 
en temas ambientales.

El programa de manejo de las vicuñas es un 
ejemplo a destacar en materia de protección 
de la biodiversidad. La fibra de vicuña tiene 
uso productivo y varios artículos fabricados 
con dichas fibras tienen una demanda firme en 
el mercado. La explotación comercial de este 
recurso ha puesto en peligro la propia supervi-
vencia de la especie. La prohibición de la utili-
zación productiva de las fibras de vicuña impli-
caría la inmediata pérdida de fuente de empleo 
y de ingresos para un número importante de 
personas. Una medida de este tipo habría pro-
vocado airadas reacciones contrarias por parte 
de sectores sociales vinculados a estas activi-
dades, lo que volvería la medida de prohibición 
impopular y difícil de implementar. El gobierno 
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argentino optó por crear un mecanismo me-
diante el cual las actividades que utilizan la fi-
bra de vicuña deben contribuir a financiar un 
programa de conservación de esta especie. La 
idea que orienta este programa es que, siendo 
prioritaria la conservación de la especie, solo 
están autorizados a capturar y esquilar vicu-
ñas, quienes contribuyan al financiamiento del 
programa de protección de esta especie.

En términos de recursos hídricos, uno de los 
grandes problemas que enfrenta Argentina es 
la desertificación de la Patagonia. Hasta el mo-
mento, el manejo de este tema se ha realiza-
do en el marco de acuerdos internacionales y 
alianzas estratégicas. Estos acuerdos prevén la 
creación de centros de información y monito-
reo, así como la puesta en marcha de sistemas 
de alarma, que contribuyen a la prevención y la 
mejor gestión del uso de los recursos hídricos 
en tiempos de sequía.

Si bien los temas referidos a la utilización 
del agua impactan de forma evidente sobre la 
producción agrícola, y habida cuenta de que 
Argentina dispone de programas de manejo 
sustentable de tierras en áreas secas, el uso 
productivo de la tierra en actividades agrope-
cuarias no ha constituido un área especialmente 
relevante de la política ambiental en este país. 
El gobierno argentino ha reconocido los ries-
gos que enfrentan los productores agropecua-
rios frente al cambio climático, pero no se ha 
desplegado una estrategia coordinada en esta 
materia. En 2011 las autoridades comenzaron 
a elaborar un atlas de vulnerabilidad y cambio 
climático. Está previsto que este atlas se utilice 
como insumo en el proceso de diseño de la es-
trategia de adaptación al cambio climático en el 
sector agropecuario, pero hasta el momento no 
se han producido avances concretos en lo que 
refiere a instrumentos de política.

En 2013 Argentina introdujo un impuesto 
que grava la adquisición de automóviles y mo-
tocicletas de alta gama, así como sobre las de 
embarcaciones y aeronaves deportivas. Entre 
los argumentos que se manejaron para justifi-
car la conveniencia de esta intervención fiscal 
fueron invocadas motivaciones de preserva-

ción del medio ambiente. No obstante, el gene-
roso esquema de subsidios a los combustibles 
y, en general, a los productos energéticos apli-
cado durante la última década opera de forma 
absolutamente contraria al cuidado medioam-
biental. De hecho, los subsidios sobre los com-
bustibles y sobre los productos energéticos, en 
general, constituyen una de las mayores distor-
siones que introducen las políticas públicas en 
varios países del Cono Sur de América Latina y 
que tienen influencia directa sobre las emisio-
nes de gases de efecto invernadero. 

Entre 2013 y 2014, Brasil ha modificado la 
tributación sobre la energía eléctrica y ha au-
mentado las tasas de impuestos sobre pro-
ductos industrializados para vehículos de 
transporte de pasajeros. En ambos casos, las 
innovaciones fiscales pueden considerarse 
como medidas que contribuyen, de manera di-
recta o indirecta, a penalizar modalidades de 
consumo intensivas en emisiones de carbono.

También con motivaciones ambientales, 
Uruguay determinó entre 2012 y 2013 un in-
cremento de las tasas máximas del impuesto 
específico interno aplicable sobre la compra-
venta de vehículos, profundizando una tradi-
ción tributaria del país en materia de alta im-
posición sobre la compraventa de automóviles 
de uso particular.

En Uruguay existe un sistema nacional de 
áreas protegidas que busca conservar el hábi-
tat y las cuencas que tienen más importancia 
en términos de biodiversidad. Sin embargo, los 
instrumentos fiscales ambientales no han sido 
utilizados de manera explícita. Hasta este mo-
mento, el manejo del medio ambiente se ha 
realizado mediante leyes y regulaciones en las 
que se establecen parámetros para la utiliza-
ción de determinados recursos o en que direc-
tamente se restringe el uso de los mismos. La 
ley 18.610 sobre el manejo eficiente del agua 
establece que el cobro por su utilización será 
reglamentado para promover su uso eficiente. 
Sin embargo, en Uruguay, como en muchos 
otros países de la región, el precio del agua pa-
gado por los usuarios no refleja los costos rea-
les y, mucho menos, tiene en cuenta objetivos 
ambientales.  

Durante los últimos años, Uruguay ha prio-
rizado el desarrollo de políticas orientadas al 
manejo sustentable de los suelos en activida-
des agropecuarias. En 2008 se estableció la 
obligación de los establecimientos agrope-
cuarios de presentar planes de uso y manejo 
de suelos, basados en el modelo de erosión 

El bloque
debe asegurar

un uso sustentable
de los recursos naturales



191

USLE/RUSLE adaptado a Uruguay por parte 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes-
ca (MGAP). En 2009 se procedió a fiscalizar 
el cumplimiento de la normativa vigente. El 
manejo sustentable del suelo implica una ma-
yor rotación de cultivos, una especial atención 
al avance de la erosión y a la preservación de 
los recursos hídricos. Si bien la normativa fue 
aprobada en 2008 recién se empezó a exigir 
la presentación de los planes a los productores 
agropecuarios en 2013.

La gestión ambiental en Chile, país asocia-
do al MERCOSUR, se encuentra estructurada 
en torno a cuatro prioridades: la biodiversidad, 
la calidad del aire, la gestión de residuos y la 
recuperación de pasivos. Chile es considerado 
un país clave en temas de biodiversidad, debi-
do a la gran variedad de climas y ecosistemas 
existentes. De los 34 hotspots de biodiversidad 
identificados en el mundo por la Organización 
de Naciones Unidas, 2 se encuentran en Chile. 
La política ambiental chilena en esta materia se 
centra en la creación de reservas y áreas pro-
tegidas, junto con la existencia de una norma-
tiva que reglamenta el uso sustentable de los 
recursos. 

En el caso chileno, el manejo de los recur-
sos hídricos cae en el ámbito de las políticas de 
biodiversidad. El enfoque principal que orien-
ta la política en esta materia consiste en fijar 
criterios y establecer medidas preventivas para 
favorecer la recuperación y conservación de 
los recursos hídricos. También existen progra-
mas de inversión estatal, por ejemplo, para la 
infiltración artificial de acuíferos para combatir 
las sequías, para financiar inversiones en inves-
tigación y para buscar alternativas a las reser-
vas de agua dulce, como ser la desalinización. 

La gestión de la calidad de aire y de la con-
taminación es el área donde existe un mayor 
uso de instrumentos fiscales ambientales en 
Chile. Los problemas de contaminación y po-
lución son sumamente importantes en el caso 
chileno. 

Los aspectos ambientales relacionados con 
la agricultura no representan stricto sensu un 
área prioritaria de la política fiscal ambiental en 
Chile. La política en este sector está enfocada 
a la medición de la calidad de los suelos y a 
regular su utilización con fines productivos. La 
Ley de Suelos de 2010 prevé la bonificación es-
tatal de los costos de una serie de actividades 
(incorporación de fertilizantes de base fosfora-
da o de elementos químicos esenciales, esta-
blecimiento de una cubierta vegetal en suelos 

descubiertos, empleo de rotación de cultivos, 
eliminación o limpieza de productos agroquí-
micos) que se estima mejorarán la calidad de 
los suelos y asegurarán la sustentabilidad del 
recurso.

Chile ha sido pionero en la región, junto con 
México, en lo que refiere a la introducción de 
tributación sobre emisiones de carbono. De 
hecho, en la última reforma tributaria el gobier-
no chileno incluyó una clase de “impuestos ver-
des”, incluyendo un impuesto específico sobre 
el carbono. Este tributo tiene alícuotas relativa-
mente bajas en comparación con las aplicadas 
en otros países y no tiene correspondencia di-
recta con las estimaciones del costo social de 
las emisiones (apenas 5 dólares por tonelada 
de carbono emitida). 

La reforma tributaria de 2014 incluyó, ade-
más, un impuesto sobre la compraventa de 
vehículos automotores nuevos, que tiene en 
cuenta el rendimiento urbano de los vehículos 
expresado en kilómetros por litro de combusti-
ble. El objetivo de esta intervención es “cobrar” 
por el daño ambiental causado por la utiliza-
ción de los vehículos a lo largo de su vida útil.

Con motivaciones ambientales, Chile intro-
dujo en 2005 un impuesto progresivo sobre la 
actividad minera aplicado sobre ventas anuales 
de cobre fino superiores a 50.000 toneladas.

ENFOQUES PARA EL DESARROLLO
DE LA FISCALIDAD AMBIENTAL

La incorporación de objetivos ambientales 
en los sistemas fiscales puede realizarse de 
múltiples maneras. En cualquier caso, la inclu-
sión de este tipo de consideraciones en la fis-
calidad, sobre todo en la etapa de diseño de 
las intervenciones, debe tener en cuenta los 
rasgos de las estructuras tributarias vigentes 
en cada realidad nacional. Las características 
de los sistemas tributarios y las capacidades 
de las Administraciones Tributarias pueden 
limitar, o simplemente condicionar, la forma 
en que se contemplan las dimensiones medio-
ambientales en cada caso. En cierto sentido, 
puede afirmarse que el uso de instrumentos 
fiscales con propósitos ambientales debe con-
siderar, necesariamente, las particularidades 
nacionales. En caso contrario, el desarrollo de 
la Política Fiscal Ambiental puede enfrentar 
obstáculos importantes, en particular, cuando 
se pretenda pasar a la etapa de implementa-
ción de las acciones.

Teniendo en cuenta las restricciones que 
imponen las características de los sistemas 
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INSTRUMENTOS “PIGOUVIANOS”
El enfoque más tradicional utilizado en el diseño de intervenciones de política fiscal 

con fines ambientales tiene una inspiración “pigouviana”. En este contexto, la elaboración 
de cada intervención se apoya en la identificación de los efectos de una determinada 
externalidad, sean éstos positivos o negativos. El objetivo de estas modalidades de inter-
vención es que quiénes generan una externalidad modifiquen su comportamiento o que 
se hagan cargo de los efectos que provocan sus acciones sobre el resto de la sociedad. 

En el caso de conductas y comportamientos que generan contaminación del medio 
ambiente, los criterios en que se apoya este enfoque conducen a la aplicación de impues-
tos que penalizan las actividades de producción o el consumo que generan la externali-
dad. Los impuestos específicos o las contravenciones y multas aplicadas a los causantes 
de deterioro ambiental son ejemplos de este tipo de intervención. En el caso de una 
externalidad positiva el enfoque “pigouiviano” apunta a generar incentivos para que los 
agentes adopten acciones tendientes a mantener un determinado activo ambiental cuya 
preservación estaría comprometida. La aplicación de subsidios explícitos o el estableci-
miento de mecanismos de pago por servicios ambientales constituyen ejemplos clásicos 
de instrumentos diseñados a partir de este enfoque. 

Desde esta perspectiva, las intervenciones fiscales ambientales asumen las formas 
de “pago por daño” o de “pago para evitar daño”. El uso de instrumentos fiscales ins-
pirados en la lógica propuesta por Pigou (1938) parte de la necesidad de restablecer la 
concordancia entre rentabilidad social y rentabilidad privada. En el marco de este enfo-
que, la política fiscal es utilizada con el propósito de asegurar la compatibilidad entre los 
intereses particulares y el interés general, que se ha visto alterada por la presencia de la 
externalidad. 

En términos estrictos, la lógica “pigouviana” implica que cada intervención fiscal debe 
ser diseñada de manera específica a efectos de compensar por los efectos de la externa-
lidad, sea esta negativa o positiva. La vinculación entre el instrumento fiscal y las motiva-
ciones ambientales debe ser, por tanto, estricta. La existencia de la externalidad involucra 
consideraciones de equidad –al menos en lo que refiere a lo intergeneracional– y tiene 
implicaciones en términos de eficiencia en la asignación de los recursos productivos. No 
obstante, en este tipo de intervenciones no juegan un papel relevante las consideraciones 
relativas a la suficiencia de los recursos fiscales.

En efecto, la aplicación de esta lógica argumental no podría, ni debería, generar re-
cursos adicionales para las finanzas públicas, o sea que, en principio, no sería pertinente 
recaudar por este concepto por un monto superior al que sería necesario para compensar 
por los efectos de la externalidad cuyos efectos se pretenden subsanar. Si la interven-
ción es exitosa, debería eliminar la externalidad. La eficacia máxima que puede tener una 
intervención fiscal inspirada en este enfoque consiste en inducir modificaciones en las 
conductas que dieron origen a la externalidad. Si la intervención no consigue eliminar la 
externalidad, el pago realizado debe compensar exactamente por los efectos que estas 
acciones sobre el resto de la sociedad. 

La economía política de este tipo de intervenciones fiscales puede manejarse instru-
mento a instrumento. Esto implica que las reacciones en contra de una determinada me-
dida estarán, en la mayoría de los casos, acotadas a sectores específicos de la sociedad. 
La propia lógica de la existencia de externalidades permite generar argumentos concre-
tos y comprensibles para los ciudadanos. En general, alguien que genera una externalidad 
negativa, sobre la que se puede aportar evidencia de lo que está ocurriendo, se encuentra 
en una posición “débil” desde el punto de vista de la opinión pública. Los temas ambien-
tales concitan cada vez más importancia en la formación de opinión ciudadana. La agre-
sión al medio ambiente genera condena social. 

La estrategia de comunicación que apoye las propuestas de innovaciones fiscales para 
atacar externalidades ambientales tiene que estar apoyada sobre sólidas bases técni-
cas y debe manejarse información confiable de manera transparente. Las deficiencias en 
materia de comunicación pueden conspirar sobre la factibilidad de realizar la reforma. 

RECUADRO 1. INCLUSIÓN DE DIMENSIONES MEDIOAMBIENTALES
EN LOS SISTEMAS FISCALES
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Por todas estas consideraciones, puede afirmarse que las reacciones de economía política 
pueden ser más manejables cuando se considera caso a caso cada intervención.

Los requisitos técnicos necesarios para el diseño de los instrumentos fiscales “pigouvia-
nos” deben considerarse como ingredientes básicos para asegurar la efectividad de las 
acciones. Esto es especialmente relevante cuando las intervenciones apuntan a asegurar la 
biodiversidad o a promover el uso sustentable de recursos naturales renovables utilizados 
en la producción. No debe perderse de vista que, en los países analizados en este informe, 
las actividades agrícolas y ganaderas tienen gran importancia macroeconómica y sus pro-
ducciones representan una fracción significativa en la oferta exportable.

OBJETIVOS AMBIENTALES EN EL “NÚCLEO” DE LOS SISTEMAS FISCALES
Una modalidad alternativa para contemplar objetivos ambientales consiste en incor-

porar este tipo de dimensiones en el núcleo mismo de la estructura fiscal y tributaria de 
cada país. Se trata, en este caso, de incorporar motivaciones relativas a la preservación de 
activos ambientales al definir las características de la estructura tributaria y los incentivos 
fiscales, incluyendo, por supuesto, la definición de las bases imponibles y las tasas y alí-
cuotas de cada uno de los impuestos que integran el sistema. La discriminación entre las 
tasas aplicables sobre diferentes producciones y sobre determinados consumos, así como 
la utilización de diversos esquemas de incentivos, deducciones y exoneraciones, se con-
vierten en herramientas útiles para incluir objetivos ambientales en los sistemas fiscales. 

Esta alternativa implica asumir que, por lo menos, una parte de las consideraciones 
ambientales no estarán contempladas en instrumentos específicamente diseñados para 
cumplir con este tipo de finalidades. Esto supone un cambio en la lógica de diseño de los 
instrumentos respecto al enfoque “pigouviano”. Resulta evidente que las especificidades 
de la política fiscal y tributaria de cada país condicionan y limitan la factibilidad de transitar 
por esta alternativa.

Para avanzar en esta dirección es posible que se requieran reformas de envergadura 
en los sistemas fiscales y tributarios. En este contexto, es importante tener en cuenta que 
las motivaciones ambientales interaccionan con los otros objetivos y los principios que or-
denan y sirven de fundamento a las estructuras tributarias nacionales (eficiencia, equidad, 
suficiencia y simplicidad administrativa). En esencia, esta alternativa implica analizar la 
forma en que pueden incorporarse dimensiones ambientales en tributos que tienen otras 
funciones. La estrategia de incorporación de estos objetivos en lo que podría denominarse 
como el “núcleo” de la fiscalidad implica incorporar consideraciones sobre la suficiencia de 
los recursos. Esto hace que la discusión de la Política Fiscal Ambiental se sitúe en el centro 
de los debates sobre la política fiscal, lo que tiene evidentes implicaciones presupuestales.

Cuando se analiza el caso de la fiscalidad aplicable sobre las actividades agropecuarias 
de los países analizados en este informe, resulta evidente que las intervenciones tienen 
que ser capaces de incidir en las decisiones de asignación de recursos y que, por lo tan-
to, involucran aspectos directamente relacionados con las tecnologías de producción. La 
adaptación al cambio climático y el uso sustentable de los recursos naturales renovables 
tienen en las actividades agropecuarias evidentes implicaciones tecnológicas. Por ende, el 
esfuerzo orientado a contemplar objetivos ambientales en estos sectores debe involucrar 
a la estructura de tributos sobre la producción y sobre las rentas generadas por estas 
actividades.

En esencia, una estrategia de este tipo puede implicar una economía política más com-
pleja que en el caso de los instrumentos fiscales específicamente diseñados para alcanzar 
objetivos ambientales. La consideración de motivaciones ambientales en el “núcleo” de 
la estructura fiscal hace que los debates sobre estas cuestiones se integren a la discusión 
general sobre la fiscalidad. Los argumentos ambientales pasan a formar parte de las discu-
siones relacionadas con la presión fiscal a nivel global y con la forma en que se distribuye 
la carga tributaria entre los distintos sectores de la economía.
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tributarios, existen al menos dos aspectos que 
deben ser considerados a la hora de incluir 
objetivos ambientales en las políticas fiscales 
de cada país. El primero se relaciona con el 
grado de especificidad de los instrumentos 
utilizados. Esto tiene que ver con la ubicación 
de la Política Fiscal Ambiental en la estructura 
tributaria. 

En este sentido, es posible identificar dos 
modalidades extremas. Por un lado, se pue-
den incluir dimensiones ambientales en inter-
venciones diseñadas en forma separada del 
resto del sistema tributario. En este caso, los 
instrumentos fiscales ambientales son inclui-
dos en la estructura tributaria con el propósito 
explícito de atenuar o de eliminar externalida-
des ambientales concretas. Esta alternativa 
establece una vinculación estrecha entre obje-
tivos ambientales y los instrumentos fiscales. 
Por otro lado, es posible que las consideracio-
nes ambientales formen parte de los criterios 
y principios generales con que se definen las 
estructuras tributarias. En este caso, no es 
posible establecer un vínculo directo entre 
cada uno de los instrumentos y los objetivos 
ambientales. 

Un segundo aspecto está vinculado a la 
economía política de las diferentes formas 
en que pueden incorporarse las innovaciones 
fiscales para atender objetivos ambientales. 
Esta es una dimensión que involucra decisio-
nes políticas y que debe ser tenida en cuenta 
desde las etapas de diseño de las intervencio-
nes. La evidencia muestra que las reformas 
fiscales tienen que hacer frente a acciones y 
reacciones por parte de diversos sectores y 
grupos de interés. Es poco probable que las 
modificaciones tributarias sean aceptadas pa-
sivamente por parte de los agentes sobre los 
que recaería el peso de la nueva carga tribu-
taria. Es razonable conjeturar que los sectores 
que tienen que pagar los nuevos, o los ma-
yores, impuestos se movilizarán y reacciona-
rán buscando bloquear el avance de las ini-
ciativas reformistas. Es un hecho por demás 
conocido, por otra parte, que los sectores 
beneficiados por los cambios tributarios no 
suelen organizarse para apoyar las iniciativas 
fiscales propuestas por los gobiernos. Existe, 
por otra parte, un conjunto de actores y sec-
tores de la sociedad que no logran percibir los 
beneficios que podrían derivarse de las inno-
vaciones propuestas. Estos sectores podrían 
llegar a representar una porción mayoritaria 
de la población. La extensión de la indiferen-

cia puede llegar a comprometer el avance de 
las iniciativas. 

Para evitar la consolidación de mayorías 
que impiden el avance de las innovaciones es 
importante que los gobiernos realicen esfuer-
zos para informar y difundir los fundamentos 
y las motivaciones de las modificaciones tribu-
tarias propuestas. Esto es especialmente rele-
vante en el caso de intervenciones que persi-
guen objetivos ambientales. La preparación de 
una estrategia de información y comunicación 
para explicar los fundamentos de los cambios 
propuestos debe considerarse como una prio-
ridad. El aporte de información sólida, desde 
el punto de vista de los fundamentos técnicos, 
acerca de las innovaciones fiscales propuestas 
para corregir externalidades ambientales sue-
le tener buen rédito, sobre todo si se pretende 
atenuar el impacto de reacciones de los agen-
tes que se oponen a la reforma.

El Recuadro 1 expone dos esquemas que 
podrían considerarse como formas extremas 
de inclusión de dimensiones medioambienta-
les en los sistemas fiscales de los países de la 
región. Estas dos modalidades no deben con-
siderarse como mutuamente excluyentes. Muy 
por el contrario, el desarrollo de una Política 
Fiscal Ambiental eficaz para atacar los proble-
mas que plantea el cambio climático y al uso 
productivo sustentable de los recursos natura-
les debe incluir necesariamente elementos de 
ambas alternativas.

HACIA UNA VISIÓN REGIONAL
Los efectos del cambio climático se mani-

fiestan de forma específica sobre la actividad 
económica en cada país. Parece razonable, por 
tanto, que las respuestas nacionales en mate-
ria de mitigación y adaptación constituyan el 
componente básico de una estrategia que pre-
tenda reducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero a escala global. De hecho, el for-
mato de los compromisos que se plasmaron en 
las Contribuciones Nacionalmente Determina-
das acordadas en la Conferencia de París de 
finales de 2015 ilustra sobre la relevancia que 
tiene el abordaje nacional, al menos en la etapa 

Adoptar estrategias
de comunicación
para explicar las
medidas fiscales
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actual de la cooperación internacional. 
La especificidad que tienen los desafíos del 

cambio climático para el conjunto de países 
del MERCOSUR y la importancia estratégica 
que tiene el uso sustentable de los recursos 
naturales renovables para las economías per-
tenecientes al bloque abren, no obstante, una 
oportunidad para generar una visión compar-
tida y diferente a la que ha predominado en la 
cooperación internacional. 

La creación de un Foro MERCOSUR en que 
se propicie la reflexión conjunta de los países 
podría contribuir a generar acuerdos básicos 
que, una vez alcanzados, faciliten la implemen-
tación de políticas y programas nacionales o 
regionales que fortalezcan el proceso de avan-
ce hacia la reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero, yendo más allá de los 
compromisos nacionales asumidos a nivel glo-
bal. Una iniciativa de este tipo mostraría a los 
países del bloque como actores interesados 
en participar activamente de una estrategia 
de cooperación regional para generar una res-
puesta propia ante los desafíos ambientales. 
En este ámbito podrían participar los países 
asociados al bloque, demostrando que los pro-
blemas planteados van más allá de los intere-
ses particulares de los miembros plenos del 
MERCOSUR.

Esta instancia debería convocar, obviamen-
te, a las autoridades responsables de las po-
líticas ambientales de los países. Pero, dada 
la importancia de las actividades productivas 
intensivas en recursos naturales renovables en 
las economías del MERCOSUR, las mejores po-
sibilidades para avanzar a través de una inicia-
tiva de este tipo requerirían el involucramiento 
de ámbitos de gobierno que manejan las políti-
cas económicas y productivas. 

En particular, en el área de la producción 
sería conveniente asegurar la presencia de los 
responsables de las políticas agropecuarias y 
energéticas, en la medida en que las acciones 
de mitigación y adaptación involucran, necesa-
riamente, a estos sectores de la economía. Por 
otra parte, si se pretende avanzar en el uso de 
instrumentos fiscales es importante la partici-
pación de los ministerios que tienen a su cargo 

el manejo de las finanzas públicas. Difícilmen-
te, puedan concretarse progresos en la Política 
Fiscal Ambiental sin una activa participación 
política y técnica de las autoridades que tienen 
a su cargo el manejo de las finanzas públicas y 
de la política presupuestal. 

Para la puesta en marcha de un foro de es-
tas características podría gestionarse el apoyo 
de instituciones financieras multilaterales que 
trabajan con los países de la región (BID, CAF, 
Banco Mundial, FONPLATA). Asimismo, podría 
aprovecharse la experiencia de la CEPAL que, 
desde hace un tiempo, viene impulsando una 
Red sobre Cambio Climático, Instrumentos 
Económicos y Fiscalidad Ambiental que tiene 
como principal objetivo establecer un meca-
nismo de comunicación permanente para el in-
tercambio de experiencias en el uso de instru-
mentos económicos y fiscales frente al cambio 
climático y a otros retos medioambientales. 

No hay que perder de vista que el desarrollo 
de instancias de cooperación entre los países 
del MERCOSUR para hacer frente a los desafíos 
del cambio climático aparece justificado por 
sólidas razones económicas. La existencia de 
rasgos comunes entre las dotaciones de recur-
sos de las economías y la fuerte especialización 
internacional que éstas exhiben en actividades 
productoras de bienes agropecuarios y agro-
industriales abren posibilidades reales para 
definir una agenda de trabajo que, al tiempo 
que fortalezca la competitividad y el desarrollo 
tecnológico de los sectores exportadores, con-
tribuya a desplegar una respuesta más efectiva 
frente al cambio climático. 

La adopción de patrones de producción 
que propicien el uso sustentable de los recur-
sos naturales podría llegar a convertirse, in-
cluso, en un factor de competitividad interna-
cional, teniendo en cuenta que las pautas de 
consumo predominantes en los mercados de 
los países industrializados orientan cada vez 
más sus preferencias hacia bienes producidos a 
partir de técnicas de producción que preserven 
el medio ambiente. Los países del MERCOSUR 
podrían invertir en una estrategia orientada a 
priorizar el desarrollo de actividades que ge-
neren un mayor “valor agregado ambiental” y 
que se traduzcan en una generación de “expor-
taciones verdes”, parte de un programa de in-
cremento en la competitividad y diferenciación 
de productos.

El despliegue de una estrategia de largo 
plazo orientada a asegurar un uso eficiente y 
ambientalmente sustentable de los recursos 

Crear un Foro
de fiscalidad

ambiental
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naturales podría convertirse en un ingrediente 
clave de las estrategias de desarrollo econó-
mico y social de los países del MERCOSUR. El 
compromiso de los gobiernos con la sosteni-
bilidad ambiental y con la adopción de tecno-
logías que privilegien la adaptación al cambio 
climático deberían ayudar a generar una rela-
ción menos conflictiva con grupos ambientalis-
tas que muchas veces miran con recelo el esca-
so interés que tienen estos temas en la agenda 
de prioridades de los gobiernos.

De hecho, la puesta en marcha de una 
estrategia de cooperación para avanzar en 

materia de Política Fiscal Ambiental podría 
reducir las resistencias internas en los países 
del bloque y facilitar la introducción de inno-
vaciones tributarias y regulatorias que contri-
buyan a intensificar la reducción de emisiones 
de gases de efecto invernadero. En definitiva, 
la estrategia de cooperación podría ser con-
cebida como un instrumento para enfrentar 
la resistencia de economía política que cada 
país enfrenta a la hora de utilizar instrumentos 
fiscales con propósitos ambientales.

En definitiva, la agenda del cambio climá-
tico y el uso sustentable de los recursos natu-
rales podría ser utilizada para impulsar nuevas 
formas de cooperación entre los países del 
MERCOSUR y asociados que podrían tener un 
impacto benéfico en términos económicos y, 
a la vez, convertirse en una herramienta de la 
región para contribuir a objetivos globales de 
gran significación.

Priorizar actividades
que generen mayor

valor agregado ambiental
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Los países del MERCOSUR cuentan con experiencia histórica en materia de integración ener-
gética que deriva de la distribución no uniforme de recursos, por ejemplo, de la hidroelec-
tricidad. Sin embargo, la evolución de la institucionalidad específica en esta materia parece 
insuficiente, no habiéndose aprovechado todo el potencial que brindan las complementarie-
dades. En el marco actual de crecimiento del uso de energías renovables, una agenda de inte-
gración debería ampliar su espectro. Con la mira en los efectos ambientales se podría avanzar 
en una armonización de las normas que regulan el mercado y la producción de energía para 
incentivar la eficiencia y minimizar sus impactos no deseados.

ENERGÍAS
RENOVABLES
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ENERGÍA Y SOSTENIBILIDAD
Un suministro de energía confiable es esen-

cial para el funcionamiento de todas las eco-
nomías modernas. No existen dudas que el de-
sarrollo de un país está hoy ligado a la energía 
con la que pueda contar para llevar adelante 
sus actividades productivas, de transporte, in-
dustrialización y de construcción. 

A pesar de un enlentecimiento en su cre-
cimiento, se esperan aumentos en el consumo 
mundial de energía, debido en gran parte a la 
creciente industrialización y la demanda en los 
países menos desarrollados, agravada por in-
eficiencias tanto en la distribución como en el 
consumo energético en todos los países. Se-
gún el último informe del BP Statistical Review 
of World Energy (2016) el consumo mundial de 
energía primaria aumentó 1,0% en 2015, muy 
por debajo de su promedio de los diez años 
anteriores (1,9%), donde las economías emer-
gentes representaron 97% de este incremento.

Pero no solo hay que considerar la dispo-
nibilidad energética presente, sino que, para 
pensar en un desarrollo sostenible, es necesa-
rio contar con un horizonte de abastecimiento 
confiable y que considere los incrementos en 
la demanda de energía. Cualquiera que sea la 
fuente de energía, existe una importante nece-
sidad por lograr una transformación eficiente, 
tanto en la distribución como en su uso. Los 
países del MERCOSUR no son ajenos a esta 
realidad y vienen realizando importantes es-
fuerzos para incrementar la participación de 
renovables en sus matrices energéticas. Un 
aprovechamiento de las complementariedades 
entre países puede generar espacios fructífe-
ros para la cooperación y beneficios regionales.

ENERGÍAS RENOVABLES: 
QUÉ SON Y CUÁL ES SU DESPLIEGUE

A NIVEL GLOBAL?
Recientemente, se evidencia un avance tec-

nológico en energías renovables que ha exten-
dido su uso globalmente, ya que estas fuentes, 
de una forma u otra, se encuentran disponibles 
en todo el mundo. En contraste con las fuentes 
convencionales como lo son el gas, el carbón 
y el petróleo, que están geográficamente con-
centradas en algunos países, todos los países 
del mundo tienen por lo menos una fuente de 
energía renovable potencialmente disponible. 

Cuando nos referimos a energías renova-
bles consideramos aquellas que provienen de 
procesos naturales y que pueden reponerse a 
una tasa mayor de la que son consumidas. Twi-

dell y Weir (2015) la definen como “… la energía 
obtenida a partir de los flujos naturalmente re-
petitivos y persistentes de energía que se pro-
ducen en el entorno local” (p.3). 

El sistema de energías renovables incluidas 
bajo la anterior definición incluye entre las más 
citadas la energía de la radiación solar (ter-
mosolar o termoeléctrica como fotovoltaica), 
del viento (energía eólica), la biomasa (bio-
combustibles, energía eléctrica y térmica), ríos 
(energía hidráulica), las olas del mar (energía 
undimotriz), las mareas (energía mareomotriz) 
y el calor geotérmico (energía geotérmica). 

La composición del consumo mundial de 
energía por tipo ha permanecido relativamente 
estable en el tiempo (Gráfico 1). Se aprecia una 
disminución en el consumo de petróleo parcial-
mente sustituido por un incremento en el de 
carbón, seguido por el incremento en el consu-
mo de energías renovables no convencionales, 
como la hidráulica y bioenergías. 

Aunque en la actualidad representan un 
aporte minoritario, las energías renovables 
continúan creciendo, alcanzando más del 10% 
del consumo de energía primaria en 2015 (Grá-
fico 2). Al mismo tiempo, el consumo de los 
combustibles fósiles registra pequeñas pero 
alentadoras disminuciones, lo cual indica que 
de continuar dicha tendencia se logrará una 
migración hacia fuentes más sustentables de 
energía (BP Statistical Review of World Energy, 
2016). Sin embargo, el surgimiento y avance 
global de las energías renovables está lejos de 
ser uniforme, tanto en términos de tecnologías 
desplegadas como de su distribución espacial.

Unos pocos países y regiones dominan 
tanto la fabricación como el uso de estas tec-
nologías renovables (Gráfico 3). La región de 
América del Sur constituye una proporción mi-
noritaria del consumo a nivel mundial. De todas 
maneras, como se verá más adelante, las ener-
gías renovables contribuyen en forma relevan-
te y creciente a las matrices energéticas de los 
países del MERCOSUR.

Del consumo mundial de energía renovable 
en 2015, las bioenergías representaron 1% y las 
energías renovables modernas 10%, con una 
importante participación de la hidroelectrici-
dad (Gráfico 4).

La madurez comercial y la competitividad 
económica de las diferentes tecnologías reno-
vables son desiguales, presentando mayor cre-
cimiento la eólica, la solar y la biomasa. La geo-
térmica, la hidroeléctrica a pequeña escala y las 
tecnologías marinas siguen avanzando, pero sus 
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participaciones siguen siendo pequeñas y son 
escasas las situaciones donde las condiciones 
geográficas o de recursos son propicios.

En cuanto a la generación eléctrica mundial, 
7% de la generación eléctrica total en 2015 fue 
en base a energías renovables. Aquí, la energía 
eólica es la nueva tecnología renovable más am-
pliamente desplegada, siendo en la actualidad 
la mayor fuente de nueva electricidad renova-
ble (52,2% de la nueva generación renovable 
(GWEC, 2016). Aquí la escala de los molinos es 
determinante en los costos, considerando que 
equipos de pequeña escala encuentran su lugar 
en forma local, fuera de la red, a un costo que 
duplica o cuadriplica aquel logrado por los equi-
pos de mayor envergadura (GWEC, 2016).

La generación de energía solar creció 32,6% 
(entre 2014 y 2015), con China (69,7%), EE.UU. 
(41,8%) y Japón (58,6%) mostrando los mayo-
res incrementos (BP Statistical Review of World 
Energy, 2016). La energía solar ha experimenta-
do avances tecnológicos y reducciones de cos-
tos importantes. Esta reducción se ha basado 
en avances en células y en eficiencias del mó-
dulo, aplicación y automatización de la fabri-
cación. Mientras tanto, el diseño básico de las 
células fotovoltaicas, basadas en semiconduc-
tores que dominan el mercado, ha cambiado 

modestamente desde la década de 1970. (Fla-
vin et al., 2014). 

En cuanto a la biomasa, esta puede ser 
cualquier fracción biodegradable de produc-
tos o residuos de origen biológico (proceden-
te de actividades agrarias, pesqueras o de la 
silvicultura) o de origen industrial y municipal. 
Cuando la biomasa se procesa para uso ener-
gético se convierte en un biocombustible, que 
puede ser sólido (astilla, pellets, etc.), líquido 
(biocarburantes líquidos) o gaseoso (biogás). 
Su contenido energético puede aprovecharse 
a través de diferentes procesos de transforma-
ción para obtener energía útil en sus diversas 
formas: energía térmica, mecánica o eléctrica.

La combustión directa de la biomasa para la 
generación de energía eléctrica se ha utilizado 
durante décadas y es común en Europa y Amé-
rica del Norte. En cuanto a la producción de 
biocombustibles, creció solo 0,9% a nivel glo-
bal en 2015, situándose esta cifra muy por de-
bajo del promedio de los diez años anteriores 
(14,3%). Brasil (6,8%) y EE.UU. (2,9%) represen-
tan prácticamente la totalidad del incremento 
neto entre 2014 y 2015, compensado en parte 
por grandes descensos en Indonesia (46,9%) 
y Argentina (23,9%) en el mismo período (BP 
Statistical Review of World Energy, 2016).155

La hidráulica es una tecnología de energía 
renovable madura que continúa siendo desple-
gada en muchos países en desarrollo. Además 
de las grandes centrales hidroeléctricas, las pe-
queñas centrales (menos de 10 MW) son una 
opción popular, especialmente en las zonas 
donde la electricidad por la red principal no 
está disponible. 

Provienen de procesos
naturales y se reponen

a un ritmo mayor al que
son consumidas

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DEL CONSUMO MUNDIAL DE ENERGÍA POR TIPO DE COMBUSTIBLE, 1990-2015

Nota: El consumo de petróleo se mide en millones de toneladas y otros combustibles en millones de toneladas equivalentes 
de petróleo.
Fuente: Elaboración propia en base a las series de BP Energy Outlook 2016. 
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La electricidad geotérmica ha sido utilizada 
desde la década de 1970 en lugares donde el 
agua geotérmicamente calentada se encuentra 
cerca de la superficie terrestre. Estos recursos 
se encuentran en pocos lugares, sin embargo, 
poco más de 10 GW de capacidad de gene-
ración están en funcionamiento mundialmen-
te (REN21, 2014). Las nuevas tecnologías que 
puedan aprovechar el calor geotérmico, prácti-
camente ilimitado y encontrado en lo profundo 
de la corteza terrestre, han presentado dificul-
tades técnicas y altos costos. 

Asimismo, se está desarrollando una gama 
de recursos marinos para suministrar electri-
cidad renovable. Mareas, olas, corrientes y los 
diferenciales de calor tropical, representan 
enormes recursos, pero por dificultades tecno-
lógicas y de costos ofrecen solo pequeñas can-
tidades de electricidad en la actualidad, con la 
excepción de la energía mareomotriz en unos 
pocos lugares (Flavin et al., 2014).

VENTAJAS Y DESVENTAJAS
DE LOS DIFERENTES TIPOS
DE ENERGÍA RENOVABLE

Las energías renovables, también conoci-
das como energías verdes o sostenibles se di-
ferencian de la energía no renovable dado que 
estas últimas son “…energías obtenidas a partir 
de depósitos estáticos de energía que se en-
cuentran bajo tierra a no ser que sean libera-

das por la interacción humana” (Twidell y Weir, 
2015, p.3). Ejemplos de estas últimas son los 
combustibles nucleares y los combustibles fó-
siles de carbón, petróleo y gas natural. Si bien 
todas las tecnologías energéticas tienen un im-
pacto sobre el medio ambiente, la capacidad 
de mitigarlos es una de las principales ventajas 
de la energía renovable.

Las emisiones resultantes del uso de com-
bustibles fósiles determinan cada vez más una 
limitación fundamental. En particular, las emi-
siones de dióxido de carbono (CO2) proce-
dentes de la combustión de combustibles fó-
siles han aumentado de manera importante la 
concentración de CO2 en la atmósfera. Existe 
consenso a nivel científico en que, de continuar 
el ritmo de crecimiento actual de emisiones, el 
efecto invernadero se verá reforzado y se in-
tensificará el proceso de cambio climático, lo 
que podría tener importantes efectos negati-
vos en la producción de alimentos y el abaste-
cimiento de agua, entre otros impactos sobre 
la sociedad en su conjunto (IPCC 2013/2014). 

En contraste, la energía eléctrica renova-
ble no genera emisiones a la atmósfera y la 
hidrósfera durante su operación. Aunque las 
emisiones en la generación de energía eléctri-
ca renovable que proceden de la fabricación, 
transporte y ensamblado de todo tipo de equi-
pos de energía no son cero, estas son consi-
derablemente menores por unidad de energía 
generada que las emitidas durante el uso de 
combustibles fósiles. Algunas energías reno-
vables pueden reducir significativamente las 
emisiones de GEI cuando sustituyen los com-
bustibles fósiles y reducir el consumo de agua 
(UN Water, 2014)

10% es su
contribución a la
matriz energética

GRÁFICO 2
CONSUMO MUNDIAL DE ENERGÍAS PRIMARIAS 2015

Fuente: Elaboración propia en base a las series de BP Energy Outlook 2016.
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Las fuentes de energía renovables tienen 
algunos impactos ambientales específicos, 
pero estos son generalmente locales y pue-
den ser reducidos a través de una cuidadosa 
planificación y por la aplicación de estrategias 
de mitigación. La energía eólica, por ejemplo, 
puede poner en riesgo las aves que golpean 
las aspas, lo que puede reducirse a través de 
la correcta localización, cuidado y la instala-
ción de dispositivos que adviertan a las aves 
sobre las turbinas (Wang et al., 2015). Instala-
ciones solares de gran tamaño pueden ser pe-
ligrosas para algunos animales terrestres, re-
quiriendo evaluaciones de impacto ambiental 
para determinar los impactos potenciales del 
proyecto. Tanto la energía geotérmica como 
la producción de células solares pueden libe-
rar sustancias químicas tóxicas con efectos 
potenciales para la salud. Intervenciones gu-
bernamentales son generalmente necesarias 
para garantizar que no se tomen atajos con el 
fin de reducir los costos que comprometan su 
performance ambiental.

La bioenergía puede poner en peligro la sa-
lud del suelo y la biodiversidad, dependiendo 
de la materia prima utilizada. A su vez, el uso 
de materiales con potencial de uso comestible 
(cereales, azucares, aceites vegetales y grasas 
animales) es controversial (food vs. fuel). Al 
utilizar residuos agrícolas, suficiente biomasa 
de la cosecha debe ser dejada en el campo 
para preservar el contenido de carbono, man-
tener los niveles de nutrientes y reducir la ero-
sión (Tomei et al., 2016). A su vez, existe deba-
te sobre las credenciales ambientales dados 
los efectos de cambios indirectos del uso de 
la tierra (Searchinger et al., 2008).

La mayoría de los desarrollos hidroeléctri-
cos en los países industrializados se ha dete-
nido, mientras en los países en desarrollo han 
surgido importantes y extendidos conflictos 
(Nelson, 2013). En la mayoría de los casos, las 
pequeñas centrales hidroeléctricas no requie-
ren grandes embalses, lo que reduce su im-
pacto ambiental.

ENERGÍAS RENOVABLES
EN EL MERCOSUR

El MERCOSUR es una región en la que las 
energías renovables están experimentando 
un rápido crecimiento. Los altos precios de la 
electricidad en la mayor parte de la región, la 
creciente demanda, los problemas de seguri-
dad energética y, en algunos casos, el poten-
cial para la exportación, proporcionan un terre-
no fértil para el despliegue de tecnologías de 
energía renovable. Esto se ve potenciado por 
los recientes descensos en algunos costos tec-
nológicos y el aumento de la competitividad. 
Asimismo, la región cuenta con un largo his-
torial de desarrollo de energía hidroeléctrica. 
Todo esto se ha traducido en numerosas políti-
cas y leyes destinadas a fomentar el despliegue 
de las energías renovables.

A pesar de esto, la región en su conjunto 
se mantiene lejos de usar todo su potencial 
energético renovable para suministrar energía 
asequible, fiable y sostenible. El despliegue y 
el desarrollo de dichas energías en la región se 
enfrentan a múltiples barreras transversales, 
como la falta de conciencia pública acerca de 
sus beneficios y la factibilidad tecnológica; in-
tereses creados en el statu quo; inaccesibilidad 
de información; subsidios a los combustibles 

GRÁFICO 3
CONSUMO TOTAL DE ENERGÍAS RENOVABLES POR REGIÓN, 2015

Fuente: BP Statistical Review of World Energy (2016). 
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fósiles; escasez de capital; sistemas de finan-
ciamiento y crédito inadecuados; sistemas le-
gales volátiles; y la falta de marcos de políticas 
a largo plazo y políticas de apoyo concretas. 
Sin embargo, la existencia de diversos meca-
nismos para superar estas barreras ha demos-
trado su eficacia en la región y más allá.

ESTADO DE DESARROLLO DE LAS
ENERGÍAS RENOVABLES, PARTICIPACIÓN Y 
TECNOLOGÍAS

Del balance energético de Argentina para 
2014, se desprende que el 89% de la oferta de 
energía interna es de origen no renovable y que 
las principales fuentes fueron petróleo y gas na-
tural (ver Gráficos 5 y 6). En cuanto a la partici-
pación de las energías renovables se destaca la 
energía hidráulica con un poco más de 4% y los 
aceites vegetales con 3,34%. La participación 
de otras energías renovables en la oferta de 
energías primarias es casi nula (MINEM, 2015).

Dicha matriz contrasta fuertemente con la 
de Brasil, que tiene muy diversificada sus fuen-
tes primarias, donde las energías de origen 
renovable suman 41,2% (Gráfico 5), y se pre-
vé hacerlas crecer hasta 46,3% en 2020 (MME, 
2016). En cuanto a su oferta interna de energía, 
a 2015 se observa una participación mayorita-
ria del petróleo y sus derivados, seguido por 
energías renovables donde se incluyen energía 
eólica, biodiesel, residuos de la biomasa y de la 
caña de azúcar (Gráfico 6) (MME, 2016).

En cuanto a Paraguay, de acuerdo con los 
datos de su balance energético nacional, en 
2014, 53% de la oferta de energía correspon-
dió a hidroelectricidad y 29% a biomasa. El 18% 
restante son hidrocarburos importados. 

En la demanda, el consumo final de energía 
en 2014 significó un crecimiento de 5,1% res-
pecto de 2013. Se destaca el crecimiento re-
gistrado en el consumo de electricidad (8,6%) 
y en los consumos de derivados del petróleo 
(5,1%). Los consumos registrados en productos 
de la biomasa en 2014 crecen 3,7%, marcando 
un cambio en la tendencia decreciente obser-
vada anteriormente. El aprovechamiento más 
utilizado es la biomasa sólida como leña, car-
bón vegetal, etc. La mayor parte es aprovecha-
da en las regiones rurales por los habitantes de 
menos recursos, sin embargo, una gran parte 
no resulta sustentable (SSME, 2015).

En 2015, las renovables tuvieron una par-
ticipación del 56,5% en la matriz de abaste-
cimiento uruguaya, mientras que el restante 
43,5% correspondió a fuentes no renovables. 
Dicha matriz de abastecimiento de energía, es-
tuvo integrada principalmente por petróleo y 
derivados, seguidos por la biomasa, hidroelec-
tricidad y la electricidad de origen eólico. Fi-
nalmente, con participaciones muy pequeñas 
respecto al resto de las fuentes, se encuentra el 
gas natural y la electricidad solar fotovoltaica 
(DNE, 2016).

El modelo energético venezolano ha gira-
do en torno a los desarrollos hidroeléctricos 
(cerca del 70% de la energía es hidroeléctrica 
según datos 2015) y a las plantas termoeléc-
tricas sustentadas en la quema de combusti-
bles fósiles. El país posee poca experiencia en 
proyectos alternativos de energías renovables. 
Las principales acciones para la promoción 
de nuevas energías renovables se concentran 
en la generación eólica, pero su desarrollo es 
poco relevante (UNFCC, 2015).

GRÁFICO 4
PARTICIPACIÓN ESTIMADA DE ENERGÍAS RENOVABLES EN EL CONSUMO GLOBAL DE 
ENERGÍAS, 2015

Fuente: Elaboración propia en base a las series de BP Statistical Review of World Energy (2016)
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IMPORTANCIA EN EL SECTOR 
ELECTRICIDAD

Como se observa en los Gráficos 7 y 8 a 
continuación, en el caso de Argentina, el 72% 
de la generación de energía eléctrica es de ori-
gen térmico, seguido por la hidráulica con 23%, 
nuclear con 4%, mientras las renovables (eólica, 
solar, biogás, biomasa y micro hidráulicas) solo 
representan el 1% (MINEM, 2015).

En el caso de Brasil, en 2015, la oferta inter-
na de energía eléctrica disminuyó 1,3% respec-
to de 2014. A nivel de fuente merece ser desta-
cado el aumento de 77,1% de oferta eólica, 7,1% 
por lixivia (licor negro) y otras bioenergías, y 
de 5,8% por bagazo de la caña. Las ofertas de 
petróleo y gas natural disminuyeron 19,0% y 
2,0%, respectivamente. La supremacía de ge-
neración hidráulica resulta menos acentuada 
en 2015, representando 58,4% de la estructura 
de la oferta interna de energía eléctrica, contra 
65,2% verificado en 2014 y 70,6% en 2013. La 
oferta de energía y de bagazo de la caña su-
man 9% (media anual), al tiempo que la ener-
gía solar, a pesar de la alta tasa de crecimiento 
interanual, es todavía poco significativa en la 
matriz. (MME, 2016).

La energía eléctrica disponible para el mer-
cado nacional paraguayo presentó en 2014 un 
crecimiento de 7,4 % respecto de 2013. Casi 
la totalidad de la oferta interna de energía 

eléctrica proviene de la energía producida en 
centrales hidroeléctricas y es generada en el 
propio país. El país dispone de 2 centrales hi-
droeléctricas binacionales156 y una de adminis-
tración propia157. A pesar de tener un gran po-
tencial, la energía solar no se ha desarrollado 
en medidas apreciables en Paraguay. A dife-
rencia de la energía solar, Paraguay no es una 
zona con recursos eólicos muy aprovechables 
(SSME, 2015).

Uruguay es un país con una alta participa-
ción de la energía hidráulica en su matriz de ge-
neración eléctrica, y es muy dependiente de las 
condiciones de este recurso. En 2015, el 92,8% 
de la energía eléctrica fue de origen renovable, 
mientras que solo el 7,2% de la electricidad se 
generó a partir de combustibles fósiles (DNE, 
2016). Se destaca en particular el crecimiento 
de la energía eólica y la biomasa en la gene-
ración de energía eléctrica. En forma reciente 
se incorpora la energía solar fotovoltaica en la 
matriz de resultados, representando el 0,4% de 
la electricidad total generada en 2015. 

En el caso de la biomasa, el aumento de po-
tencia instalada en los años 2007 y 2013 co-
rrespondió a la instalación de las plantas de 
celulosa que operan actualmente en el país. 
Respecto a la generación de electricidad, se ha 
registrado un aumento importante, pasando de 
una participación de 1% en 2004 a 18% para el 
último año. 

Venezuela cuenta con un grado de electrifi-
cación aproximadamente del 99%. De acuerdo 
con CORPOELEC158, el parque de generación 
del Sistema Eléctrico Nacional está conforma-
do por un número de complejos hidroeléctri-
cos que generan el 65% del potencial eléctrico. 

La capacidad de mitigar
el impacto ambiental es una
de sus principales ventajas

GRÁFICO 5
OFERTA INTERNA ENERGÉTICA POR FUENTE, 2014-2015

Fuente: En base a información de los Balances Energéticos Nacionales.
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El 35% restante proviene de plantas termoeléc-
tricas y casi 3% corresponde al sistema de ge-
neración distribuida, conformada por grupos 
electrógenos (UNFCC, 2015).

IMPORTANCIA DE LOS BIOCOMBUSTIBLES
El apoyo a los biocombustibles junto a la 

competitividad de sus sectores agropecuarios 
y agroindustriales, colocan al MERCOSUR, y en 
particular a Argentina y Brasil, entre los princi-
pales productores de etanol y biodiesel a nivel 
mundial. En este sentido, con una participación 
del 28%, Brasil es el segundo productor de 
etanol combustible a nivel mundial, detrás de 
EE.UU. (con 57%, RFA 2016); es también el se-
gundo productor mundial de biodiesel. Argen-
tina, por su parte, está entre los cinco primeros 
exportadores de biodiesel.159  

Las diferentes trayectorias, tamaños de eco-
nomías, niveles de apoyo, competitividad de 
sus sectores agropecuarios y capacidad para 
desarrollar sus sectores industriales han lleva-
do a que los países del MERCOSUR muestren 
grados dispares de despliegue en términos de 
producción y uso de biocombustibles (Cuadro 
1). Por todo esto, no es de extrañar que Argen-
tina y Brasil tengan una producción de gran 
escala en comparación al resto de los países 
del MERCOSUR, y sean, también, jugadores de 
peso en el mercado global de biocombustibles.

El primero que mostró un apoyo decidido a 
este tipo de energía fue Brasil, con su progra-
ma Proalcool en 1975.160 En forma más recien-
te, Brasil incluye al biodiesel a programas de 
apoyo para los biocombustibles, a través de la 
implementación de la obligatoriedad del con-
sumo a nivel doméstico, iniciándose en 2004 
con el Programa Nacional de Producción de 
Biodiesel (PNPB). Mientras que el país tiene 
una importante inserción internacional en el 
mercado de etanol, la producción de biodiesel 
se vuelca al consumo doméstico.

Aunque el precio del etanol esta desregu-
lado en Brasil, el del biodiesel se basa en un 
sistema de subastas con participación de la 
Agencia Nacional de Petróleo. De todas mane-
ras, ambas industrias gozan de amplio apoyo 
público a través de una serie de beneficios fis-
cales, créditos preferenciales para el desarrollo 
de infraestructura, apoyo a la investigación, en-
tre otros (USDA/GAINS 2015). 

La primera década del siglo XXI, vio tam-
bién el inicio de programas de apoyo a la pro-
ducción de etanol y biodiesel en el resto de 
los países del MERCOSUR, aunque se pueden 
identificar esfuerzos anteriores en varios paí-
ses. La ley de Biocombustibles de Argentina 
(Ley 26093), promulgada en 2006, establece 
obligaciones de mezcla de etanol y biodiesel 
con naftas y gasoil, a partir de 2010, respecti-

Nota: En Otras Renovables se agrupan la energía solar y la proveniente de la biomasa.
Fuente: Elaboración propia en base a información de los Balances Energéticos Nacionales. 
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GRÁFICO 7
OFERTA ELÉCTRICA POR FUENTE DE ENERGÍA, 2014-2015

Fuente: En base a información de los Balances Energéticos Nacionales.
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vamente (USDA/GAINS).161 Desde esa primera 
regulación, las políticas de incentivos, precios 
y condiciones de exportación han sido modi-
ficados en numerosas oportunidades, lo que 
crea incertidumbre para los productores. En 
este sentido, el nivel de precios (que son regu-
lados en el mercado doméstico y que varían 
ampliamente según la escala de producción), 
los beneficios especiales para algún tipo de 
materia prima (en particular caña de azúcar) 
y los niveles de impuestos a la exportación 
varían regularmente desde la incepción de las 
medidas de apoyo a la actualidad. En cuanto 
a las materias primas, caña de azúcar y maíz 
aportan cantidades similares para la produc-
ción de etanol. En el caso de biodiesel, la fuen-
te principal de materia prima es el aceite de 
soja. Las tasas diferenciales de impuestos de 
exportación entre el aceite de soja y el bio-
diesel resultan en un subsidio a la producción 
que ha sido cuestionado por productores de 
otros países. 

En el caso de Paraguay, el apoyo público 
de este tipo de energía se materializa en 2005 
a través de la Ley de Promoción de Biocom-
bustibles (No. 2748). Entre los puntos más sa-
lientes de esta ley están la declaración de los 
biocombustibles como de interés general, la 
obligatoriedad de la mezcla de biocombusti-
bles con combustibles fósiles, la promoción de 
la producción de materias primas que tienen 
que ser de origen local y beneficios fiscales 
para las inversiones. Más recientemente (a tra-
vés de la ley 5444 de julio 2015), se prioriza 
el uso de caña de azúcar para la producción 
de etanol, pudiendo usarse granos solamente 
cuando el obtenido de esta última fuente se 
termine.

En Uruguay, la Ley 18195 de 2007, regula 
la producción y uso de biocombustibles. En el 
caso del biodiesel, si bien existe la posibilidad 
de que empresas privadas provean de bio-
combustibles para la mezcla (a ANCAP, ente 
público que es responsable de la producción 
y distribución de combustibles en el Uruguay, 
actuando en el marco de un monopolio ga-
rantizado por ley), este es suministrado por 
ALUR, empresa subsidiaria de ANCAP, creada 
con estos fines.

OBJETIVOS Y POLÍTICAS DE INCENTIVOS
METAS DE PARTICIPACIÓN EN PRODUCCIÓN 
Y/O CONSUMO DE ENERGÍAS RENOVABLES

Los objetivos nacionales de energías reno-
vables son metas numéricas establecidas por 
los gobiernos para lograr una cantidad espe-
cífica de consumo o producción. Los objetivos 
de energías renovables se pueden aplicar a los 
sectores de la electricidad, el transporte o los 
usos térmicos, o al sector de la energía en su 
conjunto y, por lo general, incluyen el período 
de tiempo específico o la fecha en que debe 
alcanzarse el objetivo. Estos ofrecen una clara 
indicación del nivel de desarrollo de las ener-
gías renovables y del calendario contemplado 
por los gobiernos. 

Se han identificado objetivos de producción 
y uso de energía renovable en todos los países 
del MERCOSUR (Cuadro 2). Los objetivos en 
el sector eléctrico se expresan en términos de 
capacidad (MW/GW) o de generación (MWh/
GWh), o en términos relativos. En tanto para 
los biocombustibles se expresan usualmente 
como una participación porcentual del merca-
do. Metas específicas por país y tipo de energía 
se presentan en el Cuadro 2.
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Varios países del MERCOSUR han tenido 
medidas de apoyo a la producción y/o con-
sumo de biocombustibles por un número de 
años. Como en otras regiones, el inicio de esta 
industria ha sido fuertemente dependiente de 
apoyos públicos, y aún lo es.162 Si bien el énfasis 
de los argumentos esgrimidos para proponer y 
promover esas medidas de apoyo varían entre 
países, generalmente incluye razones de diver-
sificación de la oferta, seguridad y soberanía 
energética, mejoras en la calidad ambiental a 
través del reemplazo de combustibles de ori-
gen fósil, y el desarrollo rural, en ocasiones con 
foco en zonas menos favorecidas y producto-
res de pequeña escala (Coyle, 2007). 

Las políticas para la promoción del uso de 
los biocombustibles en el MERCOSUR están 
dominadas por los mandatos de mezcla y los 
incentivos fiscales (IRENA, 2015). Como se ob-
serva en el Cuadro 2, estos establecen el por-
centaje de biocombustible (etanol o biodiesel) 
que se debe mezclar con la gasolina o el diesel, 
los cuales pueden ser estáticos o evolucionar en 
el tiempo, de acuerdo con cantidades preesta-
blecidas o en base a indicadores (IRENA, 2015).

En cuanto a los objetivos de consumo es 
en Argentina donde el punto central lo cons-
tituye la existencia de metas de consumo de 
energías renovables por ley163. La misma obli-
ga a los grandes usuarios de energía eléctrica, 
en especial a aquellos que tienen un consumo 
igual o superior a 300 KW, a abastecerse con 
generación que utilice fuentes renovables. 

PRINCIPALES MECANISMOS DE APOYO A 
LAS ENERGÍAS RENOVABLES

En cuanto a las políticas de incentivos, la 
inclusión de las tecnologías de energías reno-
vables en programas y proyectos para el ac-
ceso a la energía en América Latina es un fe-
nómeno generalizado. En el caso de los países 
del MERCOSUR, algunos (Argentina) utilizan 
concesiones exclusivas como mecanismo para 
proporcionar acceso a la energía a través de 
sistemas solares domésticos. Otros, propor-
cionan subsidios directos para el acceso a la 
energía, y todos los países, con la excepción de 
Venezuela, han creado fondos específicos para 
energías renovables o fondos para el acceso a 
determinadas energías renovables. 

Brasil y Uruguay actualmente aplican polí-
ticas en materia de balance neto y autoconsu-
mo. Estas permiten a los consumidores gene-
rar su propia electricidad a partir de fuentes de 
energía renovables y contribuir a la red general 
para compensar el consumo futuro o para per-
cibir una remuneración en base a los términos 
contractuales. (IRENA, 2015). 

En el caso de la energía solar térmica se han 
identificado mandatos solares164 nacionales en 
Uruguay y mandatos sub-nacionales en Brasil, 
vinculados estos últimos a los programas de vi-
viendas sociales.

En cuanto a las políticas para la producción 
de energía renovable dentro de los incentivos se 
destaca la existencia de leyes que promocionan 
estas energías en general. Actualmente dentro 

GRÁFICO 8
COMPOSICIÓN DE LA OFERTA ELÉCTRICA INTERNA, 2014-2015 

Fuente: En base a información de los Balances Energéticos Nacionales.
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de los países del MERCOSUR, Argentina y Uru-
guay que cuentan con leyes de energías renova-
bles, Brasil con leyes específicas por recurso y 
Venezuela está en proceso de desarrollo de una. 

Las subastas constituyen el instrumento nor-
mativo más popular para el despliegue de las 
energías renovables en América Latina. Estos 
son procesos de contratación mediante licita-
ción competitiva de electricidad procedente de 
energías renovables. El producto licitado pue-
de ser capacidad (MW) o energía (MWh). El 
gobierno evalúa las ofertas en base al precio y 
otros criterios, y firma un contrato con la empre-
sa adjudicataria, por lo general un acuerdo de 
compra de energía a largo plazo (IRENA, 2015).

Las subastas pueden adjudicar contratos 
para la capacidad de generación, como en Uru-
guay o, como ocurre en Brasil, para definir uni-
dades adicionales para sus sistemas de subas-
ta. Las subastas pueden ser tecnológicamente 
neutras (abiertas a todas las tecnologías) o 
específicas por tecnología. La mayoría de los 
países tienen una combinación de diferentes 
tipos de subastas. Argentina realizó una única 
subasta en 2009 para la generación de energía 
eólica, solar, biomasa y de pequeñas centrales 
hidroeléctricas. Brasil realizó su primera subas-
ta en 2007 y continuó año a año hasta la fecha 
(2015). En el caso de Uruguay las subastas para 
la generación de energía eólica datan de 2006, 
2009 y 2011. En cuanto a la generación de 
energía solar se ha realizado solo una en 2013 

y para biomasa y energía proveniente de pe-
queñas centrales hidroeléctricas otra en 2006. 

Existen además otros instrumentos norma-
tivos, pero con éxito limitado en los países del 
MERCOSUR. Tal es el caso del régimen de ta-
rifas reguladas, antiguamente establecidas en 
Argentina y Brasil, y ya instalada, aunque de 
aplicación limitada, en Uruguay. Adicionalmen-
te, se han identificado varios sistemas híbridos 
que combinan las subastas con elementos de 
diseño de otros tipos de regulación, como las 
tarifas reguladas, las cuotas o el balance neto. 
En Uruguay se combinaron las subastas y el 
balance neto comercial al permitir que los con-
sumidores comerciales instalen parques eóli-
cos para autoconsumo y que vendan el exceso 
de energía al precio resultante de la última su-
basta inmediatamente anterior al contrato. 

El desarrollo de políticas de acceso a la fi-
nanciación es clave para el desarrollo de las 
energías renovables. En América Latina varios 
países han creado fondos públicos específicos 
para energías renovables o fondos que se pue-
den destinar a energías renovables, como es el 
caso de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. 

La financiación directa, ya sea en forma de 
subsidios, subvenciones, contratación directa o 
emisión de acciones y/o deuda, son instrumen-
tos que pueden resultar eficaces para promo-
ver las energías renovables. Los mismos se han 
identificado aplicados a las energías renova-
bles en países como; Argentina, Brasil, Uruguay 
y Venezuela.

PERSPECTIVAS, POSIBILIDADES PARA LA 
INTEGRACIÓN Y BARRERAS

La integración energética regional es un 
proceso en marcha cuyo propósito consiste en 

El bloque aún no ha
aprovechado todo su
potencial energético

Fuente: Elaboración propia en base a información de reportes USDA/Gains. 
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CUADRO 1
BALANCE DE OFERTA Y DEMANDA DE BIOCOMBUSTIBLES EN PAÍSES DEL MERCOSUR, 
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1 En el caso de Argentina para la generación hidroeléctrica se considera únicamente aquella proveniente de pequeñas cen-
trales hidráulicas. 
*En este objetivo se excluye la hidroelectricidad.
Fuente: elaboración propia sobre la base de IRENA (2015), REN21 (2016), y USDA/Gains.

CUADRO 2
OBJETIVOS Y MANDATOS NACIONALES EN ENERGÍAS RENOVABLES

ARGENTINA

BRASIL

URUGUAY

PARAGUAY

VENEZUELA

- 8% de su generación 
eléctrica1 a 2017 (ge-
neración al 2014 1%)

- 20% de su genera-
ción eléctrica1 a 2025 

- 42,5% de la energía 
primaria en 2023 (al 
2015 41%)

- 45% de toda la 
energía consumida 
en 2030 

- 50% de la energía 
primaria en 2015 (al 
2015 57%)

- 86,1% de la matriz 
de generación de 
electricidad en 2023 
(al 2015 75,5%)

- *23% de la matriz 
de generación de 
electricidad en 2030

- 90% de la electrici-
dad en 2015 (al 2015 
92,8%)

- 95% de la electrici-
dad en 2017

- Electricidad 3 GW 
en 2016

- Energía 
geotérmica 30 MW 
en 2016

- Hidráulica (peque-
ñas) 7.8 GW en 2021

- Eólica 15.6 GW en 
2021

- Bioenergía 19.3 
GW en 2021

- Bioenergía 200 
MW en 2015

- Eólica 1.3 GW en 
2015

- 613 MW adiciona-
les de capacidad de 
electricidad renova-
ble en 2019, de los 
cuales 500MW son 
energía eólica

- Etanol 27% (Vigente)
Se excede con el uso 
de etanol hidratado 
en vehículos flexibles. 

- Biodiesel 7% (2015).  
Con presiones para 
elevar ese porcen-
taje a 10% en 2020 
(USDA/Gains 2015)

- Etanol 5% (Vigente)

- Biodiesel 5% (Vigen-
te) 

- Etanol 25% (Vigen-
te), en planes de ex-
pansión a 27%

- Biodiesel 1% (en die-
sel tipo III, opcional 
para diesel de mayor 
calidad)

- Etanol 10% (2014)

- Etanol 12% (Vigente)

- Biodiesel 10% 
(Vigente)

- Biodiesel 15% 
(al 2030) 

PARTICIPACIÓN 
DE ENERGÍAS 

RENOVABLES EN 
LA PRODUCCIÓN 

ENERGÉTICA 

PARTICIPACIÓN
DE FUENTES

RENOVABLES EN 
LA GENERACIÓN 

DE ELECTRICIDAD 

OBJETIVOS DE
CAPACIDAD 

INSTALADA Y/O 
GENERACIÓN 
DE ENERGÍA 
RENOVABLE 

MANDATOS DE 
MEZCLA DE 

BIOCOMBUSTIBLES

establecer una provisión energética eficiente y 
confiable, que ofrezca alta calidad de servicio 
al más bajo costo posible y potencie la com-
petitividad de la región. Para ello es importan-
te desarrollar sistemas energéticos integrados 
que permitan la comercialización eficiente y 
rentable de energía a nivel regional, así como 
los correspondientes marcos legales y técnicos 
para hacerla posible (Valencia y Vasco, 2012).

Al ser el MERCOSUR una región rica en 
recursos naturales y no tenerlos distribuidos 
uniformemente, los beneficios potenciales de 
la integración son varios y más cuando se los 
compara a los que se pueden obtener en otras 

regiones. Dentro de estos beneficios destaca-
mos la posibilidad de permitirles a los involu-
crados efectuar un uso óptimo de los recursos 
energéticos de la región y de la infraestructu-
ra eléctrica, postergar algunas inversiones en 
generación, diversificar las matrices energéti-
cas, aprovechar la complementariedad de las 
cuencas hidrológicas y de los husos horarios, 
aprovechar las diferencias entre los climas y las 
costumbres de los pueblos para optimizar los 
recursos disponibles, disminuir los precios de 
electricidad y las tarifas, mejorar las posibilida-
des de evitar colapsos y mejorar la confiabili-
dad y la calidad del suministro. Cabe destacar 
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La energía eólica es la nueva tecnología renovable con mayor despliegue a nivel mun-
dial y representa, en la actualidad, la mayor fuente renovable de nueva electricidad.

Brasil continúa liderando en América Latina con una capacidad total instalada para 
la generación de energía eólica de 8.715 MW, lo que representó, a diciembre de 2015, el 
2% del total de la capacidad instalada a nivel mundial (y 10% de su demanda nacional de 
electricidad). Esta capacidad instalada se distribuye en 349 parques eólicos. Asimismo, el 
sector emplea más de 41.000 personas, suministra electricidad a cerca de 15 millones de 
hogares y ha reducido las emisiones de CO2 en aproximadamente 16 millones de tonela-
das. Los resultados de las subastas recientes de energía demuestran la competitividad y 
la madurez del sector eólico brasileño.

La energía eólica ha sido apoyada por el público en general debido al aumento de los 
ingresos y del impulso económico que han proporcionado las instalaciones eólicas a las 
regiones donde se ubican. El gobierno de Brasil, junto a empresas de la industria eólica, 
ha fijado el objetivo de llegar a 15.6 GW en 2021 y a 24 GW de energía eólica para el 2024, 
llegando así a cubrir el 11% de la capacidad de generación del país, en ese último año.

Entre los países del MERCOSUR, Uruguay le sigue a Brasil en liderazgo. El desarrollo 
de la energía eólica en este país ha sido una historia de éxito, comenzando en gran porte 
a participar en el mix de generación eléctrica en 2008, con la puesta en operación de los 
primeros parques eólicos en el país. En 2015, con 857 MW, la energía eólica representa 
21% de la potencia total instalada para generación eléctrica. Se estima que dicho sector 
emplee más de 500 personas en el futuro, cuando los parques eólicos en construcción es-
tén terminados, sobre todo en lo vinculado a las operaciones, mantenimiento y servicios.

La generación se realiza en proyectos de diferente escala, variando entre 10 y 140MW. 
Un aspecto interesante en términos de inclusión es que para algunas de las licitaciones 
impulsadas por el ente energético nacional (UTE) se reservaron tramos para la inver-
sión de pequeños y medianos ahorristas, con participaciones de entre US$ 1.000 y US$ 
20.000. Ejemplo de esto son los parques Pampa (140 MW) y Arias (70MW). 

La cantidad de energía eólica introducida en el sistema eléctrico uruguayo es conside-
rada suficiente hasta el año 2020, sin embargo, la industria espera que el Gobierno haga 
acuerdos de intercambio de energía con Argentina y Brasil, teniendo en cuenta que la 
energía eólica excederá las necesidades internas del país.

En una década, Uruguay ha logrado un hecho trascendente, convertirse en el país con 
mayor proporción de electricidad generada a partir de energía eólica en América Latina 
y uno de los principales en términos relativos a nivel mundial. 
(GWEC, 2016)

RECUADRO 1. ENERGÍA EÓLICA

11% es la participación
de las energías renovables

en la matriz Argentina

que, de todos estos atributos importantes de 
la integración energética, la mayoría no se han 
considerado en la promoción ni en el fortaleci-
miento de la integración (CIER, 2006).

En las últimas décadas, uno de los princi-
pales motores de la integración energética en 
el MERCOSUR ha sido el uso del gas natural y 
la hidroelectricidad. Al compartir una frontera 
común se han desarrollado, desde hace más 
de 30 años, una gran cantidad de proyectos 
comunes que han permitido integrar los siste-

mas eléctricos y los intercambios de energía. 
En el caso del gas natural este producto se ha 
venido llevando desde el país productor hasta 
el país demandante directamente vía gasoduc-
tos (casos Bolivia a Brasil, Argentina a Brasil, 
Chile y Uruguay) o vía transmisión eléctrica 
previa conversión del gas natural en electrici-
dad en centrales térmicas localizadas en el país 
productor (casos Colombia-Ecuador, Perú-E-
cuador, Argentina-Brasil, Chile y Uruguay). En 
el caso de los proyectos hidroeléctricos sobre 
ríos que son frontera natural entre dos países, 
se destacan las centrales hidráulicas de: Salto 
Grande (1890 MW) sobre el río Uruguay que 
comparten Argentina y Uruguay, Itaipú (14000 
MW) sobre el río Paraná que comparten Brasil 
y Paraguay, y Yacyretá (3000 MW) sobre el río 
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Las subastas
son el principal

instrumento de su
despliegue en AL

NOTAS 
155La producción de biocombustibles aumenta fuer-
temente en estos países en 2016 (USDA/GAINS 
2016a, y USDA/GAINS 2016b). 
156Itaipú, en co-administración con Brasil y Yacyretá 
en co-administración con Argentina.
157Central hidroeléctrica de Acaray.
158La empresa eléctrica del país. 
159Por más información se refiere al lector a otras revi-
siones, por ejemplo, Lopez y Starobinsky, 2009.
160Aunque obligaciones de corte de etanol en naf-
tas pueden encontrarse en 1931 (Lopez y Starobinsky, 
2009).
161En la década de 1920 ya se observaba producción 
de etanol en este país. A su vez, esfuerzos para sos-

tener la producción de caña de azúcar a través del 
uso de etanol como combustible se llevaron adelante 
sobre fines de los 1970s (“alconafta”), aunque de cor-
ta duración dado el aumento en el precio del azúcar 
y la disminución del costo del petróleo. (Lopez y Sta-
robinsky, 2009).
162Esta dependencia varía por país y tipo de biocom-
bustible/materia prima.
163Modificaciones a la Ley 26.190, “Régimen de Fo-
mento Nacional para el Uso de Fuentes Renovables 
de Energía Destinada a la Producción de Energía 
Eléctrica”.
164Estos establecen que los edificios afectados deben 
satisfacer un porcentaje de sus necesidades térmicas 
(por lo general agua caliente) mediante la energía solar.
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Paraná que comparten Argentina y Paraguay. 
En todos estos casos, la producción de ener-
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Limitaciones en la institucionalidad del 
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sión existentes.
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RIESGO DE
DESASTRES
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ANÁLISIS

El MERCOSUR creo instancias especializadas en la coordinación de la gestión de riesgos de 
desastres recién en 2009 y 2015. Esta demora se explica en parte por el activismo presente 
en otras instancias de integración regional e incluso en vínculos bilaterales. En toda la región, 
la construcción de bienes públicos para lidiar con los efectos más acuciantes del cambio 
climático se ha dado a través de “bloques de construcción”, desarrollados por instituciones 
no creadas primariamente para ello. Sin embargo, hoy en día, el MERCOSUR tiene la oportuni-
dad de cosechar esos esfuerzos parciales abordando la tarea de modo estratégico. Conver-
tirse en una referencia en este ámbito fortalecería su credibilidad y la identidad del proceso 
de integración.
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TENDENCIAS, AVANCES Y DESAFÍOS
América Latina es particularmente vulne-

rable a diversas manifestaciones del cambio 
climático. Las tendencias observadas en las 
últimas décadas muestran un incremento en 
la ocurrencia de eventos extremos, aumentos 
en la temperatura, cambios en los patrones de 
precipitación, incrementos en el nivel del mar, 
pérdida de glaciares y sequías (Banco Mun-
dial, 2014; Magrin et al, 2014). A los fenómenos 
mencionados se suman los ENSO (Eventos El 
Niño y La Niña Oscilación del Sur)165   y, como 
impactos más relevantes, una mayor frecuencia 
de tormentas, inundaciones, deslizamientos de 
tierra, aludes y olas de calor. En algunas regio-
nes, los cambios en el uso del suelo han exacer-
bado los impactos negativos de las tendencias 
climáticas mencionadas. La población en situa-
ción de pobreza está particularmente expuesta 
a dichos fenómenos. En zonas rurales, la mayor 
exposición se debe a la dependencia de la agri-
cultura de subsistencia y de los servicios que 
prestan los ecosistemas. En zonas urbanas, la 
mayor exposición se explica por la vulnerabi-
lidad de las viviendas precarias ubicadas en 
zonas costeras, llanos inundables o laderas de 
pendientes pronunciadas frente a eventos ex-
tremos y al aumento del nivel del mar y de las 
precipitaciones (Banco Mundial, 2014). 

Los desastres naturales de los últimos años 
han ocupado un lugar prominente en las noti-
cias de los países del MERCOSUR y de América 
del Sur en general, si bien solo algunos de ellos 
pueden asociarse al cambio climático. A modo 
de ejemplo, cabe mencionar la sequía en San 
Pablo, Brasil (2014-2015);166 las inundaciones en 
Argentina,167 Brasil,168  Paraguay169  y Uruguay170 
(2015-2016); los terremotos en Ecuador en 
2016,171 y las lluvias con aluviones en Chile en 
2015.172 La ocurrencia de estos y otros desas-
tres conlleva vidas perdidas y genera impactos 
en la salud y el bienestar de la población, así 
como también daños materiales que se tradu-
cen en altos costos de reconstrucción. Frente 
a ellos, surge la pregunta de cuántos de estos 
impactos podrían haberse evitado; o bien, en 
otras palabras, hasta qué punto el daño obser-
vado fue producto de las fuerzas de la natu-
raleza o, por el contrario, fue el resultado de 
fallas humanas en la prevención y gestión de 
los riesgos de desastres. 

El panorama futuro no es alentador. En el 
período 2081-2100, se prevé un incremento de 
entre 2 y 4,8°C en la temperatura global pro-
medio,173 con el consecuente incremento en la 

frecuencia de eventos extremos, incluyendo 
olas de calor que podrían abarcar hasta 80% 
del territorio de América del Sur, cambios en 
los regímenes de precipitaciones y reducciones 
drásticas en los rendimientos agrícolas (IPCC, 
2014; Banco Mundial, 2014). En este contexto, 
la gestión de riesgos de desastres se plantea 
como un desafío adicional y urgente para el de-
sarrollo de largo plazo en la región.  

Este artículo considera el desafío de inte-
grar la gestión de riesgos de desastres en la 
planificación y los planes de desarrollo regio-
nales. La relevancia de esta temática se debe 
no solo a la alta vulnerabilidad de la población 
regional frente a los desastres, sino también a 
las tareas pendientes que se reconocen en esta 
materia, pese a las mejoras registradas en la úl-
tima década. 

En vista de la presencia de riesgos compar-
tidos de magnitud y de desafíos similares para 
varios países del MERCOSUR (en realidad, de 
toda la región), resulta de interés indagar has-
ta qué punto (y en qué ámbitos) la acción a 
escala regional puede contribuir a avanzar en 
esta materia, donde las limitaciones de expe-
riencia y de recursos a escala nacional podrían 
constituir barreras importantes. En este marco, 
consideramos de interés revisar el enfoque de 
“construcción en bloques” que proponen algu-
nos autores (Stewart, Oppenheimer y Rudyk, 
2013) y sus aportes para contribuir a reducir los 
efectos del cambio climático en la región, utili-
zando como base los esquemas multilaterales 
y regionales existentes, aun cuando tengan mi-
siones diferentes a la protección del clima. Este 
trabajo propone trasladar este enfoque a la 
cooperación para el desarrollo de una estrate-
gia regional para la reducción de los riesgos de 
desastres. Apoyada en instituciones y progra-
mas existentes, la “construcción en bloques” 
podría contribuir a la creación de capacidades 
para una mejor gestión de riesgos en los países 
de la región. Consideramos que la base común 
de estas iniciativas a escala del MERCOSUR 
puede generar, asimismo, una base fértil para 
mejorar e implementar acuerdos, programas 
de ayuda y convenios de cooperación multila-
terales para la gestión de riesgos climáticos.

Para ello, la sección 2 presenta la evidencia 
sobre ocurrencia de desastres y los efectos 
asociados a ellos en América del Sur, identifi-
cando los principales impactos, tipos de even-
tos y países afectados. La sección 3 describe 
la agenda internacional actual en la gestión de 
riesgos de desastres. La sección 4 delinea las 
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principales iniciativas nacionales y regionales 
desarrolladas en torno a la gestión del riesgo 
de desastres, así como el grado de avance en 
la reducción de riesgos. La sección 5 ofrece 
una discusión de la experiencia regional des-
de el enfoque de “construcción en bloques” 
y por último se enfoca en la oportunidad del 
MERCOSUR para elaborar sobre estas bases. 

IMPACTOS Y TENDENCIAS174

De acuerdo a la información reunida en la 
base de datos sobre desastres EM-DAT175 ela-
borada por el CRED (Centre for Research on 
Epidemiology of Disasters) de la Escuela de 
Salud Pública, Universidad Católica de Lovaina 
(Bélgica), entre 1900 y 2015 se han verificado 
1.101 eventos de desastres en América del Sur 
(8% del total mundial en dicho período, 13.776 
eventos); causaron 264.157 muertes (0,8% del 
total mundial), afectaron176 a una población to-
tal de 190 millones de personas (2,6%) y cau-
saron daños estimados en US$ 95.468 millones 
(3,4% del total mundial). 

En cuanto a la composición de estos even-
tos, cabe notar que 483 (44% de los casos 
registrados en el período 1900-2015) corres-
pondieron a inundaciones, 134 (12% del total) a 
terremotos y 132 (otro 12%) a aludes. Le siguen 
en importancia, con menos de 90 casos cada 
uno, las tormentas (86 casos, 7,8% del total), 
epidemias (7% del total), sequías (5,5%), tem-

peraturas extremas (4,5%), actividad volcánica 
(3,6%) e incendios naturales (2,8% del total) 
(Cuadro 1 y Gráfico 1a). Si consideramos la po-
blación afectada, las sequías resultan el tipo de 
desastre de mayor impacto en la región, segui-
das por las inundaciones y los terremotos en 
tercer lugar; estos tres tipos de eventos con-
juntamente dan cuenta del 96% de la pobla-
ción afectada por desastres en dicho período 
(Gráfico 1.b).

En relación a la distribución entre países de 
estos eventos, Brasil se ubica en primer lugar 
(con 220 eventos, y 20% del total regional), en 
segundo lugar, Perú (170 eventos; 16%) y en 
tercer lugar Colombia (169 eventos, 15% del to-
tal). En cuarto lugar, encontramos a Chile (111 
eventos, 10% del total), en quinto lugar, a Ar-
gentina (105 eventos, 10%) y en sexto lugar a 
Ecuador (96 eventos, 9% del total). En séptimo 
lugar se ubica Bolivia (con 85 casos), Venezue-
la en octavo lugar (54 casos), Paraguay en no-
veno lugar (49 casos) y Uruguay en el décimo 
(26 casos). La lista se completa con Guyana, 
Suriname y Guyana Francesa (en dicho orden) 
(Gráfico 2).

La cantidad de eventos creció notoriamente 
a partir de 1970: entre 1900 y 1969 se produje-
ron alrededor de 150 eventos, mientras que en-
tre 1970 y 2015 se han registrado 975 casos de 
desastres (Gráficos 3.a., 3b. y 3c.). El crecimien-
to es particularmente notorio para los even-
tos que suelen asociarse al cambio climático 
(tormentas, inundaciones, aludes, y sequías). 
Tomando en cuenta que este aumento podría 
deberse tanto a una mayor frecuencia de de-
sastres como a una mejora en las estadísticas 
(registro de datos) relacionadas, se ha tomado 
la precaución de considerar solamente la infor-

América Latina
es especialmente vulnerable

a eventos extremos

CUADRO 1
DESASTRES EN AMÉRICA DEL SUR, 1900-2015
(EN CANTIDADES Y PORCENTAJES)

  Fuente: Elaboración propia en base a información de EM-DAT.
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mación del período 1970-2015 para el análisis 
más detallado. En dicho período, se verifican 
para América del Sur las grandes tendencias 
globales en materia de desastres (Recuadro 1).

Si bien todos los tipos de desastres se 
volvieron más frecuentes en el período 1993-
2015 en comparación con el período 1970-1992 
(Cuadro 2 y Gráfico 3.a), algunos aumentaron 
su frecuencia en mayor medida. El incremento 
más notorio, en términos absolutos, se verifica 
en las inundaciones (que pasaron de 142 casos 
a 303) y tormentas (se pasó de 23 a 56 even-
tos) (Gráfico 4). En ambos casos, se superó 
el incremento promedio del período, que fue 
del 100%. Las tendencias de largo plazo tam-
bién muestran que los eventos no asociados al 
cambio climático presentan mayor variabilidad 
en su incremento en el tiempo, mientras que 
aquellos asociados al cambio climático mues-
tran una tendencia creciente más inequívoca, 
tal como se refleja en su mayor coeficiente de 
correlación (Gráficos 3.b. y 3.c).

LA AGENDA INTERNACIONAL
En la Tercera Conferencia Mundial de Na-

ciones Unidas sobre Reducción de Riesgo de 
Desastres (RRD) realizada en Sendai, Japón en 
marzo de 2015, se adoptó un nuevo Marco de 
Acción para la Reducción de Riesgos de Desas-
tres para el período 2015-2030. Se fijaron siete 
objetivos específicos de RRD, una serie de prin-
cipios y pautas y cuatro prioridades de acción 
(UNISDR, 2015b):

(i) comprender el riesgo de desastres; 
(ii) fortalecer la gobernanza del riesgo de 

desastres para su gestión; 

(iii) invertir en la reducción de riesgos de 
desastres para mejorar la resiliencia; y 

(iv) aumentar la preparación para casos de 
desastre, a fin de dar una respuesta eficaz y 
“reconstruir mejor”. 

El Marco de Sendai resalta la necesidad de 
fortalecer y ampliar el enfoque preventivo fren-
te al riesgo de desastres, considerando la pre-
sencia de amenazas múltiples y la necesidad 
de un abordaje multisectorial (UNISDR, 2015b). 
Adicionalmente, cabe notar que el último infor-
me internacional sobre gestión de riesgos de 
desastres recomienda modificar el modo de 
percibir y actuar frente al riesgo de desastres. 
En particular, propone dejar de considerar los 
riesgos de desastres como algo externo e in-
controlable frente a lo cual solo cabe mejorar 
la velocidad y capacidad de respuesta, y co-
menzar a tomar en cuenta que la inadecuada 
planificación y el mal diseño de las políticas de 
infraestructura, vivienda y desarrollo producti-
vo son responsables de los riesgos, tanto como 
lo es la naturaleza, al permitir, por ejemplo, el 
desarrollo urbano y productivo masivo sin pro-
teger ecosistemas frágiles –como los humeda-
les– que sirven de atenuantes en caso de de-
sastres (UNISDR, 2015a). La consideración e 
incorporación de los riesgos de desastres en la 
planificación y proyectos de desarrollo resulta, 
por tanto, clave. 

En este contexto, el Marco de Sendai reco-
noce la necesidad de: (a) reforzar los mecanis-
mos existentes de cooperación internacional y 
regional “con el fin de ... proporcionar un apoyo 
eficaz y lograr una mejor aplicación del Plan 
de Acción de Reducción de Riesgos de Desas-

GRÁFICO 1
CANTIDAD DE EVENTOS E IMPACTOS POR TIPO DE DESASTRE EN AMÉRICA DEL SUR, 
1900-2015 (EN CANTIDADES Y PORCENTAJES)

  Fuente: Elaboración propia en base a información de EM-DAT.
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tres”; (b) reconocer que “los países en desarro-
llo ... necesitan especial atención y apoyo para 
incrementar sus propios recursos y capacida-
des por vías bilaterales y multilaterales, a fin 
de asegurar medios de aplicación adecuados, 
sostenibles y oportunos para la creación de ca-
pacidad, la asistencia financiera y técnica y la 
transferencia de tecnología, de acuerdo con los 
compromisos internacionales”; (c) lograr que 
las políticas de gestión de riesgos de desastres 
sean accesibles, eficientes y eficaces; y (d) re-
conocer “la función de liderazgo, regulación y 
coordinación que desempeñan los gobiernos”, 
pero también la importancia de lograr la co-
laboración entre diferentes actores clave: “los 
sectores público y privado y las organizacio-
nes de la sociedad civil, así como la comunidad 
académica y las instituciones científicas y de 
investigación, deben colaborar más estrecha-
mente y crear oportunidades de colaboración, 
y las empresas deben integrar el riesgo de de-
sastres en sus prácticas de gestión” (UNISDR, 
2015b). En base a este marco, las siguientes 
secciones abordan las iniciativas regionales 
para la gestión de riesgos de desastres.

ASPECTOS INSTITUCIONALES
DE LAS INICIATIVAS REGIONALES

Una pregunta que surge frente a los desa-
fíos mencionados se refiere a cuál es el mejor 
ámbito y nivel de diálogo y cooperación entre 
países en relación a la RRD. Una alternativa 
es aprovechar las estructuras internacionales 
existentes para la coordinación y el diálogo re-
gional, vinculadas o no a la gestión de desas-
tres. Otra posibilidad es basarse en las capaci-
dades financieras y técnicas de los organismos 
internacionales de crédito y la banca de desa-

rrollo, y su facilidad para establecer procedi-
mientos o requisitos a cumplir para el acceso al 
financiamiento de proyectos de inversión. Una 
tercera alternativa es aprovechar los ámbitos 
específicos de coordinación y cooperación en 
el marco de procesos más amplios de integra-
ción comercial, económica o política. En este 
último caso, cabe interrogar si esos ámbitos 
y sus jóvenes instituciones están preparados 
para afrontar estos nuevos desafíos, si cuentan 
con capacidades para convocar a los países en 
torno a estos temas, o bien si cuentan con la 
disponibilidad de recursos y las capacidades 
técnicas necesarias para aglutinar fondos y vo-
luntades de modo de ofrecer asistencia a los 
países para avanzar en sus objetivos de RRD. 

A efectos de comprender mejor los avances 
y procesos en marcha, y tomando en cuenta 
estos interrogantes, en las secciones que si-
guen se consideran las experiencias nacionales 
y regionales para el fortalecimiento de la RRD 
en los países de América Latina, con particu-
lar foco en América del Sur (si bien a modo de 
ilustración, se mencionan las experiencias de 
Centroamérica y del Caribe). En vista de las 
prioridades y desafíos anteriormente expues-
tos, se presta especial atención a dos aspectos 
clave: (i) la creación de estructuras multisecto-
riales para la prevención y gestión de riesgos a 
nivel país y (ii) la incorporación de criterios de 
gestión de riesgo en las políticas de desarrollo 
y en las instancias de decisión de inversiones 
en infraestructura.

INICIATIVAS NACIONALES 
	 Frente a la creciente frecuencia de de-

sastres en las últimas décadas, los países de la 
región han debido reforzar sus estructuras para 
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dar respuesta a estos eventos. Adicionalmente, 
y con ayuda específica proveniente de organis-
mos internacionales y de iniciativas regionales, 
varios países han desarrollado iniciativas multi-
sectoriales (multi-agencia o interministeriales) 
y sistemas de protección civil, tendientes a me-
jorar la preparación y facilitar la respuesta ante 
desastres.

En la última década, la Oficina de Naciones 
Unidas para la Reducción del Riesgo de Desas-
tres, (UNISDR por sus siglas en inglés) ha con-

tribuido al fortalecimiento de las estructuras 
nacionales para la RRD177 a través de la elabo-
ración de principios guía y de directivas y reco-
mendaciones para la creación de plataformas 
nacionales (PN)178, la identificación de buenas 
prácticas, y un marco (criterios e indicadores) 
para la posterior autoevaluación de los avan-
ces logrados por cada país en la reducción del 
riesgo de desastres y en la implementación 
del Plan de Acción de Hyogo (UNISDR, 2015c; 
2015d)179. 
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En base a la información recabada por la 
UNISDR se observa que, si bien cada país en-
frenta un recorrido diferente en el desarrollo de 
sus PN para la RRD, los países cuentan con las 
estructuras ya existentes desde los años 1970 
para la protección civil y la gestión ex post de 
desastres. Por tanto, el desafío es fortalecer, 
realinear o redireccionar los esfuerzos y estruc-
turas existentes (UNISDR, 2015a; 2015c; 2015d). 
En este sentido, la base de datos regional de la 
UNISDR refleja que la mayor parte de los países 
de América del Sur cuenta con un Sistema Na-
cional de Defensa o Protección Civil, con una 
Plataforma Nacional para la RRD y/o con un 
punto focal a tal fin, y ha evaluado formalmente 
los avances logrados en la implementación del 
Plan de Acción de Hyogo (que incluyó un plan 
para ciudades resilientes, con participación de 
varios municipios). 

Sin embargo, el avance en cada ámbito 
puede resultar dispar. De hecho, Argentina, 
Brasil, Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, Para-

guay, Perú, Uruguay y Venezuela han reporta-
do sus avances en relación al Plan de Acción 
de Hyogo; pero solo tres países de la lista han 
declarado contar con Plataformas Nacionales 
multisectoriales para la reducción de riesgos. 
Asimismo, la información disponible sugiere 
que la implementación de sistemas de informa-
ción y de herramientas de gestión ex ante ha 
avanzado a escala local (municipal) y nacional, 
pero que resulta también dispar entre los paí-
ses de la región.180 En cuanto a la integración 
de la gestión de riesgos de desastres en los sis-
temas nacionales de inversión pública y/o los 
sistemas de planificación de inversiones para 
el desarrollo, la experiencia y el avance de los 
países de la región también han sido variados, 
y se encuentra estrechamente vinculada a va-
rias iniciativas regionales que se desarrollan a 
continuación. 

INICIATIVAS REGIONALES
En el MERCOSUR, los esfuerzos y creación 

Las evaluaciones internacionales recientes destacan tres tendencias globales en ma-
teria de desastres (UNISDR, 2015a):

1) Aumento en la cantidad de eventos. Entre 1900 y 1989 se registraron 46 eventos por 
año (en promedio) y en el período 1990-2015, un promedio de 387 eventos (estimado en 
base a datos de EMDAT). 

2) Reducción en la cantidad de muertes (por mejor prevención y respuesta). Entre 
1990 y 2015 los desastres naturales causaron en promedio alrededor de 72.000 muertes 
por año; mientras que en el período 1900-1989 causaron alrededor de 345.000 muertes 
(estimado en base a datos de EMDAT).

3) Los daños económicos y la población total afectada se han incrementado (UNISDR, 
2015a). De hecho, al comparar el costo anual promedio de los desastres a nivel mundial 
en dos períodos de 10 años (1976-1985 y 2005-2014) encontramos que éste se ha multi-
plicado por 10 (GFDRR, 2016).

Los datos de los Cuadros 2 y 3 muestran que las tres tendencias generales en materia 
de desastres a nivel global se verifican también para la región de América del Sur: 

(1) La cantidad de eventos se duplicó si comparamos el período 1970-1992 con el pe-
ríodo 1993-2015.

(2) Se redujo notoriamente la cantidad de muertes asociadas a desastres, tanto en 
valor absoluto 

(-61%) como en promedio por evento (-93%), y se redujo el impacto promedio en tér-
minos de población afectada por evento (-37%).

(3) Se incrementaron los daños asociados a desastres, tanto en términos de la pobla-
ción total afectada (6,5%) por dichos eventos como en función de las pérdidas económi-
cas asociadas (en total crecieron 219% y en promedio por evento crecieron 66%).

Todo lo anterior indica que las tendencias globales mencionadas –que reflejan una 
menor vulnerabilidad y una creciente exposición– se verifican también en la región de 
América del Sur. Frente a este panorama, es necesario evaluar las estrategias de gestión 
de riesgos a nivel local, nacional, regional y global, de forma tal de asegurar que resulten 
adecuadas para enfrentar los desafíos presentes y futuros.

Fuente: Elaboración propia en base a datos de EM-DAT, GFDRR, 2016 y UNISDR, 2015a.

RECUADRO 1. TENDENCIAS GLOBALES Y EN AMÉRICA DEL SUR
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de instituciones regionales para la coordina-
ción de acciones en relación a la gestión de 
riesgos de desastres son relativamente recien-
tes. La Reunión Especializada de Reducción de 
Riesgos por Desastres Socio naturales, Defen-
sa Civil, Protección Civil y Ayuda Humanitaria 
en el MERCOSUR (REHU-MERCOSUR, creada 
en 2009) propuso a fines de 2015 la creación 
de una instancia de alto nivel de cooperación 
subregional: la Reunión de Ministros y Altas 
Autoridades de Gestión Integral de Riesgos de 
Desastres (RMAGIR). Esta institución fue crea-
da en diciembre de 2015 y su primera sesión se 
realizó en Montevideo en marzo de 2016. Entre 
las funciones de la RMAGIR se encuentran: (i) 
definir prioridades para la gestión integral de 
riesgos de desastres de la región; (ii) proponer 
políticas transfronterizas en materia de ges-
tión integral de riesgos de desastres basadas 
en las realidades nacionales; y (iii) promover la 
creación de una plataforma MERCOSUR para 
la gestión integral de riesgos de desastres. Así 
concebido, el RMAGIR será el órgano funda-
mental en materia de gestión y reducción de 
riesgos de desastres dentro del MERCOSUR.

Si bien la acción concertada en relación a la 
gestión de riesgos de desastres es relativamen-
te reciente en la agenda del MERCOSUR, otras 
iniciativas regionales y subregionales cuentan 
con una experiencia de mayor data y proveen 
ejemplos interesantes acerca de los modos de 
cooperación para el fortalecimiento e integra-
ción de las estrategias de RRD de los países 
participantes. En el marco del Sistema de la 
Integración Centroamericana (SICA), el Cen-
tro de Coordinación para la Prevención de 

los Desastres Naturales en América Central 
(CEPREDENAC) es el organismo interguberna-
mental dedicado a la gestión del riesgo de de-
sastres. Esta institución juega un rol importante 
en la coordinación de las acciones nacionales 
con perspectiva regional y también facilita ac-
tividades de cooperación técnica internacional, 
por ejemplo la implementación de la Política 
Centroamericana de Gestión Integral de Ries-
gos de Desastres (PCGIR) en cuyo marco se 
creó el Fondo Centroamericano de Fomento 
de la Gestión de Riesgos de Desastres (FOCEGIR) 
que provee financiamiento y asistencia técnica 
a las políticas nacionales y regionales de ges-
tión del riesgo181.

La Comunidad Andina cuenta con una larga 
trayectoria en RRD. La Secretaría General ha 
representado a los países andinos en el desa-
rrollo del Proyecto Apoyo a la Prevención de 
Desastres en la Comunidad Andina (PREDECAN) 
durante el período 2005-2009. Dicho proyec-
to contribuyó a mejorar los servicios en el área 
de gestión del riesgo en la subregión, a través 
del fortalecimiento de políticas nacionales, de 
instituciones y de la coordinación de activida-
des en estas áreas. Asimismo, dio soporte al 
CAPRADE (Comité Andino para la Prevención 
y Atención de Desastres) y a la promoción e 
implementación de la Estrategia Andina para la 
Prevención y Atención de desastres.

Más allá de estos sistemas de integración 
subregional, se han realizado diversos esfuer-
zos para coordinar e impulsar la gestión de 
riesgos en toda la región de América Latina y 
el Caribe. La Secretaría Permanente del Siste-
ma Económico Latinoamericano y del Caribe 

CUADRO 2
CANTIDAD DE EVENTOS Y MUERTES EN DESASTRES EN AMÉRICA DEL SUR, 1970-2015
(EN CANTIDADES)

Fuente: Elaboración propia en base a datos de EM-DAT.
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CUADRO 3
POBLACIÓN AFECTADA Y PÉRDIDAS ECONÓMICAS EN DESASTRES EN AMÉRICA DEL SUR, 
1970-2015
(EN CANTIDADES Y MILES DE US$)

1.251.886 
137.236 
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Incremento (%)

Sequías
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A. Población afectada (total y promedio por evento)

B. Pérdidas económicas (totales y promedio por evento)

Nota: Población afectada incluye a los heridos, a quienes perdieron su vivienda y quienes sufrieron daños
Fuente: elaboración propia en base a datos de EM-DAT.

(SELA) colabora en actividades relacionadas 
con la gestión de desastres desde su creación 
en los años 1970. En años recientes, ha buscado 
favorecer las “alianzas entre el sector público y 
privado para la reducción del riesgo de desas-
tres en América Latina y el Caribe”, y contribuir 
a la “continuidad de gobierno y la continuidad 
de negocios y operaciones ante situaciones de 
desastre”. Su Secretaría Permanente colabora 
con la UNISDR desde 2010 y con otras insti-
tuciones regionales y subregionales específica-
mente creadas para contribuir a la cooperación 
en RRD182. Más recientemente, comenzó a par-
ticipar en la construcción de estrategias regio-
nales para la gestión del riesgo de desastres tal 
como se plantea en las Sesiones de la Platafor-

ma Regional para la Reducción del Riesgo de 
Desastres en las Américas iniciadas en 2011 y 
cuya última reunión se orientó a coordinar me-
didas y acciones para la implementación del 
Marco de Sendai. 

Asimismo, en el marco de UNASUR, el foro 
de presidentes –con participación de 12 países 
de América del Sur183– instituyó el Consejo Su-
ramericano de Infraestructura y Planeamiento 
(COSIPLAN). El COSIPLAN ofrece una ins-
tancia de alto nivel para la discusión política 
y estratégica relativa a la integración de la in-
fraestructura regional de los países miembros 
de UNASUR con participación de los Ministros 
de Planificación, Infraestructura y Desarrollo. 
Su objetivo es lograr una mayor integración 
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física de la región y aumentar su sustentabili-
dad. A estos efectos, se realizó la planificación 
concertada de infraestructura en torno a tres 
áreas prioritarias: (i) transporte; (ii) energía; y 
(iii) comunicaciones. COSIPLAN cuenta con 
la experiencia de la Iniciativa para la Integra-
ción de la Infraestructura Regional Suramerica-
na (IIRSA), la cual ofreció desde el año 2000 
y hasta 2010 (con el comienzo de actividades 
de COSIPLAN) un ámbito para la cooperación 
regional para la planificación y ejecución de 
proyectos de integración física y ampliación de 
infraestructura regional. Actualmente IIRSA se 
ha constituido en el foro técnico de COSIPLAN.

COSIPLAN-IIRSA constituye por su temá-
tica y enfoque, un ámbito privilegiado para el 
desarrollo y la aplicación de herramientas co-
munes de planificación y evaluación de proyec-
tos de desarrollo en la región. Cabe destacar 
que todos los países han participado en 
el proceso de planificación regional de 
COSIPLAN y han incorporado el seguimiento 
de la gestión de riesgos de desastres, en el mar-
co de los grupos de proyectos impulsados por 
COSIPLAN-IIRSA. Cabe notar que para cada 
eje de integración y desarrollo se ha realizado 
una caracterización socioeconómica y ambien-
tal que permite contar con una línea de base y 
construir escenarios de cambios territoriales a 
partir de la implementación de los grupos de 

proyectos, incluyendo una perspectiva dinámi-
ca y multisectorial. Este enfoque contribuye a 
la evaluación y proyección de amenazas y vul-
nerabilidades que enfrentan los proyectos de 
desarrollo de infraestructura. 

INICIATIVAS DE ORGANISMOS 
INTERNACIONALES
Banco Interamericano de Desarrollo

El BID ha desarrollado diversas iniciativas 
regionales para contribuir a fortalecer la ges-
tión de riesgos de desastre y la adaptación 
al cambio climático en los países de la región 
(BID, 2014). La estrategia del BID busca pro-
mover una gestión de proyectos preventiva (ex 
ante), para reducir riesgos y facilitar la atención 
de emergencias, ya que ex post el rol de los 
bancos de desarrollo se limita a proveer fondos 
para la reconstrucción (pero no para enfrentar 
los impactos directos del desastre) buscando 
reducir la vulnerabilidad futura. 

Los instrumentos a través de los cuales se 
contribuye a fortalecer la gestión de riesgos de 
desastre son: (i) préstamos de Inversión (entre 
US$ 5-100 millones, para reducir la vulnerabili-
dad a partir de acciones de prevención, mitiga-
ción y preparación ante riesgos de desastres); 
(ii) préstamos de Apoyo a la Reforma de Po-
lítica Pública que son típicamente transversa-
les (multisectoriales) (monto sin tope; puede 
incluir matriz de compromisos de reformas de 
política y aportes no reembolsables para algu-
nos componentes de la matriz); y (iii) Coopera-
ción Técnica (recursos no reembolsables) que 
generan insumos para desarrollar proyectos, 
los cuales pueden acceder a los Préstamos de 
Inversión o de Apoyo a la Reforma de Política 
Pública (por ejemplo diseño de instrumentos 

La cooperación
facilitaría la construcción

de una estrategia
regional
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financieros, evaluaciones de riesgo y estudios 
de pre-factibilidad). La política de gestión y re-
ducción de riesgos del BID se aplica tanto a las 
actividades relacionadas con el sector público 
como a aquellas vinculadas con el sector priva-
do, y abarca tanto la estrategia de país como 
proyectos individuales. 

Banco Mundial
El Fondo Global para la Reducción de Ries-

gos de Desastres (GFDRR) de este organis-
mo contaba en 2014 con una cartera de 226 
proyectos/aportes no reembolsables por un 
total de US$ 156 millones. Sus actividades se 
orientan a 5 pilares básicos de la gestión de 
riesgos: (1) identificar riesgos; (2) reducir ries-
gos; (3) preparación; (4) protección financiera 
(ex-ante y ex-post); y (5) recuperación resilien-
te. Asimismo, incluye un programa especial de 
herramientas para el planeamiento de la recu-
peración post-desastre (guías de evaluación de 
necesidades post-desastre) en el cual han par-
ticipado 37 países. También participa de una 
iniciativa más amplia para lograr acceso abierto 
a la información para la reducción de riesgos y 
la resiliencia (Open Data for Resilience). 

El fondo ha financiado varios proyectos y 
actividades relativos a los 5 pilares en América 
del Sur, América Central y México, y en el Caribe. 
Los proyectos de América del Sur incluyeron: 
(i) asistencias técnicas para la incorporación de 
herramientas de evaluación y planificación (in-
corporación de la gestión del riesgo en el plan-
teamiento territorial en Chile; aplicación de una 
herramienta de evaluación de desastres en Río 
de Janeiro, Brasil); (ii) la preparación de una es-
trategia nacional de gestión de riesgos (Brasil) 
y el fortalecimiento del marco legal para la re-
ducción de riesgos en Bolivia; (iii) la integración 
de políticas de diferentes áreas para la reduc-
ción de riesgos de desastres (Uruguay); (iv) el 
desarrollo de instrumentos financieros (bonos 
y seguros en Chile); (v) el financiamiento para 
obras de defensa y prevención de inundacio-
nes (Bolivia y Colombia); y (vi) el fortalecimien-
to de capacidades regionales y subregionales 
(por ejemplo, países andinos). 

INICIATIVAS CONJUNTAS
En el marco de las actividades de COSIPLAN 

(UNASUR) y de los Bancos de Desarrollo re-
gionales (BID/CAF) se destaca el desarrollo 
y la aplicación de una metodología específica 
para evaluar la incorporación de criterios de 
gestión de riesgos en los sistemas de inversión 
pública de los países de la región. Esta inicia-
tiva permite aplicar evaluaciones de riesgo a 
los grupos de proyectos de infraestructura de 
COSIPLAN. Dado que en la cartera de COSI-
PLAN hay muchos proyectos y varios grupos 
de proyectos que tienen relevancia para más 
de un país y más de un aspecto, el rol de la 
evaluación y gestión de riesgos en este nivel 
(escala agregada) resulta muy útil para mejo-
rar la efectividad de los sistemas de gestión 
de riesgos y las acciones de prevención (Re-
cuadro 2).  

Asimismo, UNASUR ha publicado reciente-
mente una serie de consideraciones de base 
para fortalecer una estrategia regional para la 
RRD. Dichas propuestas fueron elaboradas en 
base a la cooperación con UNISDR partiendo 
de: (i) las evaluaciones post desastre realiza-
das oportunamente por CEPAL; (ii) la base 
de datos regional y los informes de UNISDR 
sobre RRD; y (iii) las perspectivas de los or-
ganismos nacionales nucleados en UNASUR. 
La propuesta busca facilitar la cooperación, 
el intercambio de experiencias, la generación 
y aprovechamiento de información, la trans-
ferencia de buenas prácticas y el fortaleci-
miento de capacidades entre países, a partir 
de la cooperación internacional (UNASUR et 
al, 2015). Entre las consideraciones ofrecidas 
se mencionan una serie de avances regiona-
les: marcos legales e instituciones nacionales 
específicos (incluyendo plataformas multisec-
toriales con participación comunitaria y de 
distintos niveles de gobierno) en los países 
miembros de UNASUR, experiencia de coo-
peración Sur-Sur en la materia, existencia de 
protocolos comunes para la gestión de ayuda 
humanitaria, incorporación de la temática en 
varios foros sectoriales de UNASUR y coope-
ración frente a riesgos comunes (por ejemplo, 
los eventos El Niño/La Niña). Como vulnerabi-
lidades comunes se destacan: (i) la degrada-
ción ambiental que exacerba la vulnerabilidad 
ante desastres; (ii) la debilidad en la planifi-
cación y el ordenamiento territorial y del uso 
del suelo; (iii) la informalidad en las normas de 
construcción y en la ubicación de viviendas; y 
(iv) la vulnerabilidad social.

La gestión de riesgos
es un aspecto clave
en el desarrollo de la
infraestructura física
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LOS BLOQUES DE CONSTRUCCIÓN
El enfoque de “bloques de construcción” 

busca suplementar y complementar el proceso 
de adaptación y mitigación del cambio climá-
tico, a través de formas de cooperación trans-
nacional a una escala regional y con un nivel de 
centralización menor (Stewart, Oppenheimer 
& Rudyck, 2013). A través de distintas estra-
tegias, se propone crear una variedad de re-
gímenes especializados sobre temas parciales, 
cada uno de los cuales constituye un “bloque 
de construcción” para lograr la protección del 
clima mundial. 

La estrategia propuesta se basa, en parte, 
en aprovechar las organizaciones transnacio-
nales existentes, con misiones diferentes a las 
de protección del clima, para enlazar nuevas 
iniciativas que fomenten la misión básica de la 
organización y logren a la vez objetivos climá-
ticos. Si bien el enfoque propuesto se centra 
principalmente en acciones de mitigación del 
cambio climático, es posible extenderlo a las 
actividades de adaptación y, más específica-
mente, a la gestión de riesgos climáticos desde 
una perspectiva más amplia, donde el interés 
de ampliar la gestión ex ante para minimizar 
riesgos, impactos y costos ex post parece ser 
una necesidad imperiosa. 

En los programas de asistencia financiera o 
cooperación para el desarrollo regional existe 
aún espacio para incorporar y reforzar la ges-
tión de riesgos de desastres, como prueban las 
iniciativas individuales y cooperativas de los 
bancos multilaterales y de los organismos in-
ternacionales que se han analizado. Asimismo, 
distintas instituciones de integración regional 
y subregional han incorporado o están incor-
porando la gestión de riesgos a sus agendas.  
En función de dicha evidencia, cabe concluir 
que ya existen algunos de esos “bloques” que 
permitirían avanzar en la construcción de un 
régimen regional para la RRD. La coordinación 
entre estos “bloques de construcción” pare-
ce necesaria y podría aprovechar los bienes 
públicos existentes (“instituciones”) a escala 
regional para, de esa forma, reducir los cos-
tos del lanzamiento de una iniciativa regional 
de gestión de riesgos de desastres. Desde el 
enfoque de bloques de construcción resulta 
auspicioso el aprovechamiento de estas es-
tructuras regionales y subregionales, y de la 
experiencia acumulada en gestión de riesgos. 
Algunos bloques subregionales y regionales 
ya han incorporado programas de gestión de 
riesgos de desastres, en muchos casos gracias 

al desarrollo de iniciativas auspiciadas por or-
ganismos internacionales y la cooperación 
internacional. Estas iniciativas subregionales 
y regionales han logrado fortalecerse y com-
plejizarse, para luego facilitar su ampliación 
a escala mayor, permitiendo la consideración 
de amenazas de mayor magnitud económica 
y geográfica (y discutir desafíos comparti-
dos en términos, por ejemplo, de avanzar en 
la planificación y ordenamiento del territorio, 
protección de ecosistemas frágiles, etc.). En la 
actualidad, en efecto, la construcción en base 
a distintos bloques subregionales está permi-
tiendo no solo el diálogo en torno a la gestión 
de riesgos de desastres en toda América La-
tina, sino también extender la ambición a una 
plataforma de gestión de riesgos de desastres 
orientada al Marco de Sendai que cubra todo 
el continente americano.

La evidencia regional muestra que muchos 
de estos programas o iniciativas se encuentran 
centrados en proyectos de inversión en infraes-
tructura específicos o en iniciativas puntuales 
de cooperación para el desarrollo auspiciadas 
por organismos internacionales. Sin embar-
go, su impacto, en términos de las capacida-
des generadas (formación de recursos huma-
nos, adopción de procedimientos, etc.) para la 
gestión de riesgos en estos proyectos y en las 
iniciativas subregionales vinculadas específica-
mente a la RRD constituyen una base fértil para 
la creación de nuevas iniciativas nacionales, re-
gionales y subregionales más amplias y para la 
transferencia de capacidades y procedimien-
tos a otras áreas y niveles de gobierno y otras 
instituciones dentro del Estado. 

La construcción de una iniciativa regional 
–suficientemente amplia para abarcar la va-
riedad y magnitud geográfica y económica 
de los riesgos enfrentados a futuro– cuenta, 
entonces, con una base de capacidades, co-
nocimientos y procedimientos de gestión que 
abarcan al menos algunos sectores, áreas 
geográficas, actores y tipos de proyectos. El 
desafío es ampliar estos bloques y transferir 
conocimientos hacia otras áreas que aún no 
han sido incluidas en los regímenes regionales 
y subregionales de RRD, o en los programas 
de cooperación internacional o de los orga-
nismos internacionales relacionados hasta el 
momento. Asimismo, será vital que estas ini-
ciativas más amplias integren a otros actores 
clave en el desarrollo de proyectos de infraes-
tructura y servicios, y en las redes la gestión 
de riesgos de desastres, tales como el sector 
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privado, los gobiernos subnacionales y loca-
les, y la sociedad civil.

DE LOS BLOQUES AL EDIFICIO
En las últimas décadas el comportamiento 

de los desastres en América Latina se asemeja a 
las tendencias más globales. Aparte del marca-
do crecimiento de estos eventos, se incrementa-
ron los daños asociados, tanto en términos de la 
población total afectada como de las pérdidas 
económicas ocasionadas, a la vez que se redujo 
notoriamente la cantidad de víctimas fatales.

La agenda internacional en materia de ges-
tión de riesgos de desastres asigna un rol cen-
tral a la cooperación internacional  regional y 
bilateral  para construir capacidades a través de 

esquemas de identificación de riesgos, prepa-
ración y planificación en los que se enmarcan 
realidades multi nacionales. En este contexto, se 
han analizado diversas iniciativas de coopera-
ción existentes a nivel nacional y regional. Las 
evaluaciones especializadas recientes han con-
cluido que las promisorias iniciativas nacionales 
y locales desarrolladas hasta el momento resul-
tan insuficientes como plataforma para alcanzar 
los objetivos propuestos en el Marco de Sendai 
para la reducción de riesgos de desastres en los 
próximos 15 años, destacando la necesidad de 
potenciar la cooperación regional a gran escala.

La construcción institucional en esta mate-
ria ha seguido un modelo de “bloques de cons-
trucción” con heterogeneidades entre distintos 
países e iniciativas a lo largo de la región.  Por 
un lado, se observa que varios organismos e 
instituciones, particularmente, orientados a la 
integración subregional y regional, han incorpo-
rado la gestión de riesgos de desastres en sus 
agendas. En particular, algunos bloques subre-
gionales muestran diversos niveles de avance en 
esta temática, que oscilan entre iniciativas muy 

Los criterios de evaluación se refieren a aspectos de gobernanza, a cuestiones técni-
cas de herramientas, metodologías, buenas prácticas y enfoques aplicados, y a los meca-
nismos de evaluación y retroalimentación para la mejora del sistema. Estos son:

1) Desarrollo de institucionalidad (marco legal y de aplicación);
2) Evaluación de herramientas y metodologías de Gestión de Riesgo de Desastres 

(GRD);
3) Capacitación y Asesoría Técnica;
4) Consenso político y seguimiento para la adopción de nuevas herramientas de GRD 

en proyectos de inversión pública; y
5) Mecanismos de control y evaluación.

Este esquema de evaluación ya fue aplicado a los sistemas de inversión pública en 6 
países de América Latina (Colombia, Perú, Guatemala, Costa Rica, Perú, Panamá y Méxi-
co) y en 8 países del Caribe. En general las evaluaciones han mostrado que en los países 
de la región existen requisitos de evaluación de riesgos para la inversión pública (en base 
a manuales específicos) pero en la mayoría de los casos esta evaluación se centra sola-
mente en la etapa de pre-inversión. Asimismo, se verificó que todos los países que partici-
paron contaban con fondos de inversión para reconstrucción en casos de desastres. Entre 
los aspectos pendientes de desarrollo se encontró la necesidad de incorporar al sector 
privado en la evaluación de riesgos de desastres en relación a proyectos de inversión en 
infraestructura; mejorar las bases de información para evaluar riesgos; y desarrollar ins-
trumentos de evaluación de impactos y necesidades de reconstrucción post-desastres.

Fuente: Elaboración propia en base a información de IADB.org

RECUADRO 2. EVALUACIÓN DE LA GESTIÓN DE RIESGOS DE
DESASTRES EN SISTEMAS DE INVERSIÓN PÚBLICA

(METODOLOGÍAS BID Y UNISDR)

Hay que avanzar en la
construcción de un régimen

regional de gestión
de riesgos de desastres
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recientes (como la del MERCOSUR) hasta sis-
temas más consolidados (como el de la CAN o 
bien el de la CEPREDENAC). Asimismo, se des-
taca la existencia de esfuerzos importantes 
para coordinar e impulsar la gestión de riesgos 
en toda la región, en particular los impulsados 
por el SELA con un foco en las alianzas en-
tre el sector público y privado en la reducción 
de riesgos de desastres; y, más recientemen-
te, para coordinar las medidas y acciones de 
una “plataforma americana” para implementar 
el Marco de Sendai. Finalmente, en sectores 
específicos, como el de inversión en infraes-
tructura se registran importantes grados de 
avance: en algunos casos (IIRSA-COSIPLAN, 
por ejemplo) se ha incorporado el seguimien-
to de la gestión de riesgos en proyectos y 
sistemas de inversión pública. En este caso, 
los países tienen un interés genuino de redu-
cir y responder eficazmente a los riesgos de 
desastres y de inversiones en infraestructu-
ra dentro de perspectivas cooperativas con 
otros países.

En esta dinámica de “bloques de cons-
trucción” han intervenido notoriamente orga-
nismos internacionales de crédito y agencias 
de cooperación, entidades con misiones cla-
ramente diferentes a la protección del clima, 
pero que han creado redes de trabajo y pla-
taformas específicas en base a intereses co-
munes entre los países, los cuales pueden ser 
adaptados y aprovechados para lanzar nuevas 
iniciativas. La evidencia muestra que, sin des-
cuidar su misión básica esas organizaciones 
han contribuido a fortalecer las capacidades 
regionales en materia de adaptación al cambio 
climático y de gestión de riesgos de desastres, 
asociados o no a este fenómeno. La coope-
ración emanada de organismos internaciona-
les y algunas instituciones financieras ha sido 
muy beneficiosa en el proceso de desarrollo 
de las plataformas para la gestión de riesgos 
de desastres. De hecho, la gestión de riesgo de 
desastres en la planificación del desarrollo se 
ha ido dando a nivel de proyectos concretos, 
mientras que su incorporación como temática 
institucional regional ha tenido un avance más 
lento. El tardío abordaje del MERCOSUR es un 
ejemplo de esto. Pero, en el momento actual, 
esto no es suficiente en términos de construc-
ción institucional.

El punto no es nuevo. Una barrera habitual 
para acciones circunscriptas a la cooperación 
internacional frente a problemas de provisión 
adecuada de un “bien público global” (como, 

por ejemplo, la protección del sistema climá-
tico) es la falta de ámbitos o instituciones en 
funcionamiento con mandato regional o glo-
bal que permita proveerlo adecuadamente 
(Kaul, Grunberg & Stern, 1999). 

América Latina y, en particular, los países 
del MERCOSUR, están, pues, en una situa-
ción en la cual el “bien público institucional” 
solo existe en forma embrionaria, como un 
conjunto de “bloques de construcción” en la 
dirección adecuada, pero que no suman una 
estructura arquitectónica acabada. 

Y esa estructura es necesaria en la medida 
en que, como señala Hallegatte (2016), la vul-
nerabilidad a los desastres naturales es solo un 
desafío entre varios otros. Estos eventos tam-
bién impactan la estructura productiva (por 
ejemplo, la agricultura), pueden desencade-
nar complejos procesos migratorios, y generar 
condiciones precarias de salud pública y afec-
tar la seguridad alimentaria. Más aún, sus efec-
tos pueden trasladarse generacionalmente. En 
este sentido, el foco de los proyectos e ini-
ciativas de cooperación internacional relacio-
nados con la gestión de riesgos de desastres 
desarrollados hasta el momento se quedan 
cortos. Tampoco los organismos involucrados 
parecen contar entre sus áreas de actuación 
y sus redes actuales a todos los sectores (sa-
lud, agricultura y seguridad alimentaria, por 
ejemplo) ni a todos los actores pertinentes (en 
especial resta involucrar más activamente al 
sector privado). De allí que, como parte de su 
construcción institucional y en una dimensión 
en la cual el bloque podría ganar credibilidad 
y amplio sustento social, el MERCOSUR, inclu-
yendo a sus miembros asociados, podría de-
sarrollar una amplia agenda proactiva en este 
ámbito. En la medida en que varios “bloques 
de construcción” ya existentes puedan reu-
nirse armónicamente, se ganaría en eficacia y 
profundidad de acciones que, de por sí, invo-
lucran un espacio regional. Los costos de esta 
iniciativa descansan sobre todo en esfuerzos 
de coordinación estratégica, ya que, en efecto, 
existen componentes concretos enraizados en 
iniciativas nacionales e incluso en esquemas 
de cooperación regional.

El BID promueve
proyectos

preventivos
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NOTAS
165Los ENSO son fenómenos acoplados océano-at-
mosféricos que afectan a diversas regiones del mun-
do e impactan de un modo u otro en todos los países 
de América del Sur. Surgen de la interacción entre 
cambios en la temperatura superficial del Pacífico 
Tropical -se llama El Niño a las anomalías cálidas y 
La Niña a las anomalías frías- y la oscilación en la 
presión atmosférica al nivel del mar en las regiones 
circundantes. 
166“São Paulo raciona el agua por la peor sequía en 
ocho décadas”, Diario El País (España), 16/01/2015; 
“São Paulo se seca”, Diario El País, España, 
28/02/2015.
167“Argentina contabiliza 40 mil afectados por inun-
daciones”, 24/04/2016 www.telesurtv.net.
168“Un nuevo temporal provocó inundaciones en 5 
provincias y hay 5000 evacuados”, 04/03/2015, 
www.lanacion.com.ar. 
169“Fuertes lluvias dejan al menos 20 muertos en Sao 
Paulo, Brasil”, 12/03/2016, www.telesurtv.net.
“Más de 170.000 evacuados por inundaciones en 
Paraguay, Argentina, Brasil y Uruguay”, 26/12/2015, 
http://www.noticiasrcn.com/.
170“Rio (Paraguay) creció 8cm en las últimas 24 ho-
ras”, 25/03/2016, Diario abc Paraguay, http://www.
abc.com.py/.
171“Hay 3.623 personas desplazadas por inundacio-
nes en 13 departamentos”, 17/04/2016, Diario El País 
(Uruguay), www.elpais.com.uy/informacion/evacua-
dos-rutas-cortadas-pais-temporal.html.
172“Terremoto de magnitud 7,8 en la zona costera 
de Ecuador deja más de 600 muertos”,16/04/2016, 
www.bbc.com.
173“Por qué se inundó el desértico norte de Chile?”, 
25/03/2015, www.bbc.com/mundo.
174Respecto de la temperatura global promedio en el 
período 1986-2005.
175Antes de abordar la temática específica, parece 
oportuna una aclaración metodológica. La gestión 
de riesgos de desastres abarca una serie de princi-
pios, pautas orientadoras y modos de organización 
(por ejemplo, sistemas preventivos, y de rápida res-
puesta, como sistemas de alertas tempranas) que 
son comunes a todos los desastres, estén o no vin-
culados al cambio climático. Las nuevas estrategias 
de gestión de riesgos comprenden todos ellos. Por 
eso, en el análisis que sigue se considerarán de ma-
nera global tanto la gestión de los riesgos vinculados 
al cambio climático como la preparación para otros 
tipos de eventos que no se asocian a dicho fenóme-
no (erupción de volcanes o los terremotos). Un trata-
miento por separado resultaría artificial y no tendría 
mayor interés ya que el objetivo común es preservar 
vidas y reducir el impacto de estos eventos sobre la 
salud, el bienestar y la infraestructura
176Para ingresar en la base de datos EM-DAT, los even-
tos deben satisfacer al menos uno de los siguientes 
requisitos: (i) 10 muertes o más a causa del evento; 
(ii) que al menos 100 personas hayan sido afectadas; 

(iii) declaración de estado de emergencia; y (iv) soli-
citud de ayuda internacional. Si bien existen otras ba-
ses de datos de desastres, esta base es la única que 
provee información para todos los países de Amé-
rica del Sur y además es regularmente consultada 
para estudios de organismos internacionales como 
CEPAL (2014) y el Fondo del Banco Mundial para la 
Reducción de Desastres y su Recuperación (GFDRR, 
2016). Para mayor información sobre la base de da-
tos y las definiciones, se recomienda consultar http://
www.emdat.be/
177La población afectada total se define como el total 
de personas que debieron recibir asistencia durante 
el período de emergencia asociado al evento para 
cubrir sus necesidades básicas (agua, alimentos, re-
fugio) y servicios médicos y sanitarios. 
178En este marco, la reducción de riesgos de desas-
tres (RRD) se define como “el marco conceptual de 
trabajo de los elementos que se consideran que tie-
nen la posibilidad de minimizar la vulnerabilidad y 
los riegos de desastres en una sociedad, para evitar 
(prevención) o limitar (mitigación y preparación) los 
impactos adversos”.
179Las plataformas nacionales (PN) para la RRD se 
definen como mecanismos nacionales oficiales (bajo 
la forma de un sistema, foro, comité, red, etc.) que 
abordan los objetivos de RRD mediante un proceso 
coordinado, participativo e interactivo para analizar 
la situación, formular políticas y planes de acción y 
la implementación, monitoreo y revisión de activida-
des. Claramente, el objetivo último no es contar con 
el “plan” sino lograr la reducción efectiva de la vulne-
rabilidad, por lo cual las PN ofrecen un marco para 
el análisis sistemático y el compromiso con objetivos 
fijados con acciones prioritarias para diversos secto-
res y regiones.
180La información relevada país por país y su análisis 
está disponible en: http://www.preventionweb.net/
english/hyogo/national/reports
http://www.unisdr.org/partners/countries
(sitios verificados el 26/09/2016)
181www.eird.org
182http://www.cepredenac.org/index.php/pcgir
183Estas son: el Comité Andino para la Prevención y 
Atención de Desastres (en el ámbito de la Corpora-
ción Andina de Naciones) CAPRADE-CAN, el antes 
mencionado CEPREDENAC-SICA, la Caribbean Di-
saster Management Agency (Comunidad del Cari-
be) CDEMA-CARICOM, la Reunión Especializada de 
Reducción de Riesgos por Desastres Socionaturales, 
Defensa Civil, Protección Civil y Ayuda Humanitaria 
en el MERCOSUR REHU-MERCOSUR , la Red Intera-
mericana de Mitigación de Desastres, que depende 
de la OEA (Organización de Estados Americanos), y 
el  Foro de Coordinación y Cooperación de los Meca-
nismos Subregionales de Gestión de Riesgo de De-
sastre de las Américas.
184Incluye a Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, 
Ecuador, Guyana, Paraguay, Perú, Suriname, Uruguay 
y Venezuela.
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La firma del Tratado de Asunción en 1991 
no solamente dio origen a uno de los proyec-
tos de integración con mayor peso en la re-
gión, sino que reactivó otros procesos que se 
encontraban estancados. Entre estos proyec-
tos se encontraban la Comunidad Andina de 
Naciones, el Mercado Común Centroamerica-
no, el CARICOM, como principales. 

Pero también a partir de los noventa se 
multiplicaron los acuerdos comerciales bilate-
rales en la región, primero en la región suda-
mericana y luego entre países centroamerica-
nos y sudamericanos y México, hasta llegar al 
último acuerdo de la Alianza para el Pacifico.

A pesar del gran impulso de la integración 
de nuestra región, iniciado hace 25 años por 
el MERCOSUR, el comercio entre los países la-
tinoamericanos no supera el 22% del total de 
lo exportado e importado por esta región. En 
el caso específico del MERCOSUR el comer-
cio intrarregional actual es de alrededor del 
17%, menor, inclusive, al obtenido en los años 
noventa.

La especialización de los países miembros 
del MERCOSUR, y de los sudamericanos en 
general, es hacia la exportación de commodi-
ties al resto del mundo; y eso, por supuesto 
explica, en gran parte, el poco dinamismo del 
comercio intrarregional. Pero, además, sien-
do este comercio de rubros manufacturados, 
predominantemente, no se observa una ten-
dencia hacia los encadenamientos producti-
vos entre países, lo que pudiera provocar un 
mayor intercambio entre los mismos.

De la misma forma, la participación de paí-
ses de nuestra región en cadenas globales de 
valor es marginal, es decir como proveedora 
de commodities agrícolas o minerales y no 
precisamente de insumos industriales.

Es evidente que la explicación de una bue-
na parte del comercio intrarregional en un 
bloque desarrollado de integración como la 
Unión Europea, se encuentra en los encade-

namientos productivos internos y de cadenas 
globales184. Sin embargo, lo mismo ocurre en-
tre los países asiáticos, con un grado de inte-
gración menor al europeo185.

En los últimos años, varios analistas y estu-
diosos del comercio intrarregional en América 
Latina han afirmado que la región se encuen-
tra ante un doble desafío para seguir crecien-
do económica y socialmente, teniendo más y 
mejor conexión con el resto del mundo. Por un 
lado, el incremento de los procesos producti-
vos en cadenas de valor regionales con una 
mayor participación del sector manufacturero. 
Por el otro, la conexión de estas cadenas de 
valor regionales con otras globales. 

Sí, claro, esto será posible si al mismo tiem-
po aceleramos las conexiones comunicaciona-
les, de transporte y energéticas entre nuestros 
países; y si iniciamos un proceso más acelera-
do de reducir nuestras barreras no tarifarias. 

Por lo tanto, la pregunta ya no debe ser 
más qué hemos conseguido luego de 25 años 
del MERCOSUR. Tampoco sobre si creemos 
que este proceso de integración u otros en 
la región alcanzarán la etapa del mercado 
común y en cuanto tiempo. Hoy deberíamos 
contestar otra pregunta: cuánto tiempo más 
necesitaremos para participar con un mayor 
peso en el comercio mundial.

La experiencia asiática está demostrando 
que la integración comercial y la cercanía geo-
gráfica de los países, sumada a las especiali-
zaciones en cadenas productivas llevan como 
resultado un mayor comercio intrarregional. 
No existe una preocupación en esa región si 
los acuerdos comerciales existentes deben lle-
gar o no al mercado común.

Las experiencias son diferentes en cada 
región. Lo que nos dice la experiencia latinoa-
mericana es que debemos trabajar más allá de 
los múltiples acuerdos comerciales existentes. 
Respetando las asimetrías entre países, pero 
conectando a los mismos mediante proce-

INTEGRACIÓN:
LO QUE NOS DEBE PREOCUPAR

FERNANDO MASI 
Director del Centro de Análisis y Difusión de la Economía Paraguaya (CADEP)

VISIÓN ESTRATÉGICA
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sos productivos más profundos. Si logramos 
avanzar en esta dirección, poco importará si lo 

hacemos como zona de libre comercio, unión 
aduanera o mercado común.

NOTAS
184El comercio intrarregional europeo explica casi el 
70% del intercambio de ese bloque.

185El comercio intrarregional constituye el 50% del 
total.
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ABREVIATURAS Y SIGLAS

ABDI
ACE

ACFI
ACP

ADPIC
AEC

AFAC
AI

AIC
ALADI

ALC
ALCA

ANCAP

AP
API

ARRA
BID

BNA
BNDES

BRIC
BRICS

CABBIO
CADEP

CAF
CAN

CAPRADE
CARICOM

CAS
CCM
CDE
CDTI

CEI
CEPAL
CEPEA

CEPREDENAC

CMC
COMTRADE

CORPOELEC
COSIPLAN

CPI
CPP

CPTI
CRED

CUSFTA
CVG
Dec.
DJAI

Agencia Brasileña de Desarrollo Industrial
Acuerdo de Complementación Económica
Acuerdo de Cooperación y Facilitación de Inversiones
Acuerdo sobre Contratación Pública
Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual
Arancel Externo Común
Asociación de Fábricas Argentinas de Componentes
Asociaciones para la innovación
Agenda de Implementación Consensuada
Asociación Latinoamericana de Integración
América Latina y el Caribe
Área de Libre Comercio de las Américas
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland 
(Uruguay)
Alianza del Pacífico
Agenda de Proyectos Prioritarios de Integración
American Recovery and Reinvestment Act
Banco Interamericano de Desarrollo
Banco de la Nación Argentina
Banco Nacional de Desenvolvimento Econômico e Social
Brasil, Rusia, India, China
Brasil, Rusia, India, China, Sudáfrica
Centro Argentino Brasileño de Biotecnología
Centro de Análisis y Difusión de la Economía Paraguaya
Banco de Desarrollo de América Latina
Comunidad Andina de Naciones
Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres
Comunidad del Caribe
Consejo Agropecuario del Sur
Comisión de Comercio del MERCOSUR
Comité de Dirección Ejecutiva
Centro para el Desarrollo Tecnológico Industrial
Centro de Economía Internacional
Comisión Económica para América Latina y el Caribe
Centro de Estudios Sobre Políticas y Economía de la Alimentación
Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres 
Naturales en América Central
Consejo Mercado Común
Commodity Trade Statistics Database
Corporación Eléctrica Nacional (Venezuela)
Consejo Suramericano de Infraestructura y Planeamiento 
Compra pública de innovación
Compras públicas pre-comerciales
Compra pública de tecnología innovadora
Centre for Research on Epidemiology of Disasters
Canada United States Free Trade Agreement
Cadenas de valor global
Decisión
Declaraciones Juradas Anticipadas de Importación
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EE.UU.
EMBRAPA

EMDAT
EID

ENSO
EP

ERS
ESLAI

FAF-MERCOSUR
FAO

FAOSTAT
FONPLATA

IICA
FID

FLACSO
FMI

FOCEGIR

FOCEM
FOPyME

G-20
GFDRR

GHI
GIE
GIP

GMC
GRD
GW

GWEC
i.a.

IED
INDC
INIA

INMETRO
INTA

INTAL
IIRSA

IPEA
IPI

IPTA
ITA
IVA

MBP5
MBP6

MERCOSUR
MDIC

MGAP

Estados Unidos
Empresa Brasileira de Pesquisa Agropecuária
The international disasters database
Eje de integración y desarrollo
Eventos El Niño y La Niña - Oscilación del Sur
Estados Partes
Economic Research Service
Escuela Superior Latinoamericana de Informática
Fondo de la Agricultura Familiar del MERCOSUR
Food and Agriculture Organization
Base de datos estadísticos de la FAO
Fondo Financiero para el desarrollo de la Cuenca del Plata
Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura
Fomento de la Innovación desde la Demanda
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales
Fondo Monetario Internacional
Fondo Centroamericano de Fomento de la Gestión de Riesgos de 
Desastres
Fondo de Convergencia Estructural del MERCOSUR
Fondo MERCOSUR de Garantías para Pequeñas y Medianas 
Empresas
Grupo de los 20
Fondo Global para la Reducción de Riesgos de Desastres
Global Harvest Institute
Grupo de Interés Económico
Grupo de Integración Productiva del MERCOSUR
Grupo Mercado Común
Gestión de Riesgo de Desastres
Gigawatt
Global Wind Energy Council
interanual
Inversión Extranjera Directa
Contribuciones Nacionalmente Determinadas
Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria (Uruguay)
Instituto Nacional de Metrología, Calidad y Tecnología
Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria
Instituto para la Integración de América Latina y el Caribe
Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional 
Suramericana 
Instituto de Pesquisa Econômica Aplicada
Impuesto sobre los productos industrializados
Instituto Paraguayo de Tecnología Agraria
Information Technology Agreement
Impuesto al Valor Agregado
V Manual de Balanza de Pagos
VI Manual de Balanza de Pagos
Mercado Común del Sur
Ministerio de Desarrollo, Industria y Comercio (Brasil)
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca
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MILA
MINECO

MIPYMES
MOA

MRS-4

MW
MWH

NAFTA
NBD
NMF

OCDE
OEE

OGM
OIEA
OMC
OMS

OPEP
PAMA

PAV
PBM

PCGIR

PEMEX
PIB

PICE
PIP

PISA
PLC

PMCP
PN
PO

PREDECAN

PROCISUR

PRONAF
PSA
PTF

PYMES
REAF
REHU

RMAGIR

RNA
RRD

SACU
SBC

Mercado Integrado Latinoamericano
Ministerio de Economía, Industria y Competitividad (España)
Micro, pequeñas y medianas empresas
Manufacturas de origen agropecuario
Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, socios fundadores del 
MERCOSUR
Megawatt
Megavatio-hora
North American Free Trade Agreement
Nuevo Banco de Desarrollo
Nación más favorecida
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico
Overall Equipment Efficiency
Organismos genéticamente modificados
Organismo Internacional de Energía Atómica
Organización Mundial del Comercio
Organización Mundial de la Salud
Organización de Países Exportadores de Petróleo
Programa de Acción MERCOSUR Libre de Fiebre Aftosa
Protocolo de Adhesión de Venezuela
Plan Brasil Maior
Política Centroamericana de Gestión Integral de Riesgos de 
Desastres
Petróleos Mexicanos
Producto Interno Bruto
Programa de Integración y Cooperación Económica
Programa de Integración Productiva del MERCOSUR
Programme for International Student Assessment
Programa de Liberalización Comercial
Protocolo del MERCOSUR de Contrataciones Públicas
Plataformas Nacionales
Protocolo de Olivos
Proyecto Apoyo a la Prevención de Desastres en la Comunidad 
Andina
Programa Cooperativo para el Desarrollo Tecnológico
Agroalimentario y Agroindustrial del Cono Sur
Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar
Pagos por servicios ambientales
Productividad total de factores
Pequeñas y medianas empresas
Reunión especializada en Agricultura Familiar
Reunión Especializada de Reducción de Riesgos por Desastres So-
cio naturales, Defensa Civil, Protección Civil y Ayuda Humanitaria
Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Gestión Integral de 
Riesgos de Desastres
Restricciones no arancelarias
Reducción de Riesgo de Desastres
Unión Aduanera de África Austral
Servicios basados en conocimiento
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SELA
SGT

SICA
SNIG
TCR
TICs
TISA
TLC
TPP

TRIPS
TTIP
UBA

UE
UNASUR
UNCTAD
UNISDR

USDA
US$

VUCE
ZF

Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe
Subgrupo de Trabajo
Sistema de la Integración Centroamericana
Sistema Nacional de Información Ganadera
Tipo de Cambio Real
Tecnologías de la Información y Comunicación
Trade in Services Agreement
Tratado de Libre Comercio
Acuerdo de Asociación Transpacífico 
Trade-related aspects of intellectual property rights
Asociación Transatlántica de Comercio e Inversiones
Universidad de Buenos Aires
Unión Europea
Unión de Naciones Sudamericanas
United Nations Conference on Trade and Development
UNISDR
Unites States Department of Agriculture
dólares estadounidenses
Ventanilla Única de Comercio Exterior 
Zonas Francas
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